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PRÓLOGO 

 

Este libro es el segundo Tomo de una obra donde se vuelcan los resultados 
obtenidos en los proyectos de investigación “Políticas exteriores comparadas: una 
primera aproximación” y “Políticas exteriores: enfoques comparativos aplicados a 
estudios de caso”, ambos desarrollados y financiados en el marco del programa 202 de 
la Secretaría de Ciencia y Técnica de la Universidad Nacional de Rosario. 

 

Tal como lo expresamos en el prólogo del Tomo I los motivos que impulsaron 
esta investigación estuvieron ligados a las consecuencias de la crisis por la que atravesó 
nuestro país a partir de 2001. Esta generó un incremento del peso de los 
condicionamientos domésticos sobre la conformación de la agenda externa y una 
contracción de las capacidades de gestión internacional de nuestro país evidenciada en 
cierta parálisis de nuestra política exterior. En un momento en que la República 
Argentina necesitaba aunar esfuerzos para lograr que sus necesidades internas 
encontrasen alguna oportunidad de solución en un mundo globalizado y complejo no 
pudimos hacerlo. Fuimos, nuevamente, vistos desde afuera como un país impredecible y 
como una sociedad que no encontraba un destino común. Fronteras adentro florecían las 
críticas sobre la ausencia de un proyecto nacional basado en ideas e intereses comunes 
que actuasen como parte de nuestra identidad y sobre la consecuente discontinuidad de 
nuestra política exterior. 

 

En ese contexto nos preguntamos sobre cuáles podrían ser las razones que 
optimizaran o limitaran la capacidad de un Estado para hacer de su política exterior un 
instrumento útil en la tarea de dar respuestas a crisis típicas de la era de la globalización. 
Consecuentemente, decidimos incorporar un nuevo proyecto a nuestro programa de 
investigación donde sumamos a los análisis sobre el peso de los intereses en la acción 
externa de los estados el rol de la ideas. Por lo tanto, nos planteamos un estudio 
exploratorio donde intentamos identificar fuerzas profundas y cuestiones identitarias 
que influyen sobre la política exterior de los estados favoreciendo -o no- su capacidad  
para generar cambios positivos que den respuestas a sus necesidades. 

  

Dicha tarea exploratoria estaba guiada por un supuesto tentativo: prima facie 
suponíamos que más allá de las diferentes capacidades de respuesta a las crisis por parte 
de cada Estado propias de la dicotomía desarrollo-subdesarrollo -visión ligada a las 
capacidades materiales- la historia de las relaciones internacionales parecería demostrar 
que aquellos países con determinadas fuerzas profundas que actuaron como elementos 
estructurales en la construcción de su identidad -sin limitar el dinamismo de este 
concepto- e impactaron en la política exterior, han logrado mejores resultados que 
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aquellos que carecen de una identidad o que la han fundado sobre alguna fuerza 
profunda errónea como podría ser la raza, los nacionalismos exacerbados, entre otros. 

 

Nuestro equipo, integrado por investigadores y becarios de CONICET e 
investigadores del Programa de Categorización,  posee una trayectoria significativa en 
el estudio tanto de política exterior argentina como de otros Estados nacionales. Con 
esta base de conocimientos adquiridos nos dedicamos a indagar la existencia de fuerzas 
profundas en el sentido aportado por la Escuela Francesa, su interconexión con la 
identidad nacional de un país y su impacto en la política exterior. El Tomo I comienza 
con el marco teórico-conceptual que guió la investigación en su conjunto y, 
posteriormente, incluye el análisis de los casos de Estados Unidos, Rusia, Irán, Irak, 
Afganistán y China. El Tomo II, que estamos presentando en esta ocasión, se concentra 
en los casos de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile y Sudáfrica los cuales fueron 
analizados a partir de los conceptos trabajados en la introducción del primer tomo. 
Como cierre de esta publicación reflexionamos acerca de los principales componentes 
identitarios que han impactado sobre las políticas exteriores en los casos abordados e 
intentamos un ejercicio comparativo sobre los principales resultados. 

      

La segunda etapa de esta investigación, al igual que la primera, no hubiese sido 
posible sin los aportes académicos y la dedicación permanente de mi colega y 
Codirectora de ambos proyectos, la Dra. Graciela Zubelzú. Asimismo, quiero manifestar 
mi mayor agradecimiento a María Eva Pignatta y Esteban Actis quienes forman parte 
del equipo de investigación y a un grupo de estudiantes avanzados de la Licenciatura en 
Relaciones Internacionales de la U.N.R integrado por Jeremías Emmanuel Filace, Juan 
Pablo Mordini y Rodrigo Valverde quienes participaron activamente en las tareas de 
corrección y edición de este tomo. Finalmente, destaco la importancia y la riqueza del 
trabajo conjunto entre investigadores jóvenes y de trayectoria para la producción y 
difusión de conocimientos a través de esta modalidad electrónica y valoro, muy 
especialmente, el apoyo de UNR Editora para la consecución de este libro. 

 

 

                                                                                 Mg. Anabella Busso 
                                                                                 Directora de Proyecto 
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Resumen: El propósito del presente trabajo es explorar los rasgos identitarios y las 
denominadas fuerzas profundas que, como señala J. B. Duroselle, contribuyen a modelar la 
conducta externa de los Estados, aplicando esos enfoques a la política exterior de Chile. Han 
sido consideradas las constantes de relevancia en el accionar internacional de ese país, las cuales 
contienen un fuerte elemento identitario y, a la vez, se indican algunas tendencias que parecen 
perfilar una nueva identidad. Respecto de las  fuerzas profundas, el artículo examina algunas de 
ellas, tales como la estabilidad institucional y los procesos políticos democráticos (exceptuando, 
particularmente, la dictadura de Pinochet), el presidencialismo, la importancia atribuida a los 
factores territoriales, así como también la búsqueda del equilibrio a nivel regional y el estilo 
civil-pragmático de la diplomacia. 

Palabras clave: Chile, política exterior, fuerzas profundas, factor territorial, percepciones, 
identidad 

 

Abstract: The purpose of this article is to explore the signals of identity and profound forces 
that, in J.B. Duroscelle words, contribute to shape states foreign behavior. The authors discuss 
how traditional Chilean foreign policy actions reveal its identity taking into account, at the same 
time, new external policy trends that seemingly operate within the construction of a new 
identity. With respect to profound forces, the article examines some of them such as 
institutional stability and democratic processes (Pinochet’s dictatorship is an exception here), 
presidentialism, territorial factors and regional balance, and the civic-pragmatic style of its 
diplomacy.  

Key Words: Chile, foreign policy, profound forces, territorial factor, perceptions, identity 
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Introducción 

 

El presente trabajo sobre identidad y fuerzas profundas en la Política Exterior de 
Chile se inscribe en el marco del Proyecto de Investigación, “Políticas Exteriores 
Comparadas: Primera aproximación”. En este caso específico nos hemos propuesto 
identificar cuáles han sido –y continúan siendo– las fuerzas profundas y los rasgos que 
definen la identidad, ejerciendo influencia en la Política Exterior de Chile desde la 
temprana conformación –en términos comparativos con el resto de América Latina– del 
Estado-Nación hasta la actualidad. En este sentido es importante destacar, que para este 
caso de estudio, identificaremos algunas constantes en el accionar internacional chileno 
a las que se puede considerar enraizadas en su propia autopercepción y que contienen un 
fuerte elemento identitario relevante a la hora de caracterizar la política exterior de 
Chile. Es por esta razón que consideramos pertinente distinguir, por un lado, fuerzas 
profundas y, por el otro, tendencias que estarían indicando la conformación de una 
nueva identidad en el país transandino, y ellas serán objeto de análisis de un estudio 
posterior. 

 

Previamente, nos parece oportuno recordar que Renouvin hace sugerencias muy 
precisas para abordar la Historia de las Relaciones Internacionales de un modo más 
complejo, superando la visión de la Historia Diplomática y buscando bucear en otros 
factores que hacen a la vida y desarrollo de los pueblos y a sus relaciones 
internacionales. En esa dirección, asigna especial relevancia al papel que tienen las 
fuerzas profundas, esto es, condiciones económicas, demográficas, psicológicas 
perfilando las mentalidades colectivas. También reflexiona acerca de las relaciones 
entre las unidades políticamente organizadas en el marco de un territorio y sobre la 
necesidad de incorporar en los análisis de las Relaciones Internacionales las 
vinculaciones que se establecen entre los pueblos y los individuos que componen esos 
pueblos –figuran así el intercambio de productos y servicios, la circulación de ideas, el 
juego de las influencias recíprocas y las manifestaciones de simpatías y antipatías. Pero 
también constata que raramente esas relaciones pueden ser disociadas de aquellas que 
son establecidas entre los Estados y sus respectivos gobiernos, ya que éstos 
frecuentemente no dejan la vía libre a esos contactos entre los pueblos, imponen reglas 
y limitaciones, también pueden ayudar o interferir, restringir, atenuar o contribuir a 
modificar el carácter (Renouvin e Duroselle, 1964: 1). 

  

La Política Exterior está ligada a la vida de los pueblos, a las condiciones 
materiales y espirituales de esa vida, al mismo tiempo que a la acción personal de los 
hombres de Estado. Asimismo, convendría tener en cuenta a Jean Baptiste Duroselle –
en Todo imperio perecerá– cuando diferencia entre fuerzas profundas y fuerzas 
organizadas. El autor sostiene que las relaciones recíprocas entre las fuerzas profundas 
y las fuerzas organizadas constituyen el punto esencial de cualquier estudio político 
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interno, pero también, de cualquier estudio sobre relaciones internacionales. De acuerdo 
con esto último, podríamos decir que en muchos casos, las fuerzas organizadas –como 
agencias, actores estatales, burocracias– pueden operar modelando o suavizando las 
fuerzas profundas, pero también en otros casos, las fuerzas organizadas rescatan o 
realzan esas fuerzas profundas; tales son los casos del nacionalismo y la relevancia del 
espacio, entre otros. 

 

De esta manera, y en la búsqueda de una mayor comprensión, es que todos estos 
elementos deben ser puestos en juego y tomados en cuenta. Sin embargo, no se pretende 
establecer entre ellos y el impacto que producen una jerarquía, así como tampoco 
asignarles un lugar inmutable. Por otra parte, también sería contraproducente aislar uno 
de esos factores, o intentar explicaciones monocausales. Por lo tanto, las fuerzas 
económicas, los factores naturales que le dan forma al territorio de un Estado, las 
mentalidades colectivas, el sentimiento nacional, los modos de autopercibirse y percibir 
a los otros, así como las acciones gubernamentales, se complementan y se penetran 
entre sí. La dimensión que ellas cobran y su capacidad para influir y modelar las 
acciones en Política Exterior también van mutando de acuerdo con las épocas, los 
diferentes momentos de un Estado, y suelen estar influidas, en parte, por el tipo de 
régimen político que asume el Estado. Estos conceptos, trasladados al caso que nos 
ocupa, nos inducen a tomar en consideración, en primer término, el hecho que la década 
del setenta es considerada un parteaguas en la historia de Chile por los agitados 
acontecimientos políticos, económicos y sociales que se suscitaron en dicho período. 
Sin lugar a dudas, el golpe de Estado del General Augusto Pinochet marcó un punto de 
ruptura con la tradición anterior tanto en términos económicos, político-institucionales 
como internacionales. En función de ello, un análisis sobre las fuerzas profundas 
requerirá estar advertidos sobre esos cambios y hará necesario relevar el esquema 
general del medio social, económico y las tendencias del pensamiento político hasta 
aproximadamente 1973. 

 

La identidad puede ser entendida como “un conjunto más o menos ordenado de 
predicados mediante los cuales se responde a la pregunta ¿quién eres?” (Lafer, 2002: 
21). En otros términos, la identidad es lo que hace a un grupo social determinado –en 
nuestro estudio el Estado-Nación– definirse como un nosotros distinto o diferenciable 
de un otro. Es decir, que la identidad permite dar cuenta de las características 
particulares del Estado-Nación chileno en relación a otros Estados-Nación 
latinoamericanos, europeos o asiáticos. 

Por otra parte, es importante agregar que la identidad, en materia de política 
exterior, se encuentra estrechamente ligada a la identificación y diferenciación de los 
objetivos e intereses específicos del Estado para actuar en el sistema internacional. 
Expresa su modo de ver y percibir el mundo así como también su autopercepción. 
Asimismo, es válido aclarar cuáles son las implicancias de concebir a la identidad como 
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un proceso. Por un lado, esto significa que el proceso de construcción de identidades es 
dinámico –no estático– y, por lo tanto, es susceptible de mutar, construirse y 
reconstruirse permanentemente a lo largo del tiempo. De todos modos, es posible 
identificar algunos rasgos que por su continuidad y permanencia en el tiempo –fuerzas 
profundas– permiten caracterizar la identidad de Chile. 

 

Ahora bien, ¿cómo se ha percibido Chile a sí mismo? Siguiendo la opinión de un 
destacado diplomático chileno, la autopercepción de Chile ha mutado en los últimos 
treinta años. En la década de los sesenta Chile se pensaba como un país pequeño, una 
isla continental, excéntrico por su forma, alejado de sus vecinos, mirando hacia el 
Pacífico, decadente desde el punto de vista económico y como la Suiza latinoamericana 
por no haber experimentado golpes de Estado –tan comunes en la región– desde 1932 
hasta 1973. En este sentido, es preciso marcar que el golpe de Estado de 1973 implicó 
un profundo quiebre, no sólo en la vida institucional del país, sino también en su 
inserción internacional. Luego de las reflexiones precedentes que nos sirven de marco, 
consideramos apropiado distinguir entre fuerzas profundas, que caracterizaron a Chile 
hasta la década de los setenta, y aquellas tendencias que surgen en esa época y que 
continúan en la actualidad. A partir de la década de los noventa, que en el plano 
doméstico trajo aparejada la restauración democrática y la consecuente reinserción del 
país en el sistema internacional y, en el contexto internacional, el fin de la Guerra Fría, 
Chile se define como un país mediano, no periférico, integrado al mundo y a la región, 
exitoso económicamente y estable desde el punto de vista político-institucional. 

 

A partir de esta caracterización analizaremos cuáles son los rasgos identitarios, 
las fuerzas profundas y las tendencias en materia de política exterior chilena. Las 
fuerzas profundas que hemos detectado son: la estabilidad institucional y los procesos 
políticos democráticos, el presidencialismo, la importancia atribuida al factor territorial 
y la búsqueda del equilibrio de poder a nivel regional, y el estilo civil-pragmático de la 
diplomacia (la tradición legalista, los actores en la política exterior, la vinculación con 
la Cuenca del Pacífico, el pragmatismo). Las tendencias, a las que hacíamos referencia 
supra, que serán objeto de análisis en un trabajo posterior, son: apertura económica, 
orientación exportadora, universalización de las relaciones exteriores, integración 
económica, recomposición de las relaciones con los países de la región, fortalecimiento 
de la democracia y respeto de los derechos humanos.  

 

Estabilidad institucional 

 

Desde nuestro punto de vista, consideramos a la estabilidad institucional como 
uno de los rasgos característicos y constitutivos de la identidad chilena, debido a que en 
dicho país se dio, más tempranamente que en el resto de América Latina, la 
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consolidación del Estado-Nación y porque la continuidad institucional ha sido, más 
bien, una constante, a excepción de algunos períodos cortos en los que el país atravesó 
por momentos de turbulencia institucional. En este sentido, es importante destacar que 
si bien Chile no ha escapado a las tendencias autoritarias regionales, éstas han tenido 
una trayectoria diferente a la del resto de América Latina. A modo de ejemplo, Chile ha 
sufrido sólo cuatro golpes de Estado entre 1880-1930 y en el período que se inicia en 
1932 y hasta el 11 de septiembre de 1973 se ha dado una sucesión de gobiernos 
democráticos. 

 

Ahora bien, ¿cuáles han sido las razones para que en Chile –a diferencia del 
resto de América Latina– se haya conformado más tempranamente el Estado-Nación, 
contribuyendo a instalar una importante tradición de estabilidad institucional 
(exceptuando las turbulencias generadas por el motín de 1837 y las guerras civiles de 
1891 y 1830)? Para dar cuenta de este rasgo de la identidad chilena es preciso tener en 
cuenta los factores geográficos y los factores sociales. 

 

En lo que respecta a los factores geográficos, Simon Collier sostiene que para 
1820 el territorio nacional de Chile gozaba de una cierta compactibilidad al mismo 
tiempo que destaca su delgadez física. También, el autor resalta que el territorio no era 
tan extenso como lo es en la actualidad. En lo que atañe a los factores demográficos, la 
población se encontraba concentrada en la zona del Valle del Aconcagua y Concepción, 
es decir, no había un alto grado de dispersión poblacional. En otros términos, una de las 
razones que determinó la prematura formación del Estado-Nación fue la existencia de 
un “territorio muy manejable aunque no completamente integrado donde no se observan 
diferencias regionales marcadas” (Collier, 1989: 116). 

 

Otro rasgo destacado es la composición social caracterizada por la existencia de 
cierto grado de homogeneidad. La población que habitaba en Chile a principios del 
siglo XIX era esencialmente blanca o mestiza, integrando los primeros la clase alta que 
dominaba casi sin contrapesos y, los segundos las clases populares. Pero, ¿cuáles eran 
los rasgos que distinguían a la clase alta? Según Claudius Gay, los miembros de la elite 
conformaban la aristocracia del dinero ya sea por razones hereditarias, por fortuna 
comercial o por la explotación de las minas. El autor antes citado menciona también que 
quienes se dedicaban a la actividad comercial constituían una burguesía comercial, 
financiera y minera y que en su mayoría eran inmigrantes alemanes, italianos, 
anglosajones y franceses. Es decir, que a medida que nos acercamos a mediados del 
siglo XIX podemos observar que la elite dominante fue adquiriendo un alto grado de 
coherencia haciendo que los conflictos no escaparan de su seno. De lo antes 
mencionado se deriva también el alto grado de estratificación social y esto es lo que 
convierte a la sociedad chilena en la más jerarquizada en el Río de la Plata y, en general, 
los historiadores coinciden en resaltar la mansedumbre de su pueblo (Collier, 1989). 
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Un tercer factor que hemos identificado para explicar la consolidación 
institucional en el siglo XIX es la expansión comercial –fuerza que en un contexto muy 
diferente caracterizará al Chile de la era Pinochet y en la etapa pos-autoritaria. En 
aquella época, Chile atravesó una etapa económica ascendente desde 1820 y hasta la 
crisis de 1873, basado fundamentalmente en las exportaciones de cobre y plata y, en 
menor medida, las de trigo. Por lo tanto, podríamos decir que el éxito económico-
comercial estuvo basado en una fuerte expansión comercial vía exportaciones y un 
prudente manejo del erario público. 

 

El período al que nos hemos referido suele ser denominado República 
Conservadora, Régimen del Pelucón o era Portaliana cuya figura más destacada fue 
Diego Portales.1

En esta línea argumental, también sostenemos que el rol que desempeñaron los 
partidos políticos como fuerza organizada fue importante. La hegemonía del Partido 
Conservador durante veinticinco años en el poder fue un factor indiscutido de la 
estabilidad política chilena. Sin embargo, con la administración de José Joaquín Pérez 
se inició una etapa de tinte más liberal que se caracterizaría por la plena libertad de 
imprenta (prensa) y el no uso de los poderes excepcionales. A fines de este período, un 

 El emblema del mencionado régimen fue la Constitución de 1833 
cuyos rasgos sobresalientes han sido los siguientes: 

 

- Presidencialismo, que en este trabajo identificamos como una fuerza profunda; 

- Poderes excepcionales; 

- centralización; y 

- La posibilidad de re-elección del presidente por dos períodos consecutivos. 

 

La reelección del primer mandatario junto con el presidencialismo son dos de los 
factores que permitieron garantizar la estabilidad institucional, ya que los gobiernos que 
se sucedieron en el poder durante ese período, lo hicieron con cierta continuidad gracias 
a la posibilidad de ser re-elegidos. A modo de ejemplo podemos citar las 
administraciones que se desempeñaron en períodos sucesivos en el gobierno de esa 
época, tal es el caso de la administraciones de los presidentes Prieto, Bulnes, Montt y 
Pérez entre 1831 y 1871. 

 

                                                 

1 Diego Portales fue una figura muy destacada de la época, sin embargo, es preciso aclarar que nunca fue presidente de Chile, sólo 
ocupó un cargo ministerial. No obstante ello, la influencia de Portales signó esta primera etapa de formación del Estado-Nación 
chileno. 
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numeroso sector del Partido Conservador se escindió del núcleo central, pasó a la 
oposición y se fusionó con los liberales. El Partido Liberal estuvo también muy 
influenciado por la renovación intelectual de 1840 cuyas fuentes de inspiración fueron 
Andrés Bello y algunos destacados emigrados argentinos –tal es el caso de Juan 
Bautista Alberdi y Domingo Faustino Sarmiento– así como también la influencia 
europea –por ejemplo las ideas del liberalismo, el progreso y el parlamentarismo. 

 

En la opinión del destacado historiador argentino Tulio Halperin Donghi, a partir 
de la administración del presidente Montt, se abrió en Chile un proceso de transición del 
conservadurismo hacia el liberalismo que culminó con la elección de Errázuriz Zañartu 
como presidente en 1871, siendo éste el primero de extracción liberal. Sin embargo, el 
proceso de liberalización –atribuido a un cambio general de mentalidad en la clase 
política de la época– no trajo aparejado un mayor grado de democratización, ya que la 
ampliación de la base de poder se limitaba a la clase económica y socialmente dirigente. 
El legado más importante de la República Conservadora de 1880 fue el establecimiento 
de una estructura institucional perdurable y capaz de adaptarse a los cambios y a las 
nuevas situaciones imperantes. 

 

A partir de la década de 1920 se abrió un paréntesis en la vida institucional de 
Chile que se cerraría en 1932. Durante este período de doce años se desarrollaron 
algunas situaciones de inestabilidad, a las que se suman dos irrupciones militares. 
Halperin Donghi sostiene que los desequilibrios de la época estuvieron estrechamente 
vinculados con las consecuencias que se derivaban de la adopción del sistema 
parlamentario, cuyo correlato fue la progresiva fragmentación de los partidos políticos 
tradicionales –conservador, liberal, radical– y el surgimiento de otros nuevos actores 
en la escena política como el Partido Comunista. Asimismo, es importante señalar que 
se inició un proceso de democratización gradual a través de la implementación del 
sufragio universal y el nacimiento de nuevos partidos políticos de carácter popular. 

 

Frente al cuadro de desorden generalizado, en septiembre de 1924, el Presidente 
electo Arturo Alessandri tuvo que abandonar el país y fue desplazado y reemplazado 
por una junta militar que, a su vez, también fue removida por otro sector militar el cual 
devolvió el poder a Alessandri y promovió una reforma de su Carta Magna. Uno de los 
resultados más tangibles, y que se derivó de la situación anterior, fue la Constitución de 
1925. Ésta estuvo signada por tres puntos claves: 

 

- El restablecimiento del presidencialismo, instaurado en la Constitución de 
1833, reemplazado por el parlamentarismo en 1891; 

- La secularización de la política; y  
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- La inclusión de principios socialdemócratas (función social de la propiedad, 
protección del trabajador, etc.) (Halperin Donghi, 1994: 346). 

 

En la década de 1930, en el contexto de la Gran Depresión, Chile sufrió el 
derrumbe de la mayor parte de las situaciones políticas imperantes. Tal es el caso de la 
Revolución Militar, encabezada por la Armada que tras unas pocas semanas de haber 
tomado el poder fue apartada de él luego de que el jefe del gobierno provisional –
Grove– fuese derrotado en las elecciones por Arturo Alessandri. El candidato electo 
llegó al poder gracias al apoyo de una coalición entre la Derecha y el Centro del 
espectro político chileno. El análisis de los resultados de la elección muestra el 
nacimiento de una corriente política de izquierda que comenzaría a disputar a los 
partidos tradicionales un considerable sector del electorado. Este es el período en el que 
surgen el Partido Socialista (1933), el Partido Comunista y la coalición del Frente 
Popular. 

 

Otra variable que juega un rol destacado es la adopción, por parte de Chile, de 
un estilo presidencialista a través de la Constitución de 1833 –salvo un corto intervalo a 
finales del siglo XIX de un intento parlamentarista– hasta la actualidad bajo la 
Constitución de 1980, motivo por el cual lo consideramos, también, una fuerza 
profunda. Según Francisco Rojas Aravena, el presidencialismo en la definición de las 
políticas en general y de la política exterior en particular, es un sello de larga tradición 
en la historia institucional de Chile. Esto puede observarse al analizar las normas 
constitucionales del vecino país. Dichas normas fundamentales establecen que el actor 
central en materia de política exterior es el Presidente y que para el desempeño de esa 
función será auxiliado por el Ministerio de Relaciones Exteriores. Con la entrada en 
vigor de la Constitución de 1980, el presidencialismo ha sido reforzado tanto en el caso 
de las relaciones bilaterales como multilaterales y esto puede observarse en la 
diplomacia presidencial2

Para finalizar el análisis de la estabilidad institucional como fuerza profunda que 
caracteriza la identidad del país trasandino, podríamos decir que: “... Chile parecía, 
luego del turbulento paréntesis abierto en 1920, volver con un ampliado elenco de 
actores a su estilo político tan peculiar, que hacía posible la incorporación, más lenta 
pero también menos disruptiva que en otras partes, de nuevos sectores sociales en un 

, estilo que caracterizaría el período de la posguerra fría. 

 

                                                 
2 Siguiendo a Rojas Aravena, la diplomacia presidencial se perfiló como un intento de establecer un vínculo de comunicación y 
concertación política al más alto nivel del Estado, tendiente a incrementar las relaciones entre los países y a crear un clima adecuado 
para la convergencia de intereses y la resolución de controversias. Un rasgo característico de esta diplomacia es la participación 
conjunta de autoridades políticas así como de los sectores empresariales, sindicales y académicos. Esta composición tripartita de las 
delegaciones permite el acceso de varios sectores a sus equivalentes en los otros países y pone de manifiesto la más distinguida 
representación, el mayor poder de decisión y la pluralidad de sus potencialidades. Sin embargo, el rol regulador del principal actor 
estatal –el Presidente de la Nación– sigue siendo clave. 
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marco de continuidad institucional en el cual aún los más fervorosos revolucionarios de 
izquierda comenzaban ya a reconocer un timbre de legítimo orgullo patriótico” y que 
éste seguiría constituyendo un rasgo peculiar hasta la instalación del gobierno 
autoritario del General Pinochet en 1973 (Halperin Donghi, 1994: 408). 

 

Procesos políticos democráticos 

 

Los procesos políticos democráticos son considerados aquí como una fuerza 
profunda que ayuda a definir la identidad de Chile teniendo en cuenta que este país 
organizó su escenario político bajo la mencionada forma de gobierno a partir de la 
segunda mitad del Siglo XX, reconociendo que la democracia de aquella época era 
sustancialmente diferente de la que conocemos en nuestros días. El criterio de 
clasificación que nos permite hablar de democracia como fuerza profunda se centra en 
la realización periódica de elecciones, la alternancia en el poder de fuerzas políticas de 
distinto signo y la libertad de prensa, entre otras. También es necesario aclarar que 
dicho régimen ha asumido diversas connotaciones y significados según el ideario 
político y el timing de la ampliación de la base electoral que guió a cada uno de los 
gobiernos. 

 

En la opinión de Rojas Aravena, la democracia ha sido un concepto y un pilar 
esencial en la política exterior chilena que coadyuvó a su reconocimiento en el plano 
internacional. En líneas generales podríamos afirmar que Chile ha impulsado políticas 
de democratización a nivel global desde la segunda mitad del siglo XX y que también 
ha buscado generar espacios democráticos durante el período de la Guerra Fría. Otro 
indicador de esta tradición es la posición que dicho país asumió una vez recuperada la 
democracia en los años noventa, ya que junto con los países del hemisferio, aprobó la 
Declaración de Santiago sobre protección de la democracia en la OEA en 1991 y ha 
suscrito en sus tratados de libre comercio cláusulas democráticas, ya sea en el caso del 
Mercosur como en el de la Unión Europea (Rojas Aravena, 1997). 

 

Un tema que no debemos soslayar, al abordar la problemática de la democracia y 
la política exterior y que es de vital importancia para éstas, es el de las relaciones 
cívico-militares. El tipo de relaciones cívico-militares influye sobre la calidad de la 
democracia, ya que determina el grado de subordinación de las fuerzas armadas al poder 
civil y, en política exterior, tiene un impacto considerable en la dimensión estratégica-
militar, en la política de defensa y según Heraldo Muñoz en el estilo de conducción –ya 
sea civil-pragmático o pretoriano-ideológico– donde las fuerzas armadas chilenas 
pueden ser identificadas como fuerzas organizadas. Partiendo de este supuesto, que 
explicaremos con mayor detalle, analizaremos en esta parte del trabajo, en primer lugar 
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el tema de la democracia y luego abordaremos las vinculaciones entre ésta y las 
relaciones cívico-militares, para ofrecer un marco global e integral sobre el tema. 

 

De acuerdo con los lineamientos del Informe sobre la democracia en América 
Latina, podemos afirmar que la “preservación de la democracia y su expansión no son 
hechos espontáneos”3 sino que esta forma de gobierno es un proceso que se construye y 
en el que juegan un rol destacado la voluntad popular sobre la que se sustenta el poder 
del Estado, así como también los liderazgos políticos. En el presente trabajo 
definiremos a la democracia como la resultante de una experiencia social e histórica que 
se construye cotidianamente a través de las actividades de los ciudadanos. Es decir, que 
la democracia es un conjunto de principios, reglas e instituciones que organizan las 
relaciones sociales, los procedimientos para elegir gobiernos y los mecanismos para 
controlar su ejercicio y, por lo tanto, es el modo en que la sociedad se concibe a sí 
misma y al Estado.4

El proyecto político encabezado por Eduardo Frei Montalva hacía alusión a la 
Revolución en Libertad cuyo concepto central era el de democracia integrativa. El ex 
presidente de Chile definía este último concepto en función de tres ejes ordenadores: el 

 De lo anterior se deriva que para el funcionamiento de la 
democracia son requisitos sine qua non la existencia de partidos políticos, del Estado y 
de la sociedad civil. Asimismo, es válido destacar que si bien las elecciones libres son 
una condición necesaria, no son suficientes, puesto que la democracia es mucho más 
que la realización de éstas. 

 

Ahora bien, una vez realizadas estas precisiones en torno a la democracia, la 
analizaremos en el caso chileno. Tal como se mencionó más arriba, esta forma de 
gobierno ha sido entendida de distintas maneras a lo largo de los períodos históricos de 
la vida política chilena. La administración de Eduardo Frei Montalva –1964-1970– 
sentó las bases de su proyecto político sobre el concepto de Revolución en libertad y 
democracia integrativa, mientras que el presidente socialista Salvador Allende –1970-
1973– se refería a la Revolución socialista con sabor a empanadas y vino tinto y 
democracia real. Por su parte, el general Augusto Pinochet, quien asumió el poder a 
través de un golpe de Estado el 11 de septiembre de 1973, gustaba hablar de una 
democracia protegida. Como resultado del período autoritario de dieciséis años se 
desembocó en una democracia institucionalmente amarrada (Maira en Labastida, et.al., 
2001: 82-110), con chaleco de fuerza (Acuña y Smulovitz, 1996) o con enclaves 
autoritarios (Garretón, 2004), de acuerdo con la visión de diversos autores. Es por ello 
que estimamos adecuado pasar revista de las distintas maneras en que la democracia fue 
entendida en Chile con posterioridad a la segunda guerra mundial. 

 

                                                 
3 Informe sobre la democracia en América Latina, PNUD, 2004. 
4 Ibid. 
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humanismo cristiano, cuya característica más destacada es la concepción del hombre 
como centro de la actividad y de la vida política; la toma de conciencia por parte de la 
elite dominante de que el subdesarrollo genera una marginalidad y un nivel de 
conflictividad creciente y, por último, la necesidad del respaldo sustancial a las 
instituciones democráticas (Rojas Aravena, 1997: 381). En lo que respecta a las 
relaciones civiles-militares –vínculo que se da entre dos fuerzas organizadas con 
percepciones diferenciadas– es necesario destacar que comenzaron a manifestarse 
tensiones muy significativas entre los sectores civiles y los de las Fuerzas Armadas. De 
acuerdo con Rojas Aravena, podemos decir que las disputas entre los actores civiles y 
militares no eran nuevas, sino que emergían luego de haber permanecido en estado de 
latencia durante un período de tiempo prolongado. A modo de ejemplo podemos citar el 
acuartelamiento del regimiento de Tacna en 1969 como una de las principales 
manifestaciones de esta tensión. 

 

En el transcurso del gobierno socialista de Salvador Allende, se hablaba de 
democracia real por contraposición a la democracia formal. El significado que se le 
otorgaba a la democracia se relacionaba con una búsqueda de carácter global, 
incluyendo de manera significativa y privilegiada a la esfera económica, superando de 
este modo los requisitos formales vinculados con la realización de elecciones libres 
(Rojas Aravena, 1997). El objetivo de Allende y de su equipo de colaboradores 
consistía en generar una transformación global de la política, del Estado y de la 
economía de la sociedad chilena. Sin embargo, en un corto período de tres años 
estallaría una crisis de gobernabilidad que fue resquebrajando los cimientos de la 
institucionalidad, haciendo que el sistema político se volviera incapaz de asimilar y 
contener las tensiones acumuladas. El corolario de este progresivo proceso de 
inestabilidad fue el golpe de Estado, que implicó una ruptura del orden institucional 
después de varios años de estabilidad, quebrando temporariamente una larga tradición 
constitutiva de la identidad chilena. Es también en este período que las relaciones 
cívico-militares adquirieron un carácter más complejo que en períodos anteriores y el 
ejemplo más destacado fue la insubordinación militar que se plasmó en el asesinato del 
Comandante en Jefe del Ejército, el General René Schneider. En esta misma época las 
fuerzas armadas asumieron importantes cargos gubernamentales, ya que el presidente 
Allende intentó establecer un área de responsabilidad y capacidad institucional 
compartida que le permitiera estabilizar el país. El resultado del acercamiento fue la 
conformación de un gabinete de gobierno integrado por representantes civiles y 
militares (Rojas Aravena, 1997: 384). Empero, más allá de las buenas intenciones del 
presidente chileno, la situación continuó deteriorándose y culminó con su derrocamiento 
y asesinato. La caída de la administración socialista fue seguida por un período 
autoritario que produjo un gran distanciamiento entre civiles y militares. La trayectoria 
seguida bajo el liderazgo de Pinochet tuvo como correlato la aparición en escena de una 
subcultura tradicionalista-integrista según Manfred Wilhelmy (1979) o un estilo 
pretoriano-ideológico según Heraldo Muñoz (1984) y que abordaremos en el próximo 
apartado. 
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A principios de la década de los noventa, con el advenimiento del proceso de 
transición, Chile retomó la senda democrática que lo había caracterizado hasta el golpe 
de Estado de 1973. Esto puede ser entendido como la reaparición en la escena de los 
partidos políticos como fuerza organizada tradicional que implicó la revalorización de 
algunas fuerzas profundas del Chile pre-autoritario. El contexto, tanto interno –
peculiaridades del estilo de conducción del Estado de Pinochet así como lo estipulado 
en la Constitución de 1980, etc.– como externo –fin de la guerra fría, disolución de la 
Unión Soviética, caída del muro de Berlín, globalización, etc.–, hizo que el largo 
camino del retorno de la democracia adquiera rasgos particulares, tal como se mencionó 
anteriormente: amarrada institucionalmente, con chaleco de fuerza o con enclaves 
autoritarios. Es válido aclarar que todas ellas son distintas maneras de conceptualizar y 
describir la peculiar democracia chilena. 

 

Los enclaves autoritarios son, según Manuel Antonio Garretón, “las huellas que 
dejó en el cuerpo de la nación la experiencia de la dictadura militar” quien señala que 
éstos pueden ser de diferentes tipos: institucionales, actorales, socioculturales, ético-
simbólicos (Garretón, 2004: 2). Asimismo, el autor resalta el hecho de que Chile es el 
único país en el mundo democrático que conserva una constitución heredada del período 
de la dictadura militar. 

 

Los amarres institucionales más destacados están representados en la 
Constitución de 1980, la presencia de Senadores vitalicios y designados, las rígidas 
normas estipuladas para la reforma de la ley fundamental que exige quórum muy 
elevados y el tipo de sistema electoral, que en este caso es el binominal5

Los enclaves actorales aluden a los grados y alcances de las prerrogativas de las 
fuerzas armadas y al grado de contestación militar a las decisiones civiles.

 y que no 
representa adecuadamente a las fuerzas políticas minoritarias. 

 

6

                                                 
5 El sistema electoral binominal sesga la voluntad de los electores ya que sólo obtienen representación parlamentaria las dos fuerzas 
políticas mayoritarias y ello implica la no representación de las minorías. 
6 Las dos variables aquí mencionadas son tomadas del trabajo de STEPAN, Alfred (1988). 

 Las 
primeras se ponen de manifiesto en la imposibilidad del presidente de nombrar al 
Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas –cargo que continuó ocupando Pinochet 
hasta 1997– así como la de remoción de los Comandantes salvo que cuente con la 
anuencia del Consejo de Seguridad, la autonomía presupuestaria que representa el 10% 
de las exportaciones de cobre y que no puede ser menor al estipulado para 1989 (Acuña 
y Smulovitz, 1996). El grado de contestación ha sido bastante alto durante los primeros 
años de la transición, sobre todo bajo la administración de Patricio Aylwin, y 
disminuyeron a partir de la administración de Eduardo Frei. A modo de ejemplo 
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podemos mencionar las dificultades de Aylwin para reformar la Constitución de 1980, 
así como también los numerosos inconvenientes para fijar una nueva política de 
defensa. Es importante señalar que si bien Frei tampoco logró modificar la Carta 
fundamental, sí pudo establecer una política de defensa que cuenta “como marco 
general con la plena subordinación de las fuerzas armadas al poder político civil 
legítimo” y que se encuentra en sintonía con el nuevo contexto internacional y regional 
(Álvarez Veloso, 2004: 9). Los enclaves ético-simbólicos son los vinculados a las 
cuestiones pendientes en el tema de los derechos humanos –en cuya solución se está 
avanzando. 

 

 De lo expuesto aquí se desprende que en los comienzos del proceso de 
transición las relaciones cívico-militares estuvieron tan distantes como en el período 
previo; sin embargo, paulatinamente fueron diferenciándose los roles profesionales de 
los roles políticos y esto ha facilitado el mantenimiento de una serie de tradiciones que 
viabilizaron la reconstrucción de la relación a lo largo de la década anterior (Rojas 
Aravena, 1997). En la opinión de Waldo Ansaldi,7 la transición de Chile ha sido lenta y 
sólo señala avances recientes. El autor sostiene que el primer antecedente que pone de 
manifiesto el acatamiento de las fuerzas armadas al poder civil fue en el año 2000, 
momento en el que el Congreso de la Nación aprobó el desafuero de Pinochet, lo que 
habilitó el subsiguiente proceso de enjuiciamiento. Por otra parte, entre septiembre y 
octubre de 2004 se aprobaron en el Congreso del país trasandino algunas reformas 
importantes tendientes a subordinar el poder militar al poder civil. A modo de ejemplo 
vale la pena citar: la restitución del rol de Jefe de las Fuerzas Armadas al Presidente de 
la Nación, la eliminación de la figura de senadores designados y vitalicios, los cambios 
en el Tribunal Constitucional, entre los más destacados.8

 

 Asimismo, es importante 
destacar que estas reformas han sido el resultado de un pacto transversal cuyo objetivo 
último es la eliminación de los enclaves autoritarios para liberar a la democracia chilena 
de su chaleco de fuerza. 

El papel asignado a lo territorial en Chile 

 

La historia de Chile ha sido considerada tradicionalmente como el producto y la 
manera de asumir la identidad que se puede tener desde el finis terrae. En esa visión han 
pesado su ubicación excéntrica de los centros de poder y del comercio mundial, el no 
aprovechamiento íntegro de su condición geográfica, más marítima que continental –
aunque como se verá ella tiene un desarrollo considerable– y la adopción de políticas 
localistas. En el marco de esas apreciaciones generales, la conformación territorial 

                                                 
7 Ésta ha sido manifestada en el VI Congreso Nacional sobre Democracia, organizado por el Centro de Estudiantes de la 
Universidad Nacional de Rosario, 19 al 22 de octubre de 2004. 
8 Véase El Mercurio, 7 de octubre de 2004. 
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chilena se ha debatido entre su ubicación marítima y la necesidad de consolidar sus 
límites terrestres con los países vecinos. 

 

Chile y el Mar 

 

Si se rastrea en los comienzos de la historia republicana chilena, puede hallarse 
en la visión de Diego Portales –a quien se reconoce como el máximo exponente de la 
organización institucional chilena del Siglo XIX– la elaboración de un pensamiento 
que, de alguna manera, sentaría las bases de un destino manifiesto para su país. Entre 
los imperativos de la geopolítica de Chile, el control del Pacífico Sur ocupaba un lugar 
central. 

 

En función de ello, dentro de la variable territorial (en sentido amplio), se 
debería tener en cuenta el espacio marítimo en la política chilena y considerar cómo 
impacta en su autopercepción, su condición geográfica marítima. Dicha condición 
impulsa el mejor aprovechamiento de sus recursos naturales oceánicos y además 
incentiva la adopción de perspectivas que resguarden los derechos sobre los mismos. 
Ello es claramente reconocido por la Armada Chilena al pronunciarse respecto de su 
propia misión y el rol que le cabe en el marco de las funciones del Estado. Así 
manifiesta que: 

  

“El auge que en el presente siglo han tomado las comunicaciones marítimas y la 
explotación del mar, en busca de nuevos recursos alimenticios y mineros, ha hecho 
tomar conciencia de la importancia que tiene el país en la Cuenca del Pacífico, más aún 
cuando Chile está inserto en tres continentes: América, Antártica y Polinesia, que le 
permite ejercer su soberanía e influencia en extensos espacios marítimos, donde existen 
inconmensurables riquezas alimenticias y mineras, que en el próximo milenio serán 
ambicionados por naciones más desarrolladas. Por ello, Chile requiere de una Armada 
poderosa que haga respetar sus derechos.”9

Chile ha tenido una inserción tradicional en el Pacífico Sur, particularmente en 
lo relativo a su comercio marítimo con los países del continente americano. El tema de 
las pesquerías constituyó un factor muy importante a la hora de establecer 
tempranamente acuerdos con países costeros y aunar criterios en defensa del uso de 
dichos recursos por parte de los Estados ribereños, garantizar su explotación racional y 
restringir la posibilidad de su libre explotación a otros Estados. En función de ello, ha 

 

 

                                                 
9  “El mar en la historia de Chile”, consultado en el site oficial de la Armada de Chile el 22 de septiembre de 2004 en 
www.armada.cl/arm_tradicion_hist/site/artic/20030512/pags/20030512141927.html 
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sido un país generador de propuestas, teorías y doctrinas relativas al espacio oceánico. 
Debe recordarse que, previamente a los grandes cambios que sobrevendrían en lo 
relativo al Derecho del Mar, acorde con las discusiones correspondientes a la III 
Conferencia de las Naciones Unidas (desde mediados de los años setenta y hasta la 
CONVEMAR de 1982), ya algunos países habían adelantado la aplicación de sus 
jurisdicciones más allá de las 12 millas. 

 

La extensión de la soberanía y jurisdicción nacionales sobre la plataforma 
continental y el mar que lo cubre hasta la distancia de las 200 millas marinas, fue 
inicialmente proclamada por Chile (Declaración Presidencial del 23 de junio de 1947) y 
apenas unos meses después igual pronunciamiento fue realizado por Perú (Decreto 
Supremo Nº 781, del 1º de agosto de 1947).10

Estas posiciones derivarían, posteriormente, en la creación de la Comisión 
Permanente del Pacífico Sur (CPPS) por los Gobiernos de Chile, Ecuador y Perú en una 
reunión celebrada en Santiago de Chile, el 18 de agosto de 1952. Entre otras cosas, 
proclamaron como norma de su política internacional la soberanía y jurisdicción 
exclusivas que a cada uno de ellos le corresponde sobre el mar que baña las costas de 
sus respectivos países, y sobre el suelo y subsuelo de dicho mar, para asegurar la 
conservación, el desarrollo y aprovechamiento de las riquezas existentes en beneficio de 
la subsistencia y la economía de sus pueblos, y reconociendo el derecho de paso 
inocente e inofensivo a través de esa zona para las naves de todas las naciones. Estos 
principios generales y propósitos quedaron consagrados en la Declaración de Santiago.

 Se ha señalado con relación a este tema 
que el gobierno del Presidente González Videla es el que sostiene por primera vez la 
tesis de las 200 millas, en lo que constituye un ejemplo de la influencia de grupos de 
interés en la política exterior, puesto que ello habría surgido de las presentaciones 
realizadas por compañías balleneras ante el gobierno, con el fin de defenderse de otros 
países en la explotación que realizaban cerca del litoral chileno (Wilhelmy, 1979: 458). 

 

11

En la búsqueda de instrumentos jurídico-políticos que otorgasen sustento a su 
permanente preocupación por el espacio marítimo, surgiría en 1990 un nuevo concepto: 

 

 

Por otra parte, la Convención de Derecho del Mar (Montego Bay, Jamaica, 
1982) fue incorporada en 1986 como norma interna chilena al dictarse la Ley Nacional 
18565. 

 

                                                 
10 Existe coincidencia en diversas fuentes especializadas consultadas, a saber: ORREGO VICUÑA, Francisco, Chile y el Derecho 
del Mar, Andrés Bello, Santiago de Chile, 1972; ILLANES FERNANDEZ, Javier, El Derecho del Mar y sus problemas actuales, 
Editorial Universitaria de Buenos Aires, EUDEBA, Buenos Aires, 1974; ARIAS-SCHREIBER PEZET, Alfonso, “El Perú y la 
Convención del Mar”, en Revista del Instituto de Estudios Histórico-Marítimos del Perú, Nº 16, 1997 pp. 85-95. 
11 Comisión Permanente del Pacífico Sur, Declaración de Santiago, consultado el 11 de octubre de 2004 en 
http://www.directemar.cl/dai/CPPS/declaracion.htm  
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el denominado mar presencial abordado desde la oceanopolítica por el entonces 
Comandante en Jefe de la Armada Jorge Martínez Busch, quien lo da a conocer en una 
conferencia pronunciada el 4 de mayo de ese año en Viña del Mar (Sandoval Santana, 
2002). De ese modo, su Teoría del Mar Presencial consagra “la idea y voluntad de estar 
y permanecer en la Alta Mar antes de delimitada, para cautelar los intereses nacionales 
y realizar actividades económicas que contribuyan al desarrollo de la Nación, 
protegiendo nuestro patrimonio marítimo y, por lo tanto, nuestra seguridad”. Estos 
conceptos encontraron concreción en la ley N° 19080 de 1991, donde se define el 
concepto de mar presencial (Art. 1 Inc. final) como “aquel espacio oceánico 
comprendido entre el límite de las Zonas Económicas Exclusivas que generan las islas 
chilenas al interior de dicho espacio marítimo".12 Al promulgarse esta ley se expresó que 
el concepto en ningún caso implicaba un desconocimiento de la condición jurídica de 
los espacios marítimos que integran el Mar Presencial, sino que se trataba simplemente 
de la constatación y reconocimiento de la continuidad espacial que existe entre el 
territorio continental y antártico y la Isla de Pascua, de donde surge la necesidad de 
ejercer en ese espacio las acciones que resguarden la soberanía nacional, otorgando así 
seguridad a la zona económica exclusiva (ZEE) y al mar territorial chilenos, 
configurándose así los límites habitados de este Espacio Marítimo (Calderón: 1998)13

                                                 
12 Debe señalarse como dato ilustrativo que Jorge Martínez Busch, el 10 de Marzo de 1998 asumió como Senador Institucional de la 
República. Información obtenida en:  http://appsvr1.senado.cl/prontus4_senado/antialone.html) consultado 24 de octubre de 2004 
13 Agrega el autor que Chile, al tratar de establecer normativamente el concepto del Mar Presencial, simplemente declara en forma 
positiva, no imperativa, cuáles son sus intereses en la Alta Mar, estableciendo su delimitación dentro de lo que considera Mar 
Presencial. Así considerado, no se trataría de establecer un nuevo Espacio Marítimo en forma unilateral, sino de precisar y limitar de 
forma clara y segura sus verdaderos intereses en la Alta Mar. 

.   

  

Por otra parte, la mirada de Chile hacia el Pacífico, más allá del borde costero 
americano, remite a recordar en el contexto de lo que la historia chilena ha denominado 
la era romántica, en la que existieron vinculaciones comerciales por la venta de cobre y 
nitratos a India y China. Es de destacar que, como sostiene Francisco Orrego Vicuña, 
“la política internacional de Chile en el siglo XIX se estructuró sobre la base de una 
sostenida presencia en el área del Pacífico, ofreciendo un interesante caso de 
continuidad histórica en función de objetivos claramente diseñados en el interno y 
externo” (Orrego Vicuña, 1974: 85). En la historia reciente, asimismo, figura entre los 
primeros países sudamericanos en establecer relaciones diplomáticas con China, hecho 
que se produjo el 15 de diciembre de 1970. Desde esa fecha, el desarrollo de las 
relaciones bilaterales ha experimentado un constante incremento del nivel de contactos 
y cooperación entre ambos países. 

 

Las cuestiones territoriales y los países vecinos en la perspectiva de la política 
exterior chilena        
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Los cambios fronterizos, la definición de límites en los espacios territoriales y 
las demarcaciones de los mismos han tenido un fuerte peso en la conformación de la 
nación chilena y constituyen un eje estructurante de su Política Exterior. Por ello, 
además de considerar el rol significativo del mar (es decir, el territorio marítimo), será 
necesario hacer algunas consideraciones sobre las relaciones con los países contiguos, 
tomando en cuenta los aspectos territoriales. 

 

Al respecto, y haciendo la salvedad que esta parte del trabajo no apunta a 
abordar de modo exhaustivo los diferendos territoriales, aunque sí a poner de 
manifiesto el peso de la variable territorial, se hará una rápida revisión de cuestiones 
que continúan representando un potencial conflictivo y se destacará cómo la resolución 
de otras implicó un avance en las relaciones bilaterales y la potenciación de esquemas 
de cooperación, situación que se exhibe claramente con la Argentina. 

 

Si se recorre la historia de la conformación de los nuevos Estados 
latinoamericanos durante el siglo XIX, la definición del territorio fue una tarea nada 
sencilla que tuvieron que encarar al comenzar a transitar los primeros años de 
independencia. En su gran mayoría, los gobiernos de las jóvenes repúblicas se 
encontraron con que los límites fronterizos heredados de la colonia aparecían en algunas 
ocasiones trazados de forma defectuosa o que, dado el desconocimiento de las zonas 
marginales, los mapas que se utilizaban tenían bastantes imprecisiones. Como resultado 
de esas complejas situaciones se generaron disputas entre los países vecinos, las cuales 
en algunos casos desembocaron en enfrentamientos armados. A ello se agrega que, al 
establecerse los respectivos arreglos limítrofes no siempre fueron percibidos como los 
más justos, por lo cual, de tanto en tanto, han puesto de nuevo en discusión lo pactado y 
han renovado controversias y confrontaciones en la región. 

 

Con relación al tema territorial, uno de los ejemplos más significativos es el de 
la Guerra del Pacífico (1879-83), cuando Chile venció a una alianza compuesta por 
Perú y Bolivia.14 Estas dos últimas naciones perdieron territorios y, en el caso boliviano, 
el acceso al mar.15

                                                 
14 Aquí conviene recordar que Diego Portales, quien fue sucesivamente Ministro de Relaciones Exteriores, del Interior y de Guerra y 
Marina, además de haber sido quien estableció una política muy dura y organizó la administración para que fuese base del 
desarrollo, fue una pieza clave en la desarticulación de la confederación Peruano-boliviana a la cual consideraba como 
peligrosamente hostil a Chile. 
15 A Bolivia se la ha ubicado como país mediterráneo desde su nacimiento a la vida independiente y también se ha señalado que “la 
falta de claridad en la delimitación de los estados después de la Independencia de América y, posteriormente, una gran omisión por 
parte de Chile, permitió a Bolivia alcanzar las costas del Pacífico en desmedro del litoral chileno” (Pinochet  Ugarte :92-95) 
 

 Puede ubicarse, en parte, el surgimiento de esos problemas 
territoriales al crearse en 1842 durante el gobierno del general Manuel Bulnes, la 
provincia de Atacama, un espacio sobre el que ni Bolivia ni Perú ni Chile habían 
ejercido un control efectivo. Esta determinación provocó una larga confrontación 
diplomática que recién concluiría con el tratado de 1904. Igualmente, en 1842 dio inicio 
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una activa presencia económica de empresarios y trabajadores chilenos en el territorio 
disputado, en el que se descubrieron importantes riquezas de guano, salitre,16

                                                 
16  El Salitre fue un mineral de gran importancia en esa época porque servía para la fertilización del suelo agrícola y también como 
un componente de la pólvora, teniendo gran valor en el mercado europeo 

 plata y, 
más tarde, cobre (Maira, 2004: 93). Al respecto, Jaime Eyzaguirre, citando referencias 
hechas por el autor boliviano Alcides Arguedas, presenta un cuadro sobre la 
composición poblacional de la región, en función de las actividades de la Compañía del 
salitre y el ferrocarril de Antofagasta, que arrojaba un 93% de chilenos, 2% de 
bolivianos, 1,5% de europeos, 1% de americanos del Norte y del Sur y 1,5% de 
asiáticos y otros (Arguedas en Eyzaguirre, 1953: 39).  

 

Si se hace un gran paréntesis para no desarrollar toda la evolución histórica, 
puede recordarse, como argumenta Simon Collier, que “la victoria que Chile obtuvo en 
la Guerra del Pacífico le dio un sustancial prestigio internacional. Esto hizo, además, 
que se recuperase el espíritu chileno que, en las décadas previas a la Guerra, estaba 
alicaído y pesimista. Se asignó un gran valor a la figura militar y parecía que en cada 
chileno había un soldado. Además agrega que, la conquista del litoral boliviano y las 
provincias sureñas del Perú, le permitieron a Chile incrementar su territorio nacional en 
una tercera parte” (Collier,  1993: 31). 

 

La magnitud del factor territorial en la relación chileno-boliviana ha 
obstaculizado el establecimiento de relaciones maduras entre ambos países. Han 
atravesado largos períodos en que mantuvieron rotas sus relaciones diplomáticas, 
resultando ser de las más conflictivas en la región. A lo largo del siglo XX, se 
produjeron algunos intentos de arribar a una solución mediante un corredor boliviano 
dotado de soberanía plena en el Pacífico, en una franja situada entre la actual frontera de 
Perú y Chile y el puerto de Arica. Tanto durante la presidencia de Gabriel González 
Videla en 1950, como en épocas del gobierno militar de Pinochet en 1976, se estuvo a 
punto de cerrar un acuerdo para la creación en ese lugar de un puerto boliviano. 

 

En el primer caso, refiere Manfred Wilhelmy, hubo una exploración de fórmulas 
de solución al problema de la mediterraneidad de Bolivia, donde con la intervención del 
Presidente Truman se discutió una fórmula de tierra por agua: agua del Titicaca para 
Chile y tierra para darle una salida al mar a Bolivia. Estados Unidos prestaría asistencia 
financiera para la realización del proyecto. Esas conversaciones fracasaron, en parte, 
debido a una aparente revelación prematura de parte de Truman, en circunstancias en las 
que tanto en Bolivia como en Chile, no se daban las condiciones para la discusión 
pública del asunto (Wilhelmy, 1979: 458). 
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Prácticamente veinticinco años después, una reunión de Banzer y Pinochet 
avanza en el tema, presentando nuevas fórmulas de solución. Sin embargo, se llega a un 
nuevo estancamiento luego de que Perú objeta la fórmula de un corredor boliviano entre 
Arica y la Línea de la Concordia bajo los términos del Protocolo al Tratado de 1929 
(Wilhelmy, 1979: 469). Es importante señalar, brevemente, que en virtud del Tratado de 
1929 con Perú, se establecía que Tacna quedaba para Perú y Arica para Chile; en tanto 
el Protocolo mencionado hacía una mención precisa respecto de que ni Chile ni Perú 
podían ceder a una tercera potencia los territorios materia del acuerdo.17

En diferentes momentos de la relación chileno-boliviana, la cuestión de su 
mediterraneidad ha cobrado estado público y con ello la creación de un clima de 
apasionamiento, tensión y agresividad. Su consideración como un tema que tiene 
continuidad a lo largo de la historia de esa relación bilateral llevó, por ejemplo, al 
historiador chileno Eyzaguirre a sostener que la patria ha sido definida para muchos 
bolivianos como el anti-Chile.

 

 

18

Por otra parte, la entonces Canciller Soledad Alvear, reproduciendo palabras del 
ejecutivo, sostuvo que el gobierno había sido claro en que no negociaría mar por gas y 
que estába dispuesto a considerar fórmulas creativas realistas que perfeccionen el 
acceso de Bolivia al Pacífico, así como para avanzar en todos los planos de la relación.

 

 

El ejemplo más reciente de tensión –octubre de 2003– registra la oposición 
manifestada por diferentes organizaciones sociales y movimientos políticos a que 
Bolivia exporte gas por los puertos chilenos. Entre otras cuestiones, esto se convirtió en 
un detonante de la caída del presidente Gonzalo Sánchez de Losada. A la par, y sólo a 
título de mención, merece recordarse que se pronunciaron reclamos por su salida al mar 
tanto en reuniones regionales, como en el seno de las Naciones Unidas, mostrando el 
estado de alta tensión de dicha cuestión. 

 

19

No se avizoran por el momento soluciones, y algunos han conjeturado que la 
estrategia actual chilena con relación a la cuestión boliviana podría intentar emular 
algunas concesiones realizadas a Paraguay (durante la visita del presidente Lagos) 
ofreciendo una zona franca en Antofagasta. Se apuntaría de esta manera a intentar 

 

 

                                                 
17  Suscripto en Lima el 3 de junio de 1929, cuyas ratificaciones fueron canjeadas en Santiago el 28 de julio de 1929. El Protocolo 
establece en su Artículo 1º: Los Gobiernos de Chile y del Perú no podrán, sin previo acuerdo entre ellos, ceder a una tercera potencia 
la totalidad o parte de los territorios que, en conformidad al Tratado de esta misma fecha, quedan bajo sus respectivas soberanías, ni 
podrán, sin ese requisito, construir, al través de ellos, nuevas líneas férreas internacionales.  

18  Según el autor, desde Bolivia hay olas periódicas de ataques a Chile: cuando el país atraviesa un momento de crisis, la pasión 
emerge con renovado furor. Cuando hay un paréntesis de estabilidad, el sentimiento antichileno se adormece, parece casi 
extinguido. (Ver Eyzaguirre, Jaime, Op. Cit., pp. 58-60).  

19  Entrevista a Soledad Alvear, en Revista Foro 21, Nº 37, julio de 2004 consultado en www.chile21.cl.  
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modos de acceso al mar con fórmulas más modernas.20

En cuanto a la temática que se está abordando –lo territorial, en sentido amplio– 
se han hecho públicos reclamos por parte del Perú que instalan controversias por el tema 

 Asimismo, se considera según 
diferentes análisis coincidentes desde la óptica chilena que sólo sería posible imaginar 
una fórmula con soberanía en el área de poco más de 40 kilómetros de costa al sur de la 
Línea de la Concordia, la actual frontera peruano-chilena (Maira, 2004: 98). 

 

En el curso de los años, los historiadores e internacionalistas chilenos han 
construido una posición articulada y fuerte en relación con los problemas que han 
existido con Bolivia. Ésta cuenta con un amplio respaldo interno. Encuestas recientes 
muestran que entre un 80 y 85% de los chilenos considera justa la actitud del país, 
oponiéndose a una salida al mar para Bolivia. La política chilena hacia Bolivia es, en los 
hechos, una política de Estado que cuenta con el apoyo de las principales fuerzas 
políticas, de gobierno y de oposición (Maira, 2004:94). 

 

De todos modos, el curso de las negociaciones que puedan llevarse a cabo entre 
Chile y Bolivia deberá guiarse por la búsqueda de soluciones sustentables, 
consensuadas y que respondan a una sólida arquitectura basada en la confianza mutua. 

 

Con respecto a Perú, la amplia victoria obtenida por Chile (evidenciada, además 
por la ocupación de Lima hasta 1884) trajo aparejado el control sobre Tarapacá y la 
provincia de Antofagasta. Por el Tratado de Ancón (octubre de 1883), concluido por 
Chile con “un gobierno peruano que las fuerzas chilenas habían ayudado a instalar”, 
Perú cedió a Chile incondicionalmente y a perpetuidad su provincia de Tarapacá. 
También aceptó la posesión de Chile sobre sus provincias de Tacna y Arica por una 
década, luego de la cual un plebiscito determinaría quién dispondría finalmente del 
territorio; el ganador debería pagar al perdedor 10 millones de “chilean silver pesos” 
(Blakemore, 1993: 36). 

 

El Tratado de Lima de 1929 trajo como resultado la fijación de los límites entre 
Chile y Perú. El mismo indica que “la frontera entre los territorios de Chile y Perú, 
partirá de un punto de la costa que se denominará Concordia, distante 10 kilómetros al 
norte del puente del río Lluta, para seguir hacia el oriente paralela a la vía de la sección 
chilena del Ferrocarril de Arica a La Paz” (art.2). En 1930 formalizaron la demarcación 
de la frontera (Acta del 5 de agosto). 

 

                                                 
20 Ver al respecto “Lagos enfrenta el rediseño institucional”, en Paper Latinoamericano, CADAL, año 2, Nº 13, mayo de 2004  
consultado en www.cadal.org/paper/nota_asp?id_nota=637.  
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de la delimitación marítima. Mientras para Lima la frontera marítima es un asunto 
pendiente de discusión porque argumenta que nunca fue definida por los dos Estados, 
Santiago sostiene que el tema está zanjado por acuerdos firmados en 1952 y 1954, que 
incluyen además a Ecuador. 

 
Desde Chile se estudian argumentaciones jurídicas que recorriendo no sólo el 

Tratado de 1929 sino también las respectivas declaraciones de 200 millas, una Ley de 
Petróleo promulgada por Perú en 1952, los textos de la Declaración de Santiago de 
1952 (recuérdese que creó la CPPS) y la Convención sobre Zona Especial Marítima de 
1954, sumados a otros antecedentes conforme a las tareas realizadas por la Comisión 
Mixta en 1968 y 1969, apuntan a demostrar que no existen cuestiones pendientes (Cruz 
Jaramillo, Sandoval Santana, 2002). 

 
Perú planteó el 19 de julio de 2004 iniciar negociaciones sobre el tema en 

cuestión, y Chile, en respuesta casi inmediata, señaló que no procede el pedido peruano 
porque no hay ningún tema pendiente entre ambos países. Al respecto la Canciller 
Soledad Alvear reafirmó la vigencia de los límites marítimos con Perú, recordó que hay 
tratados que datan de cincuenta años, los cuales están perfectamente en vigencia, y 
agregó que en 1968 y 1969 el límite marítimo fue objeto de un trabajo en terreno 
acordado por los dos países.21

El gobierno peruano, por su parte, ha adelantado que recurrirá a los medios de 
solución pacífica de controversias previstos en el derecho internacional. Si bien 
coincide con la (entonces) Canciller chilena respecto de que el Tratado de 1929 con 
Chile es intangible,
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Finalmente, como se hacía referencia al inicio de esta parte del trabajo, el 
aspecto territorial y sus múltiples impactos en las relaciones con la Argentina serán 
tomados, no en toda su evolución, sino como referente del establecimiento progresivo 

 entiende que éste no definió fronteras marítimas. 
 
Parece difícil, al menos por el momento, que este tema se resuelva 

bilateralmente. Por otro lado, conviene tener presente que actualmente todos los países 
están analizando la cuestión del límite exterior de su respectiva plataforma continental 
para ser presentado ante la Comisión de Límites de la Plataforma Continental, en el 
marco de la Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar. Quizás esto 
esté apresurando los tiempos. 

 

                                                 
21 Ver al respecto El Mercurio, 16 de septiembre de 2004. 
22 El 24 de agosto de 2004, el Ministro de Relaciones Exteriores de Perú, Manuel Rodríguez Cuadros, manifestó que es diferente el 
caso de los límites marítimos. 
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de una voluntad negociadora de ambas partes y la construcción de medidas de confianza 
mutua.23

Con la llegada de Raúl Alfonsín a la Presidencia de la Argentina, inaugurando 
un novel período de gobierno constitucional luego de los años de gobierno autoritario, 
uno de los objetivos prioritarios fue modificar aquellas cuestiones y percepciones que 
habían contribuido a la mala imagen internacional que tenía el país como consecuencia 
de los años precedentes. Las relaciones argentino-chilenas en épocas de los gobiernos 
militares tuvieron un fuerte tono confrontativo, lo cual condujo, en gran medida, al 
diseño y actualización de doctrinas geopolíticas que siempre vieron al vecino como un 
adversario dispuesto a ganar en un juego de suma-cero. Esas divergencias territoriales y 
la imagen estatal creada hacían que el componente territorial fuese exacerbado de uno y 
otro lado según diferentes momentos históricos.

 

La etapa madura de las relaciones bilaterales con la Argentina y la resolución de cuestiones 
pendientes 

24

Al coincidir en ambos países gobiernos elegidos democráticamente, se daría un 
nuevo impulso a la relación argentino-chilena. El 2 de agosto de 1990, los Presidentes 
Carlos Menem y Patricio Aylwin firmaron nueve acuerdos que abarcaron una 
multiplicidad de temas, entre ellos, la Declaración Conjunta sobre Límites que 
establecía el acuerdo sobre 23 de esos puntos en litigio. Veintidós de ellos se definieron 
siguiendo los trabajos ya realizados por la Comisión Mixta (COMIX). Para el restante –

 

 

En el escenario contiguo, es decir, específicamente en la relación con Chile, el 
problema del Canal Beagle requería un tratamiento especial. Este conflicto había 
llevado en 1978 a los gobiernos de facto de Argentina y Chile al límite de un 
enfrentamiento armado y se resolvió pacíficamente con la firma del Tratado de Paz y 
Amistad de 1984, alcanzado por los buenos oficios de Su Santidad Juan Pablo II. Ese 
tratado ya en su Preámbulo esbozaba, en alguna medida, la proyección que tendría la 
nueva relación, en términos de intensificación de la cooperación económica y la 
integración física entre ambos países. En esa dirección, se creaba con carácter 
permanente una Comisión Binacional Argentino-Chilena de Cooperación Económica e 
Integración Física. 

 

                                                 
23Avances muy importantes en temas sensibles como los de defensa y seguridad quedan expresados en acciones como las siguientes: 
Ejercicios Combinados entre las Armadas y Fuerzas Aéreas de Chile y Argentina, y se proyectan prontamente a nivel de Ejércitos 
de ambos países. Acuerdo sobre Coproducción de Unidades Navales, firmado en 1999. Tiene por objeto impulsar el desarrollo de la 
industria naval y complementar las capacidades tecnológicas de ambos países. Asimismo, este instrumento ha permitido que en 
Chile (Talcahuano) se trabajara en la modernización del buque de guerra argentino Hércules. Metodología estandarizada común 
para la medición de los gastos de la defensa, que constituye un proyecto en ejecución con apoyo de la CEPAL. Publicación de 
sendos Libros de la Defensa en ambos países. En Chile se publicó en 1997 y en Argentina en 1999. Anuncios sobre desminados en 
la frontera, en el marco del III Encuentro de Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa. Reuniones de la Comisión 
Permanente de Seguridad (COMPERSEG).  
24 La imagen de la Argentina fantástica y del Chile fantástico y sus implicancias con tesis fundacionales, ha sido desarrollada como 
parte del flujo y reflujo de las relaciones bilaterales. Ver  Lacoste, 2003. 
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esto es, el correspondiente a la zona comprendida entre el Monte Fitz Roy y el Cerro 
Daudet (conocida como Hielos Continentales para los argentinos y Campos de Hielo, 
para los chilenos)– se estableció una línea poligonal, cuyo trazado fue sometido a 
aprobación de los respectivos parlamentos. Las negociaciones fueron largas y 
constructivas a la vez.25 Respecto de la cuestión del Laguna del Desierto, ambas partes 
acordaron someterlo a arbitraje internacional. Así, el 31 de octubre de 1991, los 
Cancilleres Guido Di Tella y Enrique Silva Cimma firmaron en Santiago de Chile el 
compromiso arbitral sobre los límites en la zona mencionada. Para su cumplimiento, 
acordaron la conformación de un tribunal compuesto por cinco miembros, todos 
reconocidos juristas latinoamericanos.26

Muy vinculado con la resolución de las cuestiones anteriores, el Tratado sobre 
Integración y Complementación Minera suscripto en diciembre de 1997, recién concretó 
el canje de instrumentos de ratificación en diciembre de 2000.

 Transcurridos casi tres años de deliberaciones, 
la decisión sobre el Fallo Arbitral fue anunciada el 21 de octubre de 1994, según la cual 
la traza entre el hito 62 y el Monte Fitz Roy se ajustaba a la presentación argentina. 
Chile solicitó una revisión de interpretación, frente a la cual el Tribunal volvió a 
efectuar una sentencia inapelable el día 13 de octubre de 1995 donde se reafirmaba el 
trazado expresado. Seguidamente, la Cancillería argentina anunció que el Tribunal había 
dispuesto que “la colocación material de los tres hitos en los lugares que ya fueron 
señalizados en el terreno sería realizada por el perito geógrafo del Tribunal con apoyo 
de la Comisión Mixta de Límites o de la Comisión Nacional de cualquiera de las partes, 
en el próximo verano y antes del 31 de marzo de 1996.” El 12 de marzo de 1996 
quedaba concluida la colocación de los tres hitos previstos en la resolución del Tribunal 
Arbitral. 

A posteriori de la cuestión de Laguna del Desierto, y acorde con el gran trabajo 
parlamentario, así como también la dedicación que le prestaron los Cancilleres y las 
respectivas burocracias, el 16 de diciembre de 1998 fue suscripto el Tratado sobre 
Hielos Continentales y el 2 de junio de 1999 los Parlamentos argentino y chileno lo 
ratificaron simultáneamente. 

27

 

 Además, la aprobación 
de su Protocolo fue posible en el 2004, luego de disipadas las controversias que la 
disminución en la provisión de gas argentino a Chile había provocado desde los 
comienzos de año. 

 

                                                 
25  Un análisis pormenorizado puede hallarse en Colacrai, Miryam, “La Política Exterior Argentina hacia los vecinos durante los  
90”,  en www.cema.edu.ar/ceieg∕ colacrai pdf.  
26  Rafael Nieto (Colombia), Reynaldo Gallindo (El Salvador), Pedro Nikken (Venezuela), Julio Barberis (Argentina) y Santiago 
Bendava (Chile). Este tribunal tuvo su primera reunión el 16 de diciembre de 1991, en Brasilia, siendo su sede el Comité Jurídico 
Interamericano. De acuerdo con lo establecido, el Tribunal debería procurar dictar sentencia antes del 1º de marzo de 1994. 
27  El objetivo del tratado es facilitar la explotación de yacimientos de cobre, oro y otros minerales en la frontera, al eliminar las 
restricciones y al establecer un régimen jurídico especial en las áreas de explotación. El convenio es considerado uno de los hitos 
más importantes en el proceso de integración económica que llevan los dos países. 
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Otros temas relacionados con lo territorial y el equilibrio de poder regional 

Las referencias coincidentes de distintos analistas con relación al proceso de 
transición chilena tienden a enfatizar la persistencia de un comportamiento que continúa 
privilegiando –al menos en una importante franja de los años noventa– el lenguaje de 
las hipótesis de conflicto, la confusión entre cooperación militar y diplomacia militar y 
donde aparece la interferencia de los sectores más reacios a pensar en nuevos términos 
la seguridad regional.28

Una situación que debe ser contabilizada como “preocupación” por todo aquello 
que pueda amenazar el equilibrio regional que para Chile es muy relevante, es la 
designación de la Argentina como aliado extra-OTAN, el 25 de agosto de 1997.
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En general, respecto de la Política Exterior, la opinión pública ha demostrado un 
gran desinterés en el proceso decisorio y su influencia es baja, exceptuándose los casos 
en que vislumbra amenazas a la integridad territorial, relacionados con los límites y 
fronteras, donde hace sentir su opinión.

 

En ocasiones, la oposición utiliza este tipo de factores, entre otros, para marcar 
supuestas debilidades del gobierno. Un ejemplo paradigmático es el de la Unión 
Demócrata Independiente (UDI). Su dirigente Juan Antonio Coloma enumeró una 
sucesión de fracasos en la política exterior de los dos gobiernos concertacionistas: En 
1991, el tratado sobre Campos de Hielo Sur, suscrito por los presidentes Carlos Menem 
y Patricio Aylwin se hizo sobre la base de cartografía argentina. En 1994, el gobierno 
perdió Laguna del Desierto. El caso de las uvas envenenadas sigue sin resolverse; el 
manejo de las relaciones con Perú para la solución definitiva del tratado de 1929 ha sido 
pésimo; Estados Unidos calificará a Argentina como aliado principal no miembro de la 
OTAN, y su actitud proteccionista ha perjudicado a los exportadores chilenos. 

30

                                                 
28  VARAS, Augusto y FUENTES, Claudio, “Defensa Nacional, Chile 1990-1994”, FLACSO, Santiago, Chile, 1994; VARAS, 
Augusto, “Las relaciones cívico-militares en la democracia en América Latina: militares y sociedad, FLACSO, San José de Costa 
Rica, 1991;  ROJAS ARAVENA, Francisco, “Transición y relaciones civil- militares en Chile: aportes en un nuevo marco 
internacional”, en DOMÍNGUEZ, Jorge (Editor), Seguridad internacional, op. cit.  pp. 143-146). 
29  Se detalla el caso en COLACRAI, Miryam, “La Política Exterior Argentina hacia los vecinos en los ’90”, Documento de Trabajo 
Nº 1, Centro de Estudios Internacionales y de Educación para la globalización (CEIEG), Universidad del CEMA, julio de 2004. 
30 Es importante resaltar la coincidencia de opiniones respecto de este tema entre MAIRA, Luis “Las relaciones entre Chile y 
Bolivia en el centenario del Tratado de 1904”, en Foreign Affairs en Español, Octubre-Diciembre 2004, pp. 89-101. DURÁN, 
Roberto “Notas para la elaboración de un marco teórico de la política exterior chilena”, en RUSSELL, Roberto (Comp.), Política 
Exterior y toma de decisiones en América Latina, GEL, 1990 Buenos Aires, 1990. MUÑOZ, Heraldo “Las relaciones exteriores del 
gobierno militar chileno”, en PUIG, Juan Carlos (Comp.), América Latina: Políticas Exteriores Comparadas, GEL, 1984, Buenos 
Aires, pp. 353-391 y VAN KLAVEREN, Alberto “Continuidad y cambio en la política exterior chilena”, en DI TELLA, Torcuato, 
Argentina y Chile: ¿Desarrollos paralelos?, Nuevo Hacer-ISEN, 1997, pp. 267-285. 
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En este apartado abordaremos lo que Heraldo Muñoz ha denominado el estilo 
civil-pragmático de la diplomacia chilena como una fuerza profunda y organizada, así 
como también la concepción de Manfred Wilhelmy acerca de las diferentes subculturas 
políticas que guardan relación con el estilo diplomático y que han influido en la forma 
de hacer la política exterior del Estado chileno. 

  

Heraldo Muñoz sostiene que desde la década de los cincuenta y hasta 1973 ha 
predominado el estilo civil-pragmático, cuyas características más destacadas son “el 
énfasis en el derecho internacional, el reconocimiento práctico de las realidades del 
poder mundial y la preponderancia de los diplomáticos de carrera en el manejo de la 
política exterior” (Muñoz, 1984: 362). Sin embargo, a partir de 1973 el estilo civil-
pragmático se vio desplazado por el pretoriano-ideológico. Las Fuerzas Armadas le 
imprimieron a la política exterior “su propio sello técnico y su visión marcadamente 
anticomunista del mundo” (Muñoz, 1984: 362-363). Otros elementos que coadyuvan a 
caracterizarlo son la utilización de canales personales-directos en detrimento del rol de 
la Cancillería y su contenido altamente ideológico. Otros signos característicos fueron el 
desplazamiento de la negociación por la confrontación abierta al mismo tiempo que 
comenzaba a valorizarse la dimensión económica en los lineamientos de la política 
exterior. En esta dirección es importante destacar que, a partir de 1978 con la 
designación de Hernán Cubillos como Canciller y en la etapa pos-plebiscitaria, es 
posible observar la reaparición de elementos del estilo civil-pragmático, empero, el 
pragmatismo de Cubillos se diferenció del desarrollado por Chile anteriormente 
(Muñoz, 1984). Las diferencias sustanciales radicaban en que el primero se basaba en 
los valores democráticos mientras que el segundo se fundaba en el privilegio de la 
dimensión económica-comercial, la cual irá adquiriendo cada vez mayor relevancia. 

 

Manfred Wilhelmy, por su parte, coincide con Muñoz en que la acción externa 
puede adoptar estilos diferentes y lo explica en función de “aquellos elementos de 
mayor gravitación en la cultura política31

                                                 
31  Manfred Wilhelmy define a la cultura política –siguiendo a Almond y Verba– “como un conjunto de orientaciones o actitudes 
hacia determinados objetos políticos, comprendiendo tanto al sistema político con sus diversas estructuras y roles como también el 
rol propio desempeñado por el individuo” (Wilhelmy, 1979: 443). 

 de los actores más importantes, del peso 
relativo que éstos conceden a la tradición diplomática y de las perspectivas ideológicas 
de los actores centrales cuando éstas alcanzan cierto nivel de importancia” (Wilhelmy, 
1979: 305-306). El autor distingue tres tipos de subculturas dentro de la cultura 
dominante de la política internacional del Chile. La primera es la dominante moderada 
que prevaleció en el período 1946-1970 y que se observa, también, en la actualidad. Los 
ejes centrales de esta subcultura son: la realización de un diagnóstico positivo del status 
y rol internacional de Chile, la valoración de la democracia, actitud internacionalista, 
orientación occidentalista y apoyo al status quo internacional cuyo corolario es la 
actitud legalista en lo relativo a la estructura del sistema internacional. La segunda es 
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una subcultura disidente de tipo revolucionario y se corresponde con el período del 
gobierno socialista de Salvador Allende. Los rasgos distintivos de ésta son: una visión 
pesimista del rol y del status de Chile producto de la dependencia, una fuerte 
orientación a la acción, la aceptación pragmática de los aspectos útiles de la subcultura 
dominante,  internacionalista y tercermundista de corte nacionalista y definición anti-
imperialista. La última, tradicionalista-integrista, fue la predominante desde 1973 a 
1990. La visión de Chile en el sistema internacional es relativamente negativa, es 
autoritaria al sostener que el prestigio de Chile en el sistema internacional no deriva de 
la democracia, sino de la estabilidad institucional de estilo portaliano (Wilhelmy, 1979: 
444-446). 

 

Los ejemplos fácticos que contribuyen a ilustrar las diferencias más destacadas 
entre los distintos estilos diplomáticos que sobresalieron en Chile varían según se trate 
de un estilo diplomático civil o pretoriano. Para el estilo civil-pragmático y la 
subcultura dominante moderada trabajaremos sobre el rol de la Cancillería, advirtiendo 
la importancia de esta fuerza organizada, la tradición legalista y el componente 
pragmático. Para el estilo pretoriano-ideológico y la subcultura disidente 
tradicionalista-integrista nos ocuparemos del rol de las fuerzas armadas en la 
formulación de la política exterior –como otra fuerza organizada relevante–, de la 
importancia atribuida al factor ideológico, y de cierto grado de pragmatismo durante la 
etapa de Hernán Cubillos y Hernán Errazuriz que implicó el ascenso de los temas 
comerciales en la agenda de política exterior. 

 

Actores, tradiciones y estilos 

 

El estilo civil-pragmático se ha caracterizado, como su nombre lo indica, por el 
rol destacado de funcionarios civiles y diplomáticos de carrera nucleados en las distintas 
agencias gubernamentales del Estado, tal es el caso del Ministerio de Relaciones 
Exteriores. Esto se condice, entre otras cosas, con el tipo de régimen político –procesos 
políticos democráticos– y el tipo de relaciones cívico-militares que caracterizaron a 
Chile antes del golpe de Estado de 1973, tal como fue abordado en este trabajo. 

 

En el período del gobierno militar se produjo un desplazamiento de los actores 
tradicionales tanto en la formulación como implementación de la política exterior. Al 
asumir el poder, las Fuerzas Armadas utilizaron la política exterior al servicio del 
proyecto político interno y les restaron importancia a los funcionarios del Ministerio de 
Relaciones Exteriores. También se produjo una creciente injerencia de otras agencias 
estatales sobre temas de política exterior a través de pronunciamientos públicos, 
declaraciones y toma de decisiones. Esto condujo a una situación en la cual se percibió 
que la Cancillería no ejercía un control pleno sobre temas propios de la cartera (Muñoz, 
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1985). La declaración del embajador de carrera José Miguel Barros resulta ilustrativa: 
“La Cancillería chilena es la única donde el diplomático profesional más alto ocupa el 
cuarto lugar jerárquico. Hay un ministro que no es de carrera; un viceministro que es un 
general de Ejército, y un teniente coronel que es el subsecretario. En cuarto lugar viene 
un diplomático de carrera” (Muñoz, 1985: 342). También es importante mencionar las 
dificultades por las que atravesó el Ministerio de Relaciones Exteriores debido a la 
exoneración de varios funcionarios y su reemplazo por otros más cercanos al gobierno. 
Otro ejemplo es que, a excepción del período de los Cancilleres Hernán Cubillos (1978-
1980) y Hernán Errazuriz (1988-1990), el resto de los funcionarios que ocuparon dicho 
cargo fueron militares. 

 

Por otra parte, los grupos económicos privados comenzaron a cobrar una 
relevancia significativa en materia de política exterior durante los años 1973-1990. El 
sector privado empresarial comenzó a reclamar la inclusión de los temas económico-
comerciales en una política exterior más pragmática y eficiente que tenga en cuenta sus 
intereses y asegure el desarrollo del modelo económico implementado. Entonces, si bien 
se daba el predominio de la visión de los militares, en la práctica existía un grupo de 
actores civiles que compartían los postulados y características del estilo diplomático 
(Wilhelmy, 1979). 

 

A modo de síntesis, debe subrayarse que el componente civil en la formulación 
de la política exterior, o el predominio de la subcultura dominante moderada, puede ser 
considerada como una fuerza profunda. Más allá que en la administración de Augusto 
Pinochet se produjo un cambio significativo, los componentes civiles-pragmáticos de 
larga trayectoria no desaparecieron sino que, en todo caso, fueron moldeados de otra 
manera por la fuerza organizada que signó aquella etapa. 

 

La tradición legalista 

 

Al respecto conviene precisar que siguiendo a Walter Sánchez, la tradición 
legalista o el legalismo “es la fe casi utópica en la fuerza de la ley y el derecho, como 
fuente de ciudadanos y naciones virtuosas y solidarias” (Sánchez en Sánchez y Pereida 
en Alamo Varas, 1999). Partiendo de esta aclaración conceptual podemos afirmar que 
en Chile, tradicionalmente, ha existido un gran apego a la ley y, por lo tanto, la tradición 
legalista es un rasgo que, además de caracterizar un estilo diplomático determinado, 
contribuye a definir la identidad del país transandino. El apego a la ley y al derecho está 
presente en Chile desde los inicios de su vida institucional, así como también podría 
observarse durante la etapa pre-independentista. Si retomamos la distinción de las sub-
culturas de Wilhelmy, observamos una coincidencia sobre la acentuación en la 
importancia otorgada al derecho. A modo de ejemplo cabe mencionar la estabilidad 
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institucional –como fuerza profunda– cuya base de sustentación fueron las 
constituciones de 1833, 1925 y 1980, y también la influencia que ejerció la polifacética 
figura de Andrés Bello desde el siglo XIX, cuya obra conforma la jurisprudencia de la 
Cancillería chilena en materia internacional. Pilar Alamos Varas sostiene que Andrés 
Bello fue el creador de la orientación jurídica de la política internacional del país 
trasandino cuyo objetivo era dotar a las nuevas naciones de un conocimiento legal que 
les permitiera defenderse de las potencias, argumentando que el poder en el sistema 
internacional debe derivarse de la ley y no del poder de las naciones (Alamos Varas, 
1999). 

 

Algunos ejemplos concretos que ratifican la existencia de la tradición legalista 
son observables en los sólidos argumentos jurídicos que Chile esgrimió para apoyar la 
resistencia de la mayoría de los estados latinoamericanos para evitar la condena de 
Cuba, la abstención en la votación que excluyó a Cuba de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) en la reunión de Punta del Este en 1962 y la abstención frente al 
intento de aplicación de sanciones a Cuba de julio de 1964 (Muñoz, 1984). Otro 
indicador ha sido el amparo en el respeto de los tratados internacionales para no 
modificar situaciones vinculadas a la cuestión territorial. Un ejemplo más cercano en el 
tiempo y paradigmático fue la posición adoptada por Chile en calidad de miembro no 
permanente en el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas en 2003. La administración 
Lagos decidió entonces no apoyar la invasión a Irak por considerar que violaba los 
principios de la Carta de las Naciones Unidas. Empero, esta fuerza profunda atravesó un 
impasse en la era Pinochet, cumpliendo sólo selectivamente los acuerdos 
internacionales. En ese sentido, se ajustó un estricto cumplimiento de los tratados 
vigentes en materia territorial y se aludió constantemente a principios generales del 
derecho internacional –no intervención en asuntos internos, por ejemplo– aunque se 
violaron numerosas convenciones relativas a los derechos humanos. 

 

Aquí nuevamente emerge la tradición legalista. Aún siendo ella una fuerza 
profunda y un rasgo identitario de la política exterior chilena, ha alternado entre 
momentos de observancia estricta y selectiva, de acuerdo con la visión de las fuerzas 
organizadas que moldearon la política exterior y que mutaban acorde con el tipo de 
cultura política dominante en cada período. 

 

¿Pragmatismo vs. ideología? 

 

En líneas generales, la mayoría de la bibliografía consultada sobre este tema 
coincide en señalar que el pragmatismo es uno de los rasgos sobresalientes de la política 
exterior de Chile y que éste ha prevalecido, con algunos altibajos, más allá de la 
ideología presente en la cultura política predominante.  
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Heraldo Muñoz, al clasificar los estilos diplomáticos sostiene que el 
pragmatismo es una característica propia del estilo civil-pragmático, mientras que el 
factor ideológico lo es del estilo pretoriano-ideológico. Desde nuestro punto de vista 
sería más apropiado hablar de estilos con matices, ya que tanto en uno como en el otro 
es posible rastrear en mayor o en menor grado elementos pragmáticos e ideológicos. El 
actual embajador de Chile en Naciones Unidas afirma que la administración de Salvador 
Allende respondería a las características del estilo civil-pragmático. Por su parte, 
Manfred Wilhelmy y Joaquín Fermandois consideran que en el período en cuestión se 
da una compleja mixtura de ambos componentes. Ambos autores argumentan que 
durante el gobierno socialista se produjo una articulación y entrecruzamiento de 
elementos característicos de la subcultura dominante moderada y de la subcultura 
disidente revolucionaria. A modo de ejemplo, Fermandois señala que, por un lado, 
podía ensayarse una política de orientación revolucionaria y, por el otro, frente a un 
Estado como Brasil se enfatizaba la subcultura moderada enviando como embajador a 
una figura destacada y de reconocida trayectoria en el Partido Radical como Raúl Rettig 
(Wilhelmy, 1986: 307). Este caso constituye una muestra de la primacía del 
pragmatismo frente al factor ideológico, donde se reconoce el distinto grado de 
importancia atribuido a los diversos actores internacionales. Es importante señalar que 
el pragmatismo se encuentra estrechamente relacionado con las realidades del poder 
mundial. En este sentido, también podemos mencionar el alineamiento casi 
ininterrumpido de Chile a los Estados Unidos desde 1946 hasta 1973 aproximadamente. 
Dicho alineamiento implicaba el reconocimiento de Estados Unidos como potencia 
hegemónica regional durante la Guerra Fría. 

 

Tal como lo mencionamos anteriormente, el gobierno de Augusto Pinochet es 
identificado por Muñoz con el estilo pretoriano-ideológico. Si bien es cierto que el 
elemento ideológico es uno de los rasgos sobresalientes del régimen autoritario, también 
exhibe elementos pragmáticos. 

 

El tinte ideológico emerge con gran nitidez tanto en el plano discursivo como en 
el de las acciones. En el caso del discurso, en reiteradas oportunidades se alude al 
nacionalismo político de corte tradicional, al marcado anticomunismo y al 
neoliberalismo en lo que atañe al modelo económico adoptado, el cual constituía uno de 
los temas prioritarios de la visión internacional del gobierno autoritario (Wilhelmy, 
1986). Otro aspecto donde se plasmaba la visión ideológica del gobierno en cuestión es 
el de las diversas doctrinas pregonadas, tal es el caso de la geopolítica y de la seguridad 
nacional. 

 

Ahora bien, también es posible rastrear elementos pragmáticos. Esto puede verse 
con mayor claridad en el plano económico-comercial de la política exterior y, en este 
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caso particular, con el ascenso de los temas comerciales en la agenda de política exterior 
del gobierno chileno. En dicha dimensión se produce un cambio significativo, ya que se 
pasa de un modelo económico basado en la sustitución de importaciones a una apertura 
radical del país a la economía mundial. La implementación de un modelo de economía 
de mercado está estrechamente relacionado con la emergencia un nuevo actor en la 
política exterior, constituido por los grupos económicos privados, tal como se expresó al 
referirnos a los actores. Las fuertes demandas del sector privado se orientaban al 
establecimiento de una diplomacia más pragmática y eficiente. La respuesta de la 
administración Pinochet fue la designación de un civil, Hernán Cubillos, como 
canciller, cuyo objetivo consistía en utilizar la inserción en materia económico-
comercial como una cortina de humo que atenuara los efectos del aislamiento 
internacional. 

 

La gestión de Cubillos en 1978 puede ser entendida como una flexibilización 
relativa del estilo pretoriano-ideológico en pos de uno más pragmático. En ese contexto 
la Cuenca del Pacífico cobra gran importancia. La elección de dicha región como una de 
las áreas prioritarias responde, en parte, a la existencia de una relación histórica entre 
ambas costas y a que Chile es un país esencialmente marítimo. El Canciller intensificó 
la política diplomática y comercial anunciadas en un documento denominado Objetivo 
Nacional de Chile e implementadas a través de la Política Exterior Pragmática. En ésta 
Cubillos sostenía que era necesario reforzar los lazos comerciales y financieros, 
sorteando los aspectos ideológicos debido a que los primeros podían traspasar las 
barreras políticas impuestas por los gobiernos (Cousiño, 1999). La puesta en práctica de 
esta política trajo aparejado el establecimiento de relaciones diplomáticas con aquellos 
estados con los que aún no las tenía, la apertura de embajadas en los países más 
importantes de la región y el establecimiento de embajadas concurrentes para cubrir el 
amplio espectro de países. Al respecto cabe mencionar la apertura de las embajadas en 
Filipinas y Nueva Zelanda, el establecimiento de relaciones diplomáticas con Samoa 
Occidental, Papua Nueva Guinea, Kiribati, Nauru, Tonga, Tuvalú, Indonesia, Singapur, 
Tailandia y Malasia, entre otras. En esta misma línea se encuadra la política hacia 
China, porque a pesar del notable anticomunismo discursivo, las relaciones con el 
gigante asiático mantuvieron un alto nivel, basado fundamentalmente en la actitud hostil 
que ambos estados tenían hacia la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (Muñoz, 
1985). Además, Chile fue uno de los primeros países latinoamericanos en establecer 
relaciones diplomáticas con China en diciembre de 1970. Sin lugar a dudas que la 
política diseñada por Cubillos fue estratégica, sobre todo, teniendo en cuenta el 
aislamiento por el que atravesaba Chile en aquella época, más allá de que los resultados 
no hayan sido tan ricos como se esperaba. 
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Consideraciones Finales 

El propósito que animó este trabajo fue identificar las principales fuerzas 
profundas que contribuyen a definir la identidad de Chile en materia de Política Exterior 
y la influencia ejercida, en ciertas ocasiones, por las fuerzas organizadas. A ello se 
suma que las fuerzas profundas adquieren una importancia diversa en su capacidad para 
influir y modelar las acciones en Política Exterior. Ellas no se mantienen invariadas a 
través del tiempo, sino que van mutando de acuerdo con las épocas, los momentos de un 
Estado, y suelen estar influidas, en parte, por el tipo de régimen político, el rol que 
desempeñan las fuerzas organizadas y la cultura política dominante. A lo largo de este 
estudio hemos destacado, en numerosas oportunidades, las transformaciones que las 
fuerzas profundas han experimentado. 

 

Uno de los rasgos identitarios más destacados es la estabilidad institucional, 
producto de la temprana conformación del Estado-Nación en Chile. Esta fuerza 
profunda junto con los procesos políticos democráticos y la importancia del factor 
territorial –entendido en sentido amplio– constituyen el punto de partida de nuestro 
análisis. Es decir que hemos analizado, en primer lugar, cuáles han sido las fuerzas 
profundas más relevantes –de carácter doméstico– y que han ejercido mayor influencia 
sobre la formulación de la política exterior chilena. 

 

En esa dirección, el análisis de los estilos diplomáticos pone de manifiesto la 
interrelación de varios factores –institucionales, políticos, económicos, territoriales, 
ideológicos, etc.– que definen y caracterizan la manera de hacer política exterior según 
las percepciones de quien detenta el poder. Asimismo, es importante destacar que los 
hacedores de política están profundamente influenciados por el tipo de cultura política 
dominante. Para el caso de Chile, se distinguieron tres sub-culturas políticas: moderada 
dominante, disidente revolucionaria y tradicionalista-integrista que se correspondieron, 
en líneas generales, con el período 1946-1970, 1970-1973 y 1973-1990, 
respectivamente. A su vez, ello se refleja en los dos estilos diplomáticos diferentes –
civil-pragmático y pretoriano-ideológico–, los cuales expresaron la cosmovisión y la 
manera de proyectarse en el sistema internacional de los actores dominantes. 

 

Por otra parte, es preciso aclarar que no han sido abordadas con detalle en este 
trabajo las características de la política exterior en el período pos-autoritario, ya que 
hemos observado el surgimiento de algunas nuevas tendencias. Éstas, entendidas como 
fuerzas más recientes, dan cuenta de cierta mixtura o combinación –también 
pragmática– de lineamientos anteriores al golpe de 1973 con líneas de acción iniciadas 
en el transcurso del período 1973-1989. Es decir, que estas tendencias constituyen 
características en el proceso de construcción de una nueva identidad pos-autoritaria y 
que caracterizan sólo a una década. Dado que se trata de un período reciente, será 
conveniente dejar abierto el análisis para continuar enriqueciéndolo con nueva evidencia 
empírica y, sobre todo, analizando la trayectoria de futuros gobiernos.  Otro de los 
temas que será necesario puntualizar es la estrategia de inserción internacional múltiple. 
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Ello implica que, desde el punto de vista económico-comercial, Chile sea considerado 
un free rider, un spaghetti bowl o un global trader, mientras que la valoración acorde 
con su comportamiento político se orienta a enfatizar cuestiones como país serio, 
maduro, moderno y confiable. 
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Resumen: Este trabajo analiza diferentes perspectivas académicas y políticas que 
reconocen en Chile una identidad fuertemente signada por los logros comerciales 
internacionales. Su apertura al mundo, factores institucionales y políticos que 
aseguraron gobernabilidad y continuidad en el diseño de su inserción internacional, lo 
han diferenciado del vecindario, es decir, la región a la que suele percibirse como 
inestable. Esa clara adscripción al paradigma comercialista, sin embargo, no significa 
que hayan perdido relevancia en su Política Exterior las cuestiones territoriales, por lo 
cual la identidad chilena se construye entre uno y otro modelo. 
Palabras clave: Chile, Estado comercialista, Estado territorialista, economía 
globalizada, América Latina 
 
Abstract: This article analyzes different scholarly and political perspectives on Chile's 
new identity, which is strongly based on its commercial success.  Its world view, 
institutional and policy factors that ensure governability and continuity in the course of 
its international engagement have been different than its neighborhood, that is to say, 
the region which is sometimes perceived as unstable. 
 It is clear that the adoption of the commercial paradigm does not mean that territorial 
questions have lost their significance to its foreign policy, rather, there is a Chilean 
identity constructed between the two models. 
Key words: Chile, Trading State, Territorial State, global economy, Latin America 
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Introducción  
 
Las modificaciones en el diseño de la economía chilena y en el modo de 

inserción internacional adoptadas desde los años de Pinochet, marcaron una línea de 
continuidad y profundización en los años noventa y se proyectaron como una política de 
estado en los períodos subsiguientes. 

 
 Ese devenir implicó para Chile, la asunción de una personalidad o identidad 

cuyos rasgos se corresponden con los de un Estado-comercialista, según el concepto 
acuñado por Richard Rosecrance (1986). De allí que la construcción de una inserción 
chilena exitosa en el mundo globalizado, ha sido traducida en calificativos como: Chile, 
país diferente, país ganador, país moderno, e incluso país modelo, utilizados por propios 
y ajenos. 

 
Algunos enfoques académicos y políticos chilenos que se han preocupado por 

analizar estas ideas y calificativos, sostienen que existe una versión empresarial de la 
identidad chilena. Precisamente, ella encuentra asidero en los buenos resultados 
económicos, en variados ejemplos de su  inserción internacional, o ponderando factores 
institucionales. También ha circulado la percepción de que Chile constituye un país 
excepcional –comparado con el resto de sus vecinos– es decir, viviendo en un 
vecindario inestable. 

 
Otros han criticado esta simplificación de la identidad chilena reconociendo que 

no hay una única visión ni construcción de la identidad que sólo contenga el 
componente empresarial. Allí se ponen de manifiesto en un amplio arco de posiciones 
ideológicas y políticas, algunas de las cuales rescatan la necesidad de recuperar una 
identidad latinoamericana anclada en una fuerte política de inserción en la región; en 
tanto otras, hacen un reflujo interesante hacia la revalorización de los aspectos 
territoriales, sobre todo en cuanto a su potencial de recursos naturales (tendencia que 
también  han ido profundizando otros estados, a nivel regional) y como una necesidad 
de preservar  la seguridad,  en su amplio sentido actual.  

 
En cuanto a la impronta del Estado territorialista presente en sus relaciones 

vecinales, se destacan las dificultades nuevas y viejas en la relación en clave territorial 
con Bolivia y Perú. 

 
La asignación de cualidad marítima a Bolivia –como se ha dado en llamar más 

recientemente a la concesión que pueda hacerse desde Chile– sin que ello signifique 
otorgarle soberanía, y la disputa que ha ido creciendo con relación a los espacios 
marítimos con Perú, que condujo a que las autoridades peruanas decidieran presentar la 
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cuestión ante el Tribunal de La Haya,1

Desde la perspectiva constructivista, un Estado puede poseer múltiples 
identidades socialmente construidas, aunque la relevancia de identidades singulares y el 
compromiso que asuman con cada una de ellas variarán atendiendo al contexto en el que 
se encuentre (Wendt, 1992: 398). Una vez que la estructura se ha institucionalizado 
puede ser difícil de cambiar, no obstante cabe tener en cuenta que desde el enfoque 
constructivista las identidades e intereses, constituidos por los significados colectivos, 
están siempre en proceso, es decir que dependen para su reproducción de las prácticas 
de los agentes. Cambiando las prácticas, cambiará el conocimiento intersubjetivo que 
constituye el sistema.

 constituyen los nudos de la vigencia de una 
identidad territorialista. 

 
Resulta particularmente pertinente adscribir a la noción de identidad no definida 

como una esencia inmutable, que queda suspendida en un pasado remoto –aunque éste 
puede tener su influencia y puede operar, por momentos, retardando los cambios– sino 
que está sujeta a diversas mutaciones, adaptaciones acorde con las modificaciones 
propias de la sociedad global y el aporte de la sociedad interna a esas nuevas 
construcciones. 

 

2

                                                 
1 El Presidente Alan García anunció esta decisión ante el Parlamento el 28 de julio de 2007. De acuerdo con la posición oficial, Perú 
ha decidido presentar el diferendo ante la Corte Internacional de La Haya, en virtud a que Chile y Perú suscribieron el Tratado 
Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá) de 1948, que establece que si no existe voluntad de las partes, y no 
habiéndose convenido un procedimiento arbitral, a cualquiera de los Estados-parte le cabe el derecho a recurrir a la Corte 
Internacional de Justicia, existiendo competencia obligatoria de ésta, tratándose de controversias de orden jurídico que versen, entre 
otras, sobre la interpretación de un tratado y cualquier cuestión de Derecho internacional (artículo XXXI y XXXII del Pacto de 
Bogotá de 1948, en concordancia con el artículo 36 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia). 
2 En relación a esto, diversos autores constructivistas han analizado los vínculos entre el Estado y la soberanía, señalando que la 
identidad de los Estados modernos como soberanos territoriales debe ser entendida como una construcción social, fruto de la 
interacción y mutuo reconocimiento como tales.  Por tanto, ni el Estado ni la soberanía deben ser entendidos como fijos e 
inmutables (Sodupe, 2003: 179). La soberanía, aunque dada como supuesta, es producto de las prácticas, de las normas compartidas, 
y se halla sujeta a procesos de reproducción y transformación a través de las prácticas de los estados (Wendt, 1992: 412-413). 

 
 
Realizada esta somera presentación de los ejes más relevantes a partir de los 

cuales pueden observarse definiciones sobre los modos en que la identidad chilena se 
conforma, este trabajo considerará rasgos del comportamiento internacional de Chile en 
el campo de la interdependencia económica –sobre todo lo que sostienen ciertos 
agentes– y en lo relativo a los aspectos territoriales. En esa dirección, pretende dar 
cuenta, por un lado, de las diferentes versiones de la nueva identidad chilena que acerca 
y aleja adeptos y, por otro lado, realizar un seguimiento y actualización –que aspira a 
tener continuidad en su análisis futuro– sobre cuestiones territoriales que penden 
todavía entre Chile y algunos de los países del vecindario, como son los casos de 
Bolivia y Perú. 
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La nueva identidad chilena como relato empresarial 
 
Esta versión, como sostiene el académico Jorge Larrain,3

El modo en que esta nueva personalidad fue exhibida ante el mundo tiene, según 
Larrain (2001:162-163), un ejemplo de enorme contenido simbólico en la presentación 
chilena del iceberg en la Expo ’92 de Sevilla. Allí se ponía en exhibición la idea de 
Chile país diferente, país ganador, país modelo.

 es parte de un discurso 
que se pretende identitario. Al intentar conceptualizar la identidad, considera que no es 
algo que se pueda tener en el puño y decir: esto es la identidad, sino más bien constituye 
un conjunto de relatos y puede haber relatos alternativos acerca de la historia de uno, de 
lo que es uno, un cuento acerca de lo que uno es y hay varios cuentos. Refiriéndose a 
Chile, considera que en los últimos tiempos ha predominado uno de ellos y es el relato 
empresarial. Es la versión empresarial posmoderna. Prosigue diciendo que para ese 
relato la integración no tiene ningún sentido, y ese relato desgraciadamente es 
predominante en Chile en este momento, en las esferas directivas, en la política, en el 
empresariado, en la élite del país. Existe una sensación de que no necesitamos de nadie, 
que podemos profundizar nuestra integración con el mundo. Pero, advierte que esa es 
una integración de mercado, no es regional, no tiene elementos políticos ni culturales 
(Larrain, 2005). 

 
Dentro de aquella tendencia que privilegia la visión empresarial podrían 

inscribirse obras como las de Joaquín Lavin Chile, Revolución silenciosa (1987) y 
Chile, Sociedad emergente (1989). En ellos se trazan las ideas-fuerza de ese nuevo 
rumbo adoptado por ciertas élites chilenas que identifican la modernidad y el progreso 
unidos simbióticamente con el paradigma neoliberal y con la adscripción acrítica a la 
globalización.  

 

4

                                                 
3 Jorge Larraín es Decano de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad Padre Alberto Hurtado de Chile. 
4 Conviene señalar que la obra mencionada da cuenta, en parte, de los resultados de investigación que llevó adelante conjuntamente 
con Jorge Vergara (1998), “Identidad cultural y crisis de modernidad en América Latina, el caso de Chile”. Estudios de base de la 
investigación FONDECYT Nº 1960050, Santiago, Universidad Alberto Hurtado. 

 De ese modo se conjugaron tres 
matrices identitarias, si nos atenemos a las palabras de Bernardo Subercaseux. La 
primera idea marca la diferencia con el resto de América Latina, presentando un país de 
trazos fríos y europeos, lejos de tropicalismos; la segunda matriz estaba basada en los 
éxitos o ganancias económicos, con una actitud dinámica y triunfalista, y la tercera, 
mostraba un país eficiente con un desarrollo acelerado. 

 
Estas tres matrices tenían como elemento común el sustrato económico y 

tecnocrático que experimenta la modernización chilena. Este nuevo discurso tiene 
implícita una nueva concepción cultural que destaca el empuje, el dinamismo y el éxito 
y a partir de ello, establece distancias conceptuales con gran parte de los países vecinos. 
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El desarrollo de una política de estado alrededor de la cuestión de la inserción de 
Chile en la economía global 

 
Un signo característico de las últimas décadas, es que Chile ha mantenido una 

fuerte continuidad en su política exterior, donde se realzan el estrechamiento y 
multiplicación de sus relaciones comerciales, a través de la firma de acuerdos de 
asociación y libre comercio sobre la base de la apertura económica. Una fuerte y 
diversificada diplomacia comercial, una inserción económica anclada en el regionalismo 
abierto, que ha gozado de una importante dosis de autonomía con relación a la variable 
política, ha mostrado ser el hilo conductor o la columna vertebral de su política exterior. 

 
El diseño de la política exterior chilena en tiempos del Presidente Lagos, como 

sostuvo el mandatario, propendió a la inserción internacional de Chile. Así sostenía en 
diferentes párrafos del discurso inaugural de las sesiones legislativas de su último año 
de gobierno: “No hemos descansado un instante en abrirle un mayor espacio a Chile en 
este mundo global. Chile ha conquistado la más expectable posición económica de su 
historia. Nuestra tarea es asegurar que ese impulso no se frustre. Si mantenemos firme 
las orientaciones que traemos, estoy seguro que daremos el gran salto al desarrollo. 
¡Chile tiene que aprovechar las oportunidades magníficas que se abren gracias a nuestra 
inserción en el mundo que hemos conquistado!”.5

La continuidad y profundización de esta tendencia también es evidente durante 
el gobierno de Michelle Bachelet, ya que a los Tratados de Libre Comercio existentes, 
se sumaron nuevos acuerdos que abren puertas en la región Asia-Pacífico, sin perder la 
posibilidad de firmar otros que le permiten tener socios en el espacio latinoamericano.

 
 

6

                                                 
5 Mensaje presidencial ante el Congreso Nacional en el inicio de la legislatura ordinaria, 21 de mayo de 2004. 
6 Dichos Acuerdos comprenden a Canadá (1996), (Acuerdo de Asociación con Mercosur (Argentina, Brasil, Uruguay, Paraguay) 
(1996), México (1998), Centroamérica (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua) (1999), Comunidad Europea 
(2002), Corea del Sur (2002), Estados Unidos (2003), Asociación Europea de Libre Comercio AELC (2003), República Popular 
China (2005, ratificado 2006);  Nueva Zelanda-Singapur-Brunei (2005), Colombia (2006), Panamá (2006), Perú (2006), Japón 
(2007) y Australia 2008. Recientemente, se han dado pasos para un TLC con Uruguay que podría concretarse en 2009. 

  
 
 

La nueva identidad chilena ¿factor de alejamiento de América Latina?  
 

Cierta sensación de que Chile, a la vez que desplegaba todo su empuje y se 
insertaba en el competitivo mundo económico actual, iba alejándose de su área natural 
geográfica, fue el motivo de diversos debates y bastante escritura académica y política. 
Líderes de opinión latinoamericana tomaron como tema de sus notas, la distancia o 
aislamiento de Chile con relación a sus vecinos y sorprendió también que desde el New 
York Times se mencionara a Chile como el “niño rico de la cuadra que comienza a 
sentirse solo” (García Huidobro, 2004: 10-13). 

 



 

 

48 

Al respecto, la Universidad Católica de Chile (Santiago) organizó en 2004 un 
foro para discutir desde la óptica política, económica e histórica esta supuesta tendencia 
al aislamiento chileno con relación a Latinoamérica, el cual contó con la participación 
de Rosendo Fraga (por Argentina), el economista y consejero del Banco Central de 
Chile, Jorge Desormeaux y el historiador Joaquin Fermandois (García Huidobro, 2004). 
Refiriéndose a la Argentina, Fraga recogió la opinión resultante de una encuesta 
realizada en marzo –justo antes de desatarse la crisis del gas– y remarcó que la imagen 
de popularidad de Chile había arrojado una cifra del 44%, mientras en similar sondeo 
tres años antes la imagen positiva de Chile apenas llegaba a 16%. Por su parte, 
Desormeaux7

Desde el Centro para la Apertura y el Desarrollo de América Latina (CADAL)

 hizo suya la percepción de cierta hostilidad de los vecinos hacia Chile y 
consideró que estas señales representan el costo menor que el país debe pagar por sus 
buenos resultados económicos y por integrarse al mundo globalizado y desarrollado. 
Agregaba que el sentimiento de aislamiento de Chile es, en buena medida, el reflejo de 
una insatisfacción que se origina en las profundas diferencias en materia de resultados 
económicos que exhibe América Latina en los últimos 20 años. Y, entonces, Chile es 
culpable de haber sido exitoso (Desormeaux, 2004). Por su parte, la exposición de 
Fermandois, en un tono más ecléctico, abordó el tema desde una perspectiva histórica y 
afirmó que Chile ha vivido durante las dos últimas décadas su mejor período histórico 
del siglo XX aunque reconoció que el modelo chileno aún tiene aspectos perfectibles, 
no ha creado todavía las condiciones de un país desarrollado (Fermandois en García 
Huidobro, 2004). 

 
8

                                                 
7 Más detalles del pensamiento de Desormeaux pueden consultarse en “Tres décadas de reformas en Chile: Algunas lecciones: Por 
qué ha sido Chile más exitoso que los otros países de América Latina?”, Conferencia dictada durante el XIII Ciclo de Jornadas 
Económicas, celebradas en junio de 2004, en el auditorio del Banco de Guatemala. Ver  http://www.banguat.gob.gt 
/publica/banca/049200501/003.pdf.  
8 Tiene su sede central en Buenos Aires, con vínculos fuertes en el resto de América Latina. 

  
también se marcó una línea divisoria entre la América Latina estancada, atrasada, no 
integrada al mundo y el Chile que juega el juego de la inserción competitiva a nivel 
internacional, no le teme a la globalización y aprovecha sus oportunidades. Así se 
sostiene que en una región fundamentalmente estancada, Chile se destaca por un 
dinamismo económico que en muchos aspectos lo ubica entre los punteros globales del 
desarrollo. En ese contexto, Mauricio Rojas afirma que la diferencia tan abismal que se 
da con el resto de la región, se debe a tres componentes esenciales: un capitalismo 
moderno y abierto al mundo; un sistema institucional sólido y confiable; y un amplio 
consenso político sobre el valor de la estabilidad y la plena incorporación de Chile a la 
globalización. El nuevo sistema institucional fue básicamente construido durante la 
década del ochenta y hábilmente consolidado por los regímenes democráticos, aunque 
recoge una importante herencia del viejo Chile, un inestimable legado de un país que 
tempranamente se alejó del caudillismo y supo construir un aparato de Estado decente. 
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En esto Chile está lejos del resto de la región, donde la política es todavía la lucha por la 
repartija y la corrupción, el pan de cada día (Rojas, 2004).9

En orden a dar algún tipo de respuestas al debate sobre la prioridad que tiene 
América Latina para la Política Exterior chilena o el alejamiento chileno respecto de la 
región y evitar lo que se ha considerado un exceso de polarización, un trabajo 
presentado por FLACSO (Chile) en 2005 (Fuentes y Fuentes Saavedra, 2005), bajo el 
elocuente título: ¿Good Bye! América Latina? (sic) intenta presentar como inadecuado 
que la inserción de Chile en el mundo implique un juego de suma cero. Ello se sustenta 
en varias razones: Primero, porque la naturaleza de las relaciones con otras regiones del 
mundo y América Latina, son de distinto orden y se complementan. Segundo, un mayor 
acercamiento con otras regiones del mundo (China, Europa, Estados Unidos) podría 
llegar a tener efectos de suma positiva con el resto de la región, y de ese modo, podría 
Chile constituirse efectivamente en plataforma.

  
 

10

En un sentido similar, se pronuncia Arturo Valenzuela quien reconoce que 
"Chile es el país probablemente más globalizado de América del Sur, lo ha hecho muy 
bien en cuanto a su proyección internacional. Pero tampoco puede descuidar su 
vecindario".Y concluye que una agenda de futuro no consiste en tratar de separarse de 
América Latina, sino en ayudar a que toda la región alcance mejores niveles de 
integración y desarrollo.

 Por ello, sus autores analizan una serie 
de mitos relativos al alejamiento de Chile con respecto a la región y remarcan que  la 
pregunta central a resolver no debiera ser cuáles son las prioridades regionales, sino 
cómo Chile, en y desde –junto con la región– pueden aprovechar las ventajas que ofrece 
un contexto de globalización y apertura y minimizar los riesgos que ello trae. 
Reconocen que Chile enfrentará un desafío de política exterior de gran magnitud para la 
próxima década por el contexto de inserción regional que ha venido experimentando en 
los últimos años. En primer lugar, existen altos niveles de disparidad en términos de 
desarrollo y estabilidad político-social al interior de la región; en segundo lugar, Chile 
avanza en un escenario de interdependencia compleja, lo que implica mayores niveles 
de interrelación global y regional y, finalmente, debe tenerse presente que subsisten 
problemas derivados de la herencia histórica de relaciones vecinales, particularmente en 
la frontera norte del país. Chile, en este sentido, debiera asumir un rol estabilizador de 
América del Sur, promoviendo el comercio y la resolución de conflictos por medios 
pacíficos. 

 

11

En suma, podría concluirse que, excepto aquellos que tienen una posición crítica 
respecto de la globalización y no adscriben a ella como una esencia de la nueva 

   
 

                                                 
9 El autor es historiador económico y miembro del Parlamento de Suecia. Ha escrito “Mitos del milenio. El fin del trabajo y los 
nuevos profetas del Apocalipsis, CADAL/Timbro, 2004. 
10 Dicha expresión podría leerse, por ejemplo en el campo de las excelentes relaciones chilenas con la región de Asia-Pacífico, como 
país puente para otros países del Cono Sur considerados individualmente o en el esquema del Mercosur. 
11 Ver Claudia Heiss, “Arturo Valenzuela y la encrucijada de la Política Exterior Chilena” en El Diario Financiero, 13/4/2006. 
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identidad chilena, existe un variado arco político que –aunque con matices– identifica 
importantes logros en la economía chilena desde los noventa. Pueden señalarse como 
los más relevantes un favorable cambio estructural en sus cuentas externas con 
aumentos en los flujos de inversión externa, incremento y diversificación en las 
exportaciones, elevada acumulación de reservas internacionales, reducción drástica en 
los indicadores de endeudamiento y de riesgo país. De allí que tiendan a considerar 
como pilares del éxito chileno de las últimas décadas, además del ejercicio de un 
capitalismo moderno y abierto al mundo; un sistema institucional sólido y confiable; y 
un amplio consenso político sobre el valor de la estabilidad y la buena gestión así como 
también, la madurez de la clase política chilena. 

 
 

Las relaciones de Chile con el vecindario  
 
Suele sostenerse que, por distintas razones, las relaciones de Chile con los países 

del vecindario no son las mejores. De todos modos, hay situaciones diferenciadas que 
convendría remarcar. Así aparecerían, por un lado, lo ocurrido desde 1990 con la 
Argentina que se ha  transformado en una relación estratégica caracterizada por el 
pragmatismo y, con proyecciones hacia la conformación de una asociación política. Por  
el otro, la persistente retórica territorialista dentro de la cual se enmarcan –en gran 
medida– las relaciones de Chile con Bolivia y Perú.  

 
Un rápido recorrido por los avances en la relación con la Argentina. Creación 
deliberada y sostenida de más interdependencia 12

“Argentina y Chile transformaron su relación en un sentido estratégico 
desde el conflicto a la cooperación y hacia la asociación política, actualmente en 
construcción. Creo que este cambio llegó para quedarse, porque ha sido 
construido durante una década y media y está incorporado como política de 
Estado en ambos lados de la cordillera”.

 
 
Poco antes de las elecciones presidenciales que llevarían a Michelle Bachelet a 

la primera magistratura de Chile, en su visita a la Argentina en octubre de 2005, 
señalaba contundentemente que:  

 

13

Una vez electa, reiteró la prioridad que asignaría su gobierno a la relación con la 
Argentina, con quien reforzaría los lazos en su intento por acercarse a la región y 
confirmó que uno de sus primeros viajes sería a Buenos Aires.

  
 

14

                                                 
12 En otros trabajos se ha abordado en detalle la evolución positiva de la relación argentino-chilena y de modo específico, la solución 
de diferendos limítrofes. Ver COLACRAI, Miryam (2004), “La Política Exterior Argentina hacia los vecinos durante los  90”. En 
 http://www.cema.edu.ar/ceieg/download/dt1_colacrai.pdf.  
13  Entrevista: “El nivel en la relación entre Chile y Argentina llegó para quedarse" en Diario Clarín, Buenos Aires, 5/10/2005. 
14 Declaraciones en rueda de Prensa con periodistas extranjeros. Diario La Nación, Buenos Aires, 17/01/2006. 
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Sólo a modo de recorrido panorámico –ya que el foco de interés en este trabajo 

es dar cuenta de cuestiones pendientes que Chile tiene con países limítrofes- pueden 
señalarse algunos de los hechos que permitieron la continuidad en la creación de 
interdependencia con la Argentina. 

 
El 21 de marzo de 2006, la Presidenta Bachelet y el Presidente Kirchner  

firmaban en Buenos Aires una Declaración Conjunta, precedida por una Declaración de 
Principios que reimpulsaba el vínculo estratégico a nivel regional y multilateral, la 
cuestión de los derechos humanos y la continuidad de la Política de Estado de 
integración de sus gobiernos. La declaración también se refirió al alto nivel de 
integración que Argentina y Chile han alcanzado entre sus Fuerzas Armadas. 
Acordaron, también, convertir los Comités de Frontera en Comités de Integración y 
resaltaron el dinamismo creciente del comercio bilateral y del flujo continuo y dinámico 
de las inversiones, la importancia del comercio bilateral como también el trabajo 
desarrollado por el Grupo Bilateral Ad-hoc sobre Asuntos Energéticos y dispusieron la 
continuidad de sus labores con el objetivo de enfrentar de la mejor manera los 
problemas de suministro de gas.15

En la caracterización de la relación bilateral y- a la vez- de la identificación 
frente al otro, las cuestiones territoriales que entrelazan a Chile, Bolivia y Perú 

 Entre los aspectos puntuales, se remarcó la decisión 
de ambos países para llamar a licitación internacional para la rehabilitación por 
iniciativa privada del Ferrocarril Trasandino Central, para avanzar en otros importantes 
estudios y proyectos de conectividad, como el paso fronterizo Agua Negra, Paso 
Pehuenche, Río Turbio-Puerto Natales el proyecto del Ferrocarril Bioceánico 
Transpatagónico, concluir las obras de infraestructura en Tierra del Fuego, todos ellos 
considerados importantes para la integración.  

 
 Asimismo dieron mandato a los respectivos ministros para elaborar un 

programa de trabajo 2006-2010 que permita llegar al Bicentenario con proyectos 
conjuntos. A todo ello se suma, además de lo actuado en los Comités de Integración, el 
avance sostenido de las relaciones subnacionales, comprendiendo tanto regiones y 
provincias como localidades vecinas y acercamientos entre ciudades no necesariamente 
limítrofes. 

 
Esta relación vecinal que es pragmática y se ha sostenido en el tiempo desde los 

años 90, no es asimilable a la que se da con los otros actores del vecindario en los temas 
relativos a la variable territorial. 

 
Dificultades nuevas y viejas en la relación territorial con Bolivia y Perú 

 

                                                 
15 Declaración de Principios y Líneas de Acción Conjunta Argentina-Chile, Buenos Aires, 21/02/2006. Posteriormente, el  5 de abril 
de 2006, los Gobiernos de Chile y Argentina suscribieron el Acuerdo mediante el cual los Comités de Frontera constituidos en el 
marco del Acuerdo de 1997, se denominarán “Comités de Integración”, manteniendo las facultades allí establecidas. 
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continúan conformando un área de cuestiones a las cuales hay que prestarle 
importancia. En este sentido, si bien no haremos un análisis pormenorizado de la 
evolución histórica, es necesario relevar el estado de la cuestión en la actualidad 
entendiendo que ésta es el resultado de acuerdos y desacuerdos que vienen de larga 
data.16

                                                 
16 Asimismo estos constituyen casos de estudio que requieren un análisis a futuro, sobre todo con el propósito de relevar la 
evolución de los mismos, su eventual resolución o las dificultades para arribar a un acuerdo, y de ese modo poder contar con mayor 
evidencia empírica para determinar la existencia de patrones de vinculación diferente si se los compara con la construcción de la 
relación bilateral con la Argentina. 

  
De modo sintético, Luis Maira se refiere a ambas cuestiones en un artículo 

publicado en Foreign Affairs en español, en cuyo texto recuerda que: 
 

“La amplia victoria que Chile obtuvo frente a Perú (que incluyó la 
ocupación de Lima hasta 1884) dio lugar a dos acuerdos provisionales de 
término de la guerra, suscritos por separado con Perú y Bolivia. Mediante ellos, 
tomó control de la provincia de Tarapacá de propiedad del Perú y, al sur de ésta, 
de la provincia de Antofagasta y del litoral boliviano. En el caso de Perú 
(Tratado de Ancón, de 1883) quedó pendiente el dominio definitivo de las 
ciudades de Tacna y Arica. Las etapas de 1884 a 1904 con Bolivia, y de 1883 a 
1929 con Perú, fueron de intensas negociaciones y propuestas entre los tres 
países. Los tratados de 1904 y 1929 establecieron la certeza del dominio para 
cada una de las partes y, en términos jurídicos, cerraron el diferendo, quedando 
solamente pendientes otras compensaciones y el pago de los ajustes 
complementarios. 

 
En cuanto a Bolivia, Chile obtuvo en el tratado de 1904 la cesión 

definitiva y a perpetuidad del litoral situado al sur de los antiguos dominios 
peruanos. Para compensar la mediterraneidad, se estableció un acuerdo amplio 
de libre tránsito de bienes y mercaderías bolivianos por cualquiera de los puertos 
chilenos del norte. Chile asumió la construcción de un ferrocarril entre Arica y 
La Paz y el pago de una compensación monetaria. Las diferencias con Perú se 
resolvieron sin realizar el referendo que las partes habían acordado en un plazo 
de 10 años, con la devolución definitiva de Tacna a Perú y la conservación de 
Arica bajo control chileno. Durante el último siglo se ha planteado sobre ese 
piso jurídico la reclamación boliviana de un puerto soberano en el Pacífico…” 
(Maira, 2004: 94). 

 
Bolivia perdió su litoral marítimo en la Guerra del Pacífico y no ha cesado de 

reclamar su acceso al mar, atribuyendo gran parte de su atraso económico, precisamente 
a no contar con puertos marítimos propios para el desarrollo de su comercio exterior. La 
mediterraneidad de Bolivia ha sido un argumento de peso en la mayor parte de las 
negociaciones con otros países limítrofes –incluida la Argentina– para la obtención de 
algunas Zonas Francas. 
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Chile y Bolivia tienen suspendidas sus relaciones diplomáticas desde 1978, 
cuando fracasó un acuerdo entre los entonces presidentes de facto Augusto Pinochet y 
Hugo Bánzer para dar a Bolivia un corredor terrestre al Pacífico debido al veto del Perú, 
cuyo gobierno no aceptó un trazado entre el puerto chileno de Arica y la línea de la 
Concordia. Desde entonces, los dos países mantienen relaciones diplomáticas limitadas 
a nivel de consulado,17

Los vínculos consulares y comerciales de Chile y Bolivia debieron enfrentar una 
nueva crisis –significativa, por cierto– desde octubre de 2003. En esos momentos, el 
peso de la resistencia popular boliviana a que se llevara adelante una negociación del 
gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada para un puerto de exportación de gas natural 
por el litoral chileno, entre los motivos más relevantes, condujeron a la dimisión del 
presidente boliviano.

 habiéndose producido algunos acercamientos para intentar llevar 
a la mesa de negociaciones cuestiones políticas y económicas, entre las cuales se 
destacan el primer contacto entre Cancilleres, a iniciativa del Ministro Insulza (Chile) 
en noviembre de 1997, en el marco de la Cumbre Iberoamericana, celebrada en 
Margarita (Venezuela). Un segundo paso, lo constituye el Comunicado Conjunto 
firmado en Algarbe (Portugal) el 22 de febrero de 2002 por los Cancilleres Murillo y 
Valdez bajo la premisa de que las cuestiones para conformar una agenda de trabajo y 
negociación “tomarían todos los temas de interés para las partes, sin exclusiones” 
(Maira y Murillo de la Rocha, 2004). 

 

18

Las relaciones chileno-bolivianas, amén de las dificultades ocasionadas por la 
discontinuidad institucional boliviana, son el reflejo de una historia de desencuentros, 
de la persistencia de otras cuestiones no resueltas como las relativas a las aguas del 
Silala, y de percepciones diferentes sobre el nudo de la cuestión que los enfrenta. Salida 
al mar, soberanía sobre litoral marítimo, mediterraneidad de Bolivia, condición de 

 
 
Fue especialmente grave la denominada crisis del gas del año 2004, momento en 

que se cumplía el centenario del Tratado de Paz y Amistad entre Chile-Bolivia de 1904, 
que derivó en una secuencia de levantamientos sociales, bloqueos en zonas limítrofes, 
actos de violencia y represión en la que hubo que lamentar muertes de civiles. La 
propuesta de gas por mar tiene por origen el referéndum realizado por el gobierno de 
Carlos Mesa el 18 de julio de 2004, que consultó a la población sobre la posibilidad de 
utilizar el gas como un mecanismo más en las conversaciones con Chile sobre la 
demanda de reintegración marítima. 

 

                                                 
17 Después del conflicto de 1879, Bolivia mantuvo relaciones diplomáticas con Chile desde 1890 hasta 1962, año en que rompió las 
relaciones unilateralmente. Se reanudaron en 1975, con el Acuerdo de Charaña, firmado por Hugo Banzer y Augusto Pinochet, La 
suspensión de las relaciones diplomáticas desde 1978, hace que sólo se mantengan entre ambos países vínculos a nivel consular. 
Chile posee Consulados Generales en las ciudades de La Paz y Santa Cruz, una oficina comercial en La Paz y un Consulado 
Honorario en Cochabamba. Bolivia por su parte, tiene representaciones a través de Consulados Generales en Santiago y en Arica, y 
consulados en Antofagasta, Calama e Iquique. Además mantiene un Consulado Honorario en Valparaíso y una oficina comercial en 
Santiago. 
18 Durante 2001, había trascendido que Chile podría entregar en comodato 82km de su costa norte a cambio del suministro de gas 
boliviano, arreglo que se extendería por 99 años y comprendería a un sector entre los puertos de Mejillones y Cobija (al norte de la 
ciudad de Antofagasta). El proyecto implicaría la construcción de un gasoducto entre Tarija y la costa chilena, que permitiría a 
Bolivia exportar este combustible al mercado de la costa oeste de Estados Unidos.  
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estado enclaustrado, asignación de cualidad marítima sin soberanía, son semánticamente 
cosas diferentes que también conllevan a efectos jurídico-políticos diferentes.19

En marzo de 2004, Perú reclama como un tema pendiente la frontera marítima 
entre ambos países. Se señala que la línea divisoria debe ser equidistante y no recta, lo 
que haría ganar a ese país más de 30 mil kilómetros cuadrados de mar. Perú envió a 
Chile una nota diplomática donde solicita, el 19 de julio de 2004, iniciar negociaciones 
sobre el tema en cuestión, y Chile en respuesta casi inmediata, señaló que no procede el 
pedido peruano porque no hay ningún tema pendiente entre ambos países. Al respecto la 
Canciller Soledad Alvear reafirmó la vigencia de los límites marítimos con Perú, 
recordó que hay tratados que datan de cincuenta años, los cuales están perfectamente en 

 
 
Aunque ciertos gestos de acercamiento se avizoran desde las presidencias de 

Evo Morales (Bolivia) y de Michelle Bachelet (Chile) durante 2006, la gran sensibilidad 
que envuelve a esta relación, estimula dudas respecto de que puedan producirse avances 
esenciales. Precisamente la fórmula mar x gas, contiene en sus términos los dos factores 
que, en cada uno de los casos, contribuyen fuertemente al diseño de sus respectivas 
identidades. Esto es, la disputa boliviana por su salida al mar es un objetivo que 
constituye un modo de ser y de ver su política exterior, en tanto que para Chile, si 
tomamos en cuenta la construcción presente de una identidad anclada en la visión del 
Estado-comercialista, el no contar con ese recurso energético estratégico para alimentar 
su propio crecimiento económico –téngase presente que la matriz energética chilena es 
gas-dependiente– lo coloca en una situación de gran vulnerabilidad. 

 
El caso de la disputa con Perú, se refiere a una zona marítima de 

aproximadamente 37.000 km2 en el Océano Pacífico. Para Chile no existen temas 
limítrofes pendientes con el Perú, ya que los límites marítimos han sido definidos en 
1952 y 1954 cuando ambos países suscribieron Convenios de pesca donde se 
especificaban claramente las fronteras marítimas. 

 
Para Perú, en cambio, el límite marítimo con Chile no está definido ya que 

Tratado Internacional, se basan para ello en la Convención de Viena de 1980, que si 
bien no tiene efectos retroactivos, están reconociendo un derecho internacional 
consuetudinario. 

 

                                                 
19 Una encuesta realizada por La Tercera a fines de marzo de 2006, justo después de la visita de Evo Morales para la asunción de 
Michelle Bachelet al poder, mostró que el 62% de los chilenos estaría en contra de una cesión de franja territorial con soberanía a 
cambio de una compensación territorial. Aunque un 90% de los encuestados se manifestó a favor de restablecer relaciones 
diplomáticas entre ambos países y que un 75% estaba de acuerdo en buscar soluciones para la aspiración marítima boliviana sin 
cesión de soberanía, un 69% se opuso en caso de discutir temas de soberanía. Además, un 88% de los encuestados señaló que, en 
caso de que existiese un acuerdo, debía ser aprobado por un plebiscito. Sin embargo, en una consulta realizada por la municipalidad 
de Arica, la población se opuso ampliamente a entregar una salida a Bolivia por esa zona, el alcalde entonces viajó a Santiago para 
entregar los resultados en La Moneda, para que el gobierno tuviera en consideración la opinión local de los ariqueños. Ver 
http://kaleidoskopios.googlegroups.com/web/pablo.villoch.bolivia.pdf.  
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vigencia y agregó que en 1968 y 1969 el límite marítimo fue objeto “de un trabajo en 
terreno acordado por los dos países”.20

Este trabajo ha procurado analizar, a partir de diferentes referentes académicos y 
políticos, el itinerario recorrido por Chile, particularmente en las últimas dos décadas, 

 
 
Estos cruces de declaraciones de tono diverso se producen a pocos días de una 

gira de la Canciller chilena que contemplaba visitar Lima, la cual debió ser cancelada. 
La situación, lejos de mejorarse, luego de la finalización de la administración Lagos ha 
ido escalando y hay una firme decisión de Perú –sobre la cual trabajan sus técnicos y 
diplomáticos– de que la cuestión  sea presentada ante la Corte Internacional de Justicia. 

  
La presidenta Bachelet ha sostenido reiteradamente que su país mantendrá una 

actitud de firmeza ante el planteo peruano, dado que éste apuntaría a modificar lo que 
Santiago considera límites marítimos definitivos entre los dos países. Perú intenta 
desconocer en forma unilateral y por primera vez en la historia la jurisdicción que Chile 
ha ejercido, ejerce y ejercerá en la frontera terrestre y marítima. Serenidad, pero firmeza 
a la vez, resumen la actitud que el gobierno chileno manifiesta que sostendrá con 
respecto a esta cuestión. 

 
El rápido recorrido sobre dos de las cuestiones que se leen en clave territorialista 

en la Política Exterior de Chile, permiten reflexionar acerca de la existencia de 
cuestiones de soberanía y seguridad del estado que no quedan subsumidas ni anuladas 
por la preeminencia que tiene el modelo de inserción internacional concebido a imagen 
del Estado-comercialista. Más aún algunos estudios, al evaluar la Política Exterior 
chilena estiman que uno de los errores de percepción fue no reparar en los factores 
geopolíticos, por considerarlos anacrónicos y conflictivos (Mendoza, 2006: 13-14). De 
allí desprenden que, con relación a los países vecinos, la diplomacia económica se verá, 
en el corto plazo, sorprendida por tres situaciones que dan cuenta de su error: 

 
-La salida al mar para Bolivia es más importante que concretar un ventajoso 
negocio de exportación del gas. 
-La redelimitación de la frontera marítima por parte de Perú, obedece a su 
interés geopolítico de proyectarse sobre el norte chileno y mantener una 
influencia sobre el puerto de Arica. 
-El apoyo de Chile a Gran Bretaña durante la guerra de las Malvinas no es un 
tema del pasado histórico de Argentina, sino que está muy vigente. 

 
 

Algunas reflexiones finales 
 

                                                 
20 Ver al respecto El Mercurio, 16 de septiembre de 2004.  Un análisis histórico y de los acontecimientos presentes puede hallarse en 
MILET, Paz Verónica (2004), “Chile-Perú: las dos caras de un espejo”, en Revista de Ciencia Política, Pontificia Universidad 
Católica de Chile, Volumen XXIV, Nº 2. 
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que lo ha llevado a constituirse en uno de los países de la región latinoamericana y, 
especialmente sudamericana, con mayores proyecciones en la economía globalizada. 
Una combinación de apertura al mundo, factores institucionales y políticos que 
aseguraron gobernabilidad y continuidad en el diseño de su inserción internacional, lo 
han diferenciado de un vecindario al cual se ha considerado inestable. 

 
En cierto modo, estas tendencias de jugar de modo creciente el juego de la 

interdependencia iniciada durante gobierno autoritario del General Augusto Pinochet, 
fueron ampliamente sostenidas y profundizadas en la década del noventa, siendo Chile 
prácticamente el único país de la región que pudo sacar ventaja económica de la 
bonanza de esos años. La continuidad observada en el modelo de inserción internacional 
contribuye a hallar rasgos fuertemente identificados con la imagen del Estado-
comercialista.  

 
Hemos discutido, también, algunos impactos que esta inserción internacional 

contribuyó a instalar en el resto de la comunidad regional, dando cuenta tanto de aquella 
percepción sobre un alejamiento o aislamiento chileno de su entorno más próximo, 
como así también de la construcción de un  mito alrededor de ello. 

 
Finalmente, y casi haciendo un recorrido panorámico, tomamos en consideración 

algunas de las cuestiones territoriales que constituyen parte de la agenda negativa que 
Chile mantiene con sus vecinos, particularmente con Bolivia y Perú. 

 
Los temas que quedan comprendidos en esos diferendos, además de tener un 

basamento geopolítico que no es ajeno al diseño de la Política Exterior chilena,  dejan al 
descubierto –como en el caso del gas– cierta vulnerabilidad sectorial que puede 
impactar el normal desarrollo del modelo económico que Chile viene aplicando 
exitosamente y que le han permitido ventajas en el comercio internacional durante casi 
tres décadas. 

 
Como colofón de las consideraciones presentadas en este trabajo y reconociendo 

que ellas constituyen un enfoque preliminar y que las mismas tienen final abierto, es 
necesario dejar planteado el interés por continuar profundizando esta dinámica, a la luz 
de nuevos acontecimientos de la agenda económica internacional y de la propia agenda 
regional. 
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Resumen: El objetivo central de este capítulo es analizar la manera a través del cual el cambio 
de régimen político –proceso de transición a la democracia 1990-2004, entendido como una 
fuerza profunda– en Chile, se proyectó en el rediseño de la política exterior pos noventa, 
específicamente en la formulación de una nueva estrategia de inserción internacional en un 
contexto sistémico signado por la globalización.  

La conjetura de partida sostiene que la articulación entre redemocratización como rasgo 
identitario y continuidad de la política exterior configura uno de los rasgos que le ha permitido a 
dicho país desarrollar la capacidad de gestionar, en mejores condiciones que algunos de sus 
vecinos –Argentina, entre otros– las crisis derivadas de la globalización. En este sentido cabe 
destacar que Chile ha logrado sobreponerse a los efectos negativos derivados de la crisis asiática 
de 1997 y a la crisis argentina de 2001. La continuidad de las líneas directrices de la política 
exterior en torno a la estrategia de inserción internacional en el período que cubre nuestro 
análisis es una muestra de que dicha política ha superado los vaivenes políticos domésticos –
puesto que los líderes trasandinos han sido capaces de articular el consenso de todos los sectores 
políticos– y puede ser considerada una política de estado. Una muestra de ello son las 
posiciones asumidas por los parlamentarios respecto de la ratificación del Acuerdo de 
Complementación Económica Nº 35 Chile-Mercosur (ACE Nº 35) y del Tratado de Libre 
Comercio Chile-Estados Unidos (TLC), entre los más destacados. 

Palabras claves: Chile, Transición a la democracia, Política Exterior, Estrategia de inserción 
internacional, Tratado de Libre Comercio, Estados Unidos 

 

Abstract: This work analyzes how the change of Chile’s political regime had influenced over –
the transition from autoritarism to democracy– its new foreign policy from 1990 to 2004. The 
re-democratization is understood as a deep force and had influenced over the design of Chile 
international strategy. The new foreign policy took place in an envioroment characterized by 
globalization. 

The main argument is that re-democratization –understood as an identity characteristic– and the 
long lasting foreign policy, had improved Chile’s room for maneuvering to manage 
globalization crisis –like Asian crisis in 1997 and Argentina crisis in 2001–. Besides, the chilean 
political leaders had developed a high level consensus around domestic and international issues. 
Parliamentary debates over Free Trade Agreements between Chile-United States and Chile-
Mercosur shows it clearly. In other words, chilean foreing policy could be understood as a 
coherent and long term-oriented public policy. 

Key words: Chile, Democratic Transition, Foreign Policy, International Strategy, Free 
Trade Agreement, United States 
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Este trabajo se inscribe en el marco de un Proyecto de Investigación grupal en el 
cual hemos identificado, en una primera etapa, un conjunto de fuerzas profundas1 que 
construyen la identidad2

La conjetura de partida sostiene que la articulación entre redemocratización –
como uno de los elementos que conforman la identidad– y continuidad de la política 
exterior en Chile es lo que le ha permitido desarrollar la capacidad de gestionar, en 
mejores condiciones que algunos de sus vecinos –Argentina, entre otros– las crisis 
derivadas de la globalización. La continuidad de las líneas directrices de la política 
exterior en torno a la estrategia de inserción internacional en el período que cubre 
nuestro análisis es una muestra de que dicha política ha superado los vaivenes políticos 
domésticos –puesto que sus líderes políticos han sido capaces de articular el consenso 
de todos los sectores políticos– y puede ser considerada una política de estado. Una 
muestra de ello son las posiciones asumidas por los parlamentarios respecto de la 
ratificación del Acuerdo de Complementación Económica Nº 35 Chile-MERCOSUR 

 de Chile en materia de política exterior. Entre ellas 
mencionamos la estabilidad institucional y los procesos políticos democráticos, el 
presidencialismo, la importancia atribuida al factor territorial y la búsqueda del 
equilibrio de poder a nivel regional, el estilo civil-pragmático de la diplomacia -la 
tradición legalista, los actores en la política exterior, la vinculación con la Cuenca del 
Pacífico, el pragmatismo- (Colacrai y Lorenzini, 2005). En ese marco, las autoras 
sostienen que tales fuerzas profundas configuraban y definían algunos de los rasgos 
identitarios más destacados de la política exterior trasandina. 

 
El objetivo central del presente estudio es analizar la manera a través de la cual 

el cambio de régimen político –proceso de transición a la democracia 1990-2004, 
entendido como una fuerza profunda– en Chile, se proyectó en el rediseño de la política 
exterior pos noventa, específicamente en la formulación de una nueva estrategia de 
inserción internacional en un contexto sistémico signado por la globalización.  

 

                                                 
1 Las fuerzas profundas influyen y moldean las políticas exteriores de los Estados pero varía el modo a 
través del cual ellas se combinan, complementan y penetran entre sí. Es decir que, la resultante de la 
combinación de éstas también genera mutaciones sobre la política exterior de acuerdo con las épocas, los 
momentos de los Estados y, suelen estar influidas en parte, por el tipo de régimen político. Esto nos 
conduce a tomar en consideración el significado del proceso de transición a la democracia en Chile y su 
influencia sobre la política exterior. 
2 La identidad puede ser entendida como “un conjunto más o menos ordenado de predicados mediante los 
cuales se responde a la pregunta ¿quién eres?” (Lafer, 2002: 21). En otros términos, la identidad es lo que 
hace a un grupo social determinado -en nuestro caso el Estado-nación- definirse como un “nosotros” 
distinto o diferenciable de un “otro”. Es decir, la identidad permite dar cuenta de las características 
particulares del Estado-Nación chileno en relación con otros Estados-nación. Además, la identidad en 
materia de política exterior, se encuentra ligada a la identificación y diferenciación de los objetivos e 
intereses específicos del Estado para actuar en el sistema internacional. Por lo tanto, la identidad se 
concibe como un proceso dinámica sujeto a cambios lo que conlleva la posibilidad siempre abierta a la 
posibilidad de construirse y reconstruirse permanentemente a lo largo del tiempo (Colacrai y Lorenzini, 
2005). Sin embargo, ello no invalida la posibilidad de identificar algunos rasgos que por su continuidad y 
permanencia en el tiempo -fuerzas profundas- permiten caracterizar la identidad de Chile así como el 
modo a través del cual influye sobre la formulación de la política exterior. 
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(ACE Nº 35) y del Tratado de Libre Comercio Chile-Estados Unidos (TLC), entre los 
más destacados. 

 
Los ejes ordenadores que articulan la exposición son, en primer lugar, las 

características más destacadas del proceso de transición a la democracia 1990-2004. En 
segundo lugar, trabajamos, específicamente, la estrategia de inserción internacional de 
Chile. También describimos las características más destacadas de la política exterior 
chilena implementada a partir del primer gobierno de la Concertación de Partidos por la 
Democracia, analizando los lineamientos principales así como sus áreas prioritarias. En 
tercer lugar, analizamos las posiciones asumidas por los legisladores trasandinos 
respecto del ACE Nº 35 y del TLC Chile-Estados Unidos. Por último, realizamos un 
balance de lo desarrollado en el trabajo en función de los objetivos y la conjetura 
propuesta. 

 
La democracia en Chile: de los “enclaves autoritarios” a los acuerdos de 2004 

 
El proceso de redemocratización en Chile tuvo como punto de partida el 

plebiscito de 1988 y luego se plasmó en la realización de elecciones libres y 
competitivas en las que la oposición derrotó al gobierno de Pinochet. En diciembre de 
1989, los ciudadanos chilenos concurrieron a las urnas para elegir a su nuevo presidente 
y, también a quienes los representarían en el Congreso Nacional. En esa ocasión, los 
resultados fueron, nuevamente, favorables a la Concertación de Partidos por la 
Democracia3 cuyo candidato único, el democrátacristiano Patricio Aylwin, obtuvo el 
55,2 % de los votos.4

El 31 de julio de 1989 se realizó el tercer plebiscito cuyo objetivo era legitimar 
las reformas introducidas en la Constitución de 1980.

 
 

5

                                                 
3 La Concertación de Partidos por la Democracia estuvo integrada por 17 partidos políticos. Los más 
importantes eran el Partido de la Democracia Cristiana, el Partido Socialista, el Partido Radical, el Partido 
Socialdemócrata, el Partido por la Democracia, entre otros. 
4 El candidato del oficialismo, Hernán Büchi, el cual representaba a los sectores más cercanos al 
pinochetismo, obtuvo 23,39 %, mientras que el candidato de Renovación Nacional, Francisco Errázuriz, 
representante del sector de la derecha más democrática, obtuvo sólo un 15,43 % (Garretón, 1991: 107). 
5Las modificaciones más destacadas se orientaron a la eliminación de las cláusulas y disposiciones más 
extremas de la Constitución tal es el caso de “la proscripción de organizaciones políticas por su ideología, 
contenida en el artículo 8, la facultad de representación que inicialmente permitía al Consejo de 
Seguridad Nacional reparar los proyectos y decisiones de las autoridades civiles” (Maira, 2001: 93). 

 También se estableció el 
acortamiento de ocho a cuatro años del primer mandato presidencial pos autoritario. 
Estas reformas fueron el resultado de un arduo proceso de negociación en el que se 
involucraron, con distintos grados de compromiso, todos los actores políticos desde los 
sectores de la oposición –el Partido Socialdemócrata, el Partido Socialista, el Partido 
Radical, entre otros– pasando por Renovación Nacional hasta los del oficialismo. Pese a 
ello, aún quedaban modificaciones pendientes, de ahí la dificultad de pensar que el 
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proceso de transición había concluido puesto que persistían dificultades y retos 
heredados del gobierno anterior. Aquí es donde aparecen los enclaves autoritarios y los 
amarres institucionales como condicionantes domésticos de la nueva democracia 
chilena. 

 
Los enclaves autoritarios son “las huellas que dejó en el cuerpo de la nación la 

experiencia de la dictadura militar”, pudiendo ser de diferentes tipos: institucionales, 
actorales, socioculturales, ético-simbólicos (Garretón, 1991: 101-133). A los fines de 
este trabajo abordamos con mayor profundidad los dos primeros: institucionales y 
actorales. 

 
Asimismo, el autor resalta el hecho que Chile es el único país en el mundo 

democrático que conservó una constitución heredada del período de la dictadura militar. 
Ello nos permite afirmar que los enclaves son aquellos reductos a través de los cuales, el 
gobierno que dejaba el poder en 1990, preservaba y aseguraba para sí cierto nivel de 
influencia en las decisiones que se tomaran en el futuro. 

 
El proceso de amarre institucional realizado en la etapa final –la prórroga de un 

año más de mandato para Pinochet establecida en la IXXX disposición transitoria– de la 
dictadura chilena se articuló en torno de una racionalidad que se plasmó en un conjunto 
de ataduras jurídicas e institucionales impuestas a sus sucesores (Maira, 2001: 82-110). 
En el concepto de amarres institucionales tanto como en el de enclaves autoritarios 
subyace un común denominador que es la voluntad por parte del gobierno saliente para 
continuar incidiendo sobre el control de la política nacional que implementaría el nuevo 
gobierno democrático reservándose así la posibilidad de intervenir y bloquear los 
procesos decisorios.  

 
Los amarres institucionales más destacados son tres: 1- la presencia de senadores 

vitalicios y designados (artículo 45 y XXVIII cláusula transitoria), 2- las rígidas normas 
estipuladas para la reforma de la Ley fundamental que exige quórum muy elevados 
(artículo 63 y Capítulo XIV, artículo 116) y 3- el sistema electoral binominal que no 
refleja adecuadamente a las fuerzas políticas minoritarias (artículo 18, reglamentado por 
Ley orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y servicio 
electoral del 1 de octubre de 1986). 

 
Los senadores designados conformaron, hasta la reforma constitucional de 2004, 

un bloque integrado por nueve miembros los cuales no son elegidos a través del voto de 
la ciudadanía.6

                                                 
6 Estos son nombrados de acuerdo con el siguiente criterio: el presidente de la República puede nombrar 
dos, de los cuales uno es un ex-ministro de Estado y el otro un ex-rector de universidad siempre que 
hayan permanecido más de dos años en el ejercicio de sus funciones; los miembros de la Corte de Justicia 
escogen tres, de los cuales dos deben ser ex-ministros de la Corte Suprema de Justicia y el otro un ex-
contralor general de la República y, los cuatro restantes son nombrados por el Consejo de Seguridad 

 Esta norma constitucional generó un gran debate cuando Patricio Aylwin 
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dejó su cargo como presidente de la nación el 11 de marzo de 1994 ya que sólo se había 
desempeñado en sus funciones por un período de cuatro años tal como se lo estableció 
en la negociación de 1989. Finalmente, el primer ex-presidente de la transición no 
asumió como senador vitalicio puesto que, de acuerdo a lo estipulado en la 
Constitución, no había cumplido su mandato completo. 

 
De lo expuesto anteriormente, se desprenden dos observaciones centrales en lo 

que respecta a los senadores designados. Por un lado, simbolizaban y representaban el 
pensamiento conservador, heredero de la tradición autoritaria, el cual se inserta en un 
cuerpo legislativo democrático (Maira, 2001: 28). Por el otro, poseen la capacidad de 
ejercer el poder de  “veto” en el proceso de aprobación de aquellas leyes que requieren 
amplias mayorías legislativas y, al mismo tiempo, obligan a los representantes de la 
Concertación a negociar permanentemente con los partidos de la oposición –sobre todo 
con Renovación Nacional– para no caer en un inmovilismo parlamentario que 
debilitaría aún más el rol del Congreso Nacional.  

 
El segundo enclave institucional estaba dirigido a evitar una reforma o enmienda 

a la Constitución que pudiese alterar el espíritu de la misma. Así se estipulaba que 
cualquier iniciativa que tuviera como objetivo modificar y/o enmendar la Carta Magna 
debería contar, en líneas generales, con un quórum que oscila entre el 60% y el 66% del 
total de los senadores en ejercicio.7

El sistema electoral binominal vigente en Chile tiene varias desventajas. En 
primer lugar, el país se encuentra totalmente dividido en distritos de diputados y 
circunscripciones de senadores y allí se eligen dos candidatos de cada uno (Maira, 2001: 
95-96). El funcionamiento del sistema electoral bajo estos supuestos tiene como 
consecuencia directa la relativización de los resultados, puesto que la distancia 
verdaderamente existente no se traduce directamente en el número de representantes.

 
 

8

                                                                                                                                               
Nacional y comprende a un ex-comandante de cada una de las tres armas -ejército, marina, y fuerza aérea- 
y un ex-director general de Carabineros. En marzo de 1998, el General Pinochet pasó a integrar el bloque 
de los senadores designados en calidad de ex-presidente de Chile. También debemos señalar que aquellos 
presidentes que hayan permanecido en su cargo por un período constitucional tienen derecho a 
desempeñarse como senadores vitalicios. 
7 Aquellas iniciativas que intentaran modificar normas constitucionales requerirían una mayoría de 3/5 o 
2/3 dependiendo del tema del que se trate mientras que para la modificación de las leyes orgánicas se 
necesita un quórum de 4/7 en ambas cámaras. Las mencionadas disposiciones constitucionales ponen de 
manifiesto las dificultades que cualquier proyecto de reforma de la Constitución deberá enfrentar para 
hacerse efectivo tal como lo demostró lo ocurrido durante los dos primeros gobiernos de la transición. 
Este mecanismo se refuerza aún más en el caso de que los nueve senadores designados voten en bloque 
(Constitución Nacional de la República de Chile, Capítulo XIV, Artículo 116.) 
8Esto se observa claramente en los resultados de las elecciones de diciembre de 1989 donde la 
Concertación obtuvo 72 diputados -lo que representa el 60%- pero, en realidad obtuvo 56% de los votos 
mientras que las listas de RN y la UDI obtuvieron 40% de los diputados con 33,35% de los votos 
(Garretón, 1991:  114-116). 

 
Esta situación evidencia la existencia de una sobre-representación de las primeras 
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minorías y se observa claramente en las tres elecciones parlamentarias en las que la 
Concertación obtuvo mayorías absolutas y, a pesar de ello, decreció su representación 
en la Cámara de Senadores (Maira, 2001: 94-95). En segundo lugar, genera un 
impedimento respecto del acceso a los cargos parlamentarios para los partidos pequeños 
aunque ellos obtengan significativos porcentajes de votos, puesto que no les garantiza 
representación a nivel parlamentario. 

 
Desde nuestro punto de vista, la presencia en el plano institucional de los tres 

enclaves autoritarios mencionados, constituía un engranaje muy bien estructurado y 
articulado, el cual una vez puesto en funcionamiento contribuía para que cada una de las 
partes se reforzase mutuamente. En primer lugar, existe una sobre-representación de las 
primeras minorías con lo cual resulta poco probable que una lista de candidatos obtenga 
los dos representantes por cada distrito electoral. Si a ello le agregamos que la 
Concertación no tiene mayoría absoluta en la Cámara Alta las posibilidades de aprobar 
una ley “polémica” se reduce, puesto que si el bloque de los senadores designados 
votara uniformemente no se obtendrían los votos necesarios para completar el trámite de 
la aprobación legislativa. De esta manera, el proceso de amarre institucional se 
constituye en un condicionamiento doméstico de envergadura que obstaculizó la 
democratización del sistema político chileno. 

 
Los enclaves actorales se vinculan con el tema de las relaciones cívico-

militares, la derecha política y el sector empresarial (Garretón, 1991: 118). El análisis 
de las relaciones cívico-militares se justifica si tenemos en cuenta que el modo en que 
éstas se vinculan influye sobre la calidad de la democracia y determina el grado de 
subordinación de las Fuerzas Armadas al poder civil. A ello se suma que las relaciones 
entre civiles y militares inciden, también, en la política exterior puesto que tienen un 
impacto considerable sobre la dimensión estratégico-militar, en la política de defensa y, 
según Heraldo Muñoz, en el estilo de conducción de la política externa (Muñoz, 1987; 
Wilhelmy, 1979). 

 
Este tipo de enclave se refiere a los grados y alcances de las prerrogativas de las 

Fuerzas Armadas así como a la capacidad de éstas de "cuestionar" las decisiones 
tomadas por las autoridades civiles.9

                                                 
9 Las prerrogativas que conservaron los militares se ponen de manifiesto por ejemplo: 1-en la 
imposibilidad del presidente de la República de nombrar al Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas -
cargo que continuó ocupando Pinochet hasta 1997- (artículo 32 que es modificado por la octava 
disposición transitoria); 2-la imposibilidad del primer mandatario de remover a los Comandantes en Jefe, 
salvo en aquellos casos en los que contara con la anuencia del Consejo de Seguridad Nacional (artículo 32 
y octava disposición transitoria); 3-la preservación de la autonomía económica ya que el presupuesto 
asignado a las Fuerzas Armadas no podría ser menor al estipulado para el año 1989 a lo cual se sumó el 
10% de los ingresos obtenidos por las exportaciones de cobre (Acuña y Smulovitz, 1996: 124-125). 

  El grado de contestación militar respecto de las 
decisiones civiles ha sido bastante alto durante los primeros años de la transición, sobre 
todo bajo la administración de Patricio Aylwin y comenzó a disminuir a partir de la 



 

 

65 

administración de Eduardo Frei. Recuérdese a modo de ejemplo, las dificultades que 
experimentó Aylwin cuando intentó reformar la Constitución así como también los 
numerosos inconvenientes que debió enfrentar para fijar una nueva política de defensa. 
Es importante señalar que si bien Frei tampoco logró modificar la Carta Fundamental, 
pudo, de todos modos, establecer una política de defensa que cuenta como marco 
general con la plena subordinación de las Fuerzas Armadas al poder político civil y 
legítimo, la cual se encuentra en sintonía con el nuevo contexto internacional y regional 
(Agüero, 2002). 

 
Cabe hacer una breve mención del rol que desempeñó el empresariado en el 

proceso de transición en Chile, el cual estaba integrado por distintas organizaciones. Las 
más representativas eran la Confederación de la Producción y el Comercio, la Sociedad 
de Fomento Fabril (SOFOFA) y la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA). 

 
De acuerdo con el planteo de Alfredo Rehrén, si tenemos en cuenta “las 

tendencias políticas en el mundo y la inserción de la economía chilena en el contexto 
internacional, el modelo económico, legado por el autoritarismo y defendido por el 
empresariado aparece como un enclave autoritario…” (Rehrén, 1995: 30). Según el 
autor, el modelo económico constituía, también, un enclave por dos razones principales. 
Por un lado, los empresarios estaban conformes y se habían visto beneficiados por los 
resultados de las reformas económicas neoliberales luego de la crisis de 1982-83, 
momento a partir del cual el gobierno se ocupó de encontrar respuestas satisfactorias 
para este sector. Además, los empresarios temían que con un gobierno de la 
Concertación se repitiera la experiencia de los años del gobierno de Salvador Allende. 
Por el otro, el gobierno autoritario a posteriori de la derrota en el plebiscito de 1988 se 
embarcó en la tarea de aprobar un conjunto de leyes claves que garantizarían la 
continuidad del modelo económico y reducirían el rol del Estado en la economía.10

La oposición, por su parte, criticó y rechazó las medidas adoptadas por el 
gobierno. En lo que atañe a la posición de la Concertación respecto del empresariado, 
ella era conciente de la necesidad de contar con el apoyo de estos grupos, razón por la 
cual se ocupó de establecer múltiples canales de comunicación

 
Cabe aclarar que la ley a través de la cual se confirió una autonomía total al Banco 
Central de Chile tenía como objetivo garantizar la continuidad de la política monetaria y 
la estabilidad de la macroeconomía. Es decir, que se procuró separar el manejo 
macroeconómico de la contingencia política. 

 

11

                                                 
10 En ese contexto, se aprobó la ley del Banco Central que le confería plena autonomía en el manejo de la 
política monetaria, la ley de Bancos que “transformó la cartera vendida de la banca privada, producto de 
la crisis de 1982, en deuda subordinada” y se aceleró el proceso de privatizaciones a través del cual el 
Estado se desprendió de empresas públicas como las del sector de electricidad (Rehrén, 1995: 32) 

 de modo tal que ello 

11 Algunos ejemplos en esa dirección son: la realización de siete foros en importantes ciudades de Chile 
en donde participaron empresarios, políticos de la Concertación y de la oposición. Esta iniciativa fue 
organizada en forma conjunta por la Cámara de Comercio de Washington y el Centro Internacional para 
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condujera a una situación de diálogo. Esto les permitiría generar un clima de confianza 
y explicar en detalle, que el programa económico que se implementaría cuando 
asumiera sus funciones no implicaría un brusco cambio de timón. Además, los líderes 
de la Concertación sabían que una relación en buenos términos con el empresariado 
chileno sería una pieza clave para garantizar la estabilidad democrática del país, así 
como también para llevar adelante la reinserción en el sistema internacional (Rehrén, 
1995: 8). Esta situación tuvo como corolario una nueva relación signada por la 
interdependencia de ambos actores ya que los empresarios comprendieron que 
“necesitan estabilidad macroeconómica y claridad en las reglas del juego […] y el 
gobierno necesita crecimiento para enfrentar la pobreza” y la desigualdad social 
(Rehrén, 1995: 60). Así, los sectores empresariales evidenciaron un carácter más 
pragmático y menos ideológico frente a las posibilidades de negocios que representaba 
la ruptura del aislamiento internacional de Chile. 

 
Las reformas de 2004 

 
Como hemos visto, el proceso de transición a la democracia en Chile estuvo 

marcado por la influencia que las Fuerzas Armadas conservaron y ello implicó la 
construcción de una democracia peculiar. Esto, se relaciona con la forma legal-
institucional que caracterizó a la transición del país trasandino, lo que a su vez 
determinó las posibilidades de hacer política de los primeros gobiernos democráticos al 
mismo tiempo que legalizó, legitimó e instrumentó la continuidad e inserción de las 
Fuerzas Armadas en la estructura institucional (Acuña y Smulovitz, 1996). Esto se puso 
de manifiesto, por ejemplo, en el mantenimiento de prerrogativas por parte de las 
Fuerzas Armadas –la autonomía económica, la presencia de senadores vitalicios, la 
imposibilidad del presidente de nombrar y remover a los Comandantes en Jefe de las 
Fuerzas Armadas–. Si bien, en los primeros años del proceso de transición las relaciones 
cívico-militares estuvieron tan distantes como en el período previo, paulatinamente 
fueron diferenciándose los roles profesionales de los roles políticos y esto ha facilitado 
el mantenimiento de una serie de tradiciones que viabilizaron la reconstrucción de la 
relación a lo largo de la década de los ’90 (Rojas Aravena, 1997). 

 
Por lo tanto, puede decirse que Chile entre 1990 y octubre de 2004 fue el país 

donde las Fuerzas Armadas lograron legitimar su presencia, mantuvieron altas 
prerrogativas y desempeñaron el rol de veedoras del proceso político (Acuña y 
Smulovitz, 1996). Sin embargo, cuando recorremos la historia política de este país 
podemos observar que más allá que la democracia ha sido entendida de distintas 

                                                                                                                                               
Empresa Privada (CIPE). Otras instancias en las que interactuaron los actores mencionados fue en 
ENADE ’88, ENADE ’89, además de reuniones en las cuales Alejandro Foxley, Eduardo Boeninger, 
Carlos Ominami, Patricio Aylwin habían expuesto los lineamientos de su programa económico al mismo 
tiempo que constituyó una instancia de diálogo e intercambio de opiniones entre los futuros funcionarios 
públicos y los empresarios. 
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maneras de acuerdo con los períodos históricos, constituye un pilar esencial en su 
política exterior que coadyuvó a su reconocimiento en el plano internacional.  

 
Consultado sobre la transición chilena, Alain Touraine declaró que “… esta no 

es una transición perfecta, pero es la mejor que yo haya conocido…” (Citado en Walker, 
1992: 89). Por su parte, Waldo Ansaldi, sostiene que la transición en el país trasandino 
ha sido lenta y sólo reconoce avances recientes (Ansaldi, 2005). En ese sentido, resalta 
como primer antecedente que pone de manifiesto el acatamiento de las Fuerzas 
Armadas al poder civil, la aprobación por parte de la Corte Suprema del desafuero a 
Pinochet en agosto de 2000. Esta decisión abrió el camino para iniciar un proceso 
judicial al ex Comandante en Jefe del Ejército chileno. Un segundo paso conducente a 
la normalización de las relaciones cívico-militares, tuvo lugar en junio de 2003 cuando 
el Congreso de Chile modificó el artículo constitucional que establecía que las Fuerzas 
Armadas se desempeñarían como garantes del orden institucional. El tercero, tuvo lugar 
el 30 de septiembre de 2004 y se relaciona con el homenaje que el general Juan Emilio 
Cheyre –comandante en Jefe del Ejército– le rindió a Carlos Prats quien había sido 
asesinado en Buenos Aires en un operativo del  denominado Plan Cóndor durante la 
dictadura. En cuarto lugar, encontramos la aprobación de las reformas constitucionales 
denominadas “duras” en el Senado trasandino el 5 de octubre de 2004 (Ansaldi, 2005: 
11-12; La Nación, 1/10/2004). 

 
Cabe preguntarnos entonces, cuáles fueron las reformas constitucionales que se 

realizaron en octubre de 2004 y, también acerca del modo en que se gestaron los 
consensos políticos que viabilizaron la modificación de los denominados ‘enclaves 
autoritarios’. 

 
A través de las reformas constitucionales se restituyó al Presidente de la 

República la facultad que lo habilita para remover a los comandantes en Jefe de las 
Fuerzas Armadas y del Orden. En este caso, los resultados de la votación en la cámara 
alta fueron 37 votos a favor y 6 votos en contra (Salinas, 2004). Otra reforma fue la 
enmienda constitucional a través de la cual se introdujeron cambios al Tribunal 
Constitucional, modificándose así su composición. También se suprimió la figura de los 
senadores vitalicios y designados, medida que contó con la unanimidad de los votos. 
Esto implicó que a partir de marzo de 2006 dicha cámara se integraría, en su totalidad, 
por senadores electos por votación directa. En lo que atañe al sistema electoral 
binominal, éste dejó de ser una norma constitucional y se transfirió a la Ley Orgánica 
Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios (El Mercurio, 7/10/2004; La 
Nación, 7/10/2004).12

                                                 
12 SALINAS, Claudio (2004) “Congreso: Distintos alcances a acuerdo de reformas”, en El Mercurio, 7 de 
octubre; “Senado despachó ‘reformas duras’ de la Constitución”, en La Nación, 7 de octubre de 2004, 
Santiago de Chile, disponible en http://www.lanacion.cl/site/edic/2004_10_06_1/home.html; “Las señales 
de Cheyre en acto por Prats” (2004), en La Nación, 1 de octubre, Santiago de Chile. Consultado en 
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 Evidentemente, uno de los puntos más controvertidos de esta reforma 

constitucional fue la modificación del sistema electoral. Ante la falta de 
acompañamiento de los sectores de la oposición tales como Renovación Nacional y la 
Unión Democrática Independiente, finalmente se acordó que el tema del sistema 
binominal deje de ser una norma constitucional y se lo transformó en Ley Orgánica 
Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios con lo cual el proceso de 
reformas puede ser reabierto en el futuro.13

En lo que respecta a la gestación de los consensos que viabilizaron el proceso de 
reforma constitucional, Ansaldi sostiene que esto fue posible en virtud de la celebración 
de un pacto transversal en el cual prestaron estrecha colaboración los representantes de 
todo el arco político chileno con el objetivo de cambiar los “enclaves autoritarios”. 

  
 
De acuerdo con la agenda planteada, el tema de la modificación de los plazos del 

mandato presidencial fue muy discutido. La propuesta consistía en una reducción del 
mandato presidencial de seis a cuatro años y, finalmente, se alcanzó el consenso. 

 

14

El trámite de aprobación de la nueva constitución política se completó el 17 de 
septiembre de 2005. En esa ocasión el entonces presidente Ricardo Lagos expresó en su 
discurso “… tuvimos que explorar varios caminos para salir del laberinto autoritario 
[…] Es cierto que podemos haber ido lento, pero también llegamos lejos. Es un logro de 
todos […] de los gobiernos que hemos tenido, de sus legisladores, de los partidos de 
gobierno y oposición, […] de las instituciones civiles y armadas, de las fuerzas […] 
académicas y creativas de Chile entero. […] La constitución de 1833 le abrió paso al 
Chile del siglo XIX; la de 1925 en el siglo XX. Y hoy […] una Constitución que nos 
abra paso al siglo XXI. Necesitábamos una Constitución que recogiera el principio 
fundamental en que se basa el Estado moderno y la democracia […] sin garantes, sin 
tutelajes, ni guardianes […]. Chile cuenta desde hoy con una Constitución que ya no 

 
 

                                                                                                                                               
http://www.lanacion.cl/p4_lanacion/site/edic/2004_10_1/home.html; “Histórico acuerdo para modificar la 
Constitución: Senado aprueba reformas” (2004), en El Mercurio, 7 de octubre 
13 Asimismo, importa destacar que el quórum necesario para modificar la mencionada ley orgánica se 
elevó a 3/5 de los votos de los senadores en ejercicio. El argumento que esgrimió la oposición para 
explicar su postura consistió en afirmar que dicho sistema es democrático y, además garantiza la 
estabilidad política del país.  
14Los artífices del acuerdo fueron: el Ministro del Interior José Miguel Insulza, un experimentado político 
y un hábil negociador quien, además propuso la idea de ‘aislar’ el tema del sistema electoral sacándolo de 
la Constitución Nacional y transformándolo en Ley Orgánica; el presidente de la Cámara Alta, Hernán 
Larraín (UDI) quien desempeñó un rol destacado para reactivar la reforma constitucional y el senador 
Andrés Zaldívar (DC) quien también se ocupó de reactivar las negociaciones al mismo que debió gestar 
los consensos al interior de su propia bancada.14 Otros actores que también acompañaron esta iniciativa 
fueron el vicepresidente del Senado, Jaime Gazmurri y, en representación de todas las bancadas 
parlamentarias, los senadores Alberto Espina (RN), Andrés Zaldívar (DC), Enrique Silva Cimma (Partido 
Radical Social Demócrata), y José Antonio Viera-Gallo (PS) quienes definieron ese momento “como un 
hito que pone fin a la transición.  (Ansaldi, 2005: 12.) 
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nos divide, sino que es un piso institucional compartido, desde el cual podemos 
continuar avanzando por el camino del perfeccionamiento de la democracia. […] Hoy 
es un día señero […]. Este es un momento trascendental […] tenemos hoy, por fin, una 
Constitución democrática. […] Hoy, hoy despunta la primavera…” (Lagos, 
17/12/2004). 

 
Desde nuestro punto de vista, en el discurso se ven reflejados con mucha 

claridad los lineamientos centrales que expusimos en el desarrollo de este apartado y de 
ello se desprenden algunas observaciones. El proceso de transición a la democracia 
iniciado con el triunfo del Comando del No en el plebiscito de octubre de 1988, mostró 
que la estrategia adoptada por la Concertación de Partidos por la Democracia se insertó 
dentro de las reglas de juego impuestas por el régimen autoritario. Esto trajo aparejado 
un conjunto de consecuencias legales, políticas e institucionales que limitaron el margen 
de maniobra de los primeros gobiernos de la Concertación, al mismo tiempo que influyó 
sobre el tipo de democracia que se construyó en Chile. De diverso modo, los enclaves 
autoritarios y los amarres institucionales se constituyeron en los condicionantes 
domésticos más destacados del régimen político chileno durante la década de los ‘90. A 
pesar, de las iniciativas emprendidas por los dos primeros gobiernos pos autoritarios –
Patricio Aylwin 1990-1994 y Eduardo Frei 1994-2000– la democracia chilena 
permaneció contenida por las coordenadas fijadas en la Constitución de 1980 y 
supervisada por las Fuerzas Armadas. Tal como lo expresaron Ricardo Lagos, Waldo 
Ansaldi y Alain Touraine, el proceso de transición ha sido lento pero no por eso menos 
exitoso puesto que se requirió un fuerte compromiso y altos niveles de consenso para 
comprometer a todos los actores políticos. Finalmente, las modificaciones introducidas 
en la ley fundamental chilena, orientadas a eliminar los enclaves autoritarios, han 
permitido dar un paso trascendental para liberar a la democracia trasandina de su camisa 
de fuerza, lo cual nos lleva a sostener que ese acontecimiento representó el hito que 
marcó el fin del proceso de transición. 

 
Particularidades de  la estrategia de inserción internacional de la República de 
Chile 1990-2004 

 
La estrategia de inserción internacional constituye la elección del esquema 

central de un conjunto de orientaciones y lineamientos de la política exterior que un 
Estado decide poner en práctica para vincularse con sus pares en el sistema 
internacional. Es decir, que la estrategia de inserción es una suerte de mapa que orienta 
y ayuda a coordinar las acciones emprendidas por el país para ‘estar en el mundo’. 
También se establecen, a partir de ella, los objetivos y metas que el Estado pretende 
alcanzar en un período determinado (Lorenzini, 2007). 

 
El primer gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia, 

encabezado por Patricio Aylwin, debió enfrentar el desafío de la reinserción de Chile en 
el sistema internacional para revertir la situación de aislamiento en que se encontraba el 
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país, una de las herencias más negativas legadas del régimen militar. Los funcionarios 
definieron a Chile como un país de posición intermedia en la estratificación 
internacional, de economía abierta y orientado a múltiples mercados. En base a esta 
percepción es que el gobierno de la Concertación diseñó su estrategia de política 
exterior, haciendo del contexto interno –recuperación de la democracia y recomposición 
de los niveles de consenso doméstico– la plataforma de lanzamiento internacional que 
contribuyera a proyectar una imagen y un discurso de país serio, moderno, maduro y 
confiable. Los grandes objetivos de la política exterior fueron: lograr la reinserción 
internacional, consolidar su perfil externo en el contexto político y económico 
internacional, convertir la política exterior en una verdadera política de estado no sujeta 
a los vaivenes políticos internos, consagrar la pluralidad en sus relaciones exteriores y 
construir una política exterior diversificada y equilibrada. Los instrumentos a través de 
los cuales Chile puso en marcha su política exterior fueron la diplomacia presidencial 
vis à vis, la diplomacia de Cumbres, por un lado, y la activa promoción de la política 
comercial, por el otro (Portales Cifuentes, 1992). 

 
Cabe preguntarnos entonces, cuáles son las características más relevantes de la 

política exterior y de la estrategia de inserción internacional de Chile. En líneas 
generales, las características más destacadas del diseño de la política exterior del país 
trasandino devienen del  concepto de regionalismo abierto, por lo tanto se destacan: su 
carácter múltiple, diversificado, no excluyente y procura el establecimiento de 
relaciones equilibradas.15

                                                 
15 Cuando aludimos a la búsqueda de relaciones equilibradas nos estamos refiriendo a la necesidad, por 
parte de Chile, de hallar un equilibrio -sálvese la redundancia- en el intercambio comercial. Esto significa 
que Chile intenta no depender, en exceso, del intercambio comercial con un solo país -sobre todo de los 
Estados Unidos. Por esta razón, los funcionarios trasandinos buscan la diversificación del intercambio 
comercial y de inversiones, evitando la concentración en uno solo de ellos. La situación óptima es 
mantener un intercambio comercial que no supere el 30% puesto que frente a cualquier alteración -crisis- 
el impacto sería de menor magnitud. 

  
 
El regionalismo abierto es entendido como un conjunto de “… alineamientos 

múltiples […] es un proceso abierto y flexible, dotado de límites difusos, acuerdos 
superpuestos y compromisos variables…” (Van Klaveren, 1997: 69). En la misma 
dirección, Van Klaveren afirma que “… la integración informal, desarrollada a partir de 
una situación de interdependencia creciente, puede llegar a ser más relevante que la 
integración formal…” (Van Klaveren, 1997: 80). Es decir que se da una superposición 
de negociaciones que comprometen tanto lo global –Organización Mundial de 
Comercio–, regional, sub-regional –Mercosur– y extra-regional –Unión Europea, Corea 
del Sur, China e India entre otros. Ello parece encontrar un ejemplo bastante ajustado en 
las acciones desarrolladas, en el plano internacional, por los tres gobiernos de la 
Concertación en Chile. 

 



 

 

71 

De acuerdo con el planteo de Carlos Portales Cifuentes, Director General de 
Política Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile durante el gobierno 
de Patricio Aylwin, la política exterior se basaba en, al menos cuatro principios rectores. 
En primer lugar, sería una política de Estado, orientada a lograr objetivos de largo 
plazo, sustentado en un sólido consenso nacional que incluyera a diversos actores de la 
escena nacional –Congreso, partidos políticos, empresarios, académicos, entre otros– y 
sólo sería necesario modificar aquellos cursos de acción –que no comprometieran los 
intereses básicos de Chile– cuando los cambios del contexto externo así lo requirieran. 
Esta es una medida orientada a salvaguardar la política exterior de los vaivenes políticos 
domésticos (Portales Cifuentes, 1992: 2)16

Una de las metas más importantes en la dimensión político-diplomática era la 
normalización de las relaciones con los actores del sistema internacional. Esto se reflejó 
en la búsqueda de la universalización de las relaciones diplomáticas del país. Al 
respecto, resulta ilustrativo el restablecimiento de relaciones diplomáticas y consulares 
con los países del ex-bloque soviético: Europa del Este y la Unión Soviética

. En segundo término, la política exterior 
reflejaría los valores políticos domésticos. De ahí que el respeto a la democracia y el 
cumplimiento de los Derechos Humanos constituirían una preocupación central en el 
quehacer internacional de Chile. En tercer lugar, Portales Cifuentes afirmaba que la 
política externa adoptada por el gobierno de Aylwin estaba marcada por el realismo. 
Ello quiere decir que las acciones externas de Chile estarían en consonancia con los 
recursos y con las posibilidades reales del país, situándose así en las antípodas de una 
política de prestigio puesto que ello conllevaría al alejamiento de los verdaderos 
intereses de la política exterior. En cuarto lugar, el pluralismo de las acciones en el 
plano externo referido al establecimiento de vinculaciones con países y con regímenes 
políticos independientemente de su naturaleza al mismo tiempo que se contempla la 
posibilidad de negociaciones múltiples y no excluyentes (Portales Cifuentes, 1992: 2-3).  

 
Otro interrogante que planteamos se refiere a los objetivos prioritarios que la 

administración Aylwin se propuso concretar durante los cuatro años de su mandato. 
Para ello es necesario trabajar sobre las dos dimensiones de la política exterior antes 
señaladas. 

 

17

                                                 
16  También ver al respecto La reinserción internacional de Chile. La política exterior del gobierno 
democrático, Anuario de Política Exterior marzo-diciembre 1990, FLACSO-Chile, 1990; Rojas Aravena, 
Francisco, De la reinserción a los Acuerdos: La política exterior chilena en 1991, FLACSO-Chile, 1992; 
Fermandois, Joaquín y Rojas Aravena, Francisco, “La reinserción internacional de Chile”, Cono Sur, 
Volumen X, Nº 1, enero-febrero 1991; Rojas Aravena, Francisco, “Chile: consolidando una inserción 
múltiple en el sistema internacional”, Cono Sur, Volumen XII, Nº 6, enero-febrero 1993; Rojas Aravena, 
Francisco, Consolidando una inserción múltiple en el sistema internacional. La política exterior chilena 
en 1992, FLACSO-Chile, mayo 1993; Fuentes Julio, Claudia y Fuentes Saavedra, Claudio, “Relaciones 
Exteriores del Chile democrático”, disponible on line en http://www.seguridad-regional-
fes.org/upload/3039-001_g.pdf consultado el 31 de marzo de 2006.  

. 

17 En el mes de marzo de 1990, Chile y sus pares firmaron los protocolos correspondientes por los cuales 
se reanudaron relaciones diplomáticas con la ex Unión Soviética, Polonia, la entonces República 
Federativa de Yugoslavia, la entonces República Socialista de Checoslovaquia (FLACSO, La reinserción 
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Asimismo, destacamos la realización de visitas oficiales de alto nivel a los países más 
relevantes del sistema internacional, su incorporación como miembro pleno al Grupo de 
Río, su participación en Naciones Unidas, la contribución en las Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz, en la Organización de Estados Americanos y, en la  
denominada “Diplomacia de las Cumbres”. Por otra parte, las áreas prioritarias en su 
política exterior han exhibido una notoria continuidad a lo largo de la década pasada. 
Ellas son: Europa, América Latina, Estados Unidos y Asia Pacífico, aunque es válido 
aclarar que según los funcionarios de la Cancillería chilena, ello no representa un orden 
taxativo (Portales Cifuentes, 1992: 6-9). 

 
Si tenemos en cuenta el predominio de regímenes presidencialistas en la región, 

Chile, al igual que gran parte de los países latinoamericanos, ha utilizado la diplomacia 
presidencial como un instrumento de gran relevancia. De esta manera, la diplomacia 
presidencial, se perfiló como un intento de establecer un vínculo de comunicación y 
concertación política al más alto nivel del Estado, tendiente a incrementar las relaciones 
entre los países y a crear un clima adecuado para la convergencia de intereses y la 
resolución de controversias. Un rasgo característico de esta diplomacia ha sido la 
participación conjunta de autoridades políticas así como de los sectores empresariales, 
sindicales y académicos. Esta composición tripartita de las delegaciones le permitió el 
acceso de varios sectores a sus equivalentes en los otros países y puso de manifiesto la  
más distinguida representación, el mayor poder de decisión y la pluralidad de sus 
potencialidades. Asimismo, es preciso señalar que en las misiones realizadas siempre se 
transmitió el mismo mensaje: “Chile, además de su propio mercado, ofrece una 
plataforma estable en América Latina para realizar negocios con terceros países” (Rojas 
Aravena, 1993: 13). Es decir que Chile por su estabilidad financiera, su grado de 
apertura económica, la responsabilidad de su sector empresarial” podía convertirse en el 
puente entre la región latinoamericana y otras regiones del globo (Rojas Aravena, 1993: 
13). La posibilidad de que Chile se convierta en la ‘puerta de entrada’ a América Latina 
es un rol que el país trasandino le interesa llevar a cabo puesto que ello potenciaría la 
relevancia del país en la región.  

 
Los gobiernos chilenos han asignado un lugar de importancia a la participación 

en la denominada Diplomacia de Cumbres, destinadas a abordar una multiplicidad de 
issue areas de la agenda de la política internacional. Así, la diplomacia de Cumbres se 
constituyó en una herramienta que le permitió a Chile recorrer el camino de la 
cooperación y del diálogo con múltiples actores –regionales, hemisféricos, bloques 
políticos, bloques comerciales– y en diversas ocasiones tales como las Cumbres sobre 
Medio Ambiente, Cumbres de las Américas, Cumbres Iberoamericanas, Cumbres 
Europa-América Latina, Cumbres del Mercosur, Cumbres de APEC (Asia Pacific 
Economic Cooperation), entre otras. Asimismo, la participación de Chile en numerosas 

                                                                                                                                               
internacional de Chile. La política exterior del gobierno democrático marzo-diciembre 1990, FLACSO, 
Sede Chile, 1991, pp. 13. 
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Cumbres le ha servido como herramienta para continuar negociando, posteriormente, y 
de modo bilateral diversos acuerdos como los de liberalización comercial y promoción 
de inversiones. 

 
Asimismo, los objetivos en la dimensión económico-comercial se asociaron con 

la consolidación y ampliación de los mercados de exportación de modo tal que fuera 
posible establecer un sistema de relaciones económicas, comerciales y financieras 
equilibradas. Esto significó que se procuraba que el volumen de los flujos comerciales 
así como el volumen de las inversiones se distribuyera, de manera balanceada, entre los 
distintos socios. El objetivo de establecer relaciones comerciales equilibradas era evitar 
una excesiva concentración en un solo socio y que ello pudiera incrementar los riesgos 
de sensibilidad o vulnerabilidad frente a cualquier ajuste político por parte de los otros 
actores. 

 
Entonces, las herramientas que posibilitaron el proceso de inserción 

internacional de Chile a principios de la década de los noventa fueron, en el plano 
político, la diplomacia presidencial y la diplomacia de Cumbres y, en el plano 
económico, la promoción de la internacionalización de la economía, una ofensiva 
política de promoción comercial aunada a la búsqueda de socios para ampliar la 
liberalización del comercio recíproco. Tales iniciativas se convirtieron en los pilares de 
la estrategia chilena para ‘estar en el mundo’.  

 
La dimensión económica-comercial de la política exterior de Chile adquirió un 

rol muy destacado cuyo objetivo de máxima consistía en defender y proyectar los 
intereses económico-comerciales del país con el propósito de expandir y ampliar los 
mercados exportadores. Esto puede observarse en el énfasis puesto sobre la activa 
promoción comercial de Chile en el mundo, colocando en primer plano las ventajas que 
el país ofrece por  haber sido el precursor en la región latinoamericana en la 
implementación de reformas de corte neoliberal, por el grado de apertura de su 
economía, por la confiabilidad de su mercado financiero, etc. En este sentido, el 
gobierno del país trasandino se propuso trabajar, principalmente,  sobre tres áreas:  

 
-el impulso de los acuerdos comerciales bilaterales como una herramienta para 
obtener reciprocidad y para evitar la imposición de barreras no arancelarias; 
-la posibilidad de asegurar las inversiones brindando garantías a la inversión 
externa directa (IED) y la promoción de la inversión chilena en el exterior; 
-el fomento la cooperación internacional como estrategia para alcanzar cierto 
grado de madurez en sus relaciones (Portales Cifuentes, 1992). 
 
En consecuencia, podemos sostener que Chile ha sido fiel a la idea de 

regionalismo abierto y ello se observa en la aplicación práctica de la política exterior. 
Asimismo, Chile se ha comportado desde el punto de vista económico-comercial como 
un global trader y como un Estado comercialista, combinando autonomía y 
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pragmatismo, procurando, a través de una estrategia de inserción múltiple, optimizar y 
equilibrar sus vínculos políticos y económicos con diversos actores internacionales para 
que ello redunde en mayores beneficios económicos para el país. Asimismo, debemos 
destacar que los tres presidentes de Chile durante el período 1990-2004 –Patricio 
Aylwin, Eduardo Frei y Ricardo Lagos– declararon en numerosas oportunidades que las 
relaciones comerciales de su país no se agotarían en la inserción regional. Esta 
percepción es lo que explicaría el constante interés de Chile para continuar negociando 
en pos de una, cada vez más amplia liberalización comercial, acuerdos de libre 
comercio con otros actores internacionales. Las negociaciones que condujeron a la firma 
de los TLC’s con Estados Unidos, con la Unión Europea y con algunos países de la 
región del Asia Pacífico así como los ACE’s firmados con los países latinoamericanos 
constituyen un buen ejemplo de la orientación seguida. 

 
Ahora bien, si tomamos en consideración la plataforma de política exterior de la 

Administración Lagos, se observa que Chile pretende continuar profundizando su 
inserción en la economía globalizada a través de una estrategia de inserción con acento 
latinoamericano, especialmente en el área de la concertación política (Lagos, 2001). El 
ex-presidente chileno ha afirmado que lo más importante en términos de integración 
regional es el Mercosur y que Chile, –actualmente miembro asociado– mantiene su 
interés de ser  miembro pleno. Empero, también señala que los obstáculos más 
importantes para la incorporación plena de Chile, continúan siendo la falta de 
coordinación de políticas macroeconómicas, la inexistencia de un mecanismo de 
solución de controversias institucionalizado y la cuestión arancelaria donde se destaca la 
incompatibilidad entre el nivel arancelario de Chile y el de Mercosur, pues este último 
es mucho más elevado. En cuanto a los temas de la agenda regional de Chile, se 
destacan: la integración con Argentina; la intensificación de los lazos con Brasil y con 
México; el fortalecimiento de vínculos con Perú y Bolivia a través de la celebración de 
Acuerdos de Libre Comercio; la negociación de un Acuerdo de Libre Comercio con 
América Central, entre otros. 

 
Por lo tanto, ha existido una continuidad en el diseño y en la implementación de 

la política exterior chilena durante los tres gobiernos de la Concertación, que constituye 
uno de los puntos de partida para entender la política exterior del país trasandino. En 
primer lugar, afirmamos que tanto en la administración Aylwin, como en la 
Administración Frei y en la del presidente Ricardo Lagos, se observan líneas de 
continuidad, en torno a un proyecto de país claramente definido. Asimismo, la labor 
pionera, sobre todo en el plano político, del gobierno de Aylwin, abrió una ventana de 
posibilidades que el gobierno de Frei supo profundizar y que durante la administración 
socialista de Lagos se materializaron, en mayor medida, los resultados –la firma del 
TLC con Estados Unidos, del Acuerdo de Asociación con la Unión Europea–. La 
continuidad, también puede vislumbrarse en el establecimiento de las áreas prioritarias 
de la política exterior: la “vocación latinoamericana”, fundamentalmente en la 
dimensión política; las políticas implementadas hacia los Estados Unidos, Europa y 
Asia Pacífico las cuales han permanecido constantes durante las tres administraciones. 
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Así, los objetivos de política exterior chilena hacia dichos países no se han modificado 
sustancialmente y se ha preservado la coherencia en el largo plazo.  

 
Los partidos políticos y la relación con Estados Unidos 

 
En este apartado, nos interesa mostrar cuál ha sido la posición que los partidos 

políticos chilenos, como actores del sistema político doméstico, asumieron frente a la 
relación con Estados Unidos. Sin embargo, cabe aclarar que los partidos políticos, si 
bien son actores importantes, no desempeñan un rol muy activo en el proceso de 
formación de la política exterior. Esto es así puesto que, en el sistema político 
trasandino, la política exterior tiene una impronta presidencial muy fuerte al igual que 
en numerosos países latinoamericanos. 

 
Ahora bien, el análisis de las posiciones asumidas por los principales partidos 

políticos frente a las relaciones con Estados Unidos resulta interesante, por dos razones 
principales.  

 
La primera, es que durante los primeros años de la transición democrática en 

Chile existió, lo que se conoce como la anomalía de la posición de la Derecha18

La segunda razón, se encuentra vinculada al proceso de articulación del 
consenso político en torno al modelo de inserción internacional de la República de Chile 
lo cual se evidenció en la aprobación del Tratado de Libre Comercio entre el país 

. Esta 
anomalía es observable en dos niveles: el regional y el doméstico. En el nivel regional 
se ha podido observar que los partidos de Derecha en la mayoría de los países de 
América Latina, han mostrado una posición favorable hacia Estados Unidos. Por el 
contrario, en el caso de Chile, las fuerzas políticas alineadas a la Derecha del espectro 
político exhibieron cierto grado de distancia hacia Estados Unidos, particularmente en 
los primeros años de la década de los ’90. En el nivel doméstico, la Alianza por Chile se 
hallaba frente a la siguiente paradoja: “… si bien no derrochan amor por los Estados 
Unidos, eran conscientes de que desde el punto de vista de los negocios que importan 
fundamentalmente a su electorado, era preciso mantener excelentes relaciones…” 
(Bustamante, 1991: 34). Es decir, que la Derecha se debatía entre el anti-
norteamericanismo arraigado en el resentimiento por el rol desempeñado por 
Washington en cuanto a la promoción del proceso de transición a la democracia en ese 
país y los intereses económicos y comerciales que los grupos aglutinados en este sector 
poseían. 

 

                                                 
18 En el debate sobre la aprobación del TLC Chile-Estados Unidos en la Cámara de Senadores, el senador 
Lavandero (DC) sostuvo lo siguiente: “Eduardo Galeano, el célebre escritor uruguayo, en una obra de 
publicación reciente, dice que Alicia después de visitar el País de las Maravillas se metió en un espejo 
para mirar el mundo al revés. Ahora le bastaría asomarse por la ventana a nuestra realidad. Vería a la 
Izquierda en la Derecha, al ombligo en la espalda, a los pies en la cabeza (Diario de Sesiones del Senado 
de la República de Chile, 2003: 62). 
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trasandino y la potencia hegemónica a fines del año 2003. En esa ocasión, se puso de 
manifiesto, una vez más, el sólido consenso entre la Concertación y la Alianza por 
Chile, que ha contribuido a hacer de la política exterior una política de Estado. 

 
La Derecha chilena y su percepción de las relaciones bilaterales con Estados Unidos 

 
Durante la primera mitad de los ´90, los partidos de la Concertación y los de la 

Alianza por Chile tenían percepciones disímiles respecto del tipo de vinculaciones que 
deberían establecerse con Estados Unidos. Las fuerzas políticas nucleadas a la derecha 
del espectro político tenían una percepción negativa de Estados Unidos. Ello se explica, 
en parte, por las implicancias derivadas del cambio de la ‘tesis Kirkpatrick’, durante la 
segunda administración republicana de Ronald Reagan, lo cual significó un duro golpe 
para el régimen militar chileno. La implementación de la ‘tesis Kirkpatrick’ simbolizó 
el fin del apoyo norteamericano a los gobiernos militares en América Latina y su 
reemplazo gradual a través del fomento de procesos de transición democrática, 
especialmente en los países del Cono Sur. Además, la administración Reagan aplicó 
algunas medidas que perjudicaron a la dictadura de Augusto Pinochet y que implicaron 
un mayor grado de tensión en las relaciones bilaterales. Tal es el caso de la Enmienda 
Kennedy, la exclusión de Chile del Sistema Generalizado de Preferencias Arancelarias, 
la suspensión de los seguros OPIC, entre otras. Todas estas medidas fueron debilitando 
el régimen militar transandino y junto con otros acontecimientos suscitados en el plano 
doméstico –los resultados del plebiscito de 1988 y la celebración de elecciones libres en 
1989–, coadyuvaron al inicio del proceso de transición.  

 
Como sostiene Fernando Bustamente, resulta muy llamativa la oposición de RN 

y de la UDI respecto de los Estados Unidos, teniendo en cuenta que tradicionalmente, la 
Derecha chilena había asumido posiciones afines con dicho país en el pasado. Así, en 
los primeros años de la década pasada, la percepción de algunos observadores era que 
Estados Unidos se estaba convirtiendo en la “bete noire de la Derecha” (Bustamante, 
1991: 33).19

                                                 

19 Cabe agregar a modo de ejemplo que RN ha presionado a la Cancillería de su país con el objeto de 
defender los derechos de los exportadores de frutas los cuales tenían muy restringido el ingreso de sus 
productos al mercado norteamericano después del célebre ‘caso de las uvas envenenadas’. También, los 
líderes de RN reclamaban a la Cancillería una gestión más activa en contra de las ya conocidas prácticas 
proteccionistas de Estados Unidos, las cuales afectaban, principalmente, los intereses de los grupos de 
exportadores de productos agrícolas (Bustamente, 1991: 33).  

 También, el autor advierte que al interior de los partidos de Derecha se 
había formado “(…) una verdadera cultura política conservadora anti-yanqui, que se 
manifestó en el rechazo al ‘intervencionismo’ de Washington en los asuntos internos del 
país y en prácticas comerciales consideradas hostiles (…)” (Bustamante, 1991: 34). 
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La visión de la centro-izquierda 
 
Las fuerzas políticas alineadas en la centro-izquierda del espectro político de la 

República de Chile –aquellos partidos que conforman la Concertación– parecían haber 
logrado “(…) una verdadera reconciliación con los Estados Unidos, y desarrollaron 
numerosos y amigables contactos con dicho país (…)” (Bustamante, 1991: 33). Es 
decir, que para los partidos de la centro-izquierda, las relaciones bilaterales con la 
potencia hegemónica fueron  analizadas desde una perspectiva más positiva que para la 
Derecha y, también más pragmática. En el caso de la Concertación, la percepción 
positiva se basaba, en parte, en el grado de apoyo que Washington prestó al proceso de 
transición democrática. De acuerdo con Bustamante, el rol de Washington respecto del 
proceso de redemocratización fue clave para modificar las percepciones tradicionales de 
estos grupos políticos. 

 
Algunos ejemplos que ilustran esta posición renovada de los sectores políticos 

que integraban la Concertación, los encontramos durante los primeros años de la 
administración demócrata-cristiana de Patricio Aylwin. Así, el gobierno de Aylwin se 
enfrentó a la ardua tarea de ‘normalizar’ las relaciones bilaterales con Estados Unidos. 
Tal proceso de negociación fue sumamente conflictivo puesto que se abordaron algunos 
temas sensibles para los partidos de la derecha, como el ‘Caso Letelier-Moffit’ y el 
‘Caso de las uvas envenenadas’, entre los más destacados. La primera administración 
trasandina, pos-dictadura, no sólo debió abordar los temas sensibles, si no que tuvo la 
titánica tarea de hallar una solución a los mismos.  

 
A lo largo de ese proceso de negociación, el gobierno de Chile enfrentó 

obstáculos en dos frentes: una férrea oposición a nivel doméstico y, en el plano externo 
debió negociar con un partner muy hábil, experimentado y poderoso como Estados 
Unidos. Finalmente, la Administración Aylwin logró satisfactoriamente su primer gran 
objetivo cual era la normalización de las relaciones bilaterales con Estados Unidos. 
Esto repercutió positivamente en la esfera doméstica y habilitó el inicio de un proceso 
de coordinación de políticas a través del cual se fue descomprimiendo paulatinamente la 
alta tensión que había signado esas vinculaciones durante las últimas dos décadas. En 
este sentido, el levantamiento de la enmienda Kennedy, la superación de los conflictos 
por el ‘caso Letelier’ y el ‘caso de las uvas’, el reestablecimiento del SGP y algunas 
otras cuestiones ligadas a la dimensión comercial, contribuyeron eficazmente a 
disminuir las tensiones. En lo que atañe a la dimensión externa, la redefinición del 
vínculo chileno-norteamericano fue la piedra basal de la posterior intensificación de las 
relaciones bilaterales la cual condujo a la firma, del tan anhelado y postergado, Tratado 
de Libre Comercio.   
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El consenso ‘bipartidista’: la aprobación del TLC Chile-Estados Unidos 
 
La distensión en las relaciones entre los sectores de la Derecha representados por 

RN y UDI y los partidos que integraban la Concertación de Partidos por la Democracia, 
comenzaron a ceder lentamente luego de que la administración republicana de George 
H. Bush enviara algunas señales positivas hacia Chile –puntualmente, con posterioridad 
al encuentro presidencial de octubre de 1990–. El símbolo de la ‘normalización’ de las 
relaciones chileno-norteamericanas fue la visita oficial del presidente de Estados Unidos 
a la República de Chile en el mes de diciembre de ese mismo año.  

 
Asimismo, importa destacar que seis meses antes de la visita presidencial –en 

julio de 1990–, el entonces presidente George Bush había anunciado públicamente la 
“Iniciativa para las Américas”, propuesta en la cual Chile tenía un particular interés. La 
Administración Aylwin estaba muy interesada en que Chile pudiera sumarse a dicha 
Iniciativa puesto que la posibilidad de iniciar negociaciones tendientes a la 
liberalización comercial con Estados Unidos ofrecía un gran potencial. La potencia 
hegemónica no sólo era el principal socio comercial de Chile sino también, el primer 
inversor. Además, cabe recordar, que los procesos de negociación de TLC’s constituían 
uno de los objetivos prioritarios de la estrategia de inserción internacional de Chile. 

 
Durante 1994, tuvo lugar un proceso de renovación de las máximas autoridades 

en ambos países. En Chile asumió una nueva administración liderada por la 
Concertación, cuyo presidente fue Eduardo Frei. La llegada de William Clinton a la 
presidencia de Estados Unidos representaba un doble cambio: por un lado, de las 
autoridades y, por el otro, de partido gobernante. 

 
Nos interesa, también despejar la cuestión sobre los cambios en la posición de la 

Derecha chilena que viabilizó la conformación del consenso nacional respecto de la 
relación de Chile con Estados Unidos. Para ello, hemos realizado un estudio 
pormenorizado de las líneas de pensamiento predominantes en la Derecha chilena a 
través del seguimiento de la publicación  Temas Públicos –es de carácter quincenal– y 
es publicada por Libertad y Desarrollo, uno de los Think Tanks20

La información fue obtenida a través del seguimiento del sitio web de Libertad y 
Desarrollo donde aparecieron los primeros artículos a favor de la negociación de un 

 más representativos de 
ese sector en materia de negociaciones orientadas a la liberalización de los flujos 
comerciales.  

 

                                                 
20 Además de Libertad y Desarrollo existen otros Think Tanks : el Instituto Libertad –el cual trabaja 
particularmente las cuestiones externas vinculadas al área de la defensa-, el Centro de Estudios Públicos –
cuyos trabajos son, en gran parte, análisis macroeconómicos, estudios de opinión, estudios de los sistema 
de partidos políticos y escasos trabajos sobre política exterior. En el caso de la Concertación, el Think 
tank más importante es Foro21. A través de sus trabajos pueden observarse estudios de diversa 
naturaleza: políticos, económicos, sociales y, en menor medida de política exterior. 
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TLC Chile-Estados Unidos después de la llegada de Eduardo Frei a la presidencia.21 
Esta modificación en la percepción de los dos partidos que conforman la Alianza por 
Chile, también se puede entender en función de los intereses del electorado que ambos 
partidos representan, tal como ya se lo expuso. Ello se vincula a que RN y UDI 
representan a algunos sectores empresarios ligados al sector exportador y con fuertes 
intereses en lograr una ampliación de los mercados internacionales. En ese contexto, el 
mercado norteamericano es el más codiciado no sólo por su tamaño sino también por el 
poder adquisitivo de su población. Por otra parte, tanto RN como UDI desarrollaron una 
labor pionera en lo que a liberalización comercial se refiere y, por lo tanto, han estado a 
favor del libre comercio. Tal es el caso del conjunto de medidas implementadas durante 
los años de la dictadura de Pinochet y que marcaron la primera etapa de apertura-
unilateral- de la economía trasandina. Además, ambas fuerzas políticas comparten los 
principios del liberalismo económico y, en consecuencia son partidarios y promotores 
de los procesos de liberalización comercial. El apoyo de estos sectores respecto de la 
negociación y luego, de la firma del TLC Chile-Estados Unidos puede observarse 
claramente en los artículos publicados en Temas Públicos entre 2000 y 2004.22

Del mismo modo, las exposiciones de los miembros del Senado de la República 
de Chile son una muestra elocuente del consenso existente en Chile respecto de la 
estrategia de inserción del país en el sistema internacional. También nos interesa aclarar 
que el modo en el que el país ha decidido relacionarse con el mundo es un tema que ya 
no se discute y ello se observa en las exposiciones de los senadores. Este consenso 
amplio se manifestó, incluso entre aquellos representantes de la Cámara Alta que no 

 
 

                                                 
21 En la publicación de Libertad y Desarrollo, Temas Públicos se encuentran artículos en lo que 
comienzan a expresar ideas favorables a la firma de un TLC Chile-Estados Unidos. A modo de ejemplo 
podemos citar: “Negociación con Estados Unidos”, Nº 194, 01/06/1994; “NAFTA, aprovechando una 
oportunidad”, Nº 209, 1570971994; “NAFTA y ahora qué”, Nº 222, 15/12/1994; “NAFTA: el nuevo 
escenario”, Nº 259, 03/10/1995; “Acuerdo Chile-Canadá: qué significa su rechazo”, Nº 336,  16/05/1997; 
“Los costos de no aprobar la “Vía Rápida”, Nº 362, 13/11/1997. También es posible rastrear la posición 
de la Derecha chilena, expresada  a través de Hernán Büchi  -ex - ministro de economía y ex -candidato a 
presidente de la Nación en las elecciones de 1989. En una Conferencia realizada en la Fundación 
Libertad, en la ciudad de Rosario-Argentina, sostuvo que Chile debía aprovechar todos los espacios de 
negociación para la liberalización comercial posibles ya sea Mercosur como Nafta (Büchi, 1993). 
22 “Acuerdo Chile USA y Política Exterior”, Temas Públicos, Nº 509, 7 de diciembre de 2000; “TLC con 
Estados Unidos: Una señal muy positiva”, Economía al Instante, Nº 74, 17 de diciembre de 2002; “TLC 
Chile-EE.UU: el triunfo y la consolidación del libre mercado”, Temas Públicos, Nº 609, 20 de diciembre 
de 2002; “Los 7 impactos del Tratado con Estados Unidos”, Temas Públicos, Nº 629, 6 de junio de 2003. 
También, se observa la misma posición en algunas entrevistas como por ejemplo la realizada al 
economista Tomás Flores (Director del Programa Economía del Instituto Libertad y Desarrollo)  “TLC 
Chile-EE.UU. nos acerca al mundo industrializado”, 13 de diciembre de 2002; disponible on line: 
http://www.libertadydesarrollo.cl/programas/economico/tlc/tlc.html;  a Cristián Larroulet (Director 
Ejecutivo del Instituto Libertad y Desarrollo y director de campaña de Joaquín Lavín), “No tendríamos 
TLC sin 25 años de apertura”, Revista Cosas, 2 de enero de 2003; Luis Larraín (Economista y Subdirector 
del Programa Economía del Instituto Libertad y Desarrollo) “TLC, mirando más adelante”, El Diario 
Financiero, Santiago, 16 de diciembre de 2002. Para el caso del Think tank más representativo de la 
Concertación ver: Heine, Jorge “Chile y el mundo en 2002. Un año de oro”, Revista Foro, Nº 21, enero-
febrero 2003; Gaáfulic, Igor “Balance internacional 2003. Los TLC’s abrieron el futuro”, Revista Foro, 
Nº 31, diciembre de 2003. 
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votaron a favor –aquellos que votaron en contra o se abstuvieron–, quienes, a pesar de 
ello, coincidieron en resaltar los logros alcanzados por el país en materia de política 
exterior y, fundamentalmente, en materia de liberalización comercial.23

De acuerdo con lo expresado por la entonces Ministra de Relaciones de 
Exteriores de Chile, Soledad Alvear, con la firma del TLC Chile-Estados Unidos “… 
culmina un ciclo en el desarrollo de la economía chilena, al consolidarse nuestra actual 
institucionalidad económica [...] podríamos decir que ésta es la piedra que viene a 
completar los fundamentos para asumir el reto de insertarnos exitosamente en la 

 
 
En suma, la firma y posterior aprobación del Tratado de Libre Comercio entre 

Chile y Estados Unidos fue el resultado de un largo camino recorrido con constancia a 
lo largo de más de una década. La primera administración pos-dictadura fue la 
encargada de ‘normalizar’ las relaciones chileno-norteamericanas y, fue la que aceptó el 
inicio de las negociaciones con el proyecto de Iniciativa para las Américas. La 
administración de Eduardo Frei logró comenzar a gestionar los conflictos políticos 
domésticos para arribar a un consenso nacional que garantizara la continuidad del 
proyecto de inserción internacional, iniciado en la etapa anterior. También en este 
segundo período comenzaron a ceder, paulatinamente, las tensiones entre los sectores 
políticos de RN-UDI y la Concertación conformándose así un consenso nacional 
amplio. Finalmente, fue durante el período presidencial del socialista Ricardo Lagos que 
las negociaciones de libre comercio entre Chile y Estados Unidos se plasmaron en el tan 
esperado TLC.  

 

                                                 
23En tal sentido, el Senador institucional José Martínez Busch quien votó a favor del TLC Chile-Estados 
Unidos resaltó a lo largo de su exposición “(...) que el marco de referencia que permitió que el proceso de 
apertura contribuyera derechamente al desarrollo de Chile en los últimos 30 años fue la política 
económica de crecimiento hacia afuera implantada por el Gobierno militar. La visión del Almirante don 
José Toribio Merino Castro en ese sentido, al presentar como solución para el problema de desarrollo la 
búsqueda de mercados exteriores, hizo posible, finalmente, arribar a este Acuerdo (Diario de Sesiones del 
Senado de la República de Chile, 2003, p. 67). Por su parte, Jovino Novoa (UDI) quien también dio un 
voto favorable al TLC explicó que “A mediados de la década del 70 se inició un proceso de 
transformación económico-social fundado en el fortalecimiento de la economía social de mercado, en una 
mejor protección a la propiedad privada y en el estímulo de la libre empresa (..). Con el transcurso del 
tiempo se han sucedido distintas estrategias exportadoras. Y el país, no sólo con el apoyo de nuestro 
sector, de nuestro Partido, sino que –diría-(...), con un amplio apoyo nacional, ha incorporado como 
política de Estado la de libre comercio. Y con esa orientación ha suscrito importantes acuerdos bilaterales 
y multilaterales” (Diario de Sesiones del Senado de la República de Chile, 2003; 88-89). Rafael Moreno 
(DC) se abstuvo en la votación, sin embargo destacó que “Chile, desde que volvió al sistema democrático, 
en 1989, optó por sumarse al proceso de la globalización a través de la plena inserción en los mercados 
internacionales, mediante la apertura de su economía. Dicha apertura la buscó -o la sigue buscando- por 
tres caminos, no todos ellos exitosos hasta el momento: el primero, la rebaja unilateral de nuestros 
aranceles para permitir un comercio más adecuado; el segundo, su reducción bilateral por la vía de 
tratados de libre comercio; y el tercero, las negociaciones en la Organización Mundial de Comercio 
(Diario de Sesiones del Senado de la República de Chile, 2003: 113). Juan Antonio Coloma (UDI) 
expresó que “si alguien dudaba del compromiso de nuestro país con una sana libertad económica, creo 
que la suscripción de este Tratado (...) es una muestra definitiva del apoyo medular de Chile respecto de 
ese principio hacia el futuro. (...) atrás quedarán grandes batallas ideológicas, proyectos estatistas, 
barreras arancelarias y economías cerradas que dominaron y ganaron parcialmente la discusión en las 
décadas de los 50 a los 70 (Diario de Sesiones del Senado de la República de Chile, 2003: 122). 
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economía global [...] es un certificado de calidad otorgado al país en razón del manejo 
responsable de su economía a lo largo de los últimos 15 años, de la consolidación de la 
democracia, de la madurez de sus instituciones y de la continuidad de sus políticas [...], 
impulsadas por los Presidentes Aylwin, Frei y Lagos...” (Diario de Sesiones del Senado 
de la República de Chile, 2003: 23-25).24

La segunda cuestión, la resolución de los litigios pendientes con Argentina, fue 
resuelta luego de arduas negociaciones, merced a la fuerte voluntad política de ambos 
presidentes y al denodado esfuerzo realizado por  los Ministros de Relaciones Exteriores 
de Argentina y de Chile. De acuerdo con Fernando Bustamante, una de las áreas de 
cuestiones que dividía al oficialismo y a la oposición en los primeros años ’90, era 
precisamente el modo en el que concebían la soberanía nacional (Bustamante, 1991: 
36). En la misma dirección, afirma que mientras la UDI y RN eran tributarias de las 

 Tal como ya se mencionó, la firma del TLC 
entre Santiago y Washington simbolizó el ‘punto de llegada’ de una política exterior y, 
consecuentemente, de una estrategia de inserción internacional, que ha sido capaz de 
sortear los vaivenes políticos domésticos durante trece años, convirtiéndose así en una 
política de Estado. 

 
Los partidos políticos y la relación con el Cono Sur 

 
La posición asumida por los partidos políticos en relación a las vinculaciones de 

Chile con el Cono Sur resulta relevante para mostrar que los desencuentros de los 
primeros años del proceso de transición, fueron superados satisfactoriamente.  

 
Algunos de los temas que han generado desencuentros puntuales, aunque fueron 

resueltos por la vía del consenso, fueron el restablecimiento de las relaciones 
diplomáticas con Cuba y la resolución de los conflictos territoriales con Argentina. 

  
El primero, se caracterizó por ser un tema “altamente conflicto y emocional” el 

cual fue resuelto, finalmente, durante el período presidencial de Eduardo Frei 
(Bascuñan, 1991: 34). La posición de los sectores nucleados a la derecha –RN y UDI– y 
en el centro –Democracia Cristiana (DC) y el Partido por la Democracia (PPD)– del 
espectro político manifestaban una fuerte oposición al restablecimiento de relaciones 
diplomáticas. El argumento que los representantes de estos sectores esgrimían era que, 
aún luego del restablecimiento de la democracia, Cuba continuaba financiando a grupos 
internos de la izquierda radical como la línea más dura del Partido Comunista chileno y 
el Frente Patriótico Manuel Rodríguez. Así, durante la administración de Patricio 
Aylwin y hasta 1995, las relaciones con el último bastión del comunismo en América 
Latina estuvieron limitadas sólo al nivel consular. 

 

                                                 

24 En la misma dirección que la opinión expresada por la ex Ministra de Relaciones Exteriores de Chile se 
encuentran los testimonios de los entonces senadores Alejandro Foxley (DC), Andrés Zaldívar Larraín 
(DC, Presidente de la Cámara de Senadores durante el debate del TLC)  y  Ricardo Núñez Muñoz (PS).  
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viejas teorías geopolíticas –la soberanía era irrestricta y absoluta–, los partidos de la 
Concertación se acercaban a la visión interdependentista, asociada al mundo 
comercialista –en términos de Richard Rosencrance–. Finalmente, los parlamentos de 
Argentina y de Chile lograron la ratificación del acuerdo sobre Hielos Continentales 
poniendo fin a los litigios pendientes. En esa ocasión, la Cámara de Senadores del país 
trasandino aprobó dicho acuerdo por 34 votos a favor y 12 en contra. Cabe señalar, que 
los sectores políticos que votaron en contra fueron los más conservadores: la mayoría de 
los senadores de la UDI –con la  excepción del voto de Cristina Leavy quien votó a 
favor–, RN –a excepción de cinco senadores que votaron a favor– y gran parte de los 
senadores designados (Colacrai, 2004: 32). 

 
También se enmarca en los temas territoriales la cuestión de la mediterraneidad 

de Bolivia que a diferencia del caso argentino, aún no se ha resuelto. Ello se explica a 
partir de una multiplicidad de factores interrelacionados más ligados a la falta de 
acuerdo entre las partes que a las diferencias de posiciones entre los partidos políticos 
puesto que Chile ha mantenido a lo largo de su historia una tradición legalista, 
entendida como fuerza profunda. Esto se traduce en “el respeto de los tratados 
internacionales para no modificar situaciones vinculadas a la cuestión territorial” 
(Colacrai y Lorenzini, 2005: 58). 

 
Ahora bien, contrariamente a lo que podría pensarse el Acuerdo de 

Complementación Económica Nº 35 Chile-Mercosur contó un respaldo amplio, que 
incluyó a los sectores de la Derecha. Ello se pone de manifiesto en los resultados de la 
votación del acuerdo en la Cámara Alta de Chile. El ACE Nº 35 fue aprobado por 36 a 
favor,25 3 votos en contra26 y una sola abstención.27

El senador Sergio Romero (RN) fundamentó su voto en contra a partir de la 
articulación de un conjunto de argumentos. Uno de ellos sostenía que la aprobación del 
tratado suponía una pérdida de soberanía para Chile puesto que se delegaban facultades 
a la Comisión Administradora del Tratado y que ello suponía un ‘cheque en 
blanco’.También afirmó que la aprobación de la ‘cláusula democrática’ permitía una 
interpretación discrecional a los Estados del Mercosur en la determinación de conductas 
antidemocráticas. Sobre este punto, el Senador Zaldívar criticó la posición de Romero y 
se preguntaba “… si la Constitución Nacional establece que Chile es una república 
democrática, entonces, ¿por qué ha de incomodarnos la exigencia de mantener la 

 
 

                                                 
25 Los senadores que votaron fueron: Bitar, Calderón, Carrera, Cooper, Díaz, Díez, Errázuriz, Feliú, 
Fernández, Arturo Frei, Carmen  Frei, Gazmuri, Hamilton, Hormazábal, Horvath, Huerta, Lagos, Larre, 
Lavandero, Letelier, Matta, Mc-Intyre, Muñoz Barra, Ominami, Otero, Páez, Piñera, Prat, José Ruiz), 
Ruiz-Esquide, Sinclair, Thayer, Urenda, Valdés, Adolfo Zaldívar  y  Andrés Zaldívar. 
26 Los senadores Larraín, Romero y Ríos. 
27 Se abstuvo en la votación el senador Cantuarias. 
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democracia? ¿Por qué se sostiene que esto pueda ser un riesgo?...” (Diario de Sesiones 
del Senado de la República de Chile, 1996). 

 
Otro de los temas cuestionado por el senador Romero fue que, a través del 

Tratado de Integración, Chile estaría habilitando el acceso a la Cuenca del Pacífico a los 
países atlánticos y ello implicaba la pérdida de una ventaja comparativa natural así 
como también la renuncia a una posición estratégica privilegiada. En la opinión del 
senador Romero, el acuerdo con el Mercosur es “una senda sin retorno” y por lo tanto, 
no es el camino a través del cual Chile puede continuar desarrollándose. Por lo tanto, 
Romero estimaba que la mejor opción para su país continuaba siendo la apertura 
unilateral, el comercio global y generalizado con el conglomerado de naciones. 

 
Una cuestión que ha aparecido de manera reiterada tanto en las intervenciones 

de representantes de la Concertación como de la oposición era la inexistencia de un 
mecanismo de solución de controversias de carácter permanente que estableciera reglas 
claras frente a la eventual emergencia de conflictos comerciales derivados del proceso 
de integración. 

 
Por su parte, el senador Hernán Larraín (UDI) se centró en el argumento que 

consideraba que la mejor manera de integrarse al mundo era por la vía multilateral y, 
por lo tanto, el acuerdo con el Mercosur entrañaba el riesgo de que el bilateralismo 
operara como una limitante sobre la integración global. Además, ello ponía en tela de 
juicio la continuidad de los aranceles parejos a raíz del establecimiento de acuerdos 
preferenciales con otros mercados. También sostuvo, que la firma del ACE Nº 35 podía 
conducir a Chile a una situación de dependencia respecto de sus vecinos a lo que se 
sumaba el agravante de la inestabilidad económica crónica que caracterizaba a los 
países del entorno regional.  

 
Además de los miembros del Senado, también asistió el entonces Ministro de 

Relaciones Exteriores, José Miguel Insulza cuya exposición se centró en demostrar que 
todos los puntos exigidos, por los diferentes sectores, como condición sine qua non para 
que el acuerdo fuese satisfactorio, habían sido resueltos en la dirección por ellos 
señalada. Los temas a los cuales nos referíamos anteriormente son: 1- la exigencia para 
que Argentina elimine la tasa estadística, 2- el mantenimiento del sistema de bandas de 
precios para los productos agrícolas, 3- la reducción de los aranceles en el rubro textil y, 
4- la exclusión de los vinos de las listas de productos sujetos a desgravación. Cabe 
señalar que, la tasa estadística argentina fue eliminada y ello garantizaba un acceso 
preferencial de los productos chilenos al mercado argentino; el sistema de bandas de 
precios se mantuvo y ello significó la extensión del plazo para la desgravación de 
aquellos productos protegidos por dicho sistema; los aranceles en los rubros de calzado 
y textil experimentaron una reducción de 90% a tan sólo el 25% y, los vinos –tanto los 
producidos en Argentina como en Chile– fueron incluidos en las Listas de excepción 
(Diario de Sesiones del Senado de la República de Chile, 1996). 
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Asimismo, el Canciller Insulza detalló cuáles serían los costos potenciales del 

‘no acuerdo’. En líneas generales sostuvo que la no aprobación del ACE 35 tendría 
importantes consecuencias políticas y económicas. En este sentido, Chile no era el 
único país que estaba negociando con el Mercosur –también lo estaban haciendo 
México, Venezuela, Colombia, Ecuador, Perú y Bolivia–. En ese contexto, la no 
participación de Chile en el mayor bloque económico del Cono Sur tendría como 
consecuencia la exclusión del país en los debates sobre los problemas que afectan a la 
subregión. Insulza se preguntaba qué haremos, entonces, cuando los países del 
Mercosur nos convoquen a consultas sobre temas de la región o del hemisferio, les 
diremos que “(…) ¿nosotros no conversamos con ellos porque somos autónomos, 
somos de afuera, nos mantenemos al margen? (...)”. Y lo más grave, es que en un 
mundo crecientemente interdependiente y globalizado “… ya no va quedando espacio 
para los países aislados (…)” (Diario de Sesiones del Senado de la República de Chile, 
1996). 

 
Las consecuencias económicas más representativas se derivaban de la pérdida de 

las preferencias arancelarias acordadas en el marco de la ALADI en 1980, las cuales 
estaban prontas a vencer en diciembre de 1996. Si esto sucedía, las exportaciones 
transandinas al Mercosur quedarían sujetas al pago de un elevado arancel externo 
común y ello representaba un gasto adicional de mil millones de dólares (Diario de 
Sesiones del Senado de la República de Chile, 1996). 

 
Asimismo, el Ministro resaltó el efecto negativo que el rechazo del acuerdo con 

el Mercosur tendría sobre las negociaciones con el NAFTA y con la Unión Europea ya 
que ello pondría de manifiesto la ausencia de compromiso político por parte del 
Congreso si éste rechazaba lo que había sido acordado previamente. 

 
Una vez que el tratado fue aprobado, el entonces Ministro de la cartera de 

exteriores, expresó “… este es un gran momento para el país. Por una parte, se ha 
ratificado un Tratado fundamental para nuestra inserción internacional y nuestra 
integración en América Latina, y por otra, la amplia mayoría a favor del mismo 
fortalece la posición de Chile en el continente y nos permite enfrentar unidos los 
desafíos que la nueva asociación nos impone…” (Diario de Sesiones del Senado de la 
República de Chile, 1996). 

 
En suma, los debates que tuvieron lugar en la Cámara de Senadores de Chile 

cuyo resultado consistió en la aprobación del ACE 35 fueron un fiel reflejo del amplio 
consenso forjado en el plano doméstico en torno a la estrategia de inserción 
internacional del país y ello explica la coherencia de la política exterior haciendo de ella 
una política de Estado. 
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Consideraciones finales 
 
En este trabajo, sostuvimos que los procesos políticos democráticos constituyen 

una de las fuerzas profundas que ha moldeado la identidad de la República de Chile en 
su accionar internacional. La identidad es entendida como un proceso de construcción 
social en el que se conjugan elementos ideacionales –ideas, percepciones, experiencias 
personales e históricas– y materiales –recursos económicos, humanos, financieros, 
territoriales, militares– que moldean las acciones de los hombres individuales, de los 
hombres de Estado que inciden sobre el contenido y el estilo de las políticas públicas 
que éstos tienen a su cargo. Además, tomamos en cuenta las acciones y omisiones de los 
otros actores puesto que la forma a través de la cual dos Estados se perciben en sus 
relaciones mutuas puede alterar o no el contenido de tales vínculos. Es decir, que el 
proceso de interacciones con los otros también contribuye a la conformación de la 
identidad. La política exterior –como política pública– está comprendida dentro de esta 
lógica de pensamiento. Esta combinación de elementos peculiares que reconocen un 
doble origen, es la llave que nos permite comprender la singularidad del fenómeno 
estudiado. 

 
Así, el contenido que cada época histórica le asignó a la democracia se ha 

reflejado con intensidades distintas en el estilo de conducción de la política externa. Las 
particularidades del proceso de transición –enclaves autoritarios, amarres 
institucionales, relaciones cívico-militares– impactaron sobre la reformulación de la 
estrategia de inserción en el concierto de naciones. Esto se evidenció en la creciente 
ampliación de los márgenes de maniobra desde el gobierno de Aylwin, pasando por el 
de Frei y finalizando con el de Lagos. De los tres gobiernos de la Concertación el que 
tuvo menor autonomía fue, sin duda, el de Patricio Aylwin. 

 
 Los condicionamientos domésticos sobre el contenido de la política externa se 

observaron en las dificultades para normalizar las relaciones con Estados Unidos, 
resolver los conflictos limítrofes con Argentina, reestablecer relaciones diplomáticas 
con Cuba, ratificar el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, aprobar el 
Acuerdo de Complementación Económica a través del cual Chile se incorporó como 
Estado asociado al Mercosur, entre otros. En este sentido, la reticencia de los partidos 
políticos RN y UDI para abordar tales cuestiones se comprende si se incorporan al 
análisis el ideario de sus líderes así como sus experiencias individuales e históricas. 

 
Las características geográficas –su tamaño, su forma y su ubicación–, la 

estructura de su economía –la importancia del cobre, la temprana apertura unilateral de 
su economía la cual facilitó la posterior negociación de TLC’s, etc–, el tamaño de su 
población y la formación de los nuevos líderes democráticos –gran parte de ellos 
vivieron en el exilio durante la dictadura y realizaron sus posgrados en universidades 
reconocidas internacionalmente– influyeron sobre el cambio en las percepciones que 
Chile ha tenido de sí mismo. Esto, a su vez, incidió en el proyecto de país que se 



 

 

86 

comenzó a gestar a partir de los ´90 y se trasladó, también, a las características del 
diseño de la política exterior –su fuerte contenido comercial, su carácter múltiple y 
pragmático, la adopción del principio del regionalismo abierto, la preservación de un 
amplio margen de autonomía individual–.  

 
A lo anterior se suman, las características propias que el sistema internacional 

adopta en la Pos Guerra Fría –la bipolaridad deja de ser el eje estructurante de la política 
internacional, el denominado Nuevo Orden Internacional, inspirado en los postulados 
del institucionalismo liberal: democracia y libre mercado, generó un clima de 
optimismo; la globalización e interdependencia crecientes colocaron a los temas 
económicos en un lugar destacado– lo que condujo a los Estados a modificar el 
contenido de sus agendas de política exterior. Por su parte, Estados Unidos intentó una 
nueva forma de relacionamiento con los países latinoamericanos en general, y con 
Chile, en particular lo cual influyó modificando las percepciones de la elite trasandina. 
El patrón de relacionamiento con Argentina experimentó un cambio de signo positivo. 
A partir de la redemocratización a ambos lados de la cordillera, los vínculos se tornaron 
más cooperativos y a ello contribuyó el proceso de construcción de confianza que 
ambos Estados llevaron adelante.  

 
Ahora bien, la identidad se concibe como un proceso dinámico sujeto a cambios 

lo que conlleva la posibilidad siempre abierta de construirse y reconstruirse 
permanentemente a lo largo del tiempo. La flexibilidad de esta noción es lo que nos 
permite comprender las modificaciones en las percepciones de los legisladores de la 
Concertación y de la oposición quienes, finalmente, acompañaron al ejecutivo en la 
gestión de la estrategia de inserción. Así, se forjó un amplio consenso en torno a la 
estrategia de inserción internacional que redundó en la continuidad de sus líneas 
directrices. La política exterior en Chile ha podido superar, aunque no estuvo exento de 
dificultades, los vaivenes políticos domésticos –puesto que sus líderes han sido capaces 
de articular el consenso de todos los sectores políticos– y puede ser considerada una 
política de Estado.  
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Resumen: En este capítulo se describen algunos mitos nacionales brasileños, como uno de los 
más poderosos instrumentos para la construcción de las identidades nacionales, y su influencia 
en el imaginario colectivo de la población. Asimismo se resalta la autopercepción, tanto social 
como política, de Brasil como un país grande con peso propio en el sistema internacional. De 
esta forma se describen algunos hitos de comportamiento dentro de dos de los organismos 
internacionales más importantes: la Sociedad de Naciones y la Organización de Naciones 
Unidas, que reflejan dicha autopercepción. 

Palabras claves: identidad nacional, Brasil, mitos, autopercepción 

 

Abstract: This chapter describes some brazilian myths as one of the most powerful means to 
build national identities, and their influence on the population social imaginary. Also is stand 
out the autoperception, social as well as political, of Brazil as a big country with self importance 
in the International system. So it will be describe some behavior landmarks inside two of the 
most important International organisations: League of Nations and United Nations Organisation, 
that shows the above mentioned self importante. 

Key words: national identity, Brazil, myths, self perception 
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Introducción 
 

Las naciones requieren, para su supervivencia, de la construcción de una 
identidad colectiva como amalgama para contrabalancear los elementos fragmentarios 
que todas ellas enfrentan. Esta identidad es una construcción hecha de varios 
‘ingredientes’, usualmente cargados de componentes emocionales compartidos. 
Asimismo, las “… fuerzas profundas y cuestiones identitarias influyen sobre la política 
exterior de los estados favoreciendo –o no– su capacidad de respuesta para generar 
cambios positivos, que apunten a la inclusión de los intereses  del conjunto de la 
población y faciliten la búsqueda de respuestas a sus necesidades” (Busso y Pignatta, 
2009, 8). Siguiendo a Adler (1997), cabe agregar que un Estado actúa sobre la base de 
normas y reglas que han emergido en determinadas circunstancias históricas y 
culturales. 

 
Podemos afirmar que el punto de partida de la construcción de la identidad 

colectiva es la idea de un interés común. En la reflexión constructivista sobre la 
identidad en relaciones internacionales subyace la afirmación de que las identidades son 
las bases de los intereses. De acuerdo al constructivismo, los intereses presuponen las 
identidades y, de este modo, el estudio de la identidad es necesario en orden a estudiar 
el interés o la formación de preferencias. En lugar de asumir los intereses estatales o 
inferirlos de la estructura material del sistema internacional, los constructivistas 
exploran el rol de las identidades en la constitución de intereses (Merke, 2008: 37-39). 

 
Se puede hablar de identidades nacionales que se formaron y se forman en 

función de la vida internacional, en el contacto y la interacción con el Otro. La instancia 
externa de intermediación con el mundo, a partir de la política exterior de un país, parte 
de una visión de identidad colectiva que señala especificidades. Entre estas 
especificidades cabe destacar la localización geográfica en el mundo, la experiencia 
histórica, el código del idioma y de la cultura, los niveles de desarrollo y los datos de la 
estratificación social. La política exterior tiene la tarea de defender en forma 
permanente los intereses de un Estado frente al mundo1

En el caso que nos ocupa, creemos que la identidad nacional de Brasil puede 
inferirse a través de determinadas fuerzas profundas o convergencia de diferentes 
elementos  constitutivos. Siguiendo a Busso y Pignatta se establece una diferencia entre 
elementos primigenios y circunstanciales, que conforman el proceso de construcción de 
la identidad: “Los primeros son aquellos que nos constituyen, que nos preceden, que 
están fuera de elección, como por ejemplo la raza, la etnia, el  lenguaje, la geografía, los 
símbolos, la historia, las creencias preexistentes de la comunidad donde nos insertamos. 
Como se observa, algunos de ellos naturales y otros sociales, serían el reservorio más 

 (Lafer: 2002). 
 

                                                 
1 Con respecto a esto, podemos agregar que, según Lafer (2002: 25), la Identidad Internacional de un Estado es “… el conjunto de 
circunstancias y predicados que diferencian su visión y sus intereses, como actor en el sistema mundial de los que caracterizan a los 
demás países”. 
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primitivo, la impronta, que por su calidad de estructurante, llegan a  determinar y/o 
influenciar –según el caso– comportamientos” (2009: 14).  

 
De esta forma, la incidencia de la perspectiva de la tradición – en y desde la 

clase dirigente – es fundamental como rasgo permanente de la identidad nacional ya 
que: “Toda identidad política se constituye en referencia a un sistema temporal en el que 
la interpretación del pasado y la construcción del futuro deseado se conjugan para dotar 
de sentido a la acción presente” (Aboy Carlés, 2001: 68). Diplomacia e historia en 
Brasil se encuentran vinculadas de diversos modos y por diversas razones, sobre todo 
porque se reflejan visiones y percepciones de intereses nacionales anclados en la propia 
formación del Estado, sus características distintivas y la tensión con la que cada país, al 
ejercer su individualidad y su soberanía, carga en su relación con el otro (de Seixas 
Corrêa, 2000). El proceso diplomático brasileño ha hecho un culto de sus pensamientos 
y acciones que tienen vocación de permanencia en el tiempo, de tradición, de contacto 
del presente con el pasado y el futuro. La política externa brasileña está vinculada a los 
intereses permanentes y nacionales a largo plazo, de ahí deriva su coherencia y 
continuidad a través del tiempo. La tradición diplomática de Brasil, desde su 
independencia, le ha dado sentido estratégico y pragmático a su política exterior, 
evitando desvíos bruscos de doctrina. Así, este elemento, en principio circunstancial, se 
ha convertido, con el correr de los años en un elemento primigenio. 

 
Otro elemento primigenio, que será en parte analizado por Julieta Cortés en otro 

capítulo de este libro, es la alteridad: “… no hay identidad si no hay límites que la 
definan, no hay identidad fuera de un sistema de diferencias…” (Aboy Carlés, 2001: 
64). Hablar de identidades significa hablar de relaciones entre un Yo y un Otro. Sin 
embargo, aunque la relación con el Otro es crucial, resulta importante destacar que, 
como afirma Waever (1996), un abordaje discursivo de la identidad no tiene por qué 
suponer que el antagonismo sea la principal fuente de sentido y construcción de una 
identidad. Es decir, se trata de llamar la atención sobre la posibilidad de construir 
sistemas no antagónicos de diferencias; los Otros no son siempre actores amenazantes o 
necesarios en tanto diferencias para construir identidades. De hecho, a partir del Barón 
de Rio Branco, la clásica dicotomía schmittiana amigo-enemigo irá desapareciendo del 
discurso brasileño, esto último será también específicamente analizado en el artículo de 
Cortés. 

 
Por otra parte, la promoción del desarrollo económico como interés nacional y 

eje rector de ideas, discursos y acciones de los distintos gobiernos brasileños es 
fundamental para comprender los objetivos políticos internos y su vinculación con la 
acción externa. Aunque no será analizado en este artículo, el desarrollo económico es 
definitivamente un elemento primigenio de la identidad nacional de Brasil. Como señala 
Rodrigues (1961: 173) la idea de desarrollo no es nueva, sino que está estrechamente 
vinculada con la de prosperidad, inscripta en la Constitución brasileña de 1824. El 
objetivo principal de las políticas implementadas estuvo basado en el establecimiento de 
una diplomacia que estuviera fundamentada en el interés nacional de Brasil, en lugar de 
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una diplomacia alineada a intereses externos. Para esto se apuntó al estrechamiento de 
relaciones económicas y políticas con otros estados, teniendo como fin último el 
desarrollo económico de Brasil. 

  
Por último, los mitos nacionales, especialmente los de los orígenes de la nación, 

son uno de los más poderosos instrumentos para la construcción de las identidades 
nacionales (Murilo de Carvalho, 2000). En este artículo se describirán algunos de ellos 
y su influencia en el imaginario colectivo de la población. La principal característica de 
un imaginario es establecer la identidad de un determinado grupo social, a través de 
nociones de legitimidad: “A potência unificadora dos imaginário sociais é assegurada 
pela fusão entre verdade e normatividade, informações e valores, que se opera no e por 
meio do simbolismo [...] Para garantir a dominação simbólica, é de importância capital 
o controlo destes meios, que correspondem a outros tantos instrumentos de persuasão, 
pressão e inculcação de valores e crenças.” (Baczko, 1984: 313). 

 
Por otra parte, la autopercepción, consiste en “… pensar la identidad como una 

herramienta que los sujetos utilizan para darle sentido al mundo que los rodea y por lo 
tanto para moldear las acciones. La máxima podría definirse como Dime cómo 
interpretas el mundo y te diré el significado que le das a tus acciones. Los sujetos 
interpretan la realidad a partir del discurso que tienen de ellos mismos” (Merke, 2008: 
48). Dicho esto, cualquiera que escuche hablar a un brasileño sobre su país percibirá que 
tienen la selva más frondosa del mundo, el río más caudaloso del mundo, el mejor 
carnaval del mundo, las playas más finas del mundo, el mejor fútbol del mundo… En 
fin, son lo más grande del mundo, es decir, se autoperciben como grandes.  

 
Sin embargo, y para abogar en su defensa, hay que decir que esta idea de 

grandeza no es casual, sino que forma parte de su identidad. Como mencionamos, la 
identidad de un país, entre otras cosas, la conforman aquellos mitos, leyendas y 
creencias que forman parte del imaginario colectivo y que estuvieron siempre presentes 
en la historia narrada. El significado de estos mitos está vinculado a una cierta cadena 
de memoria, más allá de su sentido o uso original. Las leyendas y mitos escogidos 
nunca son aleatorios o inevitables: siempre conducen a determinadas formas de 
percepción de un grupo social, que ya existía anteriormente. 

 
El Descubrimiento del ‘Paraíso Terrenal’ 
 

El Nuevo Mundo no se llamó así por razones puramente geográficas, sino 
también por motivos mesiánicos. Según el Apocalipsis el mundo debía esperar su 
Salvación fuera de la tierra ya conocida. Así Colón, que había avistado la costa de Pária 
al norte del Amazonas, escribió una carta al Sumo Pontífice en 1502 comentando: “Creí 
y creo aquello que creyeron y creen todos los santos y sabios teólogos; que allí, en la 
comarca, es el paraíso terrenal” (Mourâo, 2002). 
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Hasta Colón, la fantasía utópica era el (re)encuentro del paraíso terrestre, idea 
sustraída de la Edad Media. Con el descubrimiento de América esto se torna en una 
realidad, ya que el nuevo continente ofrecía varias de las particularidades de aquello que 
se procuraba encontrar en el paraíso terrenal, aunque no era exactamente idéntica a la 
fantasía mítica de la Biblia ya que aquí se planteaba que el mismo se localizaría en el 
Oriente. A partir del relato bíblico, las grandes profecías, particularmente las de Isaías, 
describían con profusión de detalles el Oriente-Paraíso, tierra cortada por ríos cuyos 
lechos son de oro y plata, zafiros y rubís, por donde corren leche y miel, en cuyas 
montañas se derraman piedras preciosas, habitadas por gentes bellas, indómitas, dulces 
e inocentes como en el Día de la Creación, promesa de felicidad perenne y redención. 
Basado en los textos proféticos y en textos de los clásicos, particularmente de Ovidio y 
Virgilio, el cristianismo medieval creó una literatura cuyo tema era la localización y 
descripción del Paraíso Terrestre, literatura que será retomada con vigor durante el 
Renacimiento (siglos XV y XVI), sobre el impacto de fuertes corrientes milenaristas y 
proféticas (Chauí, 2001). 

 
El Paraíso Terrestre es el Jardín Perfecto: vegetación lujosa y bella (flores y 

frutos perennes), fieras dóciles y amigas (en profusión inigualable), temperatura siempre 
amena (“ni muy frío, ni muy caliente”, repite toda la literatura), primavera eterna contra 
el otoño del mundo del que se hablaba en el final de la Edad Media, refiriéndose al 
sentimiento de declinación de un viejo mundo y la esperanza de restitución del origen, 
ideas vigorosamente retomadas por el Renacimiento en donde se elaboraron utopías de 
ciudades perfectas guiadas por el Sol, fuente de la futura elaboración de la imagen de 
Brasil como El Dorado. 

  
Como nos explica Langer (2001), el espacio amazónico no fue inventado por el 

conquistador europeo, ni fue construido únicamente a partir de su empirismo. 
Constituyó un imaginario basado en imágenes clásicas, en relatos de viajantes orientales 
y en mitos medievales. Al pisar tierras desconocidas, el descubridor europeo codificó 
réplicas de su propio pensamiento, intentando con eso explicar la diversidad y el 
desconocimiento geográfico. Con el pasar del tiempo, esa relación no desapareció, sino 
que sobrevivió hasta el siglo XIX. El clima, los paisajes, y los habitantes fantásticos del 
Nuevo Mundo fueron consolidados por la literatura de viajeros modernos, 
principalmente en torno de un eje discursivo preponderante: América no es Europa. 

 
De este modo, con el descubrimiento de América, se encontrarían los motivos 

paradisíacos y el mito de El Dorado. Las Américas son, para los colonizadores, entre los 
siglos XVI y XVIII, la verdadera materialización del paraíso. La visión edénica de la 
nueva tierra fue reiterada por portugueses, brasileños y extranjeros, hasta que se 
convirtió en un importante ingrediente del imaginario nacional. Como plantea Murilo de 
Carvalho “It became the Brazilian Edenic Myth” (2000: 61).  
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El Milagro de Ourique y las contribuciones de Vieira y Vasconcelos 
 

El primer mito que se conoce sobre la grandeza brasileña es el llamado Milagro 
de Ourique, que, a pesar de ser una profecía portuguesa, involucra directamente la 
formación de la identidad brasileña. Cuenta la leyenda que, en el año 1139, Cristo se le 
apareció a Afonso Henriques –fundador del Reino de Portugal–  y le reveló la victoria 
que le habría de dar en la batalla de Ourique. También le fue revelado que habría de 
levantarse en Portugal un nuevo rey de nombre Joâo –descendiente de Afonso– que 
construiría un Imperio con la misión de evangelizar o de llevar el nombre de Dios a 
todas las naciones. 

  
Siglos después, entre 1580 y 1640, cuando Portugal estaba bajo el dominio 

español, en un intento por homogeneizar mentes y comportamientos, la Iglesia introdujo 
la Inquisición en Brasil. Fue en esta época cuando la leyenda de la promesa del Imperio, 
la del Milagro de Ourique, fue retomada y reforzada. El Padre jesuita Antônio Vieira2

Al responder a los argumentos de los inquisidores, Vieira se vio obligado a 
articular su proyecto profético y darle una forma organizada. Para defender sus posturas, 
el jesuita escribió su Apologia das coisas profetizadas y las Representações que 
compusieron su defensa ante el tribunal del Santo Oficio. Junto a la Apologia, empezó a 
redactar la mencionada História do Futuro. El investigador Silvério Lima dice: “En 
estos textos, Vieira articulaba los sueños de Bandarra, Daniel, Nabucodonosor, Esdras, 
José, Javier y el Milagro de Ourique

 
(1608-1697) fue juzgado por la Santa Inquisición por interpretar profecías en sueños 
que, para el sacerdote, mostraban que Portugal iba a conquistar el mundo. Durante los 
interrogatorios, fueron muchas las acusaciones de los inquisidores, entre éstas figuraban 
las de judaísmo y herejía. Pero también se lo acusaba a Vieira de ser autor de un libro, 
todavía no escrito, donde aparecerían las profecías referentes al Quinto Imperio. Para 
Antônio Vieira, no cabía duda de que Portugal, bajo el reinado de Don João IV, viviría 
el Quinto Imperio –el último después del Egipcio, el Asirio, el Persa y el Romano-. En 
una interpretación minuciosa de los grandes profetas, particularmente de Daniel e Isaías, 
versículo por versículo, Vieira demuestra que Portugal fue profetizado para realizar la 
obra del milenio y cumplir la profecía danielina, instituyendo el Quinto Imperio del 
Mundo. La acusación sobre este libro se convirtió en verdadera durante el proceso de la 
Inquisición cuando para poder defender su postura, Vieira escribió, entre otros, la 
Historia del Futuro. 

 

3

                                                 
2 Vieira nació en Portugal, pero se mudó a Brasil a los diez años, muriendo en Bahía a los noventa. 

 para demostrar el fundamento del Quinto Imperio, 

3 Dice el Padre Vieira con respecto a la Batalla de Ourique: “Era tão inumerável a multidão de Sarracenos que debaixo das luas de 
Ismael, e dos outros quatro Reis mouros, inundaram os campos de guadiana com intento de tomar Portugal naquele dia fatalíssimo, 
o primeiro de nossa maior fortuna, que justamente estavam temerosos os poucos portugueses, e seu valoroso príncipe duvidoso se 
aceitaria ou não a batalha; mas como o velho ermitão, intérprete da divina providência, visto primeiro em sonhos e depois realmente 
ouvido e conhecido, lhe assegurou da parte de deus a vitória, com aquelas tão expressas e animosas palavras vinces, Alphonse, et 
non vinceris — socorrido o animoso capitão e fortalecido o pequeno exército com esta promessa do céu, sem reparar em que era tão 
desigual o partido, que para cada lança cristã havia no campo cem mouros, resolveu intrepidamente dar a batalha. Na manhã, pois, 
da mesma noite em que tinha recebido a profecia, acomete de fronte a fronte ao inimigo, sustenta quatro vezes o peso imenso de 
todo seu poder, rompe os esquadrões, desbarata o exército, mata, cativa, rende, despoja, triunfa; e alcançada na mesma hora a 
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que hasta entonces era una propuesta más alimentada por la causa restauracionista que 
por una construcción propia”. La Restauración, en 1640, acababa con la Unión de las 
Coronas Ibéricas vía la entronización de un rey portugués; la Dinastía bragantina se 
apoyó en el movimiento restauracionista, cuya ideología se fundaba en concepciones 
proféticas de Imperio. 

 
Historia del Futuro quedó inacabado, pero largos fragmentos fueron publicados. 

Así, después de una lectura de los mismos, en general, el libro dice lo siguiente: 
“Vamos a hablar de reinos y de imperios, de ejércitos y de victorias, de ruinas de unas 
naciones y exaltación de otras, pero de imperios todavía no fundados, sino que se han de 
fundar, de victorias todavía no vencidas, pero que se han de vencer, de naciones no 
rendidas, sino que se han de rendir. Dice sobre Portugal: es tal tu estrella (benignidad de 
Dios contigo debe ser), que todo lo que leo de ti son grandezas, todo lo que descubro 
mejorías, todo lo que alcanzo felicidades. Portugal será el asunto, Portugal el centro, 
Portugal el teatro, Portugal el principio y fin de estas maravillas. Dice sobre las 
conquistas de Portugal: Se alivió a Brasil, se franquearon sus puertos y mares, se liberó 
su comercio, se aseguraron sus tesoros. ¿Por qué pudieron los portugueses penetrar los 
claustros impenetrables del Océano, y conquistaron las otras tres partes del mundo, 
siendo un reino tan pequeño sino porque estaba escrito? ¿Por qué estando sujetos a 
Castilla y bajo sus presidios, sacudieron tan felíz y animosamente el yugo, y en un día 
restauraron su libertad en Portugal, en África, en Asia, y en América, sino porque estaba 
escrito?” (2008, 45). 

 
Para probar que Portugal es el Sujeto y el Objeto de las grandes profecías, Vieira 

tendrá que mostrar cual es el lugar de Brasil en el plano de Dios. Él lo hace, probando 
que Brasil fue profetizado por Isaías como hecho portugués. El profeta Isaías dice: “Ai 
da terra dos grilos alados, que fica além dos rios da Etiópia. Que envia mensageiros pelo 
mar em barcos de papiro, sobre as águas! Ide mensageiros velozes, a uma nação de 
gente de alta estatura e de pele bronzeada, a um povo temido por toda parte, a uma 
nação poderosa e dominadora cuja terra é sulcada de rios” (citado en Vieira: 2008, 89). 
Interpreta el Padre Vieira: “Trabalharam muito os intérpretes antigos por acharem a 
verdadeira explicação deste texto; mas não atinaram nem podiam atinar com ele porque 
não tiveram notícia nem da terra, nem das gentes de que falava o profeta [...] que falou 
Isaías da América e do Novo Mundo se prova fácil e claramente. Pois esta terra que 

                                                                                                                                               
vitória, e libertada a pátria, pisa glorioso as cinco coroas mauritanas e põe na cabeça, já Rei, a portuguesa. Isto obraram as profecias 
daquela noite na guerra, mas ainda mostraram mais os poderes de sua influência na conquista. quem duvida que foram mais 
estendidas e gloriosas as conquistas dos portugueses que as de Alexandre Magno na mesma índia? Não chegaram os portugueses só 
às ribeiras do ganges, como Alexandre; mas passaram e penetraram adiante muito mayor comprimento e terras do que há do mesmo 
ganges a Macedônia, donde Alexandre tinha saído. Não venceram só a poro, Rei da Ìndia, e seus exércitos; mas sujeitaram e fizeram 
tributárias mais coroas e mais reinos do que poro tinha cidades. Não navegaram só o mar Indico ou Eritreu, que é um seio ou braço 
do oceano, mas domaram o mesmo oceano na sua maior largueza e profundidade, aonde ele é mais bravo e mais pujante, mais 
poderoso e mais indômito: o Atlântico, o Etiópico, o Pérsico, o Malabárico, e, sobre todos, o Sínico, tão temeroso por seus tulões e 
tão infame por seus naufrágios. Que perigos não desprezaram? Que dificuldades não venceram? Que terras, que céus, que mares, 
que climas, que ventos, que tormentas, que promontórios não contrastaram? Que gentes feras e belicosas não domaram? Que 
cidades e castelos fortes na terra? Que armadas poderosíssimas no mar não renderam? Que trabalhos, que vigias, que fomes, que 
sedes, que frios, que calores, que doenças, que mortes não sofreram e suportaram, sem ceder, sem parar, sem tornar atrás, insistindo 
sempre e indo avante, com mais pertinácia que com instancia?” (2008, 24-25). 
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descreve o profeta que está situada além da Etiópia e é terra depois da qual não há outra, 
estes dois sinais tão manifestos só se podem verificar da América [...] Mas porque Isaías 
nesta descrição põe tantos sinais particulares e tantas diferenças individuantes, que 
claramente estão mostrando que não fala de toda a América ou Mundo Novo em 
comum, senão de alguma província particular dele [...]. Digo primeiramente que o texto 
de Isaías se entende do Brasil...” (2008, 89-90). 

 
En resumen, según Vieira el pasado de Portugal era brillante, y su futuro como 

nación universalizadora del catolicismo también lo sería. Brasil quedaba, en este caso, 
como vimos, como condición y parte integrante de este Plan Divino. Esta es una 
muestra de cómo la narración del milagro se cristalizó y se estableció en el viraje del 
siglo XVI al XVII en diversos textos, que tienen en común el hecho de valerse de 
Ourique para explicar el pasado, el presente y el futuro de la monarquía portuguesa. 

 
Sin embargo, y a pesar de la contribución al imaginario colectivo brasileño, fue 

un compañero de Vieira de la Compañía de Jesús –Simâo de Vasconcelos– quien quiso 
comprobar que Brasil era el paraíso en la tierra. En su libro Notícias Curiosas e 
Necessárias de Coisas do Brasil, después de una detallada descripción de los ríos, 
bahías, playas, etc., plantea su hipótesis de que el paraíso terrenal se encuentra en 
Sudamérica, pero particularmente en Brasil. Para poder comprobar su hipótesis, utiliza 
argumentos bíblicos y naturales que se complementan: por un lado, plantea que Dios ha 
creado el paraíso en la tierra en un lugar remoto y olvidado del mundo; por otro lado, 
utilizando el postulado aristotélico que nunca disocia el ser de sus cualidades, 
Vasconcelos concluye que, si el clima y la tierra de Brasil son buenos, necesariamente 
sus habitantes han de serlo. La bondad del clima y la gente es un indicativo importante 
de la mayor o menor proximidad al Paraíso. En el tema de la relación entre los 
diferentes climas y el paraíso, el único recurso bíblico válido es el Génesis, que describe 
condiciones climáticas. Según Vasconcelos el clima de Brasil es el que menos difiere de 
la descripción del paraíso (Domínguez, Beatriz Helena: 2002). 

 
El Imperio Transatlántico y la Monarquía Brasileña 
 

En el siglo XIX, Napoleón colaboró para que el sentimiento de grandeza de 
Brasil se extendiera. En 1807, amenazó con invadir a Portugal si éste no le cerraba sus 
puertos a Inglaterra. Por su parte, Inglaterra también amenazó a Portugal con hundirle 
toda su flota si los Braganza (la familia real portuguesa) no se trasladaban interinamente 
a Brasil. De este modo, a Francia le quedaría el camino libre para la invasión, y Gran 
Bretaña obtendría un gran triunfo económico, pues se beneficiaría del intercambio 
mercantil con Brasil, ya que al no poder entrar en Europa por el bloqueo que les había 
impuesto Napoleón en todos los puertos, necesitaba un nuevo mercado con el que 
comerciar. Cercados entre ambas amenazas y sin margen de maniobra, los Braganza se 
embarcaron hacia América. Cuando llegaron a Río de Janeiro (capital del Virreinato 
desde 1763) fue la primera vez desde el descubrimiento de América que un rey ponía 
sus pies en territorio americano. 
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Aquel era un terreno fértil para la política que intentaba emprender Rodrigo de 

Souza Coutinho, ministro de Ultramar del Estado portugués en la última década del 
siglo XVIII. Lo que planteaba de Souza Coutinho era un proyecto político conjunto de 
Imperio Transatlántico. Como plantea Murilo de Carvalho, “Às vésperas da 
independência, a grandeza natural do país e a abundância de suas riquezas já se tinham 
transformado, projetadas para o futuro, em fundamento para a justificação da criação de 
um vasto império, de uma grande potência. O mais forte argumento dos que defendiam 
a continuação do Reino Unido era exatamente a possibilidade de se criar na América um 
grande e poderoso imperio” (1998, 23). 

 
Es muy reciente la invención histórica de la nación, entendida como Estado-

nación, definida por la independencia o soberanía política y por la unidad territorial y 
legal. Ahora, no nos parece casual que el Brasil ya independizado tomara el nombre de 
Imperio, en lugar de Reino. La grandeza y el poderío brasileños ya estaban instalados en 
el imaginario colectivo de sus habitantes. El recién nacido Estado precisaba enfrentar 
dos problemas principales: incluir a todos los habitantes del territorio en la esfera de la 
administración estatal; y, obtener la lealtad de los habitantes al sistema dirigente. La 
pregunta que surgía era: ¿cómo dar a la división económica, social y política la forma de 
unidad indivisa? Los mitos de las ciudades perdidas, particularmente, el de la ciudad 
perdida de Bahía ayudaría a la monarquía a lograr este cometido.  

 
En 1839, en la Librería Pública de la Corte (actual Biblioteca Nacional), fue 

encontrado un manuscrito llamado Relación Histórica de una oculta y gran villa 
antiquísima sin habitantes, de autor anónimo. En el mismo se relata la existencia de un 
poblado cuya entrada está franqueada por una montaña muy brillante, y que tiene 
columnas de piedra extremadamente grandes, estatuas de hombres, monedas de oro, 
inscripciones, templos. Existe en el relato, un elemento que forma parte de tradiciones 
folclóricas del siglo XVI: es la que refiere a los montes de cristales relucientes. El 
historiador Buarque de Hollanda acreditaba que esa tradición estaba estrechamente 
relacionada con el mito del Paraíso Perdido, el cual funcionaría como una anticipación 
de lo maravilloso. También muchas narrativas de ciudades imaginarias poseían una 
estrecha vinculación con montañas hechas de metales preciosos, como por ejemplo El 
Dorado4

En diciembre de 1841, el emperador Don Pedro II, dio su consentimiento para 
que, después de tres años de investigaciones, el Instituto Histórico y Geográfico 
Brasileño iniciara una expedición propia. Se comenzaba a formar una sólida creencia de 

. Por otra parte, en Laguna Santa (Mina Gerais) existe otra fábula, la de una 
ciudad submarina de esmeraldas. Ambos mitos han sido estudiados por arqueólogos, 
historiadores, etc., de hecho, en 1840 una expedición de Copenhague viajó a Brasil para 
tratar de confirmar la existencia de las enigmáticas ruinas.  

 

                                                 
4 Recuérdese que los colonizadores ya había sugerido que Brasil era, en realidad, El Dorado. 
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un pasado capaz de rivalizar con el de las grandes naciones. Influenciada por el 
concepto francés de civilización, la elite imperial procuraba demostrar constantemente 
el vínculo de Brasil con el Viejo Mundo y su cultura. De esta manera, el Emperador 
avaló los resultados del Instituto, en la futura expectativa de alcanzar como nación los 
estándares superiores del mundo contemporáneo. El descubrimiento de la ciudad 
perdida reflejaría directamente esta imagen de Brasil: una nación en progreso, portadora 
de vestigios arqueológicos, conocimientos científicos, ideas y costumbres elevadas.  

 
A inicios de la conformación del Nuevo Imperio, la elite intelectual demostraba 

un gran interés en vincular vestigios monumentales con el reinado de Dom Pedro II; y 
estas ruinas podrían simbolizar la inmortalidad de la nación brasileña, rompiendo su 
vinculación histórica con Portugal, al demostrar que otras civilizaciones europeas 
estuvieron en el territorio mucho tiempo antes. Percibimos, de esta manera, que el mito 
popular fue reinterpretado por el imaginario erudito y la elite imperial, reforzando las 
convicciones vigentes sobre un pasado grandioso pronto a ser revelado. Es decir, la 
cultura erudita acabó entrelazando estructuras narrativas propias con las mantenidas por 
la cultura popular, cuyo origen, a su vez, probablemente proviene de bases míticas 
mucho más antiguas, herederas directas de imágenes coloniales. 

 
Al mismo tiempo, se aprobó una comisión que debería reunir todas las 

informaciones geográficas disponibles, formando un gran Atlas Imperial Brasileño, que 
eternice la gloria de sus trabajos. Las características del espacio físico deberían formar 
también una memoria, que el historiador José Bittencourt denominó de territorio largo 
y profundo, esto es, las simbolizaciones de espacio y tiempo efectuadas por la elite 
intelectual que, sumadas a las representaciones históricas, fueron importantes elementos 
en la formación del Estado Imperial. Así, al relacionar los objetivos de la comisión del 
Atlas con la búsqueda de monumentos, se estaba mencionando accidentes físicos que 
podrían caracterizar la grandeza del imperio. Es así como las ruinas podrían ser 
transformadas en íconos simbólicos de la nación. De esta forma, se percibe que “… todo 
imaginário social, da mesma forma que possui um forte componente política, possui 
também um forte componente espacial pelo poder simbólico atribuído aos objetos 
geográficos, naturais ou construídos, que estâo em relaçâo direta com a existencia 
humana. Em outras palabras, todo imaginário social pode revelar-se imaginário 
geográfico …” (Castro, 1997: 177). Aquí verificamos que los planes de la elite imperial 
para la construcción de una nación tropical, necesariamente estaban asentados en 
determinados símbolos geográficos, sin los cuales este imaginario político no tendría 
legitimidad. Si para los conquistadores, las ciudades imaginarias se estructuraban en 
imágenes de abundantes riquezas, atendiendo a los intereses mercantilistas del 
colonialismo, para los arqueólogos del imperio brasileño las irreales ruinas atendían al 
ideal de la construcción de un nuevo orden social y político –la nación de los trópicos-. 

  
Posteriormente a este momento inicial de legitimación, el mito pasó a tener un 

valor de paradigma, constituyendo un modelo de referencia para pensar en el pasado 
brasileño. A partir de 1840, la aceptación de la antigua existencia de la generación 
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perdida –una civilización mucho más avanzada, pero desaparecida sin dejar rastros– nos 
demuestra la inclusión del mito en la historia. Una narrativa fabulosa e irreal fue 
interpretada dentro de un discurso, autenticando una forma ideal de cómo debería haber 
sido Brasil en los tiempos antiguos, sin ninguna evidencia concreta para confirmarla 
más que los cuentos populares.  

   
Fracasado el proyecto político del imperio, la concepción de historia y geografía 

que realizaba su legitimación y su identidad también fueron abandonadas. La búsqueda 
de reliquias y restos de un pasado específico -la mencionada generación perdida-, no 
encontró más significado en el nuevo régimen.  

 
La Grandeza es sólo ‘Brasilera’ 
  

A pesar del fracaso del Imperio como proyecto político, la grandeza brasileña, 
sería encontrada en otros rumbos. A principios del siglo XX, encontramos al autor más 
orgulloso de Brasil, probablemente ya influenciado por todos los mitos y leyendas 
mencionados anteriormente. Diputado de su país desde 1864 a 1879 y senador de 1879 
a 1889, Afonso Celso, Vizconde de Ouro Preto, escribió en el año 1900, con ocasión del 
IV Centenario del Descubrimiento de Brasil, Porque Me Ufano do Meu País, una obra 
paradigmática que resalta todas las maravillas brasileñas.  

 
Tildada como ingenua por muchos, vituperada en la crítica por los modernistas, 

el libro del vizconde es el presupuesto tácito de todo cuanto se hizo en materia de 
civismo en Brasil, particularmente en las obras escolares. 

 
Al iniciar el libro, Celso declara que, con ejemplos y consejos, dedica la obra, 

por intermedio de sus hijos, a los que desean ser “… úteis à vossa família, à vossa nação 
e à vossa espécie …” (2002, 4), y que su principal enseñanza será el patriotismo. Éste, 
dice Celso, no ha de ser ciego ni irreflexivo, no se debe amar a la patria solamente por 
ser la patria, sino también por los motivos reales que ella nos da para amarla y para que 
de ella nos enorgullezcamos. Muchos hay, prosigue el autor, que juzgan que ser 
brasileño importa condição de inferioridade. Eso sólo puede ser fruto de ignorancia o 
de mala fe. Puede haber países más prósperos, más poderosos y más brillantes que 
Brasil, mas nenhum mais digno, mais rico de fundadas promessas, mais invejável. 

 
¿Cuales son los motivos para que Celso se jacte de su país? El autor presentará 

once motivos para probar la superioridad de Brasil, distribuidos entre la naturaleza, el 
pueblo y la historia. 

 
Por el lado de la naturaleza, el primer motivo de ufanismo es la grandeza 

territorial (“o Brasil é um mundo” y “sobreleva em tamanho quase todos os países do 
globo. Quando lhe falecessem outros títulos à precedência - e esses títulos abundam - 
bastava-lhe a grandeza física”). ¿Cual es la función del vasto territorio? Celso parece 
reducirla a motivo de orgullo, escudándose tras la Escuela Histórica alemana (cuya 
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presencia se hizo sentir en el Instituto Histórico e Geográfico) que estableció que el 
principio de la nacionalidad es definido por la extensión territorial. Así, al hacer de la 
grandeza del territorio el primer motivo de ufanismo, Celso está afirmando que Brasil 
satisface el requisito de la nacionalidad y que son, de hecho y de derecho, una nación. 

 
También por el lado de la naturaleza, es motivo de orgullo la belleza 

incomparable del país, atestada de viajantes y poetas que cantan alabanzas (a la fauna, a 
la flora, al Amazonas). Siguen las riquezas naturales (“o Brasil as possui todas”), que 
permiten “a distribuição natural da riqueza conforme as leis naturais do trabalho”, de 
suerte que son protegidas las libertades de todos y “não conhecemos proletariado, nem 
fortunas colossais [...], nem argentarismo, pior que a tirania, nem pauperismo, pior que 
a escravidão [...]. No Brasil, com trabalho e honestidade, conquistam-se quaisquer 
posições” (2002, 43). El motivo siguiente es la variedad y amenidad del clima, gracias 
al cual “nenhuma moléstia lhe é peculiar ou exclusiva”, “nenhum problema sanitário se 
lhe apresenta insolúvel”, las heridas y amputaciones, cicatrizan más deprisa que en los 
hospitales del viejo mundo y “a temperatura não incomoda ou acabrunha o homem, 
exigindo-lhe sacrifícios” (2002, 49). Por fin, es preciso mencionar la ausencia de 
calamidades, esto es, “privilegiado da Providência”, Brasil no registra flagelos, 
catástrofes como ciclones, terremotos, volcanes, huracanes. En resumen, el brasileño 
puede confiar en la Naturaleza, pues ella no traiciona, no sorprende ni amedrenta, no 
maltrata ni aflige. “Dá-lhe tudo quanto pode dar, mostrando-se-lhe sempre magnânima, 
meiga, amiga, maternal” (2002, 50). 

 
Por el lado de la población o del tipo nacional, la superioridad de Brasil está 

dada por la excelencia de los tres elementos que entraron en la formación del tipo 
(belleza, fuerza y coraje de los indios; afectividad, estoicismo, coraje y laboriosidad del 
negro; bravura, brío, tenacidad, unión, filantropía, amor al trabajo y patriotismo del 
portugués) y por eso “o mestiço brasileiro não denota inferioridade alguma física ou 
intelectual [...] São Paulo, lugar em que mais considerável se operou o cruzamento com 
índios, marcha na vanguarda de nossa civilização” (2002, 68). El mestizaje brinda al 
carácter nacional, diez particularidades que lo diferencian de otros pueblos: sentimiento 
de independencia; hospitalidad; afección al orden, a la paz y al progreso; paciencia y 
resignación; dulzura y desinterés; escrúpulos en el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas; espíritu extremo de caridad; accesibilidad; tolerancia o ausencia de 
preconceptos de raza, color, religión, posición social; y honradez en el desempeño de las 
funciones públicas o particulares. 

 
Nuevamente nos preguntamos ¿cual es la función de los motivos de orgullo de la 

idea de la raza mestiza? Y nuevamente es preciso recordar que la Escuela histórica 
alemana proponía como criterio para decidir si un aglomerado humano era o no una 
nación la densidad demográfica y la unidad racial. No pudiendo presentar la unidad de 
una única raza, Afonso Celso la produce por la fusión de las tres razas primitivas. 
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Por el lado de la historia se marcan tres motivos de la superioridad brasileña: 
Brasil nunca sufrió humillaciones, pues nunca fue derrotado en guerras y batallas y, 
cuando hubo alguna derrota, no fue definitiva. Procedió siempre con caballerosidad y 
dignamente con los otros pueblos, pues no desafió a nadie a la guerra y sólo fue a la 
guerra si fue provocado o llamado a auxiliar a un país amigo. 

  
Que Afonso Celso se inspire en los modelos antiguos de la jactancia despertada 

por las misiones jesuitas, y por los hechos militares no se explica simplemente como un 
recurso literario. Esto corresponde a la exigencia del principio de la nacionalidad, que 
define a la nación no solamente por su territorio presente, sino también por su capacidad 
de expansión, conquista y unificación de territorios nuevos. Una vez más, por lo tanto, 
el libro asegura que Brasil es una nación. 

 
Finalmente, el último motivo de ufanismo son “as glórias a colher nele”, esto es, 

todo lo que el país, por su naturaleza, por su tipo humano y por su historia ofrece a los 
estudios de los naturalistas, antropólogos e historiadores, además de material inagotable 
para las artes y la literatura. Ese ufanismo intelectual podría parecer un tanto dislocado, 
si se compara a la envergadura de los motivos anteriores. Sin embargo, una vez más 
esto también corresponde a un requisito del principio de nacionalidad, cual es, que sólo 
es una nación aquella que posee una elite cultural solidamente establecida. 

 
Afonso Celso cierra su libro con tres capítulos en los cuales resume las razones 

para su ufanismo, apunta los peligros que rondan el país y pronostica la gloria del 
futuro. La jactancia no es infundada porque Brasil, por su vastedad, podría contener 
toda la población de la tierra; por sus bellezas y riquezas, por su primavera eterna, está 
en progreso continuo; por la mezcla de tres razas valerosas constituye un pueblo bueno, 
pacífico, ordenado, servicial, sensible, sin preconceptos; por su notable historia, en que 
no sufrió humillaciones ni hizo mal a nadie, habiendo sido el primer país autónomo de 
América Latina sin derramar para eso una sola gota de sangre, es un país privilegiado. 
En cuanto a los peligros, son pequeños y superables, pues, en realidad, se trata de un 
único problema: la debilidad institucional de la unificación y de la centralización del 
poder. En cuanto al futuro, escribe el autor: 

 
“Confiemos. Há uma lógica imanente: de tantas premissas de grandeza só sairá 
grandiosa conclusão. Confiemos em nós próprios, confiemos no porvir, 
confiemos, sobretudo em Deus que não nos outorgaria dádivas tão preciosas para 
que as desperdiçássemos esterilmente. Deus não nos abandonará. Aquinhoou-se o 
Brasil de modo especialmente magnânimo, é porque lhe reserva alevantados 
destinos” (2002, 167). 
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El Barón de Rio Branco y el ‘prestigio’ de Brasil 
 

En esta línea de pensamiento y porque, como decía Afonso, de tantas premissas 
de grandeza só sairá grandiosa conclusão, cuando el Barón de Rio Branco asumió 
como ministro de Relaciones Exteriores en 1902, no sólo se ocupó de la consolidación 
del espacio nacional, mediante su ocupación efectiva, su defensa, y la definitiva 
configuración de las fronteras territoriales, sino también de aumentar el prestigio 
nacional en el extranjero –si un Estado era grande debía ser reconocido como tal por sus 
pares−. Como plantean Soares de Lima y Hirst, “…desde los primeros años del siglo 
XX, la mayor aspiración de Brasil en cuanto a su política exterior ha sido lograr 
reconocimiento internacional de acuerdo con su creencia de que se debe asumir su rol 
‘natural’ como un ‘gran país’ en las cuestiones mundiales…” (2006: 21).  

 
Para ello, entre otras cosas, Rio Branco ordenó a la renovada Marina a efectuar 

visitas a todos los puertos extranjeros que fueran posibles para mostrar la bandera. El 
número de diplomáticos asentados en Río de Janeiro y el número de diplomáticos 
brasileños en el extranjero aumentó considerablemente. El gobierno invitó a 
distinguidas personalidades foráneas a visitar Brasil: Elihu Root (norteamericano), 
Georges Clemenceau (francés), Julio Roca (argentino) (Burns, 1967: 197). 

 
Además de estos pequeños gestos, el Barón estableció determinadas metas de 

política exterior más generales y duraderas. En primer lugar, el deseo de ejercer un rol 
de liderazgo en América Latina se hizo visible a través del establecimiento de misiones 
diplomáticas en aquellas capitales en donde todavía no existían, o eran débiles. 
Coordinó el reconocimiento de Panamá por parte de Argentina, Brasil y México, medió 
en el conflicto armado entre Perú y Ecuador, apremió a Estados Unidos para enviar 
representación diplomática permanente a Paraguay, entre otras cosas. Asimismo, otorgó 
un importante lugar de la política exterior brasileña al Panamericanismo. Desde la 
solución pacífica de las controversias territoriales con sus vecinos –que él hizo posible-, 
la principal fuente de conflictos estaba zanjada. De este modo, el Barón organizó con 
éxito la tercer Conferencia Pan-Americana en Río de Janeiro (1906), que consolidó y 
dio permanencia al movimiento americanista. Otra característica de su política exterior 
– que, además, diferenciaría a Brasil del resto de sus vecinos – fue su acercamiento a 
Estados Unidos, el llamado giro americano. De esta forma, Brasil comenzó a mirar 
hacia el gigante del Norte, sobre todo con la intención de abrir un espacio de resistencia 
a la hegemonía europea preponderante en todo el territorio sudamericano5

                                                 
5 En este punto, es interesante la opinión de Rodrigues al respecto: “É uma história de ameaças, pressôes e violencias, que tem seu 
início com os privilégios especiais, a cláusula da naçâo mais favorecida, a jurisdiçâo privativa dos magistrados inglêses dentro do 
país, os direitos dos cônsules de administrarem as propriedades dos inglêses que falecessem ab intestato, as exigencias para a 
aboliçâo imediata do tráfico, a perpetuidade de certas cláusulas dos Tratados que concederam à Inglaterra a supremacía econômica e 
a esta e à França direitos de jurisdiçâo extraterritorial. A luta pela libertaçâo brasileira da tutela econômica e política dos Poderes 
Europeus dura até 1844, quando declaramos caduco o Tratado de 1827, e nâo renovamos outros, nem admitimos mais os antigos 
privilégios ou a perpetuidade” (1961: 182).  

 y, así salir de 
la tutela británica (teniendo en cuenta que Gran Bretaña fue garante del Tratado de 
Independencia brasileña de 1822).  
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Sin embargo, lo más representativo de la intención de Brasil de aumentar su 
prestigio –mediante su accionar externo– fue, y sigue siendo, su accionar multilateral en 
algunos organismos, conferencias, congresos, foros internacionales: “La participación 
activa en las instituciones y arenas multilaterales ha sido una característica constante de 
la política exterior brasileña desde fines del siglo XIX” (Soares de Lima y Hirst, 2006: 
25). 

 
Los Organismos Internacionales: ‘cooperando con uno mismo’  
 

Aunque el discurso brasileño ha sido, a lo largo de su historia, integracionista, 
amigable y cooperador, ya desde principios del siglo XX, la actitud que tomó el país 
con respecto a las dos Conferencias de Paz de La Haya demuestra qué tipo de 
proyección externa quiso expresar Brasil como Estado. Así, la invitación para asistir a la 
primera Conferencia (1899) fue declinada bajo el argumento de que en la misma no se 
iban a discutir cuestiones referentes a su interés nacional.  

 
En la segunda Conferencia de Paz de La Haya (1907), Brasil no sólo aceptó la 

invitación, sino que mandó una de las delegaciones más prominentes (más amplia que la 
de Estados Unidos) bajo el liderazgo de Ruy Barbosa, quien jugó un activo rol en las 
discusiones y obtuvo la presidencia de honor de la comisión de arbitraje. La diplomacia 
brasileña actuaría por medio de un discurso afirmativo y reivindicatorio en que se 
proponía desempeñar, como país intermediario, un papel en la elaboración de las 
normas que deberían regir los grandes temas internacionales de entonces. De la 
participación de Brasil en esta Conferencia derivan por lo menos dos de los principales 
paradigmas seguidos desde entonces por la diplomacia brasileña: el paradigma de la 
singularidad de Brasil y el paradigma del respeto al Derecho Internacional (de Seixas 
Corrêa, 2007: 25). 

  
Tras la muerte del Barón, sus políticas fueron tomadas por sus sucesores como 

tradicionales de la diplomacia brasileña y, de este modo, las siguieron llevando a cabo. 
Así, la participación en La Haya, ampliamente estimulada por Rio Branco, sentó la 
formulación de las bases ideológicas para la posterior decisión brasileña de adherir a la 
causa aliada en la I Guerra Mundial y, al término del conflicto, de participar de la 
Conferencia de Versalles. Cabe aclarar, que en este trabajo se hará hincapié en la 
actuación de Brasil en la Sociedad de Naciones y en la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) ya que, por las propias características6

                                                 
6 Son ambos organismos multilaterales, universales, con fines generales y dedicados a la promoción de un cierto tipo de “orden 
internacional”. 

 de estos dos organismos, se puede 
extraer el aspecto más general de las formulaciones diplomáticas brasileñas, y porque en 
ambas organizaciones, el país desarrolló aspiraciones a un rol internacional protagónico 
en momentos históricos distintos, aunque con argumentos semejantes, lo que constituye 
un importante indicador de la persistencia de ciertas creencias respecto del papel, 
prestigio y pertenencia del país en el plano internacional (de Melo e Silva, 1998). 
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En Sociedad de Naciones, Brasil fue oficialmente clasificado como potencia de 

intereses limitados. Sin embargo, los diplomáticos brasileños, alentados por la elección 
de la representación del país como miembro rotativo del Consejo Ejecutivo por dos 
mandatos consecutivos y por el debate abierto con respecto a la reformulación del 
Consejo, lanzaron la candidatura de Brasil como miembro permanente del órgano7

Un par de décadas más tarde, posteriormente a la II Guerra Mundial, Brasil se 
unió al núcleo original de países que fundaron la ONU. El vector esencial de su política 
exterior permaneció intacto: ampliar la inserción internacional del país bajo un rol 
natural de liderazgo. Ante esa situación, el Jefe de la Delegación brasileña, Ministro 
Pedro Leão Velloso, observa que no descarta la posibilidad de obtener para Brasil un 
asiento permanente en el Consejo de Seguridad de la Organización. Su postulación se 
argumenta “… na natureza e extensão da participação política, econômica e militar 
brasileira no esforço de guerra aliado –que envolvera, inclusive, o envio da Força 
Expedicionária Brasileira (FEB); na noção de uma “aliança especial“ com os EUA e, 
ainda, na crença de que o país tinha um importante papel a desempenhar nas 
conversações de paz e na reorganização do sistema internacional no pós-guerra-. 
Persistia, também, a crença de que o país seria “especial” dentro da América do Sul, 
demandando, portanto, tratamento diferenciado” (de Melo e Silva, 1998: 151). Sin 
embargo, una vez más, “devido à oposição da URSS, à ambivalência do apoio norte-

. En 
consonancia con lo visto en este artículo, y en palabras de Alexandra de Melo e Silva: 
“A argumentação da diplomacia brasileira baseava-se, então, no prestígio internacional 
de que o país já desfrutava, produto de atributos nacionais (dimensões continentais e 
demográficas, peso dentro da América do Sul); de uma já consolidada tradição 
diplomática (pacifismo, defesa da igualdade soberana das nações, respeito ao Direito 
Internacional) e mesmo do fato de ter sido a única nação latino-americana a participar 
militarmente da I Guerra Mundial. Desse ponto de vista, a candidatura brasileira se 
apresentava como “natural”, tendo em vista a posição única ocupada pelo país na 
América do Sul e suas fortes ligações com os EUA e a Europa, que lhe conferiam uma 
posição de prestígio dentro da Liga” (1998: 150). 

 
La negativa a la propuesta de que Brasil formara parte como miembro 

permanente del Consejo Ejecutivo por parte del resto de los demás miembros de la Liga 
nunca se hizo explícita, sin embargo, ante la lentitud de las negociaciones, los 
representantes brasileños, con la aquiescencia del presidente, Arthur Bernandes, 
decidieron retirarse no sólo del Consejo, sino también de la misma Organización 
(1926). Este episodio es sumamente representativo de las pretensiones y la 
autopercepción brasileña. Brasil era un grande, si el resto no lo percibía como tal, la 
mejor opción era alejarse de los que no querían ver esa grandeza.  

 

                                                 
7 Brasil fue elegido en 1921 y 1925 como miembro rotativo del Consejo Ejecutivo de la Sociedad de Naciones. Los miembros 
permanentes del Consejo eran Francia, Gran Bretaña, Italia, Japón y Estados Unidos (este último Estado no llegó a asumir su lugar 
por la negativa del Congreso a ratificar el Pacto fundador de la Sociedad). 
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americano e a determinação da França de manter um status de Grande Potência” Brasil 
saldría decepcionado (de Seixas Corrêa, 2007: 26).  

 
Sin embargo, quizás como premio consuelo, desde la IV Asamblea en 1949, 

Brasil es el primer país que ocupa la tribuna del Debate General de la Asamblea. Dicha 
práctica se inicia en función del clima de confrontación a raíz de la Guerra Fría para que 
ni Estados Unidos ni la Unión Soviética ocuparan ese lugar de privilegio y, así, evitar 
primacías. A partir de entonces, cada año, antes de abrir las inscripciones al Debate, el 
Secretario General de la ONU dirige una nota a la Misión de Brasil en New York 
preguntando al Jefe de Delegación si desea ser el primer orador (de Seixas Corrêa, 
2007: 22). 

 
Por una cuestión de espacio, es imposible en este artículo rastrear en los 

discursos brasileños en Naciones Unidas, espero sirvan los ejemplos mencionados para 
establecer el pensamiento brasileño en cuanto a la necesidad de demostrar su prestigio 
en algunos espacios internacionales decisivos.  

 
Conclusión 

Si la retórica construyera un país, Brasil sería la mayor potencia del mundo. 
Desde el navegador florentino Américo Vespúcio, en la carta Mundus Novus, dirigida a 
Francesco de Médici en 1503, y la carta de Colón al Papa en 1502, Brasil es visto como 
el ‘Paraíso Terrenal’. 

 
El historiador bahiano Sebastião da Rocha Pita (1660-1738), inspiró la Canção 

do Exílio de Gonçalves Dias, que, a su vez inspiró el Himno Nacional que reza entre sus 
estrofas: “Gigante por la propia naturaleza, eres bello, eres fuerte, impávido coloso y tu 
futuro refleja esa grandeza”. La visión del paraíso, el jardín del Edén, el paraíso terrenal 
son constitutivos de la producción de la imagen mítica fundadora de Brasil. Esta idea la 
reencontramos en la obra de Rocha Pita, que afirma explícitamente que Brasil es el 
Paraíso Terrestre descubierto, la encontramos también en el libro de Celso, en la letra 
del Himno Nacional, etc. Según Marilena Chauí (2001, 64), sabemos que, desde la 
Revolución Francesa, las banderas revolucionarias tienden a ser tricolores y son 
insignias de las luchas políticas por la libertad, la igualdad y la fraternidad. La bandera 
brasileña es cuatricolor y no tiene que ver con lo político, no narra la historia del país. 
Es un símbolo de la Naturaleza. Es el Brasil jardín, el Brasil paraíso. 

 
La promoción de la autoestima de los brasileños es una preocupación de las 

autoridades nacionales desde que Dom Pedro I proclamó la Independencia, en 1822. 
Tanto la Atlántida, como El Dorado, como la ciudad perdida de Bahía, fueron buscadas 
por propósitos diferentes, motivos de orden económico, colonialista, científicos, cada 
una dentro de un contexto social diferente. En la medida que esas narrativas prolongan 
su existencia, modelos míticos básicos surgen en su elaboración. Así, aparecen 
constantes atemporales, como las motivaciones paradisíacas y el retorno a la Edad de 
Oro: imágenes de un antiguo orden, de un tiempo idílico situado al inicio de la 
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humanidad, que revela la inocencia total y la felicidad social absoluta. Otra constante 
fue el desplazamiento geográfico -toda ciudad imaginaria fue buscada en diversas 
localidades, moviéndose conforme el proceso de colonización-. Siempre basado en el 
mecanismo de lo maravilloso, esas narrativas acabaron encontrando sus limitaciones 
justamente en la esfera territorial. Cuando el espacio desconocido se hubo agotado, el 
mito arqueológico fue eliminado de sus simbolismos básicos, siendo contestado 
racionalmente. 

 
Sin embargo, los brasileños siempre encontraron otros motivos para estar 

orgullosos de ellos mismos. Nuevas ideas se fueron adaptando, o metamorfoseándose 
con antiguas imágenes. Tanto en el discurso escrito de gente como Afonso Celso como 
en las demostraciones de poder en el sentido de exigir un lugar que, evidentemente, el 
resto de países que conformaban las organizaciones no creyeron que Brasil debía 
ocupar, podemos ver cual es la autopercepción que los dirigentes brasileños tienen del 
país, y, por definición, de sí mismos. Lamentablemente (para ellos), las definiciones de 
rol y status tienen necesariamente que considerar la percepción de otros actores 
internacionales, así como las normas y los recursos de poder que regulan aquel 
comportamiento. Las distintas concepciones sobre identidad nacional y la forma en la 
cual esta se manifiesta en el comportamiento externo, proyectando sobre éste 
determinados atributos (culturales, étnicos, demográficos, geográficos, político-
económicos) deben también ser aceptados por el resto de los estados con los cuales se 
interactúa. Sin embargo, hemos visto que algunas exigencias brasileñas han sido 
tomadas en cuanta por el resto, lo que, de cierta forma, demuestra que, a pesar de no ser 
percibido como una potencia, Brasil sí es un país sumamente importante en el sistema 
internacional, sobre todo si se tiene en cuenta la influencia que ejerce sobre sus vecinos 
de América del Sur. 

 
Así, y a pesar de la válida preocupación de Murilo de Carvalho, después de 

analizar en distintas encuestas los motivos de los brasileños para estar orgullosos de su 
tierra: “Surpresa e preocupação. Como é que, 174 anos após a independência, os 
brasileiros ainda não conseguem encontrar razões para seu orgulho patriótico que 
tenham a ver com conquistas nacionais e não com fatores sobre os quais não têm 
controle?” (1998, 11) son todos los motivos, creencias, leyendas y orgullos enumerados 
en este artículo los que hacen que el pueblo brasileño haya creído, y siga creyendo tener 
motivos para ser o maior do mundo… 
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Resumen: En este capítulo se analizan dos rasgos identitarios de la política exterior 
brasileña: la solución pacífica de los conflictos y la diversificación de las relaciones externas. 
El análisis realizado parte del supuesto que la conformación identitaria es un proceso que se 
ve influenciado por distintos contextos históricos y, por lo tanto, los agentes actúan 
dependiendo de la situación en la que se encuentran. En este caso, ambos elementos fueron 
considerados originariamente  como circunstanciales y se afianzan como rasgos identitarios 
no sólo por que lograron  permanecer en el tiempo, sino también porque la cancillería 
brasileña los consideró como principios insustituibles para diseñar y ejecutar la inserción 
internacional del país. 

Palabras clave: política exterior, Brasil, Itamaraty, contexto histórico, solución 
pacifica de los conflictos, diversificación de la relaciones externas. 

 
Abstract: This chapter discusses two identity traits of Brazilian foreign policy: the 

peaceful resolution of conflicts and the diversification of foreign relations. The analysis 
assumes that identity  is a process that is influenced by different historical contexts and, thus, 
the agents act depending on the situation  they are involved. In this case, both elements were 
considered originally as circumstantial and strengthened as identity traits not only for their 
permanence in time, but also because the Brazilian Foreign Ministry considered them as 
irreplaceable principles to design and implement the country's international insertion. 

Keywords: foreign policy, Brazil, Itamaraty, historical context, peaceful resolution of 
conflicts, diversification of foreign relations. 
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Introducción 
  

Históricamente la política exterior brasileña ha mantenido una linealidad 
remarcable, mostrando la existencia de un proyecto de inserción internacional que 
denota más continuidades que cambios. Pues, las fuerzas profundas existentes, 
identificadas por el ex -Canciller brasileño Celso Lafer (2000) −la localización 
geográfica en la región y el mundo, la experiencia histórica, el idioma y la cultura, los 
niveles de desarrollo, los índices sociales y la importancia del Ministerio de Relaciones 
Exteriores en el diseño de la política exterior−, son ejes estructurantes de la identidad 
brasileña que influyeron en el diseño de estrategias para su inserción internacional.  

 
Como se sostiene en el Capítulo Fuerzas profundas, identidad y política exterior 

Reflexiones teóricas y metodológicas del Primer Tomo del libro Fuerzas Profundas e 
Identidad. Reflexiones en torno a su impacto sobre la política exterior. Un estudio de 
casos, las fuerzas profundas que actúan como elementos estructurales de la política 
exterior contribuyen a la construcción de la identidad nacional. En este proceso se 
observa la convergencia de diferentes elementos constitutivos, algunos más primigenios 
y otros más circunstanciales. “Los primeros son aquellos que nos constituyen, que nos 
preceden, que están fuera de elección, como por ejemplo la raza, la etnia, el lenguaje, la 
geografía, los símbolos, la historia, las creencias preexistentes de la comunidad donde 
nos insertamos. (Busso-Pignatta, 2008: 14). Por su parte, los elementos circunstanciales, 
a nivel de las identidades estatales  pueden ser entendidos como aquellos que si bien no 
forman parte de la estructura identitaria de un Estado, en determinados períodos 
adquieren tal magnitud que se configuran en rasgos de la identidad –tendencias– e 
incluso pueden a través del tiempo adquirir el carácter de permanentes y cambiar 
elementos identitarios existentes” (Busso-Pignatta, 2008:15). Paralelamente a ello, se 
parte de la concepción de que la conformación identitaria es un proceso que se ve 
influenciado por distintos contextos históricos. De esta manera se puede considerar que 
la consolidación de los elementos circunstanciales, con el paso del tiempo pueden 
constituirse en permanentes, mientras que los primigenios pueden ir despareciendo en el 
proceso de cambio.  

 
El objetivo del presente artículo es dar cuenta sobre cómo dos factores 

circunstanciales de la política exterior brasileña, la solución pacífica de los conflictos y 
la diversificación de las relaciones externas, pasaron a convertirse en rasgos identitarios 
de su política exterior. Asimismo se pretende destacar la importancia del Ministerio de 
Relaciones Exteriores (Itamaraty) valorado como una fuerza profunda de la identidad 
brasileña. La experiencia histórica da cuenta de ello. 

 
La solución pacífica de los conflictos 

 
La intervención militar como solución de los conflictos fue un elemento que 

caracterizó la política exterior brasileña durante la época del Imperio (1822-1888). A 
pesar de la delimitación geográfica heredada, y las fronteras legitimadas por acuerdos y 
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tratados internacionales, al momento de presentarse conflictos, estos se resolvieron con 
la utilización de la fuerza. Los litigios fronterizos y el derecho de navegación en ríos 
internacionales fueron el origen de casi todas las disputas imperiales. La mayoría de los 
analistas de ésta época coinciden en que el problema de la delimitación de las fronteras 
terrestres fue el más difícil que tuvo que enfrentar la diplomacia brasileña.  

 
Con el advenimiento de la República (1889) primero y luego con la llegada de 

Rio Branco (1902) al Ministerio de Relaciones Exteriores se abandona la práctica 
intervencionista y se recurre a soluciones negociadas para superar los diferendos. Este 
cambio en el accionar brasileño se relaciona íntimamente con el contexto histórico. Si 
bien en ambos momentos el objetivo central fue la consolidación de las fronteras, el 
contexto político era distinto y consecuentemente las soluciones propuestas también lo 
fueron. Mucho tuvo que ver en esto la presencia de Rio Branco en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y la institucionalización de sus ideas en el mismo. Según 
Oliveira, “la larga permanencia del Baron retrata la consolidación del proceso de 
profesionalización y el ascenso de la Cancillería en la definición e implementación de la 
política externa brasileña, especialmente cuando la agenda externa se presenta más 
compleja y técnica” (Oliveira, 2005: 40). 

 
La solución pacífica de los conflictos pasó de ser un elemento circunstancial de 

la política exterior brasileña a uno constitutivo a partir del establecimiento de la 
República (1889) y extendiéndose a lo largo del siglo XX. La República recibe del 
Imperio una situación internacional con innumerables territorios en litigio que debían 
ser negociados. Moniz Bandeira sostiene que “La percepción era que la organización de 
Brasil como imperio, única monarquía en el continente, constituía uno de los principales 
factores, si no el principal, de tensión con sus vecinos, sobre todo los de la Cuenca del 
Plata” (Moniz Bandeira, 2004: 47), en consecuencia, una vez establecida la República, 
hubo gestos que buscaron disipar las tensiones y alcanzar la gratitud de los países 
vecinos.  

 
En este sentido, se puede señalar que la vocación por la salida diplomática y el 

pacifismo de Rio Branco, se constituyeron en ejes estructurantes de la política exterior 
brasileña y que por su permanencia en el accionar externo brasileño alcanzaron status 
Constitucional a partir de 1988. El objetivo del presente apartado es utilizar ejemplos de 
las disputas fronterizas de Brasil y la recurrencia al conflicto armado como práctica 
habitual durante el Imperio para luego demostrar cómo desde el surgimiento de la 
República se priorizó la solución pacífica de los conflictos, que perdurando a lo largo 
del siglo XX y principios del XXI se convierte en un rasgo identitario de la política 
exterior brasileña. 

 
La recurrencia al conflicto armado para la solución de conflictos 

 
Entre los principales litigios armados en los que participó Brasil con sus vecinos 

durante la época del Imperio se resaltan los enfrentamientos militares con Uruguay y 
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Argentina. El primero de ellos consistió en la incorporación de la Provincia Cisplatina 
(Uruguay) al Reino Unido de Portugal, Brasil y Algarves, luego de la derrota argentina 
en la región, en julio de 1821. Dos años más tarde, el ejército portugués es derrotado y 
finaliza la ocupación de la provincia en disputa. En 1825 Brasil le declara la guerra a las 
Provincias Unidas del Río de la Plata (Argentina) por la posesión del actual territorio 
uruguayo. Finalmente, en 1828 el Imperio firmó la Convención Preliminar de Paz con 
las Provincias Unidas del Río de la Plata y se reconoció la independencia de Uruguay. 

 
En 1848, Uruguay solicita a Brasil su intervención en la región ante las 

pretensiones del gobierno argentino de Juan Manuel de Rosas de reconstituir el Vice-
Reinato del Río de la Plata con la inclusión de Uruguay, Paraguay y el Alto Perú. En 
1850, el Imperio rompe las relaciones diplomáticas con Argentina. Un año más tarde, 
este país declara la guerra a Brasil creándose una alianza entre el Imperio y Uruguay 
para la defensa de la región. Las tropas brasileñas, al mando del Duque de Caxias, 
participaron en la Batalla de Caseros (1852) contribuyendo a la caída de Rosas. En 1856 
Brasil y la Confederación Argentina firman un tratado que garantizaba la libre 
circulación por el Río de la Plata. 

 
Otro ejemplo en el cual se recurrió a la fuerza para la solución de un conflicto 

fronterizo fue la guerra con Paraguay. En 1865 Brasil firmó, junto a Argentina y 
Uruguay el Tratado de la Triple Alianza para combatir el régimen del Mariscal 
Francisco Solano López en aquel país. Cabe señalar que el año anterior el gobierno de 
Paraguay había declarado la guerra a Brasil invadiendo Mato Grosso y había ocupado 
territorio argentino con el objetivo de avanzar hasta Rio Grande do Sul. La guerra con 
Paraguay finalizó en 1870 con la muerte de Solano López. Dos años más tarde se firmó 
el Tratado de Paz entre Brasil y Paraguay (Tratado de Cotegipe-Loizaga). De esta 
manera, Brasil se aseguró la navegación en el Río Paraguay, necesaria para el 
abastecimiento y defensa de Mato Grosso y la ocupación de territorios ancestralmente 
paraguayos, ricos en yerbatales pero sin efectos económicos inmediatos. 

  
Durante el conflicto con Paraguay, Argentina se fortaleció económica y 

políticamente, a pesar de las luchas civiles que la afectaron durante ese período. Los  
gastos por la guerra llevaron a Brasil a una importante crisis financiera, fortaleciendo 
los negocios y la economía argentina. Como señala Moniz Bandeira “a partir de 
entonces, aunque sus economías no compitieran, e incluso se complementaran, las 
relaciones entre Argentina y Brasil se caracterizaron cada vez más por su fuerte 
rivalidad y por generar tensiones y graves crisis, que se entremezclaban con esfuerzos 
de entendimiento y de cooperación para apartar la amenaza de conflicto armado” 
(Moniz Bandeira, 2004: 43). 

 
La principal disputa con Argentina para ese entonces -constituida en una 

amenaza militar real- era el territorio de las Misiones. Si bien la opinión pública 
consideraba a la guerra como inevitable, Pedro II, contrariando la posición de ciertos 
sectores internos, se propuso evitarla como resultado de las negociaciones secretas que 
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había mantenido con Nicolás Avellaneda en Brasil. En 1885, Argentina y Brasil 
firmaron un Tratado sobre el Territorio de las Misiones reconociendo la delimitación de 
los ríos Peperí-Guaçu, San Antonio, Chapecó y Chopim. Asimismo, ambos países se 
comprometieron a constituir una comisión mixta para el estudio y exploración de los 
ríos. La presentación del informe sobre ello se hizo cuatro años más tarde. 

 
Los presidentes de Argentina, Julio Argentino Roca y Miguel Juárez Celman 

estuvieron dispuesto a acercarse a Brasil para contrarrestar el poderío militar chileno, 
prueba de ello fue el reconocimiento del nuevo gobierno republicano, que reemplazó al 
caído Imperio brasileño en noviembre de 1889 (la Argentina fue el primer país en 
reconocer al nuevo régimen republicano). En retribución a ello, Brasil apoyó el proyecto 
de arbitraje norteamericano presentado por la delegación argentina en la Primera 
Conferencia Interamericana en Washington, en 1889, para alcanzar una solución 
definitiva al conflicto de las Misiones. Argentina no estuvo conforme con los informes 
elaborados por la Comisión Mixta por lo cual hizo esa propuesta.  A partir de aquí, 
exceptuando la participación en las dos guerras mundiales, la solución pacífica de los 
conflictos comienza a convertirse en una práctica habitual de la política exterior 
brasileña.  

 
La solución pacífica de los conflictos como factor circunstancial 

 
En el mes de noviembre de 1889 se proclamó la República de Brasil asumiendo 

como Jefe de Gobierno provisorio el Mariscal Deodoro da Fonseca. Respondiendo al 
pronto reconocimiento de la República, desde el gobierno brasileño se llevaron a cabo 
acciones que le posibilitaron estrechar los vínculos con los países vecinos. Uno de ellas 
fue retirarse del arbitraje por la cuestión de las Misiones y firmar en 1890 el Tratado de 
Montevideo por el cual se contemplaba lo propuesto por Argentina que era repartir el 
territorio en disputa a través de una línea recta que unía las desembocaduras de los ríos 
Chopim y Chapecó. El Tratado fue rechazado por el Ejército, la Marina y la Cámara de 
Diputados de Brasil, por lo cual se decidió volver a la decisión del arbitraje 
norteamericano.  

 
Comenzando el siglo XX, Brasil no sólo tuvo problemas fronterizos con 

Paraguay y Uruguay, sino que a ellos sumó la disputa con Bolivia. El conflicto más 
difícil de resolver por medios pacíficos fue en la región de Acre. La solución negociada 
había fracasado varias veces, sobre todo por intereses europeos y norteamericanos en la 
zona. Cuando el ejército brasileño ya estaba preparado para actuar por la fuerza, el 
Barón de Rio Branco, que ya era Ministro de Relaciones Exteriores (1902-1912), 
conociendo la debilidad militar boliviana, procuró la solución al conflicto ofreciendo a 
Bolivia, a cambio del territorio en litigio, una suma importante de libras esterlinas. Se 
trató de una compra disfrazada. Finalmente el 18 de noviembre de 1903, Brasil y 
Bolivia firmaron el Tratado de Petrópolis por el cual Brasil se apoderó de la región.  
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En este marco es importante recordar que el Baron de Rio Branco es una 
personalidad relevante para la política exterior de Brasil, siendo considerado el patrono 
de su diplomacia. Fue él quien se encargó de asegurar la integridad territorial de su país 
y de proyectarla de manera soberana, ordenada y pacífica, incrementando el territorio 
brasileño en más de 700.000 km2, sin recurrir a la guerra. Según Moura, Rio Branco 
“además de haber legado a Brasil, por medios pacíficos, su mapa de país de escala 
continental, fue el gran institution-builder de Itamaraty…”(Moura, 2000: 81).  Aquí se 
puede sostener que siguiendo el accionar de éste diplomático, institucionalizado por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, la solución de los conflictos por medios pacíficos 
pasó a convertirse en un elemento constitutivo de la política exterior brasileña que se 
mantuvo, a lo largo del tiempo, y perdura hasta el presente.  

  
Sin Rio Branco en Itamaraty, pero continuando con su línea de pensamiento que 

reconocía la creciente importancia de los Estados Unidos en el escenario internacional y 
la necesidad de Brasil de acercarse a éste, fundamentalmente en defensa de sus intereses 
económicos, la diplomacia brasileña tomó posición en la Primera Guerra Mundial. Si 
bien en un primer momento Brasil se declaró neutral ante el conflicto, luego entró en 
guerra, permitiendo a Estados Unidos la utilización de sus puertos y capturando 
alrededor de 70 naves alemanas.  

 
En la década del treinta y cuarenta, Brasil movilizó su diplomacia para buscar 

soluciones pacíficas a los conflictos vecinales y extra regionales. En los años treinta se 
registró la presencia de un oficial de la Marina brasileña, Capitán de Fragata Alberto 
Lemos Bastos, junto a otros dos oficiales provenientes de España y Estados Unidos en 
la Comisión de la Liga de las Naciones, para supervisar el retiro de tropas peruanas y 
administrar la región de Leticia entre 1933- 341

También entre los años 1941 y 1942, Brasil concentró esfuerzos para encontrar 
una solución pacífica al conflicto entre Perú y Ecuador

. En el marco de este conflicto, Brasil 
colaboró activamente para la promoción de la paz entre Colombia y Perú. El mediador 
brasileño fue el Canciller Afrânio de Mello Franco. El acuerdo sobre el litigio, el 
Protocolo de Paz entre Colombia y Perú, fue alcanzado el 25 de mayo de 1934 y fue 
celebrado en Rio de Janeiro con una ceremonia presidida por el presidente Getulio 
Vargas. 

 

2

                                                 
1 La cuestión de Leticia fue la invasión de dicha región colombiana por parte de las tropas peruanas en 1932.   
2 Desde el gobierno peruano se sostuvo que Ecuador invadio el territorio de Zarumilla, extendiéndose el conflicto hasta la región de 
Quebrada Seca. Por otra parte, Ecuador señaló que el gobierno peruano tomó como pretexto una serie de incidentes que se venían 
produciendo en zonas fonterizas e invadió territorio ecuatoriano, forzando a esta último a la firma de un acuerdo limítrofe que fije la 
frontera entre ambos países. 
 

. En la Conferencia 
Interamericana ejerció una activa diplomacia, sentando las bases para alcanzar una 
solución negociada por medio del Protocolo de Río de Janeiro.  
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Como se viene manifestando, desde comienzos de siglo hasta los años cincuenta, 
la diplomacia brasileña concentró sus esfuerzos para lograr la inserción hemisférica en 
el eje de relaciones con los Estados Unidos, manifestándose también en el compromiso 
de Brasil con este país durante la Segunda Guerra Mundial. En este contexto se pueden 
señalar: la ruptura de relaciones de Brasil con los países del Eje y la decisión de enviar 
una fuerza expedicionaria que finalmente y tras la decisión recientemente mencionada 
generó que Italia y Alemania, en 1942, ataquen a naves brasileñas, hundiendo alrededor 
de una veintena de ellas. Consecuentemente, el gobierno de Vargas se vio obligado a 
formalizar el estado de co-beligerancia contra esos dos países por sufrir una agresión 
directa. Este ejemplo nos permite observar la recurrencia a una práctica del Imperio, 
aunque en un contexto histórico diferente. Aquí Brasil aspira a afianzar su alianza con el 
líder regional como así también buscar un mayor involucramiento en los asuntos 
internacionales. 

 
Finalizada la Segunda Guerra Mundial, el gobierno militar de Eurico Gaspar 

Dutra procuró dejar explícito su alineamiento con Estados Unidos. En el año 1950, 
cuando estalló la Guerra de Corea, se desató en Brasil un intenso debate nacional sobre 
el envío de tropas brasileñas a aquella distante región. En éste participaron militares, 
parlamentarios, burócratas, intelectuales y la ciudadanía brasileña, quienes finalmente 
decidieron no enviar tropas a la guerra. En consecuencia, la diplomacia brasileña, 
avalada por la sociedad civil, decidió retomar la posición pacifista en la resolución de 
los conflictos. 

  
En el año 1965, bajo el gobierno militar de Humberto de Alencar Castello 

Branco y respondiendo a un pedido de Estados Unidos, Brasil envió tropas a República 
Dominicana bajo la coordinación de la OEA, con el objetivo de evitar la guerra civil 
desatada en el país. La misión de dicha Organización terminaba por avalar y legitimar la 
intervención unilateral norteamericana, destinada a impedir que el país se convierta en 
una nueva Cuba. En este caso, si bien se enviaron tropas, se hizo bajo la misión de un 
organismo multilateral y cuyo objetivo se centraba no en un ataque armado, sino en la 
defensa de la paz en la zona en conflicto. 

 
A mediados de los ochenta, confirmado su vocación pacifista, Brasil, bajo el 

gobierno de José Sarney integró el Grupo de Apoyo a Contadora, junto a Argentina, 
Perú y Uruguay. Éste proceso de concertación política tuvo como objetivo prestar apoyo 
a los cuatro países que integraban Grupo Contadora (México, Colombia, Venezuela y 
Panamá) quienes rechazaban la intervención armada norteamericana en los países 
centroamericanos y procuraban la pacificación de América Central. 

 
Reafirmando su tradición diplomática basada en la solución pacífica de los 

conflictos, en la cooperación y en el respeto al Derecho Internacional, Brasil promovió 
la idea de declarar al Atlántico Sur como zona de paz y cooperación, con los objetivos 
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de, primero hacer frente a la frustrada propuesta de la OTAS (Organización del 
Atlántico Sur)3 y segundo implementar un sistema cooperativo que asegure el uso 
pacífico del mar entre los estados costeros. En la XLI Sesión de la Asamblea General de 
Naciones Unidas, en 1985, Brasil, luego de una serie de negociaciones con países 
africanos y latinoamericanos, presentó la propuesta de la Zona de Paz y Cooperación del 
Atlántico Sur (ZPCAS). Un año más tarde, la Resolución de Naciones Unidas Nº 41/11 
del 27 de octubre formalizó la Pax Atlántica. La ZPCAS integrada por una veintena de 
estados4

El fin de la Guerra Fría y la implementación de reformas internas fueron 
consideradas en Brasil como una fuente de oportunidades. El presidente Fernando 
Collor de Melo sostuvo: “Transparente y constructiva, nuestra política externa 
encuentra en el diálogo su principal arma, y quiere utilizarla hasta el límite. Nuestros 
parámetros de acción externa son claros: rechazamos la confrontación, así como 
rechazamos las soluciones unilaterales y los arreglos que frustran las perspectivas de 
desarrollo del país”

, establecía que todos los países ribereños tenían responsabilidades especiales 
tendientes a mantener el espacio del Atlántico Sur libre de armas convencionales y 
nucleares. Como afirma Mourão “la resolución, es, si duda, un acto de voluntad de la 
diplomacia brasileña que tiende, a largo plazo, a la implementación de un sistema de 
cooperación horizontal que contribuya al equilibrio y la paz en la región y en el plano 
marítimo propiamente dicho, a la eventual firma de tratados específicos” (Mourão,1987) 

 
La solución pacífica de los conflictos como una constante de la política exterior 

 

5

                                                 
3 La OTAS, una propuesta del gobierno sudafricano, sería una organización militar que implicaba la cooperación naval entre 
Argentina, Brasil, Sudáfrica, Uruguay y eventualmente Chile. Por medio de esta estrategia, el gobierno sudafricano proponía 
presentar una resistencia a la influencia soviética en zonas australes En Brasil se registraron opiniones encontradas en torno a la 
propuesta que terminaron por desviar la preocupación geopolítica para el tema de la cooperación económica y política. 

.  
 
Durante su gestión (1991-1992), se suscitó la Guerra del Golfo. En esta 

coyuntura, la política exterior brasileña asumió una actitud cautelosa apoyando a 
Estados Unidos en el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, sin enviar tropas a la 
zona en conflicto. Además interrumpió la cooperación tecnológica con el gobierno de 
Irak, resolvió la cuestión de los ciudadanos brasileños residentes en ese país y el 
problema del abastecimiento de petróleo. La decisión tomada fue no participar en la 
fuerza multinacional liderada por Estados Unidos, manteniendo una conducta coherente 
con el principio de solución pacífica de las controversias defendida por Rio Branco y 
asumido por Itamaraty.  

 

4 Los Estados que integraban la ZPCAS al momento de su conformación eran: Argentina, Angola, Benin, Brasil, Camerún, Cabo 
Verde, Congo, Costa de Marfil, Guinea Ecuatorial, Gabón, Gambia, Guinea, Guinea-Bissau, Liberia, Nigeria, São Tomé y Príncipe, 
Senegal, Sierra Leona, Sudáfrica, Togo, Uruguay y Zaire. En el año 1990 se incorporó Namibia. 
5 “Discurso do Presidente Fernando Collor de Melo na ceremônia de formatura da turma de 1990 do Curso de preparação à carreira 
de diplomata do Instituto Rio Branco, no Palácio Itamaraty em 29 de maio de 1991”, en Resenha de Política Exterior do Brasil Nº 
68, Ano 17. Fundação Alexandre de Gusmão. Ministério das Relações Exteriores. Brasilia, 1 semestre de 1991. 
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En referencia al tema de Haití6, ahora bajo el gobierno de Itamar Franco (1992-
1994), Brasil reconoció los esfuerzos del Secretario General de Naciones Unidas y sus 
colaboradores en la búsqueda de una solución a la crisis que azotaba al país y apoyó el 
embargo económico7 y político hecho por el Consejo de Seguridad de la ONU en 1994 
y seguido por la OEA. Como miembro no permanente del Consejo de Seguridad, los 
representantes brasileños se abstuvieron en la votación que autorizó la intervención de 
la ONU en Haití para reestablecer la democracia (31 de julio  de 1994) en expresa 
oposición a la propuesta de ingerencia sostenida por Estados Unidos. La postura 
brasileña defendió el reestablecimiento de la democracia en el país, el principio de 
resolución pacífica de las controversias y la no intervención, bajo el entendimiento que 
“la resolución propuesta no es feliz en la invocación de los criterios de la elección de los 
medios para lograr el objetivo de restaurar la democracia y el gobierno legítimamente 
electo en Haití bajo la dirección del Presidente Jean Bertrand Aristide. (...) La defensa 
de la democracia debe ser consistente con los principios que rigen la convivencia entre 
los Estados y no justifican el recurso a la fuerza en los moldes ahora contemplados, que 
se alejan de manera preocupante, de los principios y prácticas habituales de Naciones 
Unidas, en el campo del mantenimiento de la paz”8

En el nuevo milenio, y ante la continuidad de una situación de amenaza para la 
estabilidad política, social y económica en Haití

. La diplomacia brasileña mantuvo un 
discreto discurso de defensa del principio de no intervención, tendiendo a considerar, como 
lo hizo desde el establecimiento de la República, que las medidas coercitivas son 
instrumento de última instancia.  

 

9, el Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas decidió establecer la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití 
(MINUSTAH)10

                                                 
6 El presidente de Haití, Jean-Bertrand Aristide fue derrocado por un golpe de estado liderado por el comandante en jefe Raoul 
Cédras en septiembre de 1992. Ante esta situación, Naciones Unidas intentó alcanzar un acuerdo con Cedras -a través de las 
gestiones del designado Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas, Dante Caputo- para el retorno de la 
democracia en Haití, el cual finalmente no fue respetado. En octubre de 1993, Estados Unidos comenzó una ofensiva para encontrar 
una salida viable a la crisis en ese país y forzó la aprobación, en el seno del Consejo de Seguridad, de la Resolución Nº 940 
mediante la cual se autoriza la formación de una fuerza multinacional para retirar a Cedras del poder. 
7 Suspensión de los vuelos comerciales, congelamiento de los activos financieros y suspensión de las transacciones financieras. 
8 “Declaração de Voto Brasileira para a Resolução sobre o Haití, proferida pelo Embaixador Ronaldo Sardemberg, representante do 
Brasil junto às Nações Unidas, durante sessão formal do Conselho de Segurança, em Nova York, em 31 de julho de 1994.”, en 
Resenha de Política Exterior do Brasil, Nº 75. Ministerio das Relações Exteriores. Brasilia, julho a dezembro de 1994.  
9 El 29 de febrero de 2004, el presidente de Haití, Jean Bertrand Aristide, renunció a su cargo tras los sucesivos enfrentamientos 
entre sus partidarios, principalmente provenientes de los sectores más bajos, y sus opositores, integrados por las clases altas y 
medias haitianas, respaldadas por Estados Unidos. Los grupos opositores vienen reclamando la renuncia de Aristide desde su 
elección en noviembre de 2000 ya que no reconocieron su triunfo debido a la escasa participación popular, a la ausencia de la 
oposición y de los observadores internacionales. A este complejo contexto político, hay que agregar que es el país más pobre del 
hemisferio, tiene una tasa de desempleo de más de 70 por ciento de su fuerza laboral, un ingreso promedio de menos de un dólar por 
día y una esperanza de vida de 50 años 
10 Resolución Nº 1542 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. New York, 30 de abril de 2004.  

. Dicha Misión, liderada por Brasil tiene como mandato garantizar un 
entorno seguro y estable y  reforzar la ayuda en el proceso constitucional y político 
iniciado. Desde entonces el parlamento, los académicos y hasta el Partido de los 
Trabajadores (PT) vienen discutiendo el papel de Brasil en Haití, fundamentalmente 
apelando al principio de solución pacífica de los conflictos. Para justificar ésta decisión, 
el Canciller Celso Amorim, señaló: "es una responsabilidad que, por razones 
humanitarias, el Gobierno no puede eludir". Desde la gestión Lula, no se considera 
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intervención al envío de tropas a Haití ya que son Fuerzas de Paz y porque este accionar 
es valorizado como legítimo debido a que su mandato emana de Naciones Unidas.  

 
Durante el gobierno de Cardoso (1995-2002), ante el conflicto armado entre 

Perú y Ecuador por cuestiones de delimitación de fronteras (1995), la diplomacia 
brasileña ejerció un rol protagónico fundamental al igual que lo había hecho a 
comienzos de la década del 40. En este nuevo escenario, los países garantes del 
Protocolo de Río de Janeiro (Argentina, Brasil, Chile y Estados Unidos) se movilizaron, 
incentivando a los gobiernos en conflicto a firmar, el 17 de febrero de 1995, la 
Declaración de Paz de Itamaraty. Por medio de ésta se reinició el diálogo para la 
solución definitiva de la disputa fronteriza. Tanto el presidente Cardoso como el 
Canciller Lampreia estuvieron directamente involucrados en las negociaciones que 
dieron como resultado la firma de un acuerdo global y definitivo de paz entre Ecuador y 
Perú. A su vez, Brasil junto con los demás garantes del Protocolo participaron de la 
MOMEP (Misión de Observadores Militares en la Cordillera del Cóndor Ecuador / 
Perú), para supervisar la separación de las fuerzas ecuatorianas y peruanas y el 
monitoreo de la zona desmilitarizada. Finalmente, el 26 de octubre de 1998 los 
presidentes de Perú y Ecuador firmaron la paz en el Palacio de Itamaraty. En este acto, 
el Canciller Lampreia señaló  “Demostramos una vez más que merecemos la confianza 
de la comunidad internacional. En medio del actual ambiente de crisis económica 
global, con conflictos y tensiones que se multiplican en diversos continentes, el mundo 
puede estar seguro de que América Latina no es una fuente de inestabilidad y 
preocupación, y si un ejemplo permanente de diálogo, cooperación y voluntad de 
participación para la construcción de un nuevo orden internacional efectivamente 
volcado a la paz y el desarrollo”11

 
. 

La contribución de Brasil a las Operaciones para el Mantenimiento de la Paz 
 
La búsqueda de solución pacífica de los conflictos se reflejó también en una 

importante actuación de Brasil en Naciones Unidas. Las Operaciones para el 
Mantenimiento de la Paz (OMP) son instrumentos creados por Naciones Unidas para 
actuar en el campo de la paz y seguridad internacional debido a la inoperancia de los 
sistemas colectivos de seguridad. Si bien la actuación de las OMP no está contemplada 
en la Carta constitutiva de Naciones Unidas, éstas son consideradas como instrumentos 
al servicio de la solución pacífica de los conflictos y no como sus reemplazantes. Las 
OMP son ampliamente aceptadas por la comunidad internacional como un mecanismo 
utilizado por la Organización que favorece la presencia de un tercero imparcial en 
terrenos conflictivos. La diplomacia brasileña entiende que “las operaciones de 
mantenimiento de la paz son un instrumento que contribuye a la resolución pacífica de 
conflictos y pueden ayudar a promover negociaciones político-diplomáticas” (Fontoura, 
1999:260).  

                                                 
11 LAMPREIA, Luiz Felipe. “Paz nas Américas”, en Correio Brazilienze. Brasilia, 25 de outubro de 1998. 
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Brasil viene movilizando su diplomacia para buscar soluciones pacíficas a los 
litigios, limítrofes y extra-regionales desde 1930 y desde 1957 en el ámbito de la ONU, 
registrando su presencia en 23 operaciones. La primera misión donde los cuadros 
brasileños del ejército se sometieron a las actividades conducidas por Naciones Unidas 
fue la Comisión Especial de Naciones Unidas para los Balcanes (UNSCOB). Por 
intermedio del Capitán Teniente del Ejército Hervê Pedroso y del Capitán Teniente de 
la Marina John Andersen Munro, Brasil operó en Grecia, entre 1947 y 1951, para 
cooperar con las autoridades regionales en el control de la situación en la frontera entre 
Grecia (en guerra civil), Albania, Bulgaria y Yugoslavia y para solucionar el problema 
de los refugiados. También se destacó la participación brasileña en la UNEF I (Sinaí y 
Franja de Gaza) entre 1957 y 1967. De los 6300 militares que participaron de la misión, 
600 de ellos eran brasileños integrando el Batallón de Infantería de Suez.  

 
Desde ese momento hasta los noventa Brasil tuvo una participación variada en 

OMP, registrando en la década del sesenta, cinco participaciones12 y desde 1989 en 
adelante colaboró con dieciocho operaciones13

                                                 
12 En la década del sesenta Brasil participó en las siguientes OMP: en la ONUC (Operación de Naciones Unidas en el Congo, 1960-
1964) colaboró con militares, pilotos de avión y helicópteros y personal de tierra con el objetivo observar la retirada de fuerzas 
belgas, garantizando la integridad territorial e independencia política del Congo. En agosto de 1962, envió militares a la UNSF 
(Fuerza de Seguridad de Naciones Unidas en Nueva Guinea Occidental.). En el año 1965 participó de la DOMREP (Misión del 
Representante del Secretario General de la ONU en República Dominicana) y de la UNIPOM (Misión de Observación de Naciones 
Unidas India- Pakistán) para supervisar el cese del fuego y la separación de las fuerzas de los dos países. Desde 1964 y hasta 1967 
participó de la UNFICYP (Fuerza de Mantenimiento de la Paz de Naciones Unidas en Chipre) con el objetivo de prevenir las 
hostilidades entre las comunidades griegas y turcas, ayudar a mantener la ley y el orden, supervisar el cese del fuego y mantener la 
zona desmilitarizada. 
13 Las OMP en las que participó Brasil se extienden por África, América Latina, Europa y Asia. En África. Entre ellas se señalan: 
UNAVEM I (Misión de Verificación de Naciones Unidas en Angola), UNAVEM II y UNAVEM III. Estas misiones persiguieron 
diferentes objetivos entre ellos controlar el retiro de las tropas cubanas de Angola,  ejecutar tareas previstas en el acuerdo de paz de 
Bicesse de 1991 entre el gobierno de Angola y la  UNITA, supervisar y ejecutar las tareas previstas en el Protocolo de Lusaka. Cabe 
destacar la participación de Brasil en UNAVEM III debido a la cantidad de efectivos que participaron: un batallón de infantería  
integrado por 800 hombres, una compañía de ingeniería con 200 hombres, dos puestos de salud avanzados compuestos por 40 
médicos y asistentes, y aproximadamente 40 oficiales de Estado Mayor. También participó de la MONUA (Misión de Observación 
de Naciones Unidas en Angola) que tuvo como objetivo  supervisar y ejecutar las tareas pendientes previstas en el Protocolo de 
Lusaka. En el resto del continente africano participó  de la UNOMUR (Misión de Observación de Naciones Unidas en Uganda y 
Ruanda), la UNOMIL (Misión de Observación de Naciones Unidas en Liberia), la ONUMOZ (Operación de Naciones Unidas en 
Mozambique) y la UNOMSA (Misión de Observación de Naciones Unidas en Sudáfrica) para colaborar en el monitoreo de las 
elecciones. 
En lo que respecta a América Latina, cabe resaltar que los principales cambios que se sucedieron en la década de los noventa, como 
ser los procesos de consolidación democrática, de integración económica y la activa política diplomática ejercida por los países,  
generaron caminos hacia la negociación y la cooperación, participando de la ONUCA (Grupo de Observadores de Naciones Unidas 
en América Central). A su vez, la misión colaboró con el proceso de desmovilización en Nicaragua. Brasil también envió, entre 
1991 y 1995, observadores militares, policiales, una unidad médica y veedores electorales a la ONUSAL (Misión de Observación de 
Naciones Unidas en El Salvador) y participó de la MINUGUA (Misión de Naciones Unidas para Guatemala). 
En Europa, Brasil tuvo una activa participación en las OMP comprometidas con el conflicto en la ex Yugoslavia. Aquí se puede 
mencionar la contribución de Brasil a UNPROFOR (Fuerza de Protección de Naciones Unidas), UNCRO (Operación de 
Reestablecimiento de la Confianza de Naciones Unidas en Croacia) tendiente a hacer cumplir el acuerdo de cese del fuego y 
contribuir al establecimiento de un acuerdo económico, UNPREDEP (Fuerza de Desdoblamiento Preventivo de Naciones Unidas), 
UNTAES (Administración Transitoria da Eslavonia Oriental, Baranja y Sirmium Occidental) y desde 1996 de la UNMOP (Misión 
de Observación de Naciones Unidas para la Península Prevlaka (al lado de Croacia) ejerciendo una función de contralor de la 
situación en el territorio y reemplazando a la UNPROFOR y la UNCRO.  

En Asia, Brasil participó a comienzos de los noventa en la UNTAC (Autoridad Transitoria de Naciones Unidas en Camboya) para 
supervisar y ejecutar las tareas previstas en el Acuerdo de París de octubre de 1991 y también mandó veedores electorales para las 
elecciones de mayo de 1993. Finalizando la década y con el objetivo de organizar y supervisar la realización de una consulta popular 
en Timor del Este participó de UNAMET (Misión de Naciones Unidas en Timor del Este). 

, siendo algunas de ellas misiones de 
segunda generación. Brasil participó en las misiones de paz enviando observadores 
militares y policiales, equipos médicos y de enfermería del Ejército, veedores 
electorales y compañías de ingeniería. El costo de asumir estas responsabilidades fue 
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absorbido por el presupuesto de las Fuerzas Armadas, situación que se vio afectada a lo 
largo de la década por los avatares económicos por los que atravesó el país. 

 
Cabe recordar que la participación de Brasil en OMP está de acuerdo al espíritu 

de la Constitución de 1988 donde se puso énfasis en la vocación universalista, pacifista 
y democrática de la política externa brasileña y donde se incluyeron expresamente las 
líneas de acción que guían las relaciones de Brasil con los demás actores del sistema 
internacional. En el artículo 4º se establece que “La República Federativa de Brasil se 
regirá en sus relaciones internacionales por los siguientes principios: independencia 
nacional; primacía de los derechos humanos; autodeterminación de los pueblos; no 
intervención; igualdad entre los estados; defensa de las paz; solución pacífica de los 
conflictos; repudio al terrorismo y al racismo; cooperación entre los pueblos para el 
progreso de la humanidad, concesión de asilo político.” 

 
A principios de los noventa Brasil no contaba dentro de su estructura 

institucional-burocrática con ningún órgano encargado de establecer líneas de 
comunicación entre Itamaraty y el gobierno federal en referencia al tema de las OMP. 
Ante esta debilidad, en mayo de 1993 se creó el GTI (Grupo de Trabajo 
Interministerial), conformado por representantes de Itamaraty, del Ministro de Justicia, 
de las Fuerzas Armadas y del Congreso Nacional. Entre otras tareas, el GTI tuvo como 
misión: “(i) aumentar la influencia de Brasil en los órganos de Naciones Unidas que se 
relacionan con las operaciones para el mantenimiento de la paz, cediendo militares 
brasileños a la Secretaria; (ii) tornar más fluida la coordinación entre el Ministerio de 
Justicia (en ese momento responsable de la policía) y las Fuerzas Armadas e Itamaraty, 
en lo que concierne a la designación de militares y policías, así como entre el Tribunal 
Superior Electoral (TSE) e Itamaraty en cuanto a la designación de peritos electorales; 
(iii) actualizar la legislación vigente relativa al envío de contingentes armados o 
desarmados brasileños al exterior; (iv) aprovechar las oportunidades de cooperación 
bilateral que se vienen identificando en el transcurso de la implementación de los 
procesos de paz; y (v) examinar los diferentes aspectos relativos a la creación de un 
cuerpo de elite en las Fuerzas Armadas, adiestrado y equipado para atender los pedidos 
de colaboración de ONU” (Fontoura, 1999: 208). 

 
Otro elemento que rescató la importancia de las OMP para el gobierno brasileño 

fue el Decreto Nº 1895 del 6 de mayo de 1996 por medio del cual se creó en Brasil la 
Cámara de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional del Consejo de Gobierno, con el 
objetivo de formular políticas, establecer directrices, aprobar y acompañar programas a 
ser ejecutados en el ámbito de la cooperación internacional, integración fronteriza, 
defensa de los derechos humanos, operaciones de paz, narcotráfico y otros delitos de 
configuración internacional. En septiembre del mismo año, Brasil, por intermedio del 
Canciller Lampreia, comenzó su participación en un grupo informal de países que 
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contribuían con tropas a las OMP, conocido como “Amigos del Despliegue Rápido”14

Los cambios en el sistema internacional con el fin de la Guerra Fría y la 
expansión a nivel global del ideario neoliberal, generaron en Brasil, a partir de los 
noventa, una versión diferente en torno a cómo un Estado moderno debía insertarse en 
el mundo y ser competitivo. Se diagnosticó el agotamiento del modelo de desarrollo 
económico vigente y se planteó la necesidad de diseñar nuevas estrategias para 
garantizar la inserción internacional de Brasil. El Ministro de Relaciones Exteriores del 
gobierno de Fernando Henrique Cardoso, Luis Felipe Lampreia señaló la necesidad de 
“conciliar inserción al proceso de globalización con el mantenimiento de una 
diversificación de parcerias político- económicas, un relativo margen de autonomía y el 
cuestionamiento puntual a ciertas reglas del orden internacional” (Vizentini,1997:2). 
Consecuentemente, los presidentes Collor de Melo, Franco y Cardoso buscaron 
actualizar la agenda externa brasileña, fomentando la presencia activa de Brasil en los 

. 
Este grupo tenía como propósito contribuir con Naciones Unidas para el desarrollo de 
estrategias de reacción rápida frente a los conflictos y que estas decisiones no sean 
adoptadas exclusivamente por el núcleo de países, generalmente miembros de la OTAN 
(Organización del Tratado del Atlántico Norte). 

 
La diversificación de las relaciones exteriores 

 
Desde el comienzo de la República y considerando tanto las transformaciones en 

el orden mundial como en el modelo económico implementado, Brasil implementó 
diferentes estrategias de inserción internacional autónoma privilegiando la idea de 
desarrollo nacional. Estas fueron: el alineamiento con Estados Unidos y la 
diversificación de las relaciones exteriores del país. Ésta tuvo apariciones espasmódicas 
durante la década del cincuenta y sesenta y comenzó a consolidarse a partir de los años 
setenta en el marco del denominado paradigma globalista. Siguiendo a Soares de Lima 
(1993), este nuevo modelo desechaba la idea de que la política exterior debía priorizar 
las relaciones con Estados Unidos y planteaba la necesidad de globalizar las relaciones 
exteriores de Brasil. Para operacionalizarlo, Itamaraty incorporó la matriz económica 
propuesta por la CEPAL: reforma de las relaciones económicas internacionales y 
alianza con los económicamente semejantes, no extendiéndose a los No Alineados. El 
objetivo se centraba en combinar autonomía con desarrollo económico y 
diversificación de las relaciones. De esta manera, Brasil aumentó sus contactos 
bilaterales, llevando adelante una política más activa en las distintas regiones y 
procurando asociaciones alternativas tanto con países desarrollados como con Países del 
Tercer. La diversificación de las relaciones externas, bilaterales o multilaterales, 
considerada como un elemento circunstancial hasta mediados del siglo XX tuvo una 
magnitud tan relevante que comenzó a configurar rasgos de la identidad brasileña.  

 

                                                 
14 Hasta ese momento, el grupo “Amigos del Despliegue Rápido” estaba compuesto por: Alemania, Argentina, Australia, 
Bangladesh, Brasil, Chile, Corea, Dinamarca, Egipto, Finlandia, Holanda, Indonesia, Irlanda, Jamaica, Japón, Jordania, Malasia, 
Nicaragua, Nueva Zelandia, Noruega, Polonia, República Checa, Senegal, Suecia, Ucrania y Zambia. 
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nuevos debates concernientes a temas globales, demostrando una amplia disposición a 
asumir responsabilidades.   

 
Desde los comienzos del nuevo milenio, con Luiz Inácio “Lula” da Silva en la 

presidencia de Brasil, la diplomacia del país procura alcanzar un lugar protagónico en el 
escenario global. Así, la gestión Lula diseña y operacionaliza su inserción internacional 
construyendo asociaciones estratégicas que procuran la defensa de sus intereses 
nacionales. De esta manera va estructurando un entramado de cooperación con los 
socios en los más variados escenarios, posibilitándole una mayor presencia 
internacional.  

 
En este sentido, se puede considerar que la estrategia de diversificación de 

relaciones políticas y económicas fue y es un proceso de defensa de los intereses 
nacionales tendiente a, por un lado garantizar la continuidad del modelo económico 
implementado y por otro a ampliar la presencia autónoma del país en el sistema 
internacional, aumentar las capacidad de influencia en las cuestiones globales y resistir 
la vulnerabilidad externa. La diversificación de las relaciones se convierte así en un 
hecho estructural y no coyuntural de la política externa brasileña. 

 
De la alianza especial con Estados Unidos a la diversificación 

 
Analizando la evolución de la política exterior brasileña, Pinheiro sostiene que, 

desde el nacimiento de la República en 1889, ésta se orientó por dos grandes 
paradigmas: el americanismo y el globalismo. Si bien los ejes centrales del Imperio 
(consolidación de las fronteras y equilibrio de poder en el Cono Sur) no fueron alterados 
por la República, se modificaron las alianzas. A partir de ese momento Estados Unidos 
pasó a ocupar el lugar de aliado privilegiado de Brasil (antes lo era Gran Bretaña). 
Merke sostiene que “este giro se apoya en un dato: la rapidez con que los Estados 
Unidos reconoció la identidad republicana de Brasil (tan sólo un año después de 
proclamada la República) y la lentitud con que el Reino Unido procedió a este fin, doce 
años después de la proclamación” (Merke, 2008: 68).  

 
Durante la República, y como fue mencionado anteriormente, el Baron de Rio 

Branco reconoció a Estados Unidos como una potencia emergente en el continente y 
centro de un nuevo subsistema de poder internacional e identificó a Brasil como el líder 
sudamericano por excelencia. Rio Branco intentó adecuar las necesidades brasileñas al 
orden internacional valorado como anárquico. Para ello propició una política de 
aproximación con Estados Unidos, tratando de contrabalancear el poderío europeo y 
buscó la conformación de una alianza con los vecinos sudamericanos, principalmente 
intentando una política de estrechos lazos con Chile, ante una posible rivalidad de 
liderazgo en la región con Argentina. De este modo, “la proyección internacional que 
opera durante la gestión de Rio Branco se sostiene, entonces, en tres elementos 
centrales: definición de límites, definición de aliados, definición de adversarios, tríada 
casi ideal de lo que implica un proceso de construcción de identidad: definición de un 
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sujeto mediante definición de fronteras, definición del amigo y de los Otros” (Merke, 
2008: 69-70). 

 
El paradigma de alianza especial con Estados Unidos prevaleció en la política 

exterior brasileña desde principios de siglo hasta mediados de los años sesenta. A partir 
de 1930, si bien el modelo agroexportador entró en crisis y la industria nacional, que 
había actuado como complemento de la producción agrícola, pasó a convertirse en un 
actor dinámico y principal actividad de la economía brasileña, no se alteró la preferencia 
por la relación con los Estados Unidos. Mas aún y como fue señalado en el apartado 
anterior Brasil, manifestó su compromiso con este país durante las dos guerras 
mundiales.  

 
El golpe militar de 1945 destituyó a Getulio Vargas, asumiendo el gobierno el 

General Eurico Gaspar Dutra (1946- 1951). Durante su gestión, Brasil tendió “a hacer 
converger sus intereses políticos, de seguridad, comerciales, en sus relaciones 
bilaterales con un conjunto reducido de potencias que gravitaban en torno al polo 
hegemónico al cual se integró, es decir, Estados Unidos” (Albuquerque, 2001:13). 
Como demostración de ello, el 15 de enero de 1948 rompió relaciones diplomáticas con 
la URSS. 

 
El retorno de Vargas a la presidencia de Brasil no obstaculizó el alineamiento 

político-militar del país con el bloque occidental. Para el presidente, el desarrollo del 
país se había convertido en uno de los ejes de la política exterior, considerando que las 
relaciones económicas externas debían contribuir al desarrollo de Brasil. El gobierno 
entendía que Estados Unidos debía hacer concesiones económicas15

                                                 
15 Las demandas brasileñas se basaban en algunos pedidos concretos: la liberación de crédito pedido al Exim-Bank y al Banco 
internacional para la implementación de industrias básicas y obras públicas, un especial incentivo del gobierno Truman a las 
inversiones privadas norteamericanas en Brasil y la suspensión de restricciones norteamericanas al precio del café.  

 al país por su 
fidelidad al bloque, sin embargo, estas nunca llegaron. Las iniciativas de corte 
nacionalistas llevadas a cabo por Vargas, como el envío al Congreso, en febrero de 
1952, del proyecto de creación del Banco Nacional de Desarrollo Económico (BNDES) 
y los intentos por defender el monopolio estatal en todas las actividades relacionadas al 
petróleo no tuvieron una buena recepción en la gestión norteamericana. Pero, “a pesar 
del peso dominante de las relaciones con Estados Unidos, la política externa del 
segundo gobierno Vargas ensayó los primeros pasos en dirección a una agenda 
internacional más diversificada. Este esfuerzo se observó en la búsqueda de posiciones 
convergentes con otros países subdesarrollados en temas no directamente relacionados a 
los intereses estratégicos norteamericanos” (Hirst, 1996: 219). En este contexto, Brasil 
también procuró nuevos parceiros en el ámbito económico. Por ejemplo, se acercó a 
países árabes y asiáticos;  en el espacio latinoamericano a Argentina, Bolivia y Chile, 
aunque desechó todo tipo de compromiso en los intentos de conformar un bloque 
latinoamericano. 
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La llegada a la presidencia de Juscelino Kubitschek de Oliveira (1956-1961) 
profundizó la tendencia del varguismo de conciliar la relación preferencial con los 
Estados Unidos con la diversificación de las relaciones internacionales, a partir de una 
política exterior más activa. Entre los años 1958 y 1960, Brasil reconoció a los países 
recientemente independizados y abrió embajadas y representaciones diplomáticas en 
Asia y en menor medida en África16

Tras el golpe militar de 1964, el presidente Castello Branco restauró el 
paradigma de alianza especial con Estados Unidos. Brasil aceptó la idea norteamericana 
de constituir una alianza interamericana que apunte a combatir la amenaza a la 
soberanía de los estados (los movimientos subversivos) remitiendo a la tesis de las 
fronteras ideológicas. Como manifestación del alineamiento automático con Estados 
Unidos, el gobierno militar rompió relaciones diplomáticas con Cuba (13 de mayo de 
1964) y, como fue mencionado en el apartado anterior, participó en la intervención a la 
República Dominicana en 1965. El alto nivel de relaciones con el hegemón regional 
posibilitó a Brasil el establecimiento de un programa de ayuda económica y la 

. También intensificó sus relaciones con los países 
del continente americano revalorizando la relación con sus vecinos. En mayo de 1958, 
con el envío de una carta a su par norteamericano Eisenhower, el presidente Kubitschek 
lanzó la OPA, Operación Panamericana. Su objetivo era inducir a Estados Unidos a 
cooperar con el desarrollo del continente. La OPA fue un llamado para una mayor 
asistencia económica a América Latina. Resultado de ello fue la participación de Brasil 
junto a Argentina, Chile, Perú y Uruguay en una serie de reuniones organizadas por la 
CEPAL que dieron como resultado la firma del Tratado de Montevideo en 1960 por el 
cual se creó la ALALC (Asociación Latinoamericana de Libre Comercio), integrada por 
Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México, Paraguay, Perú, Uruguay y 
Venezuela. 

 
La política externa independiente bajo el gobierno de Quadros primero y luego 

Goulart (1961-1964) sostuvo los principios de no intervención, autodeterminación, 
seguridad colectiva y la independencia externa como condición esencial para el 
desarrollo. El principal objetivo fue aumentar el dinamismo económico del país y 
defender los intereses económicos brasileños transformando al país en una potencia. En 
este sentido, el presidente Quadros (1978), señalaba que la política externa debía reflejar 
el interés nacional brasileño en lugar de una diplomacia alineada a los intereses ajenos, 
de esta manera consideraba esencial la libertad política y económica. Bajo esta 
concepción, se realizaron acuerdos comerciales con países del bloque del este, se 
restablecieron las relaciones diplomáticas con la URSS en el año 1962 y se asumieron 
como fundamentales las relaciones con Argentina. La política externa independiente 
también convirtió al continente africano en una nueva dimensión importante para la 
diplomacia brasileña, considerando a este espacio como fundamental debido a la 
influencia africana en el país desde el punto de vista étnico, cultural y lingüístico. 

 

                                                 
16 Corea del Sur, Tailandia, Malasia, Filipinas, Vietnam del Sur y Gana.  
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obtención de créditos provenientes de Washington. En esta coyuntura, América Latina 
fue relegada quedando demostrado en el rechazo de la dirigencia brasileña al proyecto 
de integración económica con bases en ALALC. 

 
Los militares tenían un proyecto denominado Brasil – Potencia, que implicaba: 

la modernización de las instituciones, la liberalización de la economía, la apertura del 
comercio exterior, la industrialización y el crecimiento vía exportaciones. Aquí se 
atribuyó a Itamaraty un activo papel destinado a dar un nuevo impulso a las 
exportaciones brasileñas, que en ese momento representaban solamente el 1% del 
comercio mundial. El objetivo era que Brasil comercie sus productos con la mayor 
cantidad de países posibles. Para poder cumplirlo, hubo un esfuerzo mancomunado de 
los distintos ministerios, coordinados por el de Relaciones Exteriores. Así, se creó en 
julio de 1966, el Consejo de Comercio Exterior (Concex) cuya función era centralizar la 
ejecución interna de la Cacex (Cámara de Comercio Exterior) y propiciar las 
operaciones de las trading companies. Lechini señala que “al mantenerse y ampliarse la 
actuación del Ministerio de Relaciones Exteriores en el campo del comercio exterior, se 
crearon condiciones para que las relaciones comerciales de Brasil sean administradas no 
sólo con un enfoque básicamente económico o comercial sino también que los intereses 
políticos y diplomáticos estén presentes en las negociaciones” (Lechini,  2006:125-126). 

 
En la continuidad del régimen militar se mantuvieron los principios de seguridad 

y desarrollo sostenidos por la Revolución y se profundizó el carácter estratégico del 
sector externo para la consecución de objetivos. Itamaraty, conductor de la diplomacia 
de la prosperidad, emprendió un discurso en contra del statu quo mundial, propuso una 
reforma al régimen de comercio internacional, primero en la UNCTAD (Conferencia de 
Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo) y luego en el GATT (Acuerdo 
General sobre Tarifas y Comercio), como así también apuntó a la diversificación de 
parceiros (socios) en busca de nuevas alianzas tanto en el plano comercial como en el 
político. Así comenzaron a establecerse vínculos más fuertes con Francia, Alemania e 
Italia y luego con algunos países del bloque soviético, Checoslovaquia y Hungría. Se 
destacaron las relaciones con Irak y Libia, en el área de misiles y resurgió el interés 
brasileño en el continente africano con el objetivo de detectar oportunidades de nuevos 
mercados.  

 
Si bien el período histórico presentado describe el protagonismo de la alianza no 

escrita con Washington, también pueden observarse instancias, primero espasmódicas 
(Vargas y Kubitschek) y luego más continuas (Quadros-Golulart, Costa e Silva), en las 
cuales Itamaraty buscó ampliar sus vínculos externos. En este sentido, intentó avanzar en 
relaciones complementarias que le posibilitaran un mayor margen de autonomía en el 
escenario internacional, acercándose a países de África, Asia y en menor medida de 
América Latina. Este accionar brasileño, circunstancial hasta el momento, fue consecuente 
con la defensa del interés nacional tendiente, por un lado a garantizar la continuidad del 
modelo económico implementado y por otro a ampliar la base de autonomía externa.  
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La consolidación de la diversificación de relaciones externas 
 
A partir de la década del setenta, tanto el gobierno Médici (1969- 1974) como su 

sucesor, Geisel (1974- 1979) desarrollaron una política externa tendiente a redefinir el 
papel internacional de Brasil, procurando potenciar el poder nacional brasileño, donde 
los temas de seguridad se subordinaron a los temas de desarrollo. Soares de Lima y 
Moura sostienen que en Brasil “se estableció y consolidó un modelo político-económico 
caracterizado por la tentativa de profundizar un tipo de capitalismo asociado, con el 
respaldo de un sistema político autoritario. Este modelo, operando en las nuevas 
condiciones internacionales, generó un proyecto de potencia emergente que procuró 
obtener mayores condiciones de desarrollo económico y crecimiento de poder en el 
plano internacional” (Soares de Lima y Moura, 1982: 351).  

  
El país necesitaba mantener abastecedores de insumos básicos y ganar mercados 

consumidores de productos manufacturados, ya que éstos no podían competir con los 
elaborados en los países desarrollados. Para superar las barreras proteccionistas de los 
países del Norte, se puso énfasis en las relaciones Sur-Sur, buscando la ampliación del 
mercado receptivo a los productos brasileños. Así, Brasil tuvo una política de doble 
standard. Por un lado trató de acercarse a los países del Tercer Mundo, definiéndose 
como parte del mismo, buscando el establecimiento de nuevos parceiros, 
fundamentalmente en el área económica; y por el otro intentó aparecer como socio del 
primer mundo mostrando sus condiciones para ingresar al mismo. Siguiendo a Cervo se 
puede señalar que en los setenta, “al sector externo le fue consignada una función 
complementaria al proyecto nacional-desarrollista, la política externa brasileña se 
apropió de características que se hacían necesarias para su desempeño, tales como 
universalismo y autonomía, flexibilidad y ajustabilidad, dinamismo y coraje” (Cervo, 
1992:358).  

 
 La Diplomacia del Interés Nacional ejercida bajo el gobierno Médici, sostenida 

en aspiraciones económicas, buscó nuevos espacios de inserción, principalmente en las 
relaciones bilaterales. El multilateralismo no fue abandonado, sino que se llevó a la 
práctica en aquellas cuestiones que remitían a la política económica mundial, donde 
Brasil aunaba esfuerzos con países con cuotas de poder similares o menores para 
enfrentar conjuntamente las dificultades. Ejemplo de ello fue la política de cooperación 
Sur-Sur que implementó Itamaraty en su participación en el Grupo de los 77, en la 
reunión preparatoria de abril de 1970 del Movimiento de No Alineados realizada en 
Dar-es-Salaam y en las asociaciones de productores de materias primas. También se 
incrementaron notablemente las relaciones con Alemania Federal y con Japón. A pesar 
de las diferencias ideológicas, también se fortalecieron los vínculos económicos entre 
Brasil y la URSS y algunos países del bloque soviético (Bulgaria, Yugoslavia, Polonia, 
Rumania).  

 
A lo largo de la década, Itamaraty no sólo buscó alternativas a la relación con 

Estados Unidos en el mundo desarrollado, sino que los países en desarrollo fueron 
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considerados mercados prometedores para la compra de productos brasileños, entendido 
a su vez como forma de cooperación. En este período Itamaraty creó en su interior el 
Departamento de Promoción Comercial, que tuvo como objetivo dar eficiencia a las 
actividades entre los gobiernos y/o entre los empresarios (anteriormente existían 
oficinas dedicadas a la promoción comercial pero que dependían del Ministerio de 
Trabajo, Industria y Comercio). Las relaciones con Europa Occidental se vieron 
fortalecidas, a las tradicionales -Inglaterra, Francia, Italia y Alemania- se sumaron los 
países escandinavos y nuevos acuerdos con España, los Países Bajos y Grecia. Con 
Japón, si bien los vínculos entre ambos comenzaron a ser relevantes a partir de la visita 
de una delegación comercial brasileña a ese país en 1965, es en la década del setenta 
cuando se fortalecen las relaciones entre estos dos países.  

 
Profundizando la estrategia de diversificación de relaciones, y en consonancia 

con la política exterior norteamericana del presidente Richard Nixon, a la que siguieron 
muchos países incluidos algunos latinoamericanos, se destacó el establecimiento de 
relaciones diplomáticas, el 15 de agosto de 1974, con la República Popular China. 
Geisel rescató la importancia de los vínculos económico-comerciales con países de la 
Europa socialista a través de iniciativas estatales, empresariales y contactos entre 
autoridades. Con la URSS, a pesar del bajo nivel de intercambio comercial,  las 
discusiones se concentraron en el desequilibrio en la balanza soviética.  

 
Con América Latina, si bien la dirigencia brasileña reconocía la existencia de 

intereses comunes y de una identidad compartida, los vínculos continuaron siendo 
básicamente comerciales. Se rescató la importancia de la complementariedad económica 
entre Brasil y los países vecinos, fundamentalmente ricos en recursos energéticos, 
debido al aumento del precio del petróleo y a la necesidad de contar con éste recurso 
para hacer frente al agotamiento del milagro económico. También se concluyeron 
acuerdos de cooperación con Paraguay (Tratado Hidroeléctrico Yaciretá), Bolivia (Acta 
de Cooperación para la compra de gas y complementación industrial), Colombia 
(estudios binacionales remitidos al carbón) y Uruguay (proyectos de desarrollo de las 
Cuencas de Lagoa Mirim y del río Jaguarão).  Con el objetivo de promover el desarrollo 
y la integración física de los países, Brasil firmó el 23 de abril de 1969,  junto a 
Argentina, Bolivia, Paraguay y Uruguay, el Tratado de la Cuenca del Plata. Traspasando 
la esfera económica–comercial, se destaca  la firma, el 3 de julio de 1978, del Tratado 
de Cooperación Amazónica17

También el presidente Geisel puso énfasis en las relaciones de Brasil con el 
continente africano considerado como un área de interés económico y estratégico. La 
política africana que había ganado un espacio importante a partir de mediados de la 

 junto a Bolivia, Colombia, Ecuador, Guyana, Perú, 
Surinam y Venezuela.  

 

                                                 
17 Los objetivos de esta asociación de estados remitían a la integración física, fomentando la cooperación y el intercambio de 
información, procurando el desarrollo socioeconómico de los territorios amazónico y preservando los recursos naturales. 
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década del sesenta, alcanzó su mayor esplendor en los años setenta siendo denominada 
posteriormente como “los años dorados de la política africana brasileña (1967-1979)” 
(Saraiva, 1996:128). África fue considerada como un mercado importante para el 
comercio exterior brasileño como así también un proveedor de petróleo, inclusive, 
países como Angola, Argelia y Nigeria equipararon el comercio casi exclusivo que 
mantenía Brasil con Sudáfrica. Asimismo se acrecentaron los vínculos bilaterales con 
Irak, Libia, Arabia Saudita, Kuwait, Irán y se buscó cooperación bajo la forma de joint 
ventures para desarrollo tecnológico y de la industria militar (proyectos comunes el 
campo misilístico).  

 
En la década del ochenta el universalismo fue la característica predominante de 

la política exterior brasileña. A pesar del cambio de régimen político, Itamaraty 
continuó con la estrategia de diversificación de las relaciones en el exterior, bajo del 
concepto de “doble inserción de Brasil en el sistema internacional: Occidente, o las 
relaciones con los países Norte y el Tercer Mundo, o las relaciones con los países en 
desarrollo del Sur” (Oliveira, 1987: 192). 

 
El objetivo de Brasilia continuaba siendo la defensa de los intereses nacionales 

buscando la ampliación de la autonomía externa y promoviendo un mayor espacio de 
actuación diplomática. En este sentido, las relaciones con Estados Unidos se 
mantuvieron en un grado de cierta cordialidad, aunque existieron disputas referidas a 
temas como propiedad intelectual y legislación de patentes de productos farmacéuticos. 
Por otra parte, se buscó fortalecer el diálogo Sur-Sur, no como alternativa al debate 
Norte-Sur sino como estrategia para consolidar los lazos tradicionales de Brasil con los 
países del Tercer Mundo. Se intensificó la relación con China como así también se 
registró la participación de Brasil como observador en la VII Reunión Movimiento de 
Países No Alineados, celebrada en Nueva Delhi en marzo de 1983. Asimismo, se 
reestablecieron los contactos políticos con la URSS sin registrarse avances 
significativos en materia económica-comercial.  

 
Las relaciones con América Latina y Argentina se convirtieron en prioritarias. 

Como fue señalado oportunamente, Brasil integró el Grupo de Apoyo a Contadora y 
más tarde conformó el Grupo Rio. Con Argentina se superó el conflicto por la represa 
de Itaipú a través de la firma, el 19 de octubre de 1979, del Acuerdo de Cooperación 
Técnica-Operativa para los Aprovechamientos Hidroeléctricos de Itaipú y Corpus. 

  
La política de aproximación al continente africano no sólo se mantuvo sino que 

también buscó expandirse, fortaleciendo los contactos con los países de lengua 
portuguesa. El presidente Sarney convocó, en São Luís do Maranhão, a la I Cumbre de 
Jefes de Estado y de Gobierno de Brasil, Portugal y países africanos de lengua 
portuguesa: Angola, Cabo Verde, Guinea Bissau, Mozambique y São Tomé Príncipe. 
En la reunión, el presidente brasileño presentó la Comunidad de Países de Lengua 
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Portuguesa (CPLP) donde fueron aprobados objetivos comunes que integrarían el 
Instituto Internacional de Lengua Portuguesa18

                                                 
18 Los objetivos eran: a- promover la defensa de la lengua portuguesa, considerándola como patrimonio común de los países y 
pueblos que la utilizan como lengua nacional u oficial; b-fomentar el enriquecimiento y la difusión del idioma como vehículo de 
cultura, educación, información y de acceso al conocimiento científico tecnológico; c- promover el desarrollo de las relaciones 
culturales entre todos los países y pueblos que utilizan el portugués; d-fomentar la cooperación, la investigación y el intercambio de 
especialistas en los campos de la lengua y la cultura; e-preservar y difundir el Acuerdo Ortográfico ya firmado por los siete  estados 
y en cursos de ratificación. 

.  
 
Las acciones diplomáticas durante las décadas del setenta y el ochenta tendieron 

principalmente a fomentar el desarrollo económico del país, a través del comercio 
exterior y la diversificación de sus relaciones tanto para la exportación como 
importación de aquellos insumos necesarios. En este sentido, el pragmatismo de la 
política exterior, tendiente a la defensa del interés nacional implicó una lectura objetiva 
de la realidad internacional contraria a los principios ideológicos. Aquí se inscriben los 
diferentes vínculos establecidos que permiten sostener que “la lenta y gradual 
constitución de una impresionante cantidad de contactos bilaterales es de los 
patrimonios más sólidos de la política exterior de Brasil” (Lessa 1998:29). En este 
sentido, aquellas acciones circunstanciales de Vargas, Kubitschek, Quadros-Goulart y 
Costa e Silva fueron consolidadas en el aprovechamiento de las oportunidades que 
surgieron en el escenario internacional de múltiples y rápidas transformaciones. 

  
A lo largo de estas décadas se consolidó una estrategia de inserción internacional 

universalista, operacionalizada a partir de la diversificación de las relaciones externas, 
sin exclusiones pero implementada de manera selectiva. Merke sostiene que “la 
identidad brasileña es una identidad que promueve la discusión acerca de los medios de 
política exterior” (Merke, 2008:156). En este sentido, la diversificación de las relaciones 
exteriores en la  política exterior brasileña se convirtió en un instrumento para la 
consecución de los objetivos nacionales, reproduciendo la identidad del país. 

  
El cambio de modelo y la permanencia de los rasgos identitarios 

 
Cuestionando el discurso de autonomía y el modelo de desarrollo que había sido 

implementado por los últimos gobiernos militares e incluso por el gobierno de Sarney, 
el presidente Collor de Mello, cautivado por el poderío norteamericano en el período de 
post-guerra fría, buscó acomodar a Brasil a un escenario internacional que algunos 
caracterizaban como unipolar o imperial. También, en pos del discurso modernizante, 
buscó acercarse al primer mundo dejando atrás prácticas tercermundistas y actualizando 
su agenda externa con la inclusión de los nuevos temas. Sin embargo, este discurso 
buscó ser moderado por Itamar Franco, tras la suspensión de Collor de Melo a la 
presidencia. Sus objetivos se centraron en generar condiciones para retomar el 
crecimiento económico apuntando al desarrollo nacional y defendiendo a la democracia 
como marco para su consolidación. Asimismo retomó algunos de los pilares 
tradicionales de la política exterior. 
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Las estrategias de política externa aplicadas por el gobierno de Cardoso a partir 

de la segunda mitad de los noventa y hasta pasado el comienzo del nuevo milenio, se 
orientaron acorde a las ideas neoliberales en boga por esos tiempos, priorizando los 
aspectos comerciales en la inserción internacional. La política exterior debía incorporar 
un conjunto de objetivos macroeconómicos, entre ellos: la reducción de la creciente 
vulnerabilidad y de la dependencia externa de la economía, la creación de una base 
económica ampliada que contribuya a dar credibilidad a la expansión comercial externa 
y el avance en la reformulación de las entidades económicas internacionales.  

 
Si bien los vínculos bilaterales de Brasil con Estados Unidos fueron prioritarios 

a lo largo de la década del noventa, por un lado se sucedieron algunas diferencias en las 
distintas dimensiones de la política exterior y por otro se establecieron prioridades 
alternativas a esta relación. En esta instancia se puede sostener que tales 
comportamientos se relacionan con las fuerzas profundas determinantes de la identidad 
brasileña. A modo de ejemplo se puede mencionar, tal como fue desarrollado en el 
apartado anterior, la postura de resolución pacífica de los conflictos tanto en la Guerra 
del Golfo, durante el gobierno de Collor, como en la intervención armada en Haití en la 
presidencia de Franco.  

 
Al aggionar la política exterior, la diplomacia brasileña definió al país como un 

Global Trader, es decir “un país que presenta, tradicionalmente, elevado grado de 
diversificación en sus flujos geográficos de comercio, tanto en el origen de sus 
importaciones, como en el destino de sus exportaciones; su pauta comercial 
(exportaciones más importaciones) es diversificada, abarcando un gran número de 
sectores productivos” (Barbosa y Panelli, 1994: 307). De esta manera y a pesar del 
cambio de modelo económico la estrategia de diversificación de las relaciones 
exteriores se mantuvo, como un dato incuestionable de la identidad brasileña. 

 
Aquí es oportuno citar un párrafo del discurso de asunción del Secretario de las 

Relaciones Exteriores y Jefe de Gabinete del gobierno de Itamar Franco, el Canciller 
Amorin, quien afirmó: “Brasil en esa política externa tendiente a su desarrollo y para la 
afirmación de la democracia, no tiene vertientes exclusivas ni excluyentes. La inserción 
de Brasil en el cuadro internacional es, puede decirse, una inserción estelar que se dirige 
en varios sentidos. Eso evidentemente no excluye prioridades o énfasis”. De esta 
manera, las prioridades de su política fueron coincidentes con afinidades geográficas, 
históricas y culturales. En este escenario se incluyeron a los países de América del Sur y 
a los de lengua portuguesa. También se buscó intensificar y diversificar las relaciones 
con los países desarrollados. Finalmente se reconocieron afinidades con países como 
India, China y Rusia, con lo cuales se apuntó a la construcción de parcerias.   

 
La noción de inserción estelar, si bien un concepto originario del gobierno de 

Franco, lleva implícita la idea de universalidad unida a la selectividad que orientó la 
política exterior brasileña desde los años cincuenta y que se fue fortaleciendo en los 
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sesenta para consolidarse a fines de los setenta.  Esta pretendida inserción estelar-
universal brasileña en los noventa tendió a una mayor presencia de Brasil en el 
escenario internacional ya sea a través de relaciones bilaterales como multilaterales, 
privilegiando la construcción de parcerias  estratégicas. Celso Lafer las define como 
“predominantemente económicas, pero no dejan, en algunos casos, de tener contenido 
político. Son complementarias y coherentes al concurrir para el aprovechamiento de las 
potencialidades de las relaciones internacionales brasileñas” (Lafer, 200: 117). Es decir, 
son las relaciones económicas y políticas priorizadas en un momento determinado de 
acuerdo a los intereses nacionales definidos. El objetivo era la consecución de parcerias 
en sectores de vital importancia como ser: energía, tecnología, materias primas, 
industria pesada y de servicios, ciencia espacial y nuclear y biotecnología. 

  
Asimismo y en el transcurso de la década, Itamaraty reforzó la búsqueda de 

concertación política en espacios multilaterales apuntando a fortalecer la cooperación 
Sur-Sur. Los sucesivos presidentes de los noventa participaron en diferentes 
Conferencias Internacionales como así también en los debates concernientes a temas 
globales, demostrando posiciones tomadas y una amplia disposición a la colaboración, 
principalmente en el ámbito multilateral. En alguna de ellas tendió a ejercer un rol 
protagónico convirtiéndose en país sede como en el caso de la ECO 92. En el marco 
regional, Itamaraty no sólo apuntó a la concertación política sino que fue más allá, en 
búsqueda de la integración económica, considerándola como un complemento al 
desarrollo de los estados. La importancia de los vínculos entre Brasil y Argentina derivó 
directamente en la conformación y fortalecimiento del MERCOSUR. A modo de 
ejemplo también se pueden mencionar la promoción de la Iniciativa Amazónica19, 
ALCSA20 y la Cumbre de Presidentes de América del Sur21

Los cambios sistémicos y los problemas económicos internos, tanto en Brasil 
como en los países africanos, provocaron la pérdida de relevancia económica- 
estratégica del continente africano para el país sudamericano. En consecuencia, la 
diversificación de los vínculos con países de ese continente fue “de manera selectiva, 
con prioridades y objetivos que pretenden precisarse, en función de las necesidades 
internas y del proyecto país, esto es, del interés nacional” (Lechini, 2006:116), 
privilegiando las relaciones con países con los cuales existía intercambio comercial, 
entre ellos: Egipto, Marruecos, Nigeria, Sudáfrica y Angola.  Asimismo, se destaca la 
concertación política en la redefinición de la ZPCAS (Zona de Paz y Cooperación en el 

, antecedente de lo que fue 
la Comunidad Sudamericana de Naciones, hoy UNASUR. 

 

                                                 
19 Esta Inicitaitva del presidente Franco (1992) aspiraba a la creación de una zona de libre comercio entre Brasil y los países 
amazónicos (Perú, Bolivia, Ecuador, Colombia, Venezuela, Guyana y Surinam). 
20 El ALCSA (Área de Libre Comercio para América del Sur) fue otra propuesta de carácter comercial  y no un proyecto político de 
Itamar Franco (1993). Reuniría al MERCOSUR, Pacto Andino, Iniciativa Amazónica y Chile. 
21 Con el objetivo de fomentar el diálogo constructivo entre los países de la región que garantice una inserción protagónica en el 
sistema internacional, el presidente Cardoso, en el marco de la conmemoración de los 500 años del descubrimiento de Brasil, 
convocó a una Reunión de Presidentes de América del Sur. En la Cumbre de Brasilia, celebrada a mediados de 2000, participaron 
los presidentes de Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, Paraguay, Perú, Surinam, Uruguay y Venezuela. El 
encuentro de presidentes representó un estímulo para la convivencia de los países sudamericanos quienes caracterizaron a la región 
como un zona que privilegia los valores de la democracia, la paz, la defensa de los derechos humanos, la cooperación solidaria y la 
integración regional y hemisférica, siempre y cuando se establezca sobre bases equitativas y no discriminatorias. 
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Atlántico Sur) y los vínculos con los países de la CPLP (Comunidad de Países de 
Lengua Portuguesa). 

 
La vocación universalista de la política exterior brasileña adquirió un dinamismo 

similar al de los años setenta a partir de la llegada al gobierno de Luis Inácio Lula da 
Silva. En su programa de gobierno, propuso una Política externa para la integración 
regional y negociación global donde señaló que para cambiar el rumbo de Brasil sería 
preciso un esfuerzo conjunto y articulado de la sociedad y del Estado. Así, los objetivos 
de la política exterior brasileña tenderían a superar la vulnerabilidad frente a los 
mercados financieros globales, con un proyecto de desarrollo global alternativo.  

 
La diplomacia de Itamaraty en este nuevo milenio procura alcanzar un lugar 

protagónico en el escenario global, comenzando por la región para extenderse al resto 
de los continentes. La estrategia de diversificación de relaciones, con la consecución de 
alianzas y acciones concertadas, es funcional a ello. Desde 2003, Itamaraty valora como 
prioritaria la cooperación Sur-Sur, la intensificación de los vínculos con estos países en 
materia comercial, la ayuda recíproca sobre todo en salud y educación y las 
posibilidades de acciones concertadas incluso ante organismos internacionales como el 
FMI y la OMC.  

 
El eje Sur-Sur en la política exterior de Brasil también es una respuesta a las 

estancadas negociaciones con la UE sobre un acuerdo de asociación, al callejón sin 
salida en las negociaciones sobre el ALCA,  como así también a los escasos avances de 
la Ronda de Doha en el marco de la OMC, donde Brasil es un importante actor. A pesar 
de las asimetrías existentes, el gobierno de Lula rescata la importancia de la 
participación  en las negociaciones internacionales, considerando que generan 
oportunidades para el acceso a los mercados y la posible corrección de distorsiones. 
Según Lula, “nos vamos a sentar en la mesa de negociaciones, vamos a discutir ítem por 
ítem, no aceptaremos no ser respetados y que nuestras empresas sucumban frente a 
tecnologías más avanzadas” a lo cual agregó “si queremos competir y hacer un 
comercio libre, debemos tener el mismo tratamiento y respeto. Nuestra agricultura y 
nuestra industria tienen que sobrevivir de manera competitiva.” 22

A modo de ejemplo de la importancia otorgada a la participación en las 
negociaciones y la cooperación Sur-Sur, se puede señalar que Brasil lideró el G 22, 
como alianza de los países del Sur para defender sus intereses en la V Conferencia de la 
OMC, celebrada en Cancún, en el 2003. A su vez se destaca: la creación del foro de 
diálogo IBSA (India, Brasil, Sudáfrica) para promover la cooperación trilateral y ganar 
peso en los foros multilaterales internacionales; la intensificación de relaciones con 
África, Asia y Oriente Medio para abrir nuevos mercados que, además, son compatibles 
con el mantenimiento de altas barreras arancelarias en determinados sectores, aquí tiene 

  
 

                                                 
22 “Brasil firme ao negociar a Alca”, en Jornal Do Brasil, Rio de Janeiro, março 11 de 2003. Disponible en 
http://jbonline.terra.com.br/jb/papel/economia/2003/03/10/joreco20030310010a.html 
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un lugar especial la vuelta a la política africana; y obviamente la  prioridad otorgada a la 
región sudamericana - el MERCOSUR y la relación con Argentina y las negociaciones 
con la CAN. 

 
Otro ejemplo importante para mencionar en el marco de la estrategia de 

diversificación brasileña, esta vez en el ámbito político-diplomático es la participación 
de Brasil en el Grupo de los Cuatro (G-4) - con Alemania, Japón e India-, creado poco 
antes de la Cumbre Mundial de la ONU en 1995 y que presentó una propuesta conjunta 
de reforma del Consejo de Seguridad. Si bien el Grupo ha perdido relevancia ante las 
escasas posibilidades de una ampliación del Consejo, éste motivó múltiples iniciativas 
externas de Brasil. Entre ellas la intensificación de las relaciones con África y Oriente 
Medio, que representan un importante número de países miembros de Naciones Unidas.  

 
Consideraciones finales 

 
La conformación identitaria es un proceso que se ve influenciado por distintos 

contextos históricos, los agentes actúan dependiendo de la situación en la que se 
encuentran. En el caso de Brasil, tanto la solución pacífica de los conflictos como la 
diversificación de sus relaciones exteriores considerados como elementos 
circunstanciales se convirtieron en rasgos identitarios de la política exterior no sólo por 
su permanencia en el tiempo, sino también porque la cancillería brasileña consideró a 
estos elementos como principios insustituibles para diseñar la inserción internacional 
del país. 

 
La intervención militar como solución de los conflictos fue un elemento que 

caracterizó su política exterior durante la época del Imperio (1822-1888). En este 
período, la mayoría de los litigios fronterizos y la imposibilidad de la libre navegación 
de los ríos alcanzaron una resolución a partir de la utilización de la fuerza. La 
percepción del Brasil Imperial era que los tratados internacionales eran perjudiciales a 
sus intereses y por eso la recurrencia a la guerra. Con el advenimiento de la República 
primero y luego con la llegada de Rio Branco al Ministerio de Relaciones Exteriores se 
abandona la práctica anterior y se recurre a soluciones negociadas para superar los 
diferendos. Este cambio en el accionar brasileño se relaciona íntimamente con el 
contexto histórico. 

  
En un primer momento se consideraba que la solución pacífica de los conflictos 

era un factor circunstancial, propio de la coyuntura en la cual Brasil debía dejar atrás 
los rasgos imperiales para pasar a convertirse en una República, pero con el devenir del 
tiempo este comportamiento pasó a convertirse en un rasgo identitario de la política 
exterior brasileña. Es decir, en un primer momento la recurrencia a la solución pacífica 
de los conflictos buscó extender en la esfera externa el cambio de sistema político 
doméstico. 
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Mucho tuvo que ver en esto la presencia de Rio Branco en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y la institucionalización de sus ideas. Desde el establecimiento de 
la República y hasta la actualidad, exceptuando la decisión participar en las dos guerras 
mundiales, Brasil consolidó su vocación pacifista, no sólo utilizando la diplomacia en lo 
conflictos en lo cuales tuvo una participación directa, sino también actuando como 
mediador en algunos litigios y recurriendo a las instancias multilaterales en aquellos 
asuntos que afectaron a la paz y seguridad mundial. 

 
La diversificación de las relaciones externas, espasmódicas, desde el surgimiento 

de la República hasta los años setenta por la alianza no escrita con Estados Unidos, fue 
consecuente con la defensa del interés nacional tendiente a ampliar la base de autonomía 
externa. A partir de ese momento y hasta la actualidad se intentó avanzar en relaciones 
complementarias, sin exclusiones pero de manera selectiva, consagrando el 
universalismo de la política externa. Si bien, a partir de la década del noventa se 
diagnosticó el agotamiento del modelo económico y se implementaron reformas 
propuestas por el Consenso de Washington, la diversificación de las relaciones externas 
continuó siendo un eje fundamental de la política exterior.  

 
La pretendida búsqueda de inserción internacional autónoma, a través de los 

años, obligó a la diplomacia brasileña a establecer y fortalecer vínculos con los distintos 
países, en las distintas regiones y en los más variados temas. En este sentido, si los 
objetivos se centraron en la necesidad de expandir el comercio exterior, Itamaraty buscó 
nichos que le posibilitarán insertar sus productos como así también importar materia 
prima en aquellos momentos que fuese necesario. Asimismo y apuntando a un mayor 
margen de maniobra en el escenario internacional construyó alianzas bajo el esquema de 
cooperación Sur- Sur.   

 
En este sentido se puede coincidir con Merke quien señala que “las identidades 

son un factor que condiciona la política exterior de un país al tiempo que la política exterior 
es un instrumento para reconstruir o reproducir identidades políticas” (Merke, 2008:143). 
En este sentido, se puede señalar  que a pesar de los cambios de regímenes y del cambio 
sustancial en el modelo económico implementado, la solución pacifica de los conflictos 
y la diversificación de las relaciones exteriores permanecieron en el tiempo, 
demostrando una identidad pacificista y universalista de la política exterior brasileña. 

 
Asimismo es importante señalar que contribuyó a ello el rol desempeñado por 

Itamaraty en la formulación de la política exterior brasileña. La institucionalización de 
los elementos abordados a lo largo del artículo por parte de esta agencia burocrática, 
relativamente autónoma, posibilita que los mismos se ubiquen por encima de los 
debates políticos internos, garantizando su permanencia. 
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Resumen: El contorno teórico de las Relaciones Internacionales se ha ampliado 
incorporando cuestiones de identidad que habían quedado marginadas y dejadas de lado en el 
pasado. En este marco, el objetivo de este trabajo es explorar el vínculo entre identidad y 
política exterior en el caso argentino, considerando rasgo identitarios y fuerzas profundas que 
resultan claves en la construcción de los intereses nacionales. 

Desde la democratización en la década de los ochenta, la política exterior argentina ha 
atravesado por diferentes períodos marcados por rupturas, continuidades y ajustes. En los 
análisis acerca del devenir de la política exterior argentina con frecuencia han aparecido ideas 
vinculadas a su carácter errático, su inconsistencia e incluso ausencia de la misma. En este 
trabajo sostenemos a modo de hipótesis tentativa que las identidades en pugna resultan un factor 
clave para comprender el derrotero de la política exterior argentina. 
Palabras clave: política exterior argentina, fuerzas profundas, identidad 

 
Abstract: The theoretical boundary of international relations has expanded 

incorporating identity issues that had been marginalized in the past. In this context, the purpose 
of this paper is to explore the linkage between identity and foreign policy in the case of 
Argentina, considering identity features and deep forces that are key in the construction of 
national interests.  

Since democratization in the 1980s, Argentine foreign policy has gone through different 
periods characterized by ruptures, continuities and adjustment. In the analysis about Argentine 
foreign policy course, frequently have appeared ideas linked to its erratic nature, its 
inconsistency and even lack of foreign policy. In this work we maintain as a tentative 
hypothesis that competing identities are a key factor to understand the path of conduit Argentine 
foreign policy. 
Key Words: Argentine foreign policy, deep forces, identity 
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Introducción 
 
Desde la democratización hasta nuestros días, la política exterior argentina ha 

atravesado por diferentes períodos, con cambios, ajustes y continuidades. Entre estas 
últimas, convoca especialmente nuestra atención aquella que ha sido denominada como 
una curiosa constante: “la búsqueda permanente de la reinserción en el mundo” 
(Russell, 2004: 258). Esta constante hace su aparición en los discursos políticos, así 
como también en aquellos análisis acerca del devenir de la política exterior argentina 
que subrayan ciertas ideas vinculadas a su carácter errático, su inconsistencia e incluso 
ausencia de la misma, y que consecuentemente, ponen sobre la mesa el debate acerca de 
la búsqueda de una nueva inserción internacional. 

 
Las posibilidades de inserción de la Argentina en el escenario internacional se 

presenta como una de las preocupaciones más comunes de dirigentes y académicos 
dedicados al estudio de las relaciones externas argentinas (Miranda, 2001). La presencia 
del tema de la “reinserción” en los discursos políticos argentinos expresa según Russell 
(2004) una crisis de identidad internacional que afecta a la Argentina desde hace tiempo 
y temporalmente es una cuestión que excede al período democrático que se inicia en 
1983, aunque lo involucra de forma particular. 

 
La inestabilidad político-institucional que caracterizó gran parte del siglo XX –

dada por la alternancia entre gobiernos democráticos, pero transitorios y con 
limitaciones, en algunos casos derivados de proscripciones establecidas, y gobiernos de 
facto– ha sido considerada como una explicación plausible para dar cuenta de las 
“inconsistencias” de la política exterior argentina y la consecuente necesidad de 
persistente búsqueda de una nueva inserción. Sin embargo, transcurridos más de 
veinticinco años desde los comienzos de la transición democrática, la continuidad 
institucional no ha conducido a un abandono por parte de los gobiernos de turno de la 
búsqueda de nuevas inserciones en el mundo para la República Argentina. Esto, 
justamente, manifiesta el involucramiento particular que el tema de la inserción supone 
para el período democrático que se inicia en los años ochenta.  

 
Esta persistencia en la búsqueda de nuevas inserciones a su vez revela que la 

comprobación de la relación entre el carácter errático de la política exterior y la falta de 
continuidad institucional es insuficiente y consecuentemente, como sostienen Rapoport 
y Spiguel (2005), se plantea como necesario indagar sobre las condiciones de 
producción de las distintas políticas exteriores.1

                                                 
1 Desde la perspectiva de Rapoport y Spiguel (2005) explicar la historia de la política exterior argentina y 
enlazarla con la política interna, supone analizar su cercana relación con la naturaleza socio-histórica del 
Estados, el proceso de su formación y la estructura económica de la sociedad. 

 Nuestro propósito en este trabajo se 
vincula con este planteo, aunque nuestro eje está constituido por la idea de explorar 
aquellas fuerzas profundas y construcciones identitarias que a nivel doméstico han 
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incidido en la conformación de determinadas políticas exteriores en la Argentina 
posterior a 1983.2

                                                 
2 Este propósito se enmarca en los objetivos planteados en el marco de los proyectos de investigación 
“Políticas exteriores comparadas: una primera aproximación” y “Políticas exteriores: enfoques 
comparativos aplicados a estudios de caso” de la Universidad Nacional de Rosario. 

 
 
Consecuentemente, en este trabajo nos proponemos identificar algunas de las 

fuerzas profundas que han orientado y/o incidido en la política exterior argentina a fin 
de contribuir a realizar una aproximación al derrotero de la política exterior argentina 
atendiendo a las identidades en juego en la configuración de la misma. La hipótesis –
tentativa– que hace de hilo conductor de este trabajo sostiene que las identidades en 
pugna resultan un factor clave para comprender el derrotero de la política exterior 
argentina, el cual ha expresado divisiones políticas y conflictos identitarios que mucho 
nos dicen sobre las supuestas inconsistencias de la política exterior argentina. 

 
En el desarrollo de este trabajo se le otorga especial atención a aquellos 

discursos productores de sentido tomando como fuentes los discursos de asunción 
presidenciales en tanto los mismos nos sirven para establecer una referencia a nivel 
discursivo de las reiteradas búsquedas de reinserción para la Argentina en distintas 
claves identitarias. 

 
En este recorrido exploratorio en primer lugar realizamos una breve presentación 

de los conceptos que enmarcan este trabajo. En segundo lugar, rastreamos algunas de 
las fuerzas profundas y configuraciones identitarias con incidencia en la política exterior 
de la Argentina post transición democrática y realizamos una breve descripción de las 
mismas incluyendo algunos ejemplos de políticas externas en los diferentes períodos. 
Por último, presentamos algunos comentarios a modo de cierre. 

 
Consideraciones conceptuales de partida 

 
Los diversos y múltiples factores que inciden y configuran las políticas 

exteriores latinoamericanas –y al mismo tiempo nos ayudan a comprender sus 
complejidades– alientan la puesta en juego de enfoques que posibilitan el abordaje de 
distintas dimensiones. En este sentido, Van Klaveren sostiene que “...ninguna 
explicación única es adecuada para reflejar la complejidad de la política exterior. Como 
otras áreas de las ciencias sociales, los enfoques deterministas que intentan explicar el 
funcionamiento de las políticas exteriores latinoamericanas de acuerdo a variables 
monocausales [...] parecen condenados al fracaso” (Van Klareven, 1992: 208). Y es 
justamente teniendo en cuenta esta consideración que nos proponemos explorar la 
dimensión identitaria de la política exterior argentina, sin negar la gravitación que otras 
variables poseen en el desenvolvimiento de la misma. 
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La perspectiva adoptada eslabona tres cuestiones que resultan centrales en estas 
páginas como son la identidad, las fuerzas profundas y la política exterior. Ahora bien, 
teniendo en cuenta las consideraciones anteriores, resulta necesario en este apartado 
referirnos a las mismas y explicitar ciertas concepciones de las que partimos y que 
encuadran estas reflexiones. 

 
Por una parte, en tanto es posible observar un creciente interés académico en las 

ciencias sociales contemporáneas por el concepto de identidad, las identidades sociales 
que son presentadas como claves para la comprensión de la vida colectiva. En ese 
marco debemos considerar que si bien en los últimos años se ha incrementado el uso de 
la noción de identidad en el campo de las Relaciones Internacionales, esto no ha 
significado una definición conceptual unificada ni un uso homogéneo de la identidad 
como variable.3

En los últimos años la apertura de la caja negra del estado para la comprensión 
de las políticas exteriores se ha profundizado, considerando con más atención al 
contexto político y cultural doméstico. Es por ello que para el abordaje de la política 

 
  
La identidad es el entendimiento de uno mismo en relación con otros. Como 

mencionamos en el capítulo introductorio del Tomo I, dicotomías como yo-otro (o 
nosotros-ellos), igual-diferente, propio-extraño, dentro-fuera expresan lo propio de la 
identidad en los dos niveles básicos del estudio de la misma: individual y colectiva 
(Busso y Pignatta, 2008). La identidad que abordamos se caracteriza por constituir una 
identidad colectiva, pero no homologable a la suma de las identidades individuales. 
Específicamente nos enfocamos en aquella identidad que se pone en juego en relación a 
la política exterior, es decir que nos referimos a una identidad política, estatal, dónde 
justamente el papel del estado resulta clave, aunque no exclusivo. 

 
Este papel clave del estado nos remite así a las fuentes de la identidad que 

consideramos en este análisis y a su vínculo con la política exterior. Desde el 
constructivismo –y su predominancia en los estudios que se enfocan en el sistema 
internacional– Alexander Wendt ha sostenido que las identidades estatales y los 
intereses son en gran parte construidos por las estructuras sociales inter-subjetivas del 
sistema de estados en vez de dados exógenamente al sistema por la naturaleza humana o 
la política doméstica (Wendt, 1994: 385). Al centrarse en los efectos de la estructura 
social internacional en la identidad estatal -esto es en la conformación de las identidades 
estatales a través las interacciones interestatales- ha considerado al estado como un actor 
unificado. Sin embargo, el estado sólo analíticamente es un actor unificado, pero no lo 
es en los hechos (Weldes, 1996: 280).  

 

                                                 
3 Véase Horowitz (2002), cuyo análisis acerca del uso del concepto de identidad en ocho revistas de 
Relaciones Internacionales desde 1990 a 2002 revela que el mismo ha ido en aumento, aunque con 
diferentes usos y conceptualizaciones. 
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exterior argentina nos enfocamos en el análisis de las fuentes internas de la identidad, 
esto es, aquella identidad estatal cuyas fuentes se ubican en la esfera doméstica, en el 
vínculo estado y sociedad. De esta manera, la identidad estatal resulta un emergente de 
la interacción entre actores domésticos organizados en un ambiente político, que, al 
mismo tiempo, refleja y simplifica las concepciones domésticas en pugna de la 
identidad estatal. Simultáneamente, esa construcción social que es el interés nacional –
que forma la base para la acción y funciona como un mecanismo retórico por medio de 
cual se generan la legitimidad y el apoyo político a la acción estatal (Weldes, 1996)– se 
construye atendiendo a estas fuerzas profundas y rasgos identitarios que inciden en la 
política exterior. Cuándo se sostiene que el interés nacional no existe, es claro que lo 
que se quiere significar es que no hay un interés nacional predeterminado, sino que el 
mismo se construye y precisamente en esa construcción entran en juego las fuerzas 
profundas e identidades. 

 
Consecuentemente con lo hasta aquí planteado y teniendo en cuenta la distinción 

realizada por Van Klareven (1992) entre fuentes externas y fuentes domésticas de la 
política exterior, resulta claro que estas indagaciones se centran en las fuentes 
domésticas que conforman la identidad. Es decir que la perspectiva que adoptamos en la 
indagación sobre las identidades y fuerzas profundas que inciden en la política exterior 
argentina supone privilegiar aquellas fuentes domésticas de la política exterior y, 
particularmente, centrarnos en aquellos discursos contrapuestos sostenidos por actores 
domésticos que se encuentran y/o se han encontrado en directa competencia.4

A modo de conjetura sostenemos que las identidades en pugna constituyen un 
factor que contribuye a la comprensión del devenir de la política exterior argentina. 
Estas identidades se han ido configurando, construyendo y reconstituyendo a lo largo de 
la historia, en el marco de confrontaciones que evidenciaron modelos contrapuestos y 

 
 
Por otra parte, debe considerarse que en este proceso de construcción de la 

identidad se observa la convergencia de diferentes elementos, algunos de los cuales 
tienden a ser más perdurables en el tiempo y más resistentes al cambio, y otros poseen 
mayor mutabilidad. Entre los elementos más permanentes encontramos las denominadas 
por Renouvin y Duroselle fuerzas profundas, aquellas cuya característica común es su 
carácter perenne en cuanto causa histórica potencial del desencadenamiento de 
fenómenos y su regularidad observable en el tiempo (Canesin, 2008; 132). En su 
análisis de la identidad de Brasil Lafer sostiene que son estos factores de persistencia 
los que ayudan a explicar rasgos importantes de la identidad de un país (Lafer, 2001: 
25). 

 
Fuerzas profundas e identidad en la política exterior argentina 

 

                                                 
4 Entre las fuentes doméstica de la política exterior Alberto Van Klaveren (1992) incluye: sistema 
político, estrategia de desarrollo, factores históricos y culturales, actores y toma de decisiones, recursos. 
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cuyo saldo permaneció abierto en distintas instancias. No es nuestro objetivo realizar un 
rastreo histórico exhaustivo de estas identidades, sino dar cuenta de ciertos 
componentes y trazar sus rasgos principales para describir su influencia en la política 
exterior argentina post 1983. Para ello, nos referimos sintéticamente a aquellas fuerza 
profundas que han configurado en distintos momentos históricos identidades en pugna 
en Argentina y que aún encuentran anclaje en las pugnas recientes. 

 
En ese marco, y con el fin avanzar en la tarea exploratoria de esos elementos de 

persistencia fraguadores de ciertas propuestas identitarias, nos enfocamos en dar cuenta 
de la persistencia del tema de la reinserción de la argentina en el mundo como instancias 
dónde las pugnas identitarias pueden ser rastreadas. 

 
En Argentina cada sucesión presidencial ha vuelto a instalar la cuestión de 

reinsertar a Argentina en el mundo y en ese marco se han continuado los debates sobre 
la posible trayectoria de la estrategia de inserción en el contexto internacional. Si bien 
desde 1983 a esta parte podemos identificar ciertas continuidades en materia de política 
exterior, distintos gobiernos argentinos de este ciclo democrático estimaron que su 
mayor desafío externo era lograr “una nueva reinserción internacional” para una “nueva 
Argentina”, otorgando continuidad a “la búsqueda permanente de la reinserción en el 
mundo” (Russell, 2004: 258).5

                                                 
5 Desde la perspectiva de Roberto Russell (2004, 258) “este punto de partida implicó una visión negativa 
de lo hecho en materia de política exterior por sus antecesores. Así, Menem criticó a Alfonsín, De la Rúa 
a Menem, Duhalde a Menem y De la Rúa, y Kirchner, por último, parece reprobar a todos ellos” 

 Aunque la amplitud que involucra el debate sobre la 
ubicación de Argentina en el mundo supera los límites de lo que puede reconocerse 
como perteneciente al campo del análisis de la política exterior, es un aspecto que 
resulta de gran relevancia para la misma.  

 
Consecuentemente, y teniendo presente que las tareas de “reinserción” fueron 

precedidas de definiciones sobre la verdadera identidad internacional de la Argentina 
(Russell, 2004), en este apartado realizaremos una breve recorrida histórica por ciertas 
definiciones de política exterior en la Argentina posterior a 1983 que contribuyen a 
desentrañar las fuerzas profundas que confluyen en las configuraciones identitarias con 
incidencia en la política exterior. 

 
La política exterior argentina en el ciclo democrático que se inicia en 1983 con 

la llegada de Raúl Alfonsín a la presidencia emerge diferenciándose de la política 
exterior del gobierno militar y su modalidad de inserción. Y esta diferenciación se 
expresa en una búsqueda de reinserción que vincula la condición de país “democrático” 
con la condición de independencia de la nación. Tal como lo expresara Alfonsín en su 
discurso de Asunción frente a la Asamblea Legislativa. 
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“En un contexto internacional cada vez más interdependiente, el sufragio 
garantiza la inserción de la Argentina en el mundo como Nación independiente, 
mientras que la violencia de uno u otro signo impide la inserción del país en el 
mundo o lo convierte en un teatro de operaciones donde los actores pierden su 
propia iniciativa y el Estado, en consecuencia, pierde su independencia” (Alfonsín, 
1983). 

 
Y continuaba diciendo “además, la fuerza pura carece de capacidad para 

engendrar legitimidad, y por eso las dictaduras de derecha, aunque apoyadas por 
algunos capitales monopólicos, terminan aisladas también del mundo y se condenan 
inevitablemente al fracaso” (Alfonsín, 1983, la cursiva es propia). Estas afirmaciones 
tienen estrecha correlación con los dos objetivos generales básicos que orientaron la 
política del gobierno de Alfonsín: reinstalar en la Argentina un régimen democrático y 
reinsertar al país en el mundo como un estado moderno y democrático (Gosende, 2007: 
167-169). 

 
En el mismo discurso citado anteriormente Alfonsín sostenía que “El país 

atraviesa un momento crucial de su historia nacional: la línea divisoria que separa una 
etapa de decadencia y disgregación de un porvenir de progreso y bienestar en el marco 
de la democracia.” En este último párrafo aparece la idea de decadencia vinculada al 
período del autodenominado “Proceso de Reorganización Nacional” y la idea de 
progreso que supone la democracia. Esta idea de una decadencia alentada por el 
gobierno de facto se reitera cuando se afirma que “...las Fuerzas Armadas deben 
subordinarse a la autoridad civil institucionalmente establecida. Por haber faltado a la 
observancia estricta de esa regla fundamental, hemos padecido infinitos males, 
dolorosas deformaciones y verdadera decadencia” (Alfonsín, 1983). 

 
Esto último se enlaza con el diagnóstico –sostenido por Alfonsín, Caputo y sus 

colaboradores–  que consideraba que la mala imagen de Argentina en el mundo que se 
había formado durante el período del régimen militar sólo se podría revertir con hechos 
y predicando con el ejemplo (Russell, 1994: 7). En ese marco, se percibían tres hechos 
como claves para el desarrollo de la mala imagen de argentina: las violaciones a los 
derechos humanos, la declaración de nulidad del laudo arbitral británico en relación al 
conflicto por el Beagle con Chile y la ocupación militar de Malvinas; y se sostenía que 
para modificar esta imagen había que llevar adelante una política de alto perfil en 
ciertos ejes centrales y una apertura de múltiples frentes (Russell, 1994: 7 y 8). 

 
Desde la mirada de Aboy Carlés (2001), en lo vinculado a la política exterior la 

administración Alfonsín no innovó respecto a la antigua tradición radical, pero su 
adhesión a principios como la no intervención y la autodeterminación de los pueblos lo 
separó de la política exterior del gobierno militar al tiempo que reafirmaba ciertos 
lineamientos básicos de política exterior argentina. En ese contexto, Aboy Carlés 
destaca que en lo referente a la política exterior la firma del Tratado de Paz y Amistad 
con Chile constituyó el verdadero efecto de frontera, es decir el hecho que marcó la 
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dimensión rupturista en materia de política exterior del alfonsinismo con el pasado, en 
tanto el mismo estableció una división “entre la incertidumbre de la guerra vinculada al 
régimen militar y un presente de paz que se asimilaba al régimen democrático” (Aboy 
Carlés, 2001: 255).  

 
Esta reinserción en los comienzos de la administración Alfonsín también va a ser 

vinculada a la pertenencia Argentina a América Latina en materia regional y al mundo 
en vías de desarrollo en general, con una activa participación en los temas del eje Norte-
Sur y con una reorientación de la participación argentina en el Movimiento de Países No 
Alineados. En términos de Alfonsín “la realización de una política exterior 
independiente, que otorga prioridad a la inserción en América Latina, tiene su 
proyección en el Movimiento de los Países No Alineados” (Alfonsín, 1983). 

 
En ese contexto, la identidad definida por el gobierno estaba vinculada a la 

consideración de Argentina como un país occidental, no alineado y en vías de 
desarrollo (Caputo, 1986; Russell, 1994, 2004, la cursiva es propia). Esta identificación 
marcaba diferencias con el pasado y sentaba las bases de ciertas acciones en materia de 
política exterior como aquellas inspiradas en una estrategia de solución de controversias 
basadas en la negociación y no en el uso de la fuerza como ejemplifica el abordaje del 
tema Beagle con Chile. Asimismo, la búsqueda de un encauzamiento del vínculo con 
Estados Unidos basada en valores occidentales compartidos y en el resguardo de 
espacios de disenso y autonomía ejemplifican la identificación formulada. Se planteó 
una política de acercamiento a Estados Unidos al tiempo que se hicieron presentes 
tensiones frente a cuestiones que desde Washington y bajo la administración Reagan 
eran leídas a través del lente del enfrentamiento Este-Oeste y en los que la 
administración Alfonsín se diferenciaba. El abordaje del conflicto centroamericano 
evidencia claramente esto último. 

 
Por otra parte, las definiciones identitarias mencionadas estuvieron acompañadas 

de un retorno de las ideas estructural desarrollistas y autonomistas que formaban parte 
de los programas de los partidos mayoritarios (Paradiso, 2007: 23). En consonancia con 
este planteo, Bernal Meza (2003: 240) señala que fue una concepción 
preponderantemente desarrollista el marco determinante de la política exterior y la 
política interna. El eco de ciertas ideas desarrollistas y autonomistas resuena en el 
discurso de Alfonsín. Esto se advierte cuando sostiene que “para superar ese desafío el 
país deberá, por un lado, aumentar el ingreso de divisas [...]; y por otro, reducir sus 
importaciones a través de una política industrial que sustituya insumos...” (Alfonsín, 
1983). También estos ecos se hacen presentes en la crítica realizada por Alfonsín al 
proceso de endeudamiento externo de la Argentina, proceso que prologó la crisis 
económica que afectó a su propia administración y sobre el que se articuló la identidad 
de país en vías de desarrollo a través del intento –sin éxito– de coordinar con otros 
deudores las negociaciones sobre la deuda externa.  En sus palabras: 
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“… las autoridades constitucionales encuentran al país  altamente 
endeudado en el exterior. Se trata de una deuda contraída sin compensación 
significativa de bienes físicos o tecnológicos incorporados al activo productivo. 
Por el contrario, esa deuda reconoce como contrapartida la destrucción de una 
parte de la capacidad productiva que existía en el país. [...] Se trata, evidentemente, 
de los efectos perversos de una política económica que perjudicó a los intereses 
nacionales y que vio facilitada su acción por la existencia de elevados activos 
líquidos internacionales que, aprovechando las debilidades de esa política, 
buscaron y obtuvieron fáciles utilidades especulativas.” (Alfonsín, 1983) 

 
Simultáneamente en este período de los años ochenta se comienzan a revitalizar 

ciertas interpretaciones sostenidas en los círculos del establishment que adjudican la 
génesis y desarrollo de la “declinación” argentina a la industrialización mercado-
internista cimentada desde la posguerra, contrastándola con la Argentina “abierta” de 
principios de siglo, la del modelo agro-exportador y la conexión especial con una gran 
potencia (Rapoport y Spiguel, 2005: 72-73). Desde la perspectiva de Rapoport y 
Spiguel (2005) esta revitalización operó como legitimación del proceso de 
desindustrialización impuesto a partir de 1976 y estuvo en la base de las formulaciones 
que justificaron el realismo periférico, sustento teórico que fundamentó la nueva política 
exterior de los años noventa. 

 
En este fortalecimiento observamos una pugna identitaria en la que se hacen 

presentes dos rasgos persistentes: el liberalismo económico asociado a una inclinación 
al alineamiento  y un desarrollismo vinculado a la búsqueda de autonomía. Así vemos 
cómo opera una de las fuerzas profundas con incidencia en la política exterior argentina 
como lo es el liberalismo económico, el cual ha impulsado en distintos momentos 
históricos cierta modalidad de inserción –y también reinserción– internacional que 
impregnando la política exterior argentina ha privilegiado un perfil de alineamiento con 
la potencia del momento. En las antípodas de este liberalismo, encontramos un 
desarrollismo –algunas veces denominado nacionalismo como si fueran términos 
intercambiables– que ha tendido a estar asociado a la búsqueda de autonomía.6

Al término de la administración Alfonsín se observa una clara revitalización del 
liberalismo vis a vis el desarrollismo que se expresa en la administración de Carlos 
Menem con una nueva propuesta identitaria con eje en la idea de “país normal” 
(Russell, 2004). Esta propuesta identitaria, que a nivel internacional resulta enmarcada 
en un contexto de posguerra fría, va a nutrirse fuertemente de ciertas fuerzas profundas 

 
 

                                                 
6 En estas líneas nos referimos al desarrollismo en un sentido amplio para hacer referencia a aquellas 
políticas que otorgan un activo rol al Estado en la búsqueda de crecimiento y estabilidad social y otorgan 
centralidad a la industria. Sin embargo, debemos señalar que en América Latina y particularmente en 
Argentina se han implementado políticas inspiradas en corrientes que presentan mayores 
diferenciaciones. Por ejemplo políticas desarrollista cosmopolitas y políticas desarrollista nacionalistas. 
Véase Grugel y Riggirozzi (2007), Sikkink (2009).  
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que mencionábamos anteriormente: la idea de declinación/decadencia de la Argentina, 
el liberalismo económico y el alineamiento, fortalecidas ahora por el contexto 
internacional que mostraba a Estados Unidos como el “triunfador” de la guerra fría y 
por la creciente percepción de que el orden internacional emergente suponía el 
establecimiento de la plena hegemonía de Estados Unidos. De hecho, estas fuerzas 
profundas resultan claramente presentes en el denominado “realismo periférico” que 
constituyó el sustento teórico del gobierno de Menem. 

 
En este punto, resulta conveniente detenernos y explayarnos sobre esta idea 

persistente de declinación argentina, la cual se ha tornado un lugar bastante común 
dentro de ciertos sectores. Este decadentismo –como lo denomina Vicente Palermo– 
aunque no se presenta como una fuerza unívoca, en tanto es objeto de diversas e incluso 
contrapuestas explicaciones, expresa la idea de que “fuimos una gran nación, pero 
dejamos de serlo al equivocar el camino” (Palermo, 2007: 18).7

                                                 
7 Si bien en estas páginas mencionamos al decadentismo en su versión liberal, cabe señalar que el 
denominado “decadentismo” posee diversas vertientes, es decir que existen distintas explicaciones 
basadas en argumentos diferentes e incluso contrapuestos sobre el mismo (Véase Palermo, 2007:101). 
Vicente Palermo identifica al decadentismo como uno de los núcleos del nacionalismo, sea de izquierda, 
de derecha o incluso liberal (Palermo, 2007: 19). 

 
 
Desde el liberalismo se ha sostenido que a partir de 1930 se comenzó “una larga 

etapa de lenta declinación, en parte a causa de nuestras propias políticas internas y en 
parte también por una situación mundial” (Cárdenas y Cisneros, 2008). De acuerdo a 
Paradiso se pone en juego una lectura de la crisis argentina sintetizada “en la imagen 
más efectista que certera de un país al que le ha tocado ser protagonista de un  proceso 
de declinación desde los primeros escalones de la jerarquía internacional para lanzarlo a 
los suburbios del tercer mundo” (Paradiso, 1993: 13). En esta clave se sostiene que la 
industrialización por sustitución de importaciones, el activismo estatal en la gestión 
económico-social y la misma política exterior figurarían entre los principales causantes 
de la declinación (Paradiso, 1993: 13-14). 

 
Esta idea de declinación en su vertiente liberal ha ido acompañada de su 

aparente opuesto: la idea de grandeza y de una potencialidad que era necesario restaurar. 
Para el liberalismo 

  
“la vía restauradora pasaba por lo opuesto de lo que habían intentado las 

políticas desarrollistas, el intervencionismo estatal y la diplomacia autónoma. Si 
una economía abierta al mundo y la relación especial con la potencia hegemónica 
de la época habían sido la fórmula exitosa de principios de siglo XX se trataba de 
repetirlas a fines del mismo desandando lo andado por gravitación de aquellas 
ideas que habían respaldado aquellas políticas” (Paradiso, 2007: 24). 
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Así, en el marco de la presidencia de Carlos Menem se lleva adelante una 
ruptura con el pasado poniendo en juego dos fuerzas profundas con incidencia 
recurrente en la política exterior y vinculadas entre sí: una narrativa decadentista sobre 
el pasado argentino reciente que explica el comienzo de una nueva etapa y la búsqueda 
de una nueva reinserción en el mundo ahora en clave liberal. 

 
Menem en su discurso de asunción frente a la Asamblea Legislativa, articula 

estas dos fuerzas profundas cuando refiere a la historia de decadencia y 
simultáneamente al comienzo de una nueva era. En este sentido el cierre de su discurso 
con la frase “Argentina, levántate y anda” es una sintética expresión de esa decadencia 
que debe dejarse atrás para comenzar a transitar un nuevo derrotero. A continuación 
exponemos una selección muy sintética del discurso de asunción donde observamos la 
articulación de estas dos fuerzas profundas:  

 
“Ahora, cuando todos me escuchan, yo podría detenerme a enumerar en 

detalle cada uno de nuestros dramas, de nuestras carencias, de nuestras estadísticas 
vergonzantes. Yo podría elevar dedos acusadores, transformarme en fiscal de un 
fracaso político, erigirme en censor de una historia de decadencia. Podría apelar a 
cifras que marcan el increíble deterioro de nuestra situación nacional. Pero sería 
redundante. Sería inútil. Sería inoportuno. Mis palabras estarían de más. Porque 
cada uno de los argentinos conoce perfectamente hasta dónde ha llegado esta crisis, 
que todo lo derrota y que todo lo destruye. Porque toda la ciudadanía sabe que no 
miento, si afirmo que estamos viviendo una crisis dolorosa y larga. La peor. La 
más profunda. La más terminal. La más terrible de todas las crisis de las cuales 
tengamos memoria.” 

 
“El pueblo argentino se decidió por la transformación de nuestra decadencia. 
Por la superación de nuestros mezquinos desencuentros.” 
“Porque hay que pensar alto, sentir hondo y hablar claro. No vamos a 
administrar la decadencia. Vamos a pulverizar esta crisis...” (Menem, 1989, 
en todos los casos la cursiva es propia) 

 
Desde los supuestos del realismo periférico y en el marco de un revitalizado 

liberalismo, la política exterior fue guiada con “los ojos puestos en la histórica relación 
de preferencia con Gran Bretaña, considerada una de las claves de nuestra vinculación 
exitosa al sistema internacional de fines de siglo XIX y principios del XX” (Russell, 
2004: 259). El objetivo principal de la política exterior estaba dado, en efecto, por la 
búsqueda de la reinserción del país en el primer mundo, lo que indefectiblemente 
suponía la adhesión a la creencia que Argentina perteneció al primer mundo y la historia 
de supuesta decadencia argentina trajo consigo su desinserción. En ese marco, se 
produce un retorno a la idea de alineamiento que implica dejar atrás la vocación 
independentista que descansaba en la búsqueda de autonomía asociada a políticas  
desarrollistas que consideran al Estado como actor clave en la asignación de recursos y 
conducción del proceso de desarrollo. En el plano externo, el planteo se basaba en 
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asumir a la Argentina como un país periférico y consecuentemente desde la lente del 
realismo periférico esto significaba que el plegamiento a las políticas del hegemónico 
resultara la opción la más adecuada a fin de reducir los costos que, se percibían, traían 
aparejadas las políticas externas de confrontación o no alineamiento. 

  
En este marco en los años noventa se llevaron adelante políticas externas –e 

internas– que daban cuenta de una configuración identitaria en la que el alineamiento a 
la potencia hegemónica, la apertura comercial y el achicamiento del estado ocuparon un 
lugar destacado. En aquel contexto de los noventa, Argentina era considerada como un 
modelo de reforma económica para las instituciones financieras internacionales y el 
establishment financiero internacional (Pastor y Wise, 2001). 

 
En consonancia con esta configuración identitaria, en materia de política exterior 

se propició un alineamiento con los Estados Unidos que, en aras de fortalecer el 
vínculo,  incluyó medidas que comprendieron cambios significativos en diversas 
cuestiones. A modo de ejemplo podemos mencionar algunos de estos cambios como el 
desmantelamiento de proyectos nucleares, los cambios en el perfil de las votaciones 
argentinas en la Asamblea General de Naciones Unidas (UN), la condena al gobierno 
cubano por cuestiones de Derechos Humanos en la Comisión de Derechos Humanos de 
NU, entre otros. Asimismo, la participación argentina en la alianza multinacional contra 
Irak en 1991, el retiro de Argentina del Movimiento de Países No Alineados y la 
inserción argentina en la globalización económica y financiera fueron líneas de acción 
que se constituyeron de hecho en expresión clara de esta nueva orientación de la política 
exterior inspirada por una identidad basada en la alineación al poderoso y en una clave 
liberal en lo económico. 

 
De la Rúa por su parte insistió -como quienes lo antecedieron en el cargo de 

presidente- que “con su mandato se iniciaba una nueva etapa histórica en una Argentina 
dispuesta a recuperar su lugar en el mundo y su perdida identidad como república luego 
de los abusos y exhorbitancias del menemismo” (Russell, 2004: 259). En su discurso de 
asunción frente a la Asamblea Legislativa sostuvo:  

 
“Estoy convencido de que su pronunciamiento [el pronunciamiento del 

pueblo soberano] no lo ha determinado sólo una victoria electoral sino que es la 
expresión de un acto de libertad que simboliza el anhelo de un cambio profundo.  

 
Concluye una etapa, comienza un nuevo ciclo, iniciamos un nuevo camino. 

[...] No vengo a emprolijar modelos sino a que entre todos luchemos por un país 
distinto”. 

 
A pesar de la intención de diferenciarse del pasado expresada en la presencia de 

esta fuerza profunda de búsqueda de reinserción, el derrotero seguido por el gobierno de 
la Alianza resultó en la continuidad de aquellas políticas internas y externas que 



 

 

152 

comenzaron con la administración Menem y se prolongaron bajo la fórmula “modelo de 
los noventa con ligeros ajustes y control de la corrupción” (Paradiso, 2007: 25). 

  
Tras la crisis que estalla en 2001, la crítica situación del país convocaba ya bajo 

el gobierno interino de Duhalde a una nueva ruptura con el pasado, a la búsqueda de un 
nuevo horizonte, una nueva reinserción. Ahora bien, es menester indicar que el gobierno 
de Duhalde va a concentrarse en cuestiones domésticas, las que, dada la magnitud de la 
crisis, condicionaron fuertemente las acciones externas argentinas. Con este telón de 
fondo Duhalde asumió las primeras instancias de un cambio de modelo. En su discurso 
de asunción Duhalde expresaba lo mencionado de la siguiente manera: 

 
“Hemos tenido una profunda incapacidad moral y política para cambiar un 

modelo de exclusión social progresivamente instaurado en las últimas décadas. 
 
Mi compromiso a partir de hoy, es terminar con un modelo agotado que ha 

sumido en la desesperación a la enorme mayoría de nuestro pueblo para sentar las 
bases de un nuevo modelo capaz de recuperar la producción, el trabajo de los 
argentinos, su mercado interno y promover una más justa distribución de la 
riqueza.[…] 

 
Sentar las bases de un modelo nuevo económico, social, cultural, significa 

romper definitivamente con el pensamiento único que ha sostenido y sostiene que 
no hay alternativa posible al modelo vigente. Esa es una falacia teórica que sólo ha 
podido sostenerse en la Argentina en el marco de la falta de un debate nacional 
serio y profundo.” (Duhalde, 2002). 

 
El extracto transcripto abona de idea de un nuevo modelo, un modelo posible en 

tanto la idea que está en la base de estos discursos es la que sostiene que Argentina 
puede. Esta idea parecía intentar contraponerse la perspectiva del establishment 
financiero internacional para quien Argentina pasó de ser la estrella y ejemplo de las 
reformas económicas a un caso perdido (Pastor y Wise, 2001). Duhalde señalaba en este 
sentido: “Venimos a poner de pie y en paz a la Argentina. La Argentina, lo sabemos, lo 
sentimos, tiene futuro” (Duhalde, 2002). Así, se llevó adelante la salida de la 
convertibilidad y se adoptaron algunas medidas que recogían otras configuraciones 
identitarias que modificaron los ejes por los que venía discurriendo el modelo.8

                                                 
8 Para un desarrollo sobre este período puede consultarse Grugel y Rigozzi (2007). 

 
 
En materia de política exterior cabe señalar una serie de acciones que dieron 

indicios de un nuevo saldo en la pugna de identidades. Entre las medidas mencionadas 
se destaca la negativa a apoyar la invasión de Estados Unidos a Irak en 2003, el cambio 
del voto en relación al gobierno cubano en la Comisión de Derechos Humanos de las 
UN y la clara oposición al golpe llevado adelante en Venezuela en 2002. 
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La llegada de Néstor Kirchner a la presidencia trajo consigo un nuevo intento 

refundacionista que reflejaba una revitalización de la idea de comenzar una nueva etapa 
y, en materia de política exterior, expresaba la aspiración del gobierno a encarar un 
cambio de paradigma. En tal sentido expresaba en su discurso de asunción frente a la 
Asamblea Legislativa: 

 
“Vengo [...] a proponerles un sueño: reconstruir nuestra propia identidad 

como pueblo y como Nación; vengo a proponerles un sueño que es la construcción 
de la verdad y la Justicia; vengo a proponerles un sueño que es el de volver a tener 
una Argentina con todos y para todos. Les vengo a proponer que recordemos los 
sueños de nuestros patriotas fundadores y de nuestros abuelos inmigrantes y 
pioneros, de nuestra generación que puso todo y dejó todo pensando en un país de 
iguales. Pero sé y estoy convencido de que en esta simbiosis histórica vamos a 
encontrar el país que nos merecemos los argentinos. 

 
Vengo a proponerles un sueño: quiero una Argentina unida, quiero una 

Argentina normal, quiero que seamos un país serio, pero, además, quiero un país 
más justo. 

 
Anhelo que por estos caminos se levante a la faz de la Tierra una nueva y 

gloriosa Nación: la nuestra.” (Kirchner, 2003, la cursiva es propia) 
 
“Pensamos el mundo en argentino, desde un modelo propio. Este proyecto 

nacional que expresamos, convoca a todos y cada uno de los ciudadanos argentinos 
y por encima y por  fuera de los alineamientos partidarios a poner mano a la obra 
de este trabajo de refundar la patria.” (Kirchner, 2003, la cursiva es propia) 

 
La propuesta identitaria del nuevo gobierno fue expresada en términos de lograr 

de la Argentina un país normal, pero la pretendida normalidad no se correspondía con la 
propuesta del gobierno de Menem acerca de la normalidad, sino que rescataba aquellos 
elementos vinculados al ejercicio de la autonomía. Era claro que la normalidad no venía 
dada por la búsqueda de reinserción en el primer mundo ni por el alineamiento 
automático, sino por la reconstrucción de una identidad que jerarquizaba cuestiones 
como la pertenencia latinoamericana, el ejercicio de la autonomía y particularmente el 
desarrollo de un modelo distinto a aquel en auge en los años noventa. 

 
Como ejemplos de políticas enmarcadas en estas definiciones podemos 

mencionar las relaciones con los organismos financieros internacionales y el tratamiento 
de la deuda en default, la continuidad de ciertas líneas de acción inauguradas por 
Duhalde, una jerarquización de los vínculos con los vecinos que tienen anclaje en una 
revalorización de la identidad latinoamericana. Si bien se dejó de lado la política de 
plegamiento al hegemónico de los años noventa y esto se expresó en diferencias con 
Estados Unidos sobre algunas cuestiones –como el ALCA y la votación sobre Cuba– 
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también se registró continuidad en la cooperación sobre otros temas como terrorismo, 
seguridad y no proliferación, entre otros.  

 
La emergencia de este nuevo modelo fue posible en un contexto latinoamericano 

más propicio para fórmulas desarrollistas –o neodesarrollistas según Grugel y 
Riggirozzi (2007)– las cuáles aparecían de forma reiterada en su discurso de Kirchner:  

 
“No se trata de cerrarse al mundo, no es un problema de nacionalismo 

ultramontano, sino de inteligencia, observación y compromiso con la Nación.  
 
Basta ver como los países más desarrollados protegen a sus trabajadores, a 

sus industrias y a sus productores.” (Kirchner, 2003) 
 

 
Como desenlace de este apartado consideramos pertinente señalar que a pesar de 

la insistencia en la “reinserción internacional del país”, por primera vez en la historia la 
democracia y la defensa de los derechos humanos se constituyen en elementos de la 
identidad internacional argentina. Y esto es un elemento de persistencia que se 
evidencia en la continuidad  –a pesar de los tropiezos– de la democracia, y también de 
políticas externas vinculadas a la defensa de la democracia y los derechos humanos, 
temas que han trascendido las distintas presidencias. 

 
A modo de cierre 

 
Es claro que a más de veinticinco años del inicio del proceso de 

democratización, Argentina se halla en una situación en la que pese al debate sostenido 
resulta aún compleja la convivencia de ciertas fuerzas profundas que se contraponen 
generando pugnas identitarias. Estas pugnas identitarias constituyen, desde nuestra 
perspectiva, un elemento de crucial relevancia para atender a los conflictos, desafíos y 
desacuerdos que se generan en torno al diseño y formulación de la política exterior. 

 
Al comienzo de la presentación nos referíamos a ciertos análisis sobre la 

inconsistencia, erraticidad e incluso ausencia de la política exterior argentina.9

En estas líneas nos plateábamos como conjetura de inicio que las identidades en 
pugna resultan un factor relevante para comprender el derrotero de la política exterior 

 Si bien 
como señala Paradiso (1993: 8) estos debates que reiteran la tesis de la improvisación y 
la falta de objetivos datan de largo tiempo atrás, reconociendo una larga tradición en la 
que se involucran las opiniones de reconocidas personalidades históricas, siguen 
estando muy presentes en los debates sobre política exterior de la Argentina post 1983. 

 

                                                 
9 Sobre posiciones que abonan la idea de ausencia de política exterior véase Escudé (2006).Véase 
Corigliano (2007) para una posición diferente. 
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argentina. Con la mirada puesta en esta hipótesis iniciamos un recorrido por las 
formulaciones de política exterior en democracia. 

 
A través de una veloz recorrida por los derroteros de la política exterior 

argentina post 1983, hemos podido explorar la persistencia de ciertos rasgos 
identitarios, de ciertas fuerzas profundas que se hacen presentes y/o se ofrecen como 
componentes de una identidad que pareciera inconclusa o sujeta a sucesivas disputas. 
Así, dimos cuenta de la idea de declinación argentina y de la creencia de la grandeza 
perdida; de los impulsos liberales en disputa con aquellos desarrollistas; de la vocación 
autonomista y la inclinación a la alineación. Estas fuerzas profundas, -identificadas en 
forma no taxativa- se han hecho presentes en la vida política de la Argentina 
democrática, de diferentes formas, con diversas intensidades, combinaciones, 
contraposiciones y complementaciones; y de hecho moldeando e incidiendo de forma 
particular y diferenciada atendiendo a una combinación de otros factores en la política 
exterior argentina. 
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Resumen: La disputa por el territorio de Malvinas está fuertemente arraigada en la conciencia 
colectiva nacional y por lo tanto difícil de eludir a la hora de definir las prioridades en la política 
exterior de la República Argentina. Su persistencia en la agenda externa no sólo responde a la 
existencia de argumentos que favorecen el reclamo argentino, sino que también, está sustentada 
en un fuerte sentimiento colectivo que fue moldeado a partir de la idea de rechazo al 
colonialismo y a la centralidad que tuvo la integración territorial en el proceso de conformación 
de la identidad nacional.  

Durante la administración Menem (1989 – 1999) se dio un tratamiento diferenciado a la 
cuestión Malvinas que generó una tensión entre un elemento primigenio de la identidad 
argentina (el territorio) y una serie de percepciones sobre el sistema internacional que dieron 
paso a una nueva forma de observar el sistema internacional y el lugar que el país debía ocupar. 
En dicha administración, se identifican dos niveles de tratamiento de la cuestión Malvinas. En el 
plano externo se observa que las acciones asumidas sobre el tema estuvieron claramente 
direccionadas a recomponer las relaciones con Gran Bretaña como símbolo de abandono de la 
postura confrontativa que caracterizó la política externa argentina durante todo el siglo XX. Sin 
embargo, en el plano interno, Malvinas nunca dejó de percibirse como una reivindicación 
popular vigente y vinculada a la identidad nacional.  
Palabras clave: Malvinas, política exterior argentina, administración Menem, identidad 
nacional. 

 
Abstract: The dispute over Malvinas’ (Falklands’) territory is a deep-seated issue of 

Argentinean national conscience; thus it is hard to avoid when defining the priorities of 
Republic of Argentina’s External Affairs. Its persistence in the foreign agenda is due not only to 
(the) arguments in favor of the Argentinean claim, but responds also to a strong collective 
feeling shaped by the rejection of colonialism and the centrality of territorial integration in 
national identity’s process of construction.  

During Menem’s Administration (1989 – 1999), a preferential treatment was given to 
this matter, which caused a tension between a primary element of Argentinean identity – i.e., 
territory – and a series of perceptions about the international system that led to a new 
understanding of the latter and the place that the country should occupy in it. It is possible to 
identify two levels of treatment of the issue during Menem’s Administration. As regards foreign 
affairs, the actions aimed to recompose the liaisons with Great Britain renouncing to the 
confrontational posture that Argentina had shown all over the XX century. Nevertheless, 
internally, Malvinas never ceased to be perceived as a fair popular claim, linked to national 
identity.  
Key words: Malvinas, Argentinean foreign affairs, Menem Administration, national identity.  
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La identidad nacional es un elemento de relevancia en el marco de un trabajo 
que pretende abordar descriptiva, analítica y comparativamente la política exterior de un 
estado. A partir de ella se puede dar explicación a rasgos, que a través del tiempo, se 
constituyen en directrices de comportamiento externo tanto para la definición de la 
agenda externa como para la selección de los instrumentos pertinentes para la 
consecución del interés nacional. 

 
Tal como señalan Busso y Pignatta el proceso de construcción de la identidad es 

dinámico. En él convergen elementos constitutivos más “primigenios” y otros más 
“circunstanciales”. “Los primeros son aquellos que nos constituyen, que nos preceden, 
que están fuera de elección, como por ejemplo la raza, la etnia, el lenguaje, la geografía, 
los símbolos, la historia, las creencias de la comunidad”. Por elementos circunstanciales 
(profesiones, ideología y actividades en general) se comprende aquellos que sin ser 
parte de la estructura identitaria, a través del tiempo pueden transformarse en 
permanentes y por lo tanto cambiar elementos identitarios preexistentes (Busso y 
Pignatta, 2008).  

 
Desde la perspectiva de Renouvin y Duroselle las condiciones geográficas junto 

a los movimientos geográficos, los intereses económicos y financieros, las 
características mentales colectivas y las grandes corrientes sentimentales son fuerzas 
profundas que dan marco a las relaciones entre los grupos humanos al mismo tiempo 
que determinan su naturaleza (Renouvin y Duroselle, 2000: 9, 10). 

 
En el marco de la política exterior argentina se puede identificar el conflicto 

sobre las Islas Malvinas como un componente que persiste desde el siglo XIX. A pesar 
de la transformación que nuestro país y el orden internacional han sufrido en el siglo 
XX, tanto a nivel estructural como ideológico, este tema no ha dejado de pertenecer a la 
agenda externa argentina y ha demandado esfuerzos y acciones contundentes en vistas 
de la recuperación territorial a lo largo de nuestra historia.  

 
En el presente trabajo se pretende abordar cómo la soberanía sobre las Islas 

Malvinas durante el gobierno de Menem, pasó a ser un reclamo que sólo se mantuvo en 
el plano discursivo, al tiempo que en el plano de las acciones quedó solapado por 
objetivos que surgen de un diagnóstico de situación a partir del cual se consideró 
necesario romper con los mitos de la nacionalidad. 

 
A priori se puede aventurar que la persistencia de la temática en el plano 

discursivo en el período de análisis seleccionado respondió a que la cuestión Malvinas 
es un elemento de política exterior fuertemente arraigada en la conciencia colectiva 
nacional y por lo tanto difícil de desarticular. Su persistencia en el tiempo no sólo 
responde a que existen argumentos que favorecen el reclamo argentino, sino que 
también, el mismo está sustentado en un fuerte sentimiento colectivo que fue moldeado 
a partir de la idea de rechazo al colonialismo y a la centralidad que tuvo la integración 
territorial en el proceso de conformación de la identidad nacional. 
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Para abordar dicha cuestión se realizó en primer lugar un repaso sobre la 

relevancia que tiene la cuestión territorial como elemento primigenio de la identidad 
argentina. En un segundo momento, se abordó el tratamiento que el conflicto ha tenido 
durante la administración Menem (1989 – 1999). En esta instancia aparecen los 
elementos que permiten observar cómo el reclamo de la soberanía quedó relegado por 
otros objetivos de política exterior que fueron identificados a partir de un cambio 
ideológico de los hacedores de las políticas públicas. En el trabajo se distinguen 
discurso y acción como variables a tener cuenta para detectar la diferencia de 
tratamiento que tuvo la cuestión por parte del gobierno en el orden interno y externo. En 
el segundo de ellos es necesario diferenciar dos ámbitos de actuación de la diplomacia 
argentina: a) el multilateral; en el cual reivindicación de soberanía se siguió 
manteniendo en el marco de las Naciones Unidas y b) bilateral; donde esta cuestión no 
pasó de meras enunciaciones discursivas y donde se puede vislumbrar una nueva forma 
de relacionamiento con los habitantes del territorio en disputa. 

 
El territorio como elemento primigenio de la identidad argentina 

 
El proceso de formación de la identidad argentina no escapa a la lógica de 

formación de las identidades de países que surgieron en un conjunto territorial que se 
define -desde sus inicios- como “Hispanoamérica” y que tras el proceso de 
Independencia de España sufrió una fuerte fragmentación. El repaso de la historia de las 
Colonias del Río de la Plata muestra que la existencia de las identidades nacionales en 
los territorios hispanoamericanos de América del Sur surgió como consecuencia de un 
proceso de diferenciación encarado por incipientes estados. Cada uno de ellos apeló a la 
creación de una identidad nacional para reforzar la integración política - administrativa 
alcanzada como consecuencia de alianzas tejidas entre diferentes elites locales y 
contiendas por la imposición de diferentes proyectos políticos.  

 
Según Oszlak, la existencia de un estado deviene cuando al menos se dan tres 

condiciones: a. reconocimiento de la soberanía por parte de la comunidad interestatal, 
b. capacidad de monopolizar el uso de la fuerza dentro de una unidad territorial y c. la 
aparición de instituciones públicas diferenciadas y funcionales (Oszlak: 1982). Sin 
embargo, dichos elementos no garantizan por si solos, la supervivencia a través del 
tiempo de una unidad política. Desde la aparición de estado moderno, el elemento 
identitario también cobra relevancia como uno de los pilares de la integración política- 
administrativa.  De este modo, el “nosotros” trasciende como elemento subjetivo del 
estado-nación. Al hablar del “nosotros” se hace referencia directa a todo aquellas 
percepciones que en el marco nacional tienen significado y se constituyen como rasgos 
identitarios colectivos. La identidad colectiva es la idea de un interés o bien común que 
lleva a las personas a afirmar una identidad por semejanza, basada en una visión 
compartida de este bien o interés común (Lafer, 2002: 21). 
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La formación de la identidad de los países hispanoamericanos, lejos de 
responder a una noción de nacionalidad, fue construida a partir del surgimiento de 
identidades locales que se fueron extendiendo por obra de poderes políticos que 
ampliaban su dominio territorial (Cisneros y Escudé, 1998: 48). Bajo una lógica de 
extensión del dominio político, la defensa del territorio cobró centralidad en el marco de 
la construcción identitaria. A partir de este proceso, la nacionalidad es entendida como 
una construcción que permitió la consolidación de la  unificación política territorial 
sobre la cual surgieron los nuevos estados y estuvo asentada sobre la diferenciación. 

 
En el marco de la ideología romántica imperante en el siglo XIX y la aparición 

del estado nación como organización política administrativa moderna, en los territorios 
hispanoamericanos fueron diversos poderes políticos locales los que encararon la 
empresa de dar forma a la identidad nacional en diferentes porciones del territorio. El 
objetivo de la formación de una identidad nacional estuvo sustentado en necesidades 
internas y externas: a. desde el plano interno la identidad nacional garantizaba la 
consolidación de la integración política. Es de este modo, que la formación de la 
ciudadanía en Argentina, fue articulada por poderes políticos mediante mecanismos de 
adoctrinamiento como el sistema educativo y el servicio militar obligatorio (sobretodo a 
partir de finales del siglo XIX) y, b. en el plano externo la identidad se transformó en un 
elemento de vital importancia para hacer frente a los peligros de invasión de potencias 
extranjeras capaces de desarticular la consolidación de nuevos estados soberanos. Las 
permanentes incursiones políticas de Francia y Gran Bretaña sobre el territorio del 
Virreinato del Río de la Plata durante el siglo XIX y la existencia de una monarquía 
portuguesa en el Brasil, actuaron como componentes que exacerbaron la necesidad de 
afirmar una identidad que permitiera la integración política y territorial necesarias para 
el control de la soberanía y la autodeterminación para el caso argentino.  

 
Las naciones surgidas del Virreinato del Río de la Plata emergen de la exaltación 

de las diferencias con territorios vecinos con los cuales se compartía origen en común, 
lengua y religión. La definición del territorio nacional fue un elemento indispensable 
para el surgimiento de la nacionalidad en tanto permitió manifestar la diferenciación 
necesaria para la autodefinición. De este modo, la defensa de la integridad territorial se 
transformó en un valor propio y primigenio de la nacionalidad.  

 
La historia de desmembramiento de la cual surgieron los estados de América del 

Sur elevó la territorialidad como valor simbólico. La anexión de nuevas porciones 
territoriales fue identificada como ganancias en tanto las pérdidas fueron asumidas 
como derrotas. Así se puede entender el lugar que ocupa el territorio como elemento 
constitutivo de la nacionalidad para el caso argentino. La posición de Buenos Aires 
como heredera del legado español en el Río de la Plata posicionó al estado embrionario 
argentino como el legítimo soberano del territorio virreinal. De esta forma, lo territorial 
perdura en el tiempo como una percepción identitaria fuertemente arraigada y de alta 
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sensibilidad en el imaginario colectivo, en tanto persiste la creencia de que el territorio 
argentino ha sido víctima de diversos desmembramientos1

Sin embargo, se debe señalar que elemento subjetivo de la nacionalidad es 
posterior a la integración política. La aparición del “nosotros” se consolidó con 
posterioridad a la aparición de las instituciones sobre las que se estructuró el estado. Si 
bien existen diferentes visiones historiográficas sobre el momento a partir del cual se 
logra la conformación del estado argentino, no se puede discutir que las instituciones 
surgieron con anterioridad a la consolidación del “nosotros”. Recién en 1860, tras la 
incorporación de Buenos Aires a la Confederación, se comienza a pergeñar de manera 
integral lo que actualmente se conoce como Argentina. El estado argentino y el 
territorio nacional comenzaron a consolidarse a partir de esta integración de Buenos 
Aires a la Confederación y su aceptación de la constitución de 1853

.   
 
Sobre este tema, Luis Alberto Romero señala:  
 
“A falta de raza o lengua singular, la identidad nacional se fundó en la historia y 

el territorio. El territorio adquirió una entidad sacra, y su intangibilidad se convirtió en 
la clave de la realización nacional. ¿Cuál era, exactamente? El territorio argentino debía 
ser el del Virreinato del Río de la Plata. De acuerdo con el sesgo paranoico de nuestro 
nacionalismo, este padeció desde 1810 sucesivas amputaciones –el Uruguay, el 
Paraguay, Tarija, las Misiones- a manos de vecinos codiciosos, insatisfechos y 
acechantes, detrás de quienes se adivinaba la mano de Inglaterra, la “pérfida Albión”, 
decidida a impedir que se concretar nuestro destino de grandeza. Las Malvinas, 
territorio irredento, resumieron eficazmente todos esos agravios” (Romero, 2007:5). 

 

2

                                                 
1 Véase al respecto, la encuesta de Gallup citada por Escudé y Cisneros (1998: pág. 171) la cual releva 
que un 73,6 % de los argentinos –encuestados- responde afirmativamente ante la consulta acerca de si la 
Argentina ha perdido territorio a lo largo de su historia.  
2 La definición territorial de la actual Argentina, más allá de los conflictos fronterizos que estuvieron 
presentes hasta finales del siglo XX – como los sostenidos con Chile-, se dio mediante dos procesos 
posteriores a la pacificación nacional: a. la delimitación de las fronteras de las  provincias pertenecientes  
a la Confederación y b. la Campaña del desierto.  Ambos procesos implicaron la anexión de territorios 
que hasta el momento estaban en manos de indígenas que irían siendo exterminados lentamente tras las 
conquistas de sus territorios. 

.  
 
En este marco, la disputa por Malvinas mantenida con el gobierno británico, más 

allá de los altibajos que ha sufrido a lo largo de la historia argentina, se transformó en 
un elemento primigenio de la identidad nacional. El reclamo de soberanía ha persistido 
en el tiempo y sigue siendo justificado a partir de de tres aspectos a saber: la 
identificación de esta porción insular como herencia argentina de la corona española, la 
cuestión jurídica que deriva del derecho del mar y la forma en que las islas fueron 
arrebatadas al gobierno de Buenos Aires. 
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Todo ello ha sido reforzado desde el sistema educativo argentino desde inicios 
del siglo XX. Al respecto, Cassese señala  

 
“… Los libros oficiales de historia que se utilizaron en las escuelas desde 

principios del siglo XX presentaron a la Argentina como una nación mutilada que había 
perdido territorio culpa de la acción de Estados agresivos que la atacaron […] La 
construcción histórica de este mito fue una influencia decisiva en el desarrollo de la 
política tradicional con respecta a Malvinas y su trágica consecuencia fue el apoyo 
popular a la invasión de 1982…” (Cassese, 2004: 83). 

 
Los años noventa 

 
Durante la década de los noventa el sistema internacional sufrió una serie de 

cambios que estuvieron vinculados a la modificación del orden tras la caída de la Unión 
Soviética y la profundización y consolidación del proceso de transnacionalización. Ello 
derivó en un cambio de contexto ante lo cual la política exterior de muchas naciones 
exigió la redefinición de los intereses nacionales e indujo a los hacedores de la política a 
establecer nuevos objetivos (Busso, 1994: 54). En el caso argentino, estas 
transformaciones indujeron a un profundo proceso de cambio político-económico que 
fue articulado a través de una nueva visión ideológica que llegó a modificar la 
estructuración del estado. 

 
Con la asunción del Presidente Menem en 1989, la política exterior argentina fue 

sometida a ajustes que tuvieron origen en la modificación de las percepciones que 
históricamente la guiaron. La convicción acerca de la aparición de un nuevo orden -con 
primacía de Occidente y la confirmación del  liderazgo de Estados Unidos- conjugada 
con una situación interna de caos económico, pergeñaron una nueva forma de 
articulación de la política exterior determinada por la necesidad de articular las 
necesidades de orden interno a la nueva realidad internacional. 

 
En un contexto interno de convulsión económica, tras asumir el presidente 

Menem (1989) viró rápidamente desde el del nacionalismo populista -en que basó su 
campaña- al neoliberalismo. Ello no sólo implicaría la importación de las recetas 
económicas recomendadas por el Consenso de Washington -privatizaciones, reformas 
estructurales y restricción presupuestaria- sino que la política exterior giró hacia una 
estrategia de alineamiento con Estados Unidos.  

 
“La política exterior se articuló sobre el supuesto de que la adopción de 

principios, enfoques ideológicos y formas de comportamiento económico y político 
convergentes con las propiciadas o reclamadas, según fuera el caso, por los países 
desarrollados y las empresas y bancos transnacionales a ellos vinculados - eliminando 
los puntos contenciosos de las agendas de negociación - permitirían contar con su pleno 
apoyo. En ese marco, la vinculación estrecha con los Estados Unidos debía eliminar 
todo tipo de obstáculos para nuestro crecimiento, legitimando una forma de inserción 
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internacional que se ajustaba a los parámetros del ‘mundo libre’ y del ‘Consenso de 
Washington’” (Moneta, 2003). 

 
De este modo, el eje de la estrategia implementada en materia de política 

exterior estuvo determinado por la alineación con los Estados Unidos y la seducción con 
las potencias occidentales, no quedando exento de este enfoque el tratamiento que pasó 
a tener el conflicto sobre Malvinas. 

 
Sin perder vigencia el reclamo por las islas Malvinas se diluyó en el marco de 

las relaciones bilaterales con Gran Bretaña por efecto de una estrategia de política 
internacional cuyo primer objetivo fue la reinserción internacional de la Argentina. En 
cierto modo, ello significó el fin de los mitos sobre los cuales se asentaba la 
nacionalidad como ejes de la articulación del accionar internacional de nuestro país. 
Perspectiva que se acentúo tras la llegada de Guido Di Tella a la Cancillería en 1991. 
Para entonces, la disputa de soberanía las Malvinas intentó ser alejado de los conceptos 
de geopolítica y nacionalismo territorial arraigados tradicionalmente en la cultura 
nacional desde el sistema educativo. 

 
La vinculación entre identidad / estado nacional se desdibujó en el marco de un 

modelo que apostó a una inserción sin condiciones en el nuevo orden globalizado. Así, 
la identificación de patria y estado, de soberanía y economía y de organización social y 
defensa popular hizo crisis ante una propuesta enmarcada en los principios del 
Consenso de Washington. Reafirma esta tendencia, la mutación del concepto de frontera 
que permitió un claro avance hacia una política de solución de los conflictos limítrofes 
con los vecinos latinoamericanos. La idea de espacio de integración restó importancia a 
viejos diseños defensivos que respaldaban la política de límites, hasta llegar a 
desarticularlos.  

 
Aunque la cuestión territorial tendió a diversificarse por aquellos años, la 

reivindicación territorial de Malvinas apareció durante toda la década de los noventa -
con carácter de continuidad- como el estandarte más importante que relaciona identidad 
nacional y consenso político. Expresiones sociales de diversos  tipos que pendularon 
desde el deporte hasta el arte, tendieron a identificar Malvinas con la memoria histórica 
de la nacionalidad. 

  
En el plano interno, la cuestión Malvinas nunca dejó de ser percibida como una 

reivindicación popular vigente y vinculada a la historia y abonada con las 
consecuencias de la guerra del ’82. Un indicador que destaca la importancia del tema 
tenía como elemento de la identidad puede observarse al repasar el tratamiento que 
ameritó Malvinas en la propia campaña presidencial de Menem, quien en su discurso en 
Tierra del Fuego (1989) no descartó la utilización de la fuerza para su recuperación.  

 
A pesar de ello, el reclamo por las Islas Malvinas tuvo una baja de intensidad en 

el plano bilateral y en el multilateral durante la administración Menem. Es evidente que 
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dicha estrategia estuvo vinculada al cambio de eje que sufrió la política exterior 
argentina: la relación con las grandes potencias, y en especial con Estados Unidos 
articuló todas las acciones  vinculado a dar una nueva forma de inserción internacional. 
En otras palabras, se debe señalar que la relación con Gran Bretaña fue uno de los 
tópicos de la política exterior elegidos como símbolo de los esfuerzos argentinos por 
demostrar que el país había abandonado su vocación por el excepcionalismo y se 
alineaba definitivamente con los poderes occidentales.  

 
Discurso y acción en relación a la cuestión de Malvinas 
 
Al asumir el presidente Carlos Menem, trata imperiosamente de armonizar las 

relaciones con las potencias occidentales y en este marco también se incluyen las 
relaciones bilaterales con el gobierno británico. La estrategia que se diseñó en la 
Cancillería y fue llevada adelante primero por el Canciller Domingo Cavallo y luego 
continuada y profundizada por Guido Di Tella puede explicarse a partir del realismo 
periférico de Carlos Escudé.  

 
Dicho enfoque planteó un diseño de la política exterior en el cual el objetivo de 

reinserción internacional quedó sujeto a una estrategia de nueva vinculación con 
Estados Unidos y demás potencias occidentales (Escudé, 1992). El cambio de estrategia 
a nivel global moldeó una nueva forma de articulación de la política de defensa. En 
palabras de Bologna:  

 
“…la política de defensa implementada por la Administración Menem delineó 

un clima diferencial con relación al gobierno de Alfonsín. La participación argentina en 
los cuerpos de paz de Naciones Unidas, la destrucción del misil Cóndor, los acuerdos en 
materia nuclear con Brasil y Chile, la solución de los litigios fronterizos con Chile y el 
estatus de país extra OTAN dieron una clara señal por parte de la Argentina …” 
(Bologna, 2001: 114). 

 
En dicho marco, el tratamiento de la disputa por Malvinas tuvo un giro que 

estuvo marcado por la política de acercamiento con el Reino Unido. En un primer 
momento, la misma fue propiciada por la administración Menem a través de los buenos 
oficios de España, Brasil y Uruguay. Como producto de estas maniobras, en agosto de 
1989, se  celebró una reunión informal en New York, denominada “conversaciones para 
empezar a conversar” y que arrojó como resultado la decisión de Gran Bretaña de 
eliminar las restricciones sobre los bienes británicos que se aplicaba a la Argentina 
desde la guerra de 1982.  

 
El planteo más importante de esta reunión fue el establecimiento de la 

denominada “Fórmula del Paraguas de Soberanía”. La misma hacía referencia a la 
protección de la posición de cada una de las partes con respecto al derecho sobre los 
archipiélagos y los espacios marítimos circundantes y permitió a la Argentina obtener 
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de Gran Bretaña el reconocimiento de la existencia jurídica del reclamo por la posesión 
de las Islas Malvinas.  

 
Los resultados de esta negociación tuvieron un impacto positivo interno que se 

manifestó a través de un alto grado de aceptación. El reconocimiento explícito por parte 
de Gran Bretaña, de la existencia de una disputa jurídica con la República Argentina por 
la posesión de las Islas Malvinas, actuó como un elemento que fue internalizado como 
un acercamiento al reconocimiento de la soberanía sobre el Archipiélago. La 
vinculación del reconocimiento de la disputa jurídica con la posibilidad de negociar la 
soberanía sobre las islas generó consenso en una sociedad fuertemente identificada con 
el reclamo territorial tanto por cuestiones históricas como geográficas que dan forma a 
un fuerza profunda que marcó durante todo el siglo XX la postura de la nación frente al 
conflicto. Dicha identificación fue abonada desde el sistema educativo durante todo el 
siglo XX y en este sentido señala: 

  
“…Los libros oficiales de historia que se utilizaron en las escuelas desde 

principios del siglo XX presentaron a la Argentina como una nación mutilada que había 
perdido territorio culpa de la acción de Estados agresivos que la atacaron. La 
construcción histórica de este mito fue una influencia decisiva en el desarrollo de la 
política tradicional con respecta a Malvinas y su trágica consecuencia fue el apoyo 
popular a la invasión de 1982…” (Cassese, 2004: 83) 

 
Sin embargo, el impacto positivo que tuvo el establecimiento de las relaciones 

diplomáticas logró velar otro aspecto que también surgió del “paraguas de soberanía”: el 
congelamiento de las reivindicaciones acerca de la soberanía sobre las Islas Malvinas, 
Georgias del Sur y Sandwich del Sur. 

  
Según Vázquez, el acercamiento a Gran Bretaña manifestó la voluntad del 

gobierno argentino por evitar confrontaciones políticas. De ahí el bajo perfil que se le 
trata de dar al tema de la soberanía y el congelamiento momentáneo de la disputa bajo el 
la fórmula del “paraguas de soberanía” que permitía el avance de la relación bilateral. 
Por entonces, The Financial Times daba cuenta de este giro en la política exterior 
argentina, señalando que: “el tema de la soberanía de las Malvinas está “incrustado” en 
la conciencia nacional de Argentina, pero que el presidente Menem no ha “apelado” ni 
“explotado” ese sentimiento…” (Vázquez, 2002: 64). 

 
La minimización del reclamo de la soberanía de las islas Malvinas como tema de 

confrontación política llegó entonces al punto de mencionarla  tan sólo para preservar el 
reclamo en su aspecto jurídico. Ya en agosto de 1989 y como primer indicio de la 
minimización de la confrontación política que pretendió dar el gobierno de Menem al 
conflicto con Gran Bretaña, el Canciller Domingo Cavallo anunció la decisión del 
gobierno argentino de no abordar el tema de Malvinas en la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. Ello implicó que el reclamo sólo se mantuviera vigente en el marco 
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del Comité de Descolonización de dicha organización y por lo tanto, que sólo se 
realizara bajo una óptica de carácter jurídico.  

 
Además, cabe registrar la declaración del cese de hostilidades y el levantamiento 

de la zona de exclusión como divergencias políticas a ser solucionadas a corto plazo, ya 
que ambos temas son trasladados a la reunión Madrid I, para su solución. Es así como 
en el primer contacto entre Argentina y Gran Bretaña el tema se trata sólo para llegar a 
un principio de coincidencia por la aplicación de la fórmula del “paraguas” de 
soberanía, y fue mencionada como un tema a solucionar, entre los siete puntos previstos 
a tratar en las reuniones de Madrid que comenzaron a partir del 17 y 18 de octubre de 
1989 (Vázquez, 2002). 

 
Hechos posteriores demostraron que el reestablecimiento de las relaciones con 

Gran Bretaña no produjo un acercamiento hacia el tratamiento de la soberanía y 
desnudan que las motivaciones que guiaron el accionar de gobierno argentino son 
intrínsecas a una estrategia de reinserción internacional en el cual una disputa territorial 
impugnaba el grado de confiabilidad internacional que se pretendía alcanzar.  

 
Surge entonces, la incógnita acerca de cómo la administración Menem pudo dar 

forma a este nuevo tratamiento a un conflicto que para la nación argentina no sólo es 
una disputa sino que está marcado por denso sentimiento de nacionalidad que es 
abonado por la propia historia, la geografía y fue consolidado a partir del mismo sistema 
educativo.  

 
Para comprender cual fue el tratamiento que tuvo la cuestión Malvinas a lo largo 

de la  administración Menem es conveniente disociar discurso de acción. Realizada esta 
diferenciación se puede observar que a lo largo de los años noventa el discurso estuvo 
marcado por la revalorización del reclamo argentino. Mientras que en el plano de las 
acciones no se puede observar una estrategia en consecuencia con lo declamado 
exclusivamente en el plano interno y multilateral. En el marco de las relaciones 
bilaterales entre Argentina y Gran Bretaña el tema Malvinas apareció vinculado a 
objetivos diplomáticos y económicos ante los cuales el reclamo de soberanía sostenido a 
nivel interno quedó virtualmente congelado en el plano bilateral.  

 
Sin embargo, desde lo discursivo a nivel interno el reclamo por la soberanía 

siguió vigente. Según Vázquez (2002: 234), este discurso estuvo basado en tres pilares: 
“* las declaraciones de Carlos Menem que convertían la recuperación de la 

soberanía en la “gran causa argentina” a ganar con “el derecho y la ley en mano” 
* las afirmaciones, pálpitos y aseveraciones del presidente Menem, 

principalmente, y de altos funcionarios de la cancillería argentina (tales como el 
canciller Di Tella) de que las islas se recuperarían “antes del año 2000” 

* la inclusión de la cláusula transitoria (disposición transitoria primera) en la 
Constitución Nacional que ponía como mandato constitucional a todo Gobierno la 
recuperación de las islas Malvinas.” 
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En el plano multilateral el reclamo por la soberanía siguió siendo realizado en el 

marco de las Naciones Unidas -donde el tema fue tratado sólo en el Comité de 
Descolonización a pesar de haber entrado en agenda en la Asamblea General3

Como muestra de los avances mencionados en el plano bilateral fueron 
relevados: a) coincidencia de la zona de protección con los límites de la zona de 
conservación establecida por Gran Bretaña b) levantamiento de las restricciones de los 
bienes británicos, c) reanudación de las relaciones consulares, d) levantamiento de 

-, la OEA, 
el MERCOSUR y por diversos foros no gubernamentales en los cuales participaron 
diversos funcionarios argentinos en calidad de invitados (Bologna, 2001). Las distintas 
presentaciones argentinas sobre Malvinas en estos ámbitos estuvieron motivadas por 
una búsqueda de apoyo que garantizaría la continuidad del reconocimiento de la 
disputa, lejos de significar una acción destinada a obligar a Gran Bretaña a discutir la 
soberanía ya congelada mediante la fórmula del “paraguas”. 

 
Las propuestas de la Cancillería argentina para la recuperación de la soberanía 

sobre las islas también fueron abordadas sólo en un plano discursivo ya que ninguna de 
ellas fue puesta sobre la mesa de negociaciones con Gran Bretaña. Esto se atribuye a 
que las mismas no contaron con un nivel de seriedad suficiente si se tiene en cuenta que 
el “paraguas de soberanía” –acordado por Argentina y Gran Bretaña– fue una fórmula 
central en las negociaciones bilaterales y que la misma logró diluir el tratamiento de la 
cuestión. En este sentido, se considera que todos lo expresado al respecto por parte de la 
Cancillería argentina fueron fórmulas para consumo interno que tuvieron como objetivo 
aquietar el cuestionamiento sobre la manera en que se abordaron las relaciones 
bilaterales con Gran Bretaña. Se puede decir que desde el discurso fue mitigada la 
percepción nacional sobre la legitimidad del reclamo a la hora de haberse relegado en 
función de nuevos objetivos de política exterior.  

 
La normalización de relaciones bilaterales con Gran Bretaña hizo anclaje en los 

aspectos económico, militar y diplomático. En los dos últimos, hubo significativos 
avances y son muestra de la tendencia hacia la cooperación entre ambos gobiernos, no 
sucediendo lo mismo con el ámbito económico, a pesar de la firma de acuerdos como la 
“Declaración Conjunta sobre Conservación de los Recursos Pesqueros (1990)” o la 
firma  del Acuerdo sobre explotación de hidrocarburos entre ambos gobiernos bajo la 
órbita del Tratado de Madrid (1995) y del “paraguas de soberanía”. Acuerdo en el que 
se anexaron dos declaraciones unilaterales, que estipulaban que nada de lo acordado 
podía ser tomado como una renuncia a la soberanía sobre el territorio de las islas 
Malvinas por parte de ninguno de los dos países. 

 

                                                 
3 El no tratamiento de la cuestión Malvinas en la Asamblea General respondió a un acuerdo previo 
alcanzado entre Gran Bretaña y Argentina. Lo resuelto por el Comité de Descolonización sólo significó 
un llamamiento a las partes a continuar con la negociación.  
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restricciones para el ingreso de buques argentinos, que pueden ingresar a la zona de 
protección pesquera, e) reestablecimiento de los vuelos comerciales y el tráfico 
marítimo argentinos con las Islas, f) normalización de relaciones diplomáticas, g) 
levantamiento de zona de exclusión militar por parte de Gran Bretaña, h) eliminación de 
visado para ciudadanos argentinos y británicos, i) acuerdo de promoción y protección de 
inversiones, j) renegociación de la deuda comercial argentina, k) 1º viaje de familiares 
argentinos de soldados fallecidos en la guerra de 1982, l) fin del veto de Gran Bretaña 
para que la Argentina comerciara con los miembros de la CEE y accediera créditos 
preferenciales y m) levantamiento de embargo de armas (BOLOGNA, 2001). La 
existencia de los avances enumerados sin embargo, no deben generar una 
sobredimensión de lo actuado en tanto no se pudo avanzar sobre aspectos fundamentales 
sobre los cuales Argentina sostiene un interés concreto como son la cuestión de la pesca 
y la exploración y  explotación de hidrocarburos.  

 
Los avances logrados en lo diplomático y militar parecieran no haber sido lo 

suficientemente fuertes como para justificar un accionar argentino receptivo a las 
condiciones con las cuales Gran Bretaña condicionó las negociaciones desde un primer 
momento. Sin embargo, ello sólo puede encontrar explicación si se considera que la 
estrategia de política exterior de Menem estuvo diseñada en miras de modificar un rol 
externo considerado confrontativo y desmesurado en virtud del lugar que ocupa 
Argentina en la estratificación internacional (GIL: 1999). Dentro de este diagnóstico, la 
desarticulación de los mitos nacionales fue considerada una condición indispensable y 
necesaria para la definición de un nuevo rol.  

 
Sin embargo, el reclamo de soberanía sobre las Malvinas es para la Nación 

Argentina un elemento identitario demasiado fuerte como para desarticularse en una 
década. La experiencia reciente en el tiempo histórico de la guerra de 1982, mantiene 
vivos elementos que alimentan en la ciudadanía un consenso sobre la legitimidad del 
reclamo.  

 
Ambos aspectos obligaron al gobierno mantener un doble estándar en el 

tratamiento de la cuestión. Desde el discurso en el plano interno la recuperación de las 
islas Malvinas justificó el acercamiento con Gran Bretaña. Desde el plano de las 
acciones sin embargo, el reestablecimiento de las relaciones con Gran Bretaña 
respondió a un objetivo que corrió del eje la discusión de la soberanía como es la 
generación de un marco de confianza internacional por parte de la República Argentina.  

 
Conclusión 
 
Durante todo el gobierno de Menem la política exterior argentina sufrió una 

serie de modificaciones que estuvieron guiados por una nueva percepción sobre el 
sistema internacional y el rol que debía asumir nuestro país en el mismo. Ello significó 
el inicio de una tarea de desarticulación de los mitos sobre los que nacionalidad 
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argentina había sido gestado y que habían sido sustento de posiciones confrontativas 
tanto a nivel regional como global.  

 
El propio proceso de conformación de la nación puso al territorio como un eje de 

la nacionalidad, en tanto la propia historia de desmembramiento territorial que dio lugar 
a la aparición de las naciones que hoy conforman la América del Sur fue utilizado desde 
el estado como uno de los elementos centrales a partir del cual se articuló el proceso de 
construcción de la identidad. 

  
Dar un tratamiento tan diferenciado a la cuestión Malvinas, como lo hiciera la 

administración Menem, en cierto modo, generó una tensión entre un elemento 
primigenio de la identidad argentina y una serie de percepciones sobre el sistema 
internacional que daban paso a una nueva forma de observar el sistema internacional y 
el lugar que nuestro país debía ocupar. De ahí, que durante el período estudiado se deba 
identificar dos niveles de tratamiento de la cuestión Malvinas.  

 
En el plano externo se puede observar que las acciones asumidas sobre la 

cuestión Malvinas estuvieron claramente direccionadas a recomponer las relaciones con 
Gran Bretaña como símbolo de abandono de la postura confrontativa que caracterizó a 
nuestro país durante todo el siglo XX. Dicha actitud tuvo como marco la determinación 
de dar una nueva imagen de Argentina en el concierto internacional articulada a partir 
de la redefinición de su relación con las potencias centrales, principalmente Estados 
Unidos. En este marco, el “paraguas de soberanía” fue una fórmula que permitió 
recomponer las relaciones bilaterales ya que relegó el tratamiento del reclamo histórico 
sin tener que admitir que fue Gran Bretaña quien, desde el primer momento, marcó la 
evolución de las negociaciones iniciadas a partir del año 1989. 

 
Sin embargo, dado el peso que aún tiene el territorio como elemento primigenio 

de la identidad nacional, obligó al gobierno de Menem a tener un nivel de discurso para 
consumo interno que en cierto modo, estuvo en contrapunto con las acciones tomadas 
en el plano internacional. La permanente alusión, por parte del Presidente al reclamo de 
soberanía fue la fórmula utilizada para poder obtener un cierto nivel de consenso sobre 
las acciones de política exterior encaradas sobre Malvinas. Dicho discurso, fue al mismo 
tiempo abonado por la inclusión de la cláusula transitoria (disposición transitoria 
primera) en la Constitución Nacional de 1994 que puso como mandato constitucional 
para todo Gobierno, la recuperación de las islas Malvinas. 
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Resumen: Bolivia posee una historia marcada por los conflictos y las tensiones al interior de su 
sociedad. Los cambios impuestos por Evo Morales para atenuar las fuertes divergencias socio-
económicas que atraviesan al país, abrieron paso a la reactivación de las fuerzas profundas que 
son parte de la identidad nacional. En este sentido, la cuestión étnica, el control de los recursos 
naturales y el proceso de reorganización territorial –autonomías– se presentan como los 
elementos claves que enfrentan a las dos Bolivias. El proceso social y político que dio origen a 
la nueva Constitución Política en octubre de 2008 incluyó a estas fuerzas profundas, pero dejó 
abierto el interrogante de qué medidas tomar para que puedan convivir sin llegar a enfrentarse. 
Palabras clave: Bolivia, recursos naturales, autonomías, indígenas. 

 
Abstract: Bolivia has a history marked by conflicts and tensions in its society. Changes 

imposed by Evo Morales to mitigate the strong social and economic differences that cross the 
country, reactivated the deep forces which are part of the national identity. In this respect, the 
ethnic question, the control of the natural resources and the process of territorial reorganization 
–autonomies– appear as key elements that bring into conflict the two Bolivias. The social and 
political process that generated the new Political Constitution in October 2008, included these 
deep forces, but it has opened the question of what measures should be taken in order they could 
coexist without conflicts. 
Key words: Bolivia, natural resources, autonomies, indigenous. 
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Consideraciones iniciales 
 
La historia política boliviana encontró un punto de inflexión el 21 de enero de 

2006 tras la asunción de Evo Morales Ayma al poder presidencial del país. La Bolivia 
de Evo – como muchos académicos la llaman– cobró vida, primeramente, a través de la 
entrega de los atributos de mando en las ruinas de Tiwanaku y un día después en el 
Congreso Nacional. 

 
La Bolivia de Evo inició un arduo proceso de reestructuración que afectó no sólo 

las tradicionales condiciones socio-económicas vigentes, sino que también el sentido de 
la pertenencia y de la identidad están siendo reflotados en virtud de lo étnico y de los 
denominados pueblos originarios. Ahora bien, esta sociedad de cambios se encuentra 
inmersa en una realidad tumultuosa y cargada de tensiones, demostrando que la 
identidad se erige como una construcción social constante, precisamente porque se 
encuentra sustentada por fuerzas profundas, que en ocasiones operan en silencio y otras, 
con resonancia. 

 
La nacionalización de los hidrocarburos y el llamado a una nueva Constitución 

Política que tenga mayor concordancia con la realidad del país, fueron las medidas 
gubernamentales que reactivaron las fuerzas profundas que parecían dormidas. Así, la 
cuestión étnica; el proceso de reorganización territorial –a través de las autonomías– y 
el control de los recursos naturales se presentan como las principales fuerzas que 
subyacen en las cuestiones identitarias nacionales. 

 
Estas fuerzas profundas poseen la particularidad de encontrarse estrechamente 

interrelacionadas, ya que los conflictos por los recursos naturales –particularmente los 
hidrocarburos y la tierra– y las autonomías indígenas y departamentales, están 
ampliamente influenciadas por una tensión constante: lo étnico y la mirada que se posee 
del otro. Es decir, que la complejidad del conflicto boliviano se establece a partir de una 
conjunción explosiva entre los intereses materiales y el ámbito de lo simbólico, teniendo 
en cuenta que a pesar de ser un país con mayoría poblacional aborigen, dichas 
comunidades han vivido históricamente marginadas y con grandes dificultades para ser 
incluidas como parte del todo. 

 
La paulatina recuperación del control estatal sobre el gas natural y el petróleo, la 

necesidad de una Carta Magna de corte nacionalista e indigenista y los pedidos de las 
autonomías departamentales, precisamente de aquellas regiones que no se sienten 
identificadas con el proyecto de Evo Morales, forman parte de una identidad forjada a 
través de las desigualdades y las divergencias. 

 
Por lo anteriormente mencionado, en el presente trabajo se analizará la 

conformación y la impronta de las tres fuerzas profundas indicadas anteriormente y 
cómo las mismas se relacionan para conformar el escenario interno boliviano y la 
correspondiente imagen que es proyectada hacia el exterior. 
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Lo étnico: el resurgir de una fuerza dormida  

 
Haciendo una lectura más profunda de los datos proporcionados por el Censo de 

Población y Vivienda de 2001 de Bolivia, se pone de manifiesto que la cuestión étnica e 
identitaria se ha convertido en un factor de gran importancia en la política nacional, 
teniendo en cuenta los momentos de efervescencia social que –por períodos– suele 
atravesar el país. Del total de los encuestados, más del 62% se identifica con algún 
pueblo indígena, entre los cuales se destacan: los quechuas, aymaras, guaraníes, 
mojeños y chuiquitanos, entre otros (Seligson, Cordova, et al., 2006: 14). 

 
Esta identificación del nosotros repercute no sólo en la distinción de una cultura 

específica, sino que también abre lugar al ámbito de lo geográfico, ya que la mayoría de 
las comunidades aborígenes que habitan en Bolivia se concentran en el altiplano y los 
valles centrales –departamentos de Potosí, La Paz, Oruro, Chuquisaca y Cochabamba–, 
mientras que en la denominada media luna –Tarija, Santa Cruz, Pando y Beni– el 
nosotros recae mayoritariamente en población mestiza y donde lo indígena se 
transforma en un punto de quiebre social. 

 
La cuestión étnica que se dirime entre los otros y nosotros, genera que el 

nosotros sea autopercibido como algo homogéneo donde el hecho de compartir 
determinados rasgos, características o costumbres, establece la distinción hacia aquellos 
que no son identificados como iguales. En palabras de Melucchi y Boloña, los 
elementos que forjan la composición del nosotros son: “a- la percepción de permanencia 
a través del tiempo, más allá de las variaciones y adaptaciones al entorno; b- la 
percepción de una unidad que establece los límites o fronteras del espacio de identidad, 
permitiendo distinguirlo de los demás, mediante hitos de naturaleza cultural y 
simbólica; c- la capacidad de reconocerse y ser reconocido en cuanto portador de una 
determinada identidad/pertenencia social” (Melucchi y Boloña en Molina Barrios, et.al., 
2005: 12). 

 
La aceptación de la pertenencia a una determinada comunidad aborigen, implica 

para sus miembros no sólo reconocerse como iguales, sino también que de dicho 
reconocimiento deviene la reivindicación de ciertos derechos que son inherentes al 
grupo. En el caso de Bolivia, el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
países independientes de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) fue 
incorporado como Ley de la República en 1991. Este convenio internacional es de gran 
importancia, ya que define qué se entiende por pueblos indígenas. Estos últimos son 
aquellos que descienden de las poblaciones originarias que habitaban el territorio con 
anterioridad a la conquista y colonización, pero que con el paso del tiempo, además, han 
podido conservar “de forma parcial o total sus características lingüísticas, culturales y 
de organización social y como criterio fundamental para determinar a quién se considera 
indígena, la autopertenencia o la autoadscripción a un específico pueblo indígena” 
(Molina Barrios, et al., 2005: 18). 
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Para los pueblos indígenas originarios bolivianos, la cuestión étnica se establece 

como un elemento de vital importancia para autopercibirse como tales y 
consecuentemente para constituir los parámetros de su identidad. No obstante, la 
identidad no se presenta como un elemento estático, sino que es entendida como un 
proceso social que se construye y reconstruye a través de los vínculos entre los 
integrantes de un grupo social y por las relaciones que este último entabla con el resto 
de la sociedad (Cuche, 2002: 109-110). 

 
Desde la década de los noventa, la reconstrucción de lo étnico se encuentra 

relacionada a la transformación del ayllu en el altiplano boliviano. El ayllu representa la 
esencia de la vida comunitaria indígena y, a su vez, es uno de los fundamentos de su 
estructura socio-política, donde se establecen los patrones de vinculación y liderazgo 
entre sus miembros y las formas de ocupación de los diversos espacios territoriales 
(Andolina, et al., 2005: 133). Los ayllus se han transformado en los principales 
instrumentos a través de los cuales las comunidades indígenas reivindican lo propio, 
generando que se conviertan en los escenarios claves para canalizar las demandas 
políticas y sociales de los movimientos indígenas.  

 
Las características sociales, políticas y económicas de la década de los noventa 

revitalizaron el proceso de reconfiguración de los ayllus ante las consecuencias 
negativas de las políticas y ajustes neoliberales que comenzaron a ser implementados en 
Bolivia a mediados de los años ochenta. La primera presidencia de Gonzalo Sánchez de 
Lozada (1993-1997), líder del Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), no 
sólo fortaleció la ruptura en la relación representante-representado, sino que además 
potenció las grandes desigualdades socio-económicas que atraviesan el tejido social del 
país andino.  

 
El resurgimiento de los ayllus ha posibilitado que las comunidades indígenas y 

campesinas reclamen por sus derechos políticos colectivos ante la situación de 
exclusión socio-política, principalmente en lo que respecta a su participación en las 
instituciones del Estado. Paradójicamente, durante la primera administración de 
Sánchez de Lozada se reconoció –en el ámbito discursivo– la profunda heterogeneidad 
social de Bolivia ante la reforma de la Constitución Política del país. La modificación 
de la Carta Magna de 1994 introdujo dos cuestiones prioritarias que contribuyeron al 
fortalecimiento de la cuestión étnica identitaria.  

 
El artículo 1º, referente a la forma de Estado y de Gobierno, entendió a Bolivia 

como “libre, independiente y soberana, multiétnica y pluricultural, constituida en 
República unitaria, adopta para su gobierno la forma democrática representativa, 
fundada en la unión y la solidaridad de todos los bolivianos”.1

                                                 
1 Véase artículo 1º de la Constitución Política de Bolivia con su reforma de 1994. Disponible en Internet en http://pdba. 
georgetown.edu/Constitutions/Bolivia/bolivia1967.html. Consultado en septiembre de 2007 y diciembre de 2008. 

 Los adjetivos de una 
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Bolivia multiétnica y pluricultural fueron incorporados, demostrando que la diversidad 
y lo étnico hacen a la naturaleza de la nación boliviana, teniendo en cuenta que más de 
la mitad de su población se encuentra relacionada con alguno de los 36 grupos 
lingüísticos del país. 

 
El artículo 171 reconoció la personalidad jurídica de las comunidades indígenas 

y campesinas, como de sus respectivas asociaciones y sindicatos. Asimismo, sus 
autoridades naturales pueden administrarlas según sus normas y costumbres, siempre y 
cuando estas prácticas sean compatibles con las leyes y la Constitución Nacional.2

La nacionalización de los hidrocarburos tras el Decreto presidencial del 1º de 
mayo de 2006 y la correspondiente reasignación de las regalías de las exportaciones del 
gas natural y el petróleo, conjuntamente con un texto constitucional de corte indigenista 

 De 
igual manera, la modificación del artículo 60 que estableció la introducción de los 
diputados uninominales, permitió que, tras las elecciones presidenciales del 30 de junio 
de 2002, campesinos e indígenas accedieran a gobiernos municipales de la región del 
altiplano (Stefanoni y Do Alto, 2006: 68). Así, las modificaciones en el ámbito jurídico, 
conjuntamente con un escenario social que demandaba políticas de inclusión hacia los 
grupos poblacionales mayoritarios, se aunaron para preparar los resultados de las 
elecciones para la Presidencia de la Nación el 18 de diciembre de 2005. 

 
Evo Morales accedió al poder de la República con un 53,7% de los votos 

emitidos, dejando atrás su expulsión del Congreso Nacional en enero de 2002, cuando 
fue acusado de planear una gran movilización ante el cierre de los mercados de coca por 
parte del ex presidente Jorge Quiroga en la región de Cochabamba (Stefanoni y Do 
Alto, 2006: 64-65). 

 
El actual mandatario boliviano juró primeramente en las ruinas de Tiwanaku, el 

21 de enero de 2006 y un día después lo hizo ante su Parlamento. Desde ese momento, 
la cuestión étnica se despertó para ir consolidándose paulatinamente como una fuerza 
profunda de la identidad nacional. En Tiwanaku, Evo Morales recibió los atributos de 
mando de los pueblos originarios, demostrando que su gobierno daría los pasos 
necesarios para establecer un punto de inflexión en la relación representante-
representado. 

 
Lo étnico logró traspasar el ámbito de lo simbólico para consolidarse en el 

accionar político. A pocos meses de su estadía en el poder, Evo Morales puso en marcha 
sus promesas de campaña, es decir, el retorno del control del Estado sobre los recursos 
naturales –principalmente los hidrocarburos– y el otorgamiento de una nueva 
Constitución Política que sea representativa de los intereses y demandas de la mayoría 
de la población. 

 

                                                 
2 Véase artículo 171. 
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se presentaron como las causas materiales de los momentos de tensión que atravesó 
Bolivia. Sin embargo, estas luchas materiales se encuentran influenciadas por dos 
visiones diferentes de país que conforman las dos identidades que lo han movilizado: el 
altiplano indígena, agricultor y cocalero y la elite de la media luna rica, “pujante y 
progresista” (Vacaflores y Lizárraga, 2005: 24).  

 
Las tensiones sociales en torno a los recursos naturales 

 
Bolivia es un país que goza de una gran riqueza en materia de recursos naturales. 

Ésta se encuentra no sólo en minerales e hidrocarburos, sino también en la abundancia 
hídrica y la gran oferta de tierra, calculada en aproximadamente 12 hectáreas per cápita 
(Andersen y Faris, 2002: 2). Este hecho, conjuntamente con una población 
relativamente pequeña y una economía poco industrializada, convierten a los recursos 
naturales en los protagonistas en torno de los cuales se han conformado los 
movimientos sociales de los primeros años del siglo XXI. 

 
El tratamiento del tema de los hidrocarburos ha estado signado por el incremento 

o la reducción de la presencia nacional. Desde la creación de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos (YPFB) el 21 de diciembre de 1936 hasta el 1º de mayo de 2006, el 
gas natural y el petróleo boliviano han atravesado por varias nacionalizaciones. En 1972 
se aprobó la Ley General de Hidrocarburos por medio de la cual el Estado se constituyó 
como propietario y operador de todos los yacimientos. Como lo indica la Cámara 
Boliviana de Hidrocarburos (CBH), la recuperación estatal en este sector de la 
economía coincidió con los altos precios que alcanzaron las materias primas en el 
ámbito internacional.3

La ley Nº 1544 del 21 de marzo de 1994 o Ley de Capitalización, menciona en 
su artículo 2 la autorización por parte del Poder Ejecutivo para que empresas bolivianas 
puedan concretar sociedades de economías mixtas. Esta Ley alcanzó a YPFB e implicó, 
como sostiene Recce, la transformación de una empresa de naturaleza estatal en una 
sociedad económica abierta a la participación de capitales extranjeros (Recce, 2006: 38-

 
 
La década posterior trajo aparejada ciertos cambios en la economía general del 

país, tanto por el recorte de los presupuestos que se destinaban a las empresas del 
Estado, como por la paulatina incorporación de medidas de corte neoliberal. Estos 
ajustes, que comenzaron a aplicarse desde 1984, lograron consolidarse a partir de la 
primera administración de Gonzalo Sánchez de Lozada, mediante la privatización de las 
principales actividades económicas nacionales. De esta manera, hidrocarburos, energía, 
transporte, telecomunicaciones, minería y agricultura, entre otros, fueron algunos de los 
ámbitos donde las empresas extranjeras tendrían acciones mayoritarias con respecto a su 
propiedad (Villegas Quiroga, 2003: 28). 

 

                                                 
3 Para mayor información, dirigirse al sitio on line de la Cámara Boliviana de Hidrocarburos. Disponible en Internet en 
http://www.cbh.org.bo/es/index.php. Consultado en diciembre de 2008.  
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39). Si bien la Ley 1544 reconoce la propiedad estatal de los hidrocarburos –definidos 
como bienes inalienables e imprescriptibles–, al otorgar la posibilidad de que empresas 
extranjeras pudieran operar en territorio boliviano, mediante el aporte de capitales,4

Apelando a tratar de incentivar la inversión en las distintas fases de la 
producción del gas y el petróleo, Sánchez de Lozada promulgó la Ley de Hidrocarburos 
Nº 1689 del 30 de abril de 1996, por medio de la cual YPFB representaba el dominio 
del Estado sobre los hidrocarburos, pero con el agregado de que éste podía celebrar 
contratos de riesgo compartido, con sujetos individuales o colectivos, tanto nacionales 
como extranjeros

 las 
tareas vinculadas a la cadena productiva, como la exploración, la explotación y la 
comercialización, no tardaron en quedar en manos privadas. 

 

5

Las elecciones presidenciales de 2002 mostraron en un comienzo la misma cara 
que años anteriores: Sánchez de Lozada había obtenido nuevamente la victoria electoral 
a pesar de que esa mayoría étnica no se sentía representada por uno de los mayores 

.  
 
Ahora bien, lo significativo de esta Ley radicaba –como sostiene Villegas 

Quiroga– en que el Estado conservaba la propiedad de los hidrocarburos siempre que 
los mismos se encontraran en el subsuelo, ya que cuando las reservas de gas natural eran 
declaradas campos comerciales, su propiedad se transmitía directamente a la empresa 
contratista. Asimismo, se estableció que las empresas que celebraron contratos de riesgo 
compartido podrían comercializar la producción obtenida, a excepción de los volúmenes 
necesarios para abastecer el consumo interno (Villegas Quiroga, 2003: 28). 

 
El Decreto Supremo Nº 24.806 del 4 de agosto de 1997 representó el broche de 

cierre de la transferencia de la propiedad estatal de los hidrocarburos bolivianos a 
empresas extranjeras. Por medio de éste, el ex presidente Lozada otorgó a las 
transnacionales la propiedad de la producción de los hidrocarburos a partir de la boca de 
pozo, es decir, desde el momento en que los mismos “afloran a la superficie” (Villegas 
Quiroga, 2003: 29).  

 
El incremento de las empresas extranjeras en actividades claves de la economía 

boliviana no fue el único hecho que comenzó a ser cuestionado por la mayoría de la 
población, fundamentalmente porque las privatizaciones no lograron mejorar las 
condiciones de vida de miles de bolivianos que se encontraban –y aún se encuentran– en 
una situación de marginalidad. El Decreto 24.806 ocasionó la ruptura de la estrecha 
relación entre las comunidades indígenas y su visión de los recursos naturales, al mismo 
tiempo que fortaleció las desigualdades socio-económicas y la exclusión de los grupos 
campesinos y aborígenes.  

 

                                                 
4 Véase artículos 2 y 11 de la Ley 1544. Disponible en Internet en http://www.spvs.gov.bo/NR/rdonlyres/7BABFFDC-04AD-4AAF-
B2D6-6D8F4AD4A8F1/1164/LeyCapitalizacion.pdf. Consultado en noviembre de 2007 y diciembre de 2008. 
5 Véase artículo 1 de la Ley 1689. Disponible en Internet en http://www.congreso.gov.bo/leyes/1689.htm. Consultado en agosto de 
2007 y diciembre de 2008. 
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exponentes del MNR. Sin embargo, el contexto socio-político tenía características muy 
diferentes a la década de los noventa, teniendo en cuenta que el Movimiento al 
Socialismo (MAS) ya se encontraba consolidado como fórmula política y tenía su 
apoyatura social en la reconfiguración social de los ayllus. 

 
El descontento social producto de las consecuencias negativas derivadas del 

tratamiento estatal de los hidrocarburos terminó eclosionando en octubre de 2003 en la 
denominada Guerra del Gas. Las manifestaciones populares lograron articular a la 
mayor parte de la sociedad, principalmente cuando se conocieron los intentos de 
exportación de gas natural boliviano a México y Estados Unidos por puertos chilenos a 
través del consorcio Pacific LNG. Este hecho impactó profundamente en los bolivianos, 
teniendo en cuenta que al presente, el Estado andino continúa bregando por la salida 
marítima que perdió tras su derrota en la Guerra del Pacífico. Esta decisión presidencial 
no sólo fue cuestionada por atravesar un punto sensible en la historia del país, sino que 
además el propio Estado boliviano iba a avalar un negocio que estaría en detrimento de 
los intereses nacionales. La venta de 30 millones de metros cúbicos diarios de gas 
natural hubiera sido un negocio con réditos escasos debido a que del monto a pagar por 
parte de las empresas extranjeras sólo “el 10% se quedaría en Bolivia en concepto de 
regalías” (Gavaldá Palacín, 2005: 65). 

 
Durante septiembre y octubre de 2003, manifestantes indígenas y campesinos se 

enfrentaron en diversas oportunidades con las fuerzas policiales y militares enviadas por 
el Ejecutivo. A pesar de una respuesta gubernamental violenta, las movilizaciones 
continuaron a lo largo y lo ancho del país, generando que Sánchez de Lozada dimitiera 
en octubre de 2003, dejando en el poder de la Nación a su vicepresidente Carlos Mesa. 

 
Carlos Mesa tuvo que hacer frente a una de las principales demandas de la 

Guerra del Gas: la recuperación de la participación efectiva del Estado en el gas natural 
y el petróleo. La inestabilidad y la turbulencia socio-política incidieron para que 
rápidamente el Congreso aceptara la reforma de la Constitución Política para la 
introducción de tres figuras jurídicas que terminaron cobrando un gran protagonismo en 
la presidencia de Evo Morales, es decir, el Referéndum, la Iniciativa Legislativa 
Ciudadana y la Asamblea Constituyente. El artículo 4 del texto constitucional 
reformado el 20 de febrero de 2004, estableció lo siguiente: “El pueblo delibera y 
gobierna por medio de sus representantes y mediante la Asamblea Constituyente, la 
iniciativa Legislativa Ciudadana y el Referéndum, establecidos por esta Constitución y 
normados por Ley”.6

Haciendo uso de la Carta Magna, el entonces presidente Mesa llamó a un 
referéndum vinculante para que sea la sociedad boliviana la encargada de decidir el 
futuro de la Ley 1689. En consecuencia y mostrando un poco la dicotomía social de 

 
 

                                                 
6 Véase artículo 4 de la Constitución de 2004. Disponible en Internet en 
 http://www.presidencia.gov.bo/leyes_decretos/constitucion_estadoP.pdf. Consultado en marzo de 2007 y diciembre de 2008. 
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Bolivia, los líderes del altiplano y la media luna no tardaron en enfrentarse a través de 
diversos entredichos sobre las consecuencias del referéndum. A pesar de la tensión 
constante, la consulta sobre los hidrocarburos fue realizada el 18 julio de 2004, tratando 
de que la misma atenuara la exacerbación de los ánimos de los diferentes sectores 
sociales.  

 
Alrededor de tres millones de bolivianos se pronunciaron en la consulta popular 

en donde respondieron –por sí o por no– a cinco preguntas vinculadas a la recuperación 
del papel del Estado en este sector clave de la economía: 

 
“1-¿Está usted de acuerdo con la abrogación de la Ley de Hidrocarburos 

1689 promulgada por Gonzalo Sánchez de Lozada?  
 
2-¿Está usted de acuerdo con la recuperación de la propiedad de todos los 

hidrocarburos en boca de pozo para el Estado boliviano? 
 
3-¿Está usted de acuerdo con refundar Yacimientos Petrolíferos Fiscales 

Bolivianos, recuperando la propiedad estatal de las acciones de las bolivianas y 
los bolivianos en las empresas petroleras capitalizadas, de manera que pueda 
participar en toda la cadena productiva de los hidrocarburos?  

 
4-¿Está usted de acuerdo con la política del presidente Carlos Mesa de 

utilizar el gas como recurso estratégico para el logro de una salida útil y 
soberana al océano Pacífico? 

 
5-¿Está usted de acuerdo con que Bolivia exporte gas en el marco de una 

política nacional que cubra el consumo de gas de las bolivianas y los bolivianos, 
fomente la industrialización del gas en territorio nacional, cobre impuestos y/o 
regalías a las empresas petroleras llegando al 50 por ciento del valor de la 
producción del gas y el petróleo en favor del país; destine los recursos de la 
exportación e industrialización del gas, principalmente para educación, salud, 
caminos y empleos?”7

Los resultados finales demostraron que más del 80% de la población votante se 
manifestó a favor de la nacionalización.

 
 

8

                                                 
7 Para mayor información consultar los datos proporcionados por la Corte Nacional Electoral. Disponible en Internet en 
http://www.bolivia.com/Especiales/2004/Referendum/preguntas/index.asp. Consultado en diciembre de 2008. 
8 Para mayor información consultar los resultados del referéndum de 18 de julio de 2004 brindados por la Corte Nacional Electoral. 
Disponible en Internet en http://www.bolivia.com/noticias/AutoNoticias/DetalleNoticia21748.asp. Consultado en septiembre y 
diciembre de 2008. 

 No obstante, Carlos Mesa quedó inmerso entre 
las presiones de los empresarios extranjeros para evitar el incremento en los impuestos a 
las exportaciones y las demandas del pueblo boliviano que reclamaba el retorno de lo 
considerado propio. Repitiendo la historia de Sánchez de Lozada, en junio de 2005 
Mesa presentó su renuncia y Eduardo Rodríguez Veltzé –Presidente de la Corte 
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Suprema de Justicia– se encargó del período de transición hasta la asunción de Evo 
Morales en enero de 2006. 

 
La particularidad de las elecciones de diciembre de 2005 radicó no sólo en que 

las mismas significaron el intento más fuerte de la sociedad de establecer un punto de 
inflexión en la relación representante-representado, sino que éstas se aunaron a la 
votación de los prefectos departamentales por parte de la ciudadanía, dejando atrás una 
tarea que tradicionalmente le ha correspondido al Poder Ejecutivo. Además, el espectro 
electoral se había ampliado, ya que la reforma constitucional de 2004 le otorgó a las 
agrupaciones ciudadanas, indígenas y campesinas la posibilidad de presentar candidatos 
para los ámbitos Ejecutivo y Legislativo.  

 
Como se señalaba en el artículo 224 “los partidos políticos y/o las agrupaciones 

ciudadanas y/o pueblos indígenas podrán postular directamente candidatos a Presidente, 
Vicepresidente, Senadores y Diputados, Concejales, Alcaldes y Agentes Municipales, 
en igualdad de condiciones ante la Ley, cumpliendo los requisitos establecidos por 
ella”.9

El Decreto presidencial 28.701 del 1º de mayo de 2006, denominado Héroes del 
Chaco, fue el primer indicio de cambio propuesto por Evo Morales. Dejando atrás las 
políticas implementadas por Sánchez de Lozada y Mesa, el Estado boliviano –
representado por YPFB– se propuso recuperar el control de la cadena productiva de los 
hidrocarburos de todo el país. Las empresas Chaco S.A., Andina S.A., Transredes S.A., 

 
La victoria de Evo Morales por mayoría absoluta rompió el esquema tradicional 

partidario boliviano, ya que el líder del MAS accedió a la presidencia de Bolivia de 
forma directa y sin necesidad de alianzas parlamentarias. El segundo lugar fue obtenido 
por la agrupación Poder Democrático y Social (PODEMOS), mientras que el tercer y 
cuarto puesto les correspondieron a la Unidad Nacional (UN) y el MNR, con el 8 y 7% 
de los votos emitidos respectivamente (Mayorga, 2008: 18). 

 
El debilitamiento y la escasa representatividad de los partidos tradicionales, el 

fortalecimiento de las fracturas socio-económicas tras dos décadas de un modelo 
neoliberal con marcados tintes de exclusión y la aglutinación de las demandas indígenas 
–organizadas en diversos movimientos sociales y sindicales– fueron los elementos 
claves que incidieron en los resultados de diciembre de 2005. A pocos meses de acceder 
al poder del país, el MAS comenzó a desplegar un proyecto estatal con una amplia 
presencia de lo nacional y con mayor preeminencia de lo étnico. En consecuencia, las 
miradas opuestas que atraviesan Bolivia sobre las determinaciones regionales, los 
derechos de las comunidades indígenas y campesinas y la restitución del centralismo 
económico (Mayorga, 2008: 19) reavivaron las tensiones y los conflictos en el seno de 
la sociedad. 

 

                                                 
9 Véase artículo 224 de la Constitución Política de Bolivia con las reformas de 2004. 
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Petrobrás Bolivia Refinación S.A. y la Compañía Logística de Hidrocarburos de Bolivia 
S.A., debieron transferir –mediante la renegociación de sus contratos– sus acciones a 
YPFB, entendida como el único organismo que goza del ejercicio pleno de la propiedad 
del gas natural y el petróleo boliviano.10

La nacionalización de los hidrocarburos tuvo sus ecos en las regiones 
productoras, las cuales coinciden con brindar escaso apoyo a la fórmula del MAS. Esta 
medida fue cuestionada por la media luna no sólo por representar un elemento a favor 
del oficialismo, sino porque también se encuentran en juego las disputas por la 
reasignación del Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH). La Ley 3058 del 17 de 
mayo de 2005 creó dicho gravamen, siendo pasivo del mismo, “toda persona natural o 
jurídica, pública o privada, que produce hidrocarburos en cualquier punto del territorio 
nacional”

 
 

11

El complejo proceso constitucional que culminó con la aprobación de la nueva 
Constitución Política tras su sometimiento al referéndum del 25 de enero de 2009, posee 
sus orígenes en la Ley 3364 de 6 de marzo de 2006, cuando Evo Morales convocó la 

. En dicha oportunidad, el IDH fue establecido en un 32% y con el 18% de 
regalías para aquellas empresas hidrocarburíferas que operan en el país, mientras que 
los ingresos adicionales son distribuidos entre prefecturas, municipios, universidades y 
el Tesoro Nacional. 

 
En octubre de 2007, las prefecturas de Santa Cruz, Tarija, Pando, Beni y 

Cochabamba denunciaron un recorte del IDH entre un 15% y un 25% para que dichos 
fondos fueran destinados al pago de un bono anual para aquellas personas mayores de 
65 años denominado Renta Vitalicia Universal Dignidad. Los departamentos 
productores criticaron la redistribución del IDH argumentando que esta medida 
ocasionaría perjuicios en los proyectos de desarrollo de las regiones (Uriona Crespo y 
Mokrani Chávez, 2007: 2). Debe tenerse en cuenta que la decisión presidencial fue 
cuestionada por afectar los intereses económicos de las prefecturas de la media luna y 
porque su reducción en la participación del IDH, benefició a los municipios en los que, 
a diferencia de los departamentos, el MAS se presenta como fórmula política 
mayoritaria. Sin embargo, la puja entre las dos Bolivias no quedó solo en los 
hidrocarburos, ya que la decisión de Evo Morales de establecer una Constitución 
Política que refleje la impronta de lo étnico y respalde los derechos de las comunidades 
indígenas y campesinas, abrió paso a uno de los momentos más conflictivos de la actual 
presidencia boliviana. 

   
Lo étnico, las autonomías y los recursos naturales en la nueva Constitución Política 
de Bolivia 

 

                                                 
10 Véase artículos 1 a 7 del Decreto 28701 de 1º de mayo de 2006. Disponible en Internet en http://www.derechoteca.com 
/gacetabolivia/decreto-supremo-28701-del-01-mayo-2006.htm. Consultado en agosto de 2007 y diciembre de 2008. 
11 Véase artículo 54 de la Ley 3058. Disponible en Internet en http://www.derechoteca.com/gacetabolivia/ley-3058-del-17-mayo-
2005.htm. Consultado en agosto de 2007 y diciembre de 2008. 
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conformación de la Asamblea Constituyente para la redacción del texto constitucional. 
La Asamblea Constituyente, ejerciendo la soberanía del pueblo boliviano, comprende 
“la reunión de personas –los representantes constituyentes– elegidos mediante el voto 
universal, directo y secreto”12

A pesar de los grandes momentos de inestabilidad y de la falta de consenso entre 
los principales actores del proceso constituyente, la Asamblea aprobó la Carta Magna 
tras su revisión en detalle el 9 de diciembre de 2007.

.  
 
Los 255 constituyentes fueron elegidos el 2 de julio de 2006, de los cuales el 

MAS contó con 137. Las actividades de la Constituyente comenzaron tras su instalación 
en Sucre el 6 de agosto del mismo año, teniendo un plazo máximo de 12 meses para 
acordar una nueva Constitución Política para Bolivia. No obstante, los entredichos y las 
disputas entre el oficialismo y los prefectos opositores generaron tanto el retraso en el 
nacimiento del texto constitucional, como el fortalecimiento de las disputas entre las 
partes, ya que se encontraban en juego el devenir de las fuerzas profundas de la 
identidad boliviana. 

 
Así, la falta de consenso entre las dos Bolivias en torno a las autonomías 

regionales, los recursos naturales y hasta el mismo proyecto constitucional generó un 
escenario socio-político turbulento y cargado de conflictos. El 24 de noviembre de 2007 
la Constitución fue aprobada en líneas generales en ausencia de la oposición y la 
Asamblea debió ser custodiada por fuerzas militares ante la posibilidad de un estallido 
social. La oposición –centrada en los prefectos departamentales autonomistas– reclamó 
que el texto constitucional representaba sólo los intereses de aquellos grupos 
poblacionales vinculados al MAS y no reconocía que los pedidos de autonomía poseen 
una connotación histórica que no es tenida en cuenta por el actual mandatario 
presidencial. 

 

13

El 23 de abril de 2008 la Corte Nacional Electoral (CNE) envió un comunicado 
a los medios periodísticos del país, en el cual declaró su falta de apoyo al referéndum 
autonómico santacruceño, ya que esta institución es “la única instancia competente para 
organizar y ejecutar referendos en el país, así como para escrutar y declarar sus 
resultados”.

 La respuesta de la media luna no 
se hizo esperar y, pocos días después, Santa Cruz celebró su Estatuto Autonómico, el 
cual fue sometido a referéndum el 4 de mayo de 2008.  

 

14

                                                 
12 Véase artículo 3 de la Ley 3364 de 6 de marzo de 2006. Disponible en Internet en http://www.derechoteca.com/gacetabolivia/ley-
3364-del-06-marzo-2006.htm. Consultado en octubre de 2007 y diciembre de 2008. 

 Esta declaración no impidió que Santa Cruz realizara el referéndum 
autonómico, al tiempo que los departamentos de Beni, Pando y Tarija, hicieron lo 
propio el 1º y 22 de junio, respectivamente. Con porcentajes a favor de la autonomía 

13 Oficialismo y aliados aprueban la Constitución en detalle. Disponible en Internet en http://www.eldeber.com.bo/2007/2007-12-
09/vernotaahora.php?id=071209152605. Consultado en diciembre de 2008. 
14 Véase Boletín Informativo de la CNE. Disponible en Internet en http://www.cne.org.bo/centro_doc/ 
prensa_virtual/gestion2008/bol300.html. Consultado en diciembre de 2008. 
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que oscilaron entre el 60% y el 85%, la media luna hizo caso omiso a las acusaciones de 
ilegalidad, demostrando que hay una Bolivia en total desacuerdo con las medidas del 
oficialismo. 

 
Cabe recordar que el 2 de julio de 2006, mientras se realizaba la elección de los 

constituyentes, los bolivianos fueron consultados en un referéndum nacional sobre las 
autonomías departamentales como “parte del proceso de descentralización política del 
Estado” (Mayorga, 2007: 1). Para ese entonces y respondiendo a la realidad de los 
departamentos del oriente y sur del país, la población se manifestó a favor de la 
autonomía, ya que ésta se identifica como un elemento básico para el desarrollo de la 
región. Región que, en términos generales, se autoidentifica como minoritaria en cuanto 
a su estructura poblacional indígena (Mayorga, 2007: 2). 

 
La Constitución Política que fue sancionada en diciembre de 2007 contempló 

ampliamente la temática de la reorganización territorial para las comunidades indígenas 
y campesinas en miras de reivindicar la autodeterminación de los denominados pueblos 
originarios y campesinos. Asimismo, este reconocimiento encuentra su razón de ser en 
los intentos del MAS de hacer respetar sus derechos, y a su vez da cuenta –como 
sostiene el Preámbulo de la Constitución– de los intentos de conformar un Estado 
Plurinacional cuyos principios rectores sean la integridad territorial, la redistribución, la 
unidad y la equidad, entre otros.15

Casi de forma paralela, mientras que Santa Cruz sometía a votación su 
referéndum departamental autonómico, Evo Morales envió la Ley 3850 al Congreso 
Nacional para que –mediante su aprobación– pudiera realizarse el referéndum 
revocatorio de los mandatos del Poder Ejecutivo y de los prefectos departamentales.

 
 

16

El referéndum revocatorio se llevó a cabo el 10 de agosto de 2008 y lejos de 
encauzar el conflicto hacia instancias de diálogo más sólidas, sus resultados sólo 
polarizaron dos miradas y formas de vida que difícilmente puedan encontrar puntos en 
común. Los prefectos de Tarija, Santa Cruz y Beni, al igual que la fórmula del 
oficialismo, fueron ratificados en sus respectivos cargos

 
Teniendo como base los porcentajes que cada uno de los candidatos debía obtener para 
que sus cargos fueran o no revocados, mediante una elección por el SI o por el NO, una 
vez más la sociedad volvió a respaldar las visiones y los intereses que sustentan al 
altiplano y la media luna. 

 

17

                                                 
15 Véase Preámbulo de la Nueva Constitución Política de Bolivia. Disponible en Internet en http://www.cne.org.bo 
/proces_electoral/RefConstitucion2009/documentos/CPEVigente.pdf. Consultado en noviembre de 2008 y enero de 2009. 
16 Véase Ley 3850 de revocación del mandato popular, 12 de mayo de 2008. Disponible en Internet en http://www. 
derechoteca.com/gacetabolivia/ley-3850-del-12-mayo-2008.htm. Consultado en septiembre y  diciembre de 2008. 
17 Para mayor información, consultar “Evo sigue pero 5 regiones le dicen no”. Disponible en Internet en http://www. 
eldeber.com.bo/2008/2008-08-11/vernotaahora.php?id=080811011537. Consultado en diciembre de 2008 y enero de 2009. 

 pero sin posibilidad de 
dirimir las verdaderas causas que enfrentan a estos sectores de la sociedad boliviana. 
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Tras el referéndum revocatorio, Evo Morales y los prefectos departamentales se 
reunieron en varias oportunidades en un intento de consensuar sobre el futuro socio-
político y económico del país a través de la aprobación de la Constitución Política, 
previo sometimiento de dicho texto a referéndum popular. En dichas oportunidades, las 
autoridades departamentales reclamaron al oficialismo la necesidad de redistribuir 
nuevamente el IDH y de acordar los parámetros de acción hacia la paulatina concreción 
de las autonomías. 

 
Entre idas y vueltas, y una vez que la CNE reconoció la ratificación del 

Presidente y Vicepresidente, así como de los prefectos departamentales, se convocó a la 
realización de un referéndum el 7 de diciembre de 2008 para decidir sobre el futuro de 
la Carta Magna y si la extensión de las tierras sería de 5000 o 10 000 hectáreas.18 
Exigiendo la devolución del IDH y la suspensión del referéndum, los opositores 
realizaron medidas de presión, bloqueando las principales rutas de conexión nacional e 
internacional.19

El 11 de septiembre de 2008, en la localidad de Porvenir, en el departamento de 
Pando, campesinos e indígenas se enfrentaron por varias horas con las fuerzas 
prefecturales en donde la violencia fue la protagonista de la situación. El ex prefecto de 
Pando, Leopoldo Fernández, fue rápidamente detenido, acusado de tener la 
responsabilidad de los acontecimientos y de no respetar el estado de sitio decretado por 
Evo Morales un día después de las trágicas muertes de Pando.

  
 
La efervescencia de la situación hizo intervenir a la CNE para que el referéndum 

fuera suspendido hasta que las partes involucradas lograran aplacar los ánimos, sin que 
una de ellas impusiera sus demandas y reclamos sobre la otra. Sin embargo, los sucesos 
de Pando en el mes de septiembre demostraron la escasa predisposición a que las 
diferencias –tanto materiales como simbólicas– puedan convivir con cierta armonía.  

 

20

Los sucesos de Pando marcaron un giro en los acontecimientos de Bolivia. Los 
países vecinos y observadores internacionales instaron a las partes a trabajar de manera 
conjunta para lograr que a través del diálogo político se hicieran las modificaciones 
necesarias para que la Constitución pudiera ser sometida a referéndum. Ahora bien, el 
anhelado Pacto Nacional que no pudo lograrse con la conformación de la Asamblea 
Constituyente, tampoco pudo concretarse en las negociaciones entre los representantes 

 
 

                                                 
18 La concentración de grandes extensiones de tierras en manos de pocos propietarios continúa siendo uno de los temas de mayor 
conflictividad entre el altiplano y la media luna. Históricamente, los departamentos que concentran los principales recursos 
económicos del país han despojado a comunidades originarias para incrementar la tenencia privada de tierras, las cuales, reflejan 
ejemplos de escasa productividad económica. Ante esto, Evo Morales, decidió someter a referéndum la extensión máxima de la 
propiedad privada a fin de expropiar aquellas que no sólo no cumplan una función económica y social sino que además superen el 
límite permitido constitucionalmente. Límite que fue decidido por votación popular.  
19 “Cronología de la violencia en Bolivia hasta los sucesos en Pando”. Disponible en Internet en http://www.derechoshumanos 
bolivia.org/doc/foros_documentos/6c40_cronologia_de_la_violencia_en_bolivia_hasta_los_sucesos_de_pando.doc. Consultado en 
septiembre y diciembre de 2008.  
20 Para mayor información, consultar el Decreto Supremo 29705 de 12 de septiembre de 2008. Disponible en Internet en 
http://www.derechoteca.com/gacetabolivia/decreto-supremo-29705-del-12-septiembre-2008.htm. Consultado en diciembre de 2008 
y enero de 2009. 
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del oficialismo y los de la media luna. Si bien es cierto que los técnicos de cada parte 
encontraron ciertos puntos de encuentro que permitieron modificar la Constitución que 
ya había sido aprobada por la Asamblea Constituyente, la dificultad de lograr el Pacto 
Nacional se observó en las tensiones que estuvieron presentes en el proceso de 
acercamiento entre el Gobierno Nacional y los prefectos. Es decir, se enfrentaron, por 
un lado, los reclamos por la restitución del IDH y las autonomías departamentales, y por 
otro, los pedidos de reorganización territorial, la valoración de lo indígena y la justicia 
de las comunidades aborígenes y campesinas. 

  
Las comisiones técnicas que fueron creadas para tratar los temas más 

conflictivos de la Constitución Política pudieron acordar puntos de entendimientos para 
que finalmente el texto constitucional fuera enviado al Congreso Nacional el 21 de 
octubre de 2008. Las fuerzas profundas que enfrentaron a la sociedad del país andino 
fueron las protagonistas del proceso de negociación y al presente continúan 
retroalimentando las diferencias que atraviesan el tejido social boliviano. Entre los 
puntos acordados se destacan los siguientes21

Finalmente, el referéndum constituyente fue realizado el 25 de enero de 2009 sin 
mayores dificultades. La CNE dio a conocer los resultados, los cuales demostraron 
nuevamente la polarización social que aún persiste, a pesar de las reformas realizadas al 
texto antes de que fuera enviado al Congreso. Casi el 60% del total de los votantes se 

: 
 
-las autonomías departamentales fueron reconocidas. Se les otorgó seguridad 
jurídica a las regalías departamentales y se las entendió como parte de las 
competencias exclusivas de los departamentos; 
 
-el Estado posee la propiedad de los recursos naturales;  
 
-se mantiene la propuesta de un referéndum para establecer la extensión máxima 
de las tierras privadas, pero sólo se aplicará a aquellas tierras que son adquiridas 
una vez vigente la Constitución; 
 
-las propiedades fueron clasificadas en pequeña, mediana, empresarial y 
colectiva, garantizándose aquellos derechos que fueron legalmente adquiridos 
por particulares dentro de los territorios indígena originario campesinos; 
 
-se reconocieron los derechos colectivos de las comunidades indígenas. El tema 
de la justicia indígena fue delimitado al ámbito territorial; y 
 
-la reelección fue contemplada como alternativa electoral para fortalecer el 
sistema partidario. La opción de la segunda reelección fue dejada de lado. 
 

                                                 
21 “Revelan que se negoció la CPE con sectores cruceños”. Disponible en Internet en http://www.eldeber.com.bo/2008/2008-10-22. 
Consultado en diciembre de 2008.  
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pronunciaron a favor de la nueva Carta Magna y los mismos se correspondieron con la 
zona del altiplano. Los departamentos de Santa Cruz, Tarija, Pando y Beni se 
mantuvieron firmes en su postura inicial de fuerte oposición al proyecto nacionalista del 
líder del MAS. De esta manera, el futuro constitucional fue decidido respondiendo, a 
través del voto afirmativo o negativo, a lo siguiente: 

 
“¿Está Ud. de acuerdo con refrendar el texto del Proyecto de Constitución 

Política del Estado presentado por la Asamblea Constituyente y ajustado por la 
Comisión Especial de Concertación del Honorable Congreso Nacional, que incluye los 
consensos logrados en el diálogo entre el Gobierno Nacional con los Prefectos y 
Representantes Municipales sobre autonomías, incorporando el resultado de la consulta 
sobre el artículo 398 a ser resuelto en este mismo referéndum y que la misma sea 
promulgada y puesta en vigencia como nueva Ley Fundamental del Estado 
Boliviano?”22

Mediante el artículo 398 los bolivianos decidieron la extensión máxima que debe 
tener la propiedad agropecuaria. La opción de las 5000 hectáreas obtuvo la victoria 
sobre la de 10000 hectáreas con porcentajes que oscilaron entre el 65% y el 80%. Para 
ambas opciones, se estableció la prohibición del latifundio como la doble titulación de 
las tierras por implicar una tenencia improductiva de las mismas y fomentar un sistema 
de trabajo en base a la servidumbre y la semiesclavitud.

 
 

23

En cuanto a lo étnico, el nuevo texto constitucional posee un capítulo destinado 
íntegramente a los derechos de las naciones y pueblos indígena originario campesinos. 
El artículo 30 contempla de forma extensa las demandas que tradicionalmente han 
realizado estas comunidades a las autoridades políticas del Estado. En este sentido, son 
respetados los derechos colectivos sociales, económicos y culturales, especialmente 
aquellos que están vinculados a las tierras comunitarias, en las cuales se les garantiza el 
uso y aprovechamiento de los recursos naturales que allí se encuentren. También son 
respetados y protegidos su identidad, costumbres, instituciones y prácticas.

 
 
Ahora bien, ¿cómo se reflejan las fuerzas profundas de la identidad boliviana en 

la Constitución Política de octubre de 2008? 
 

24

                                                 
22 Para mayor información dirigirse al sitio on line de la CNE. Disponible en Internet en http://www.cne.org.bo 
/ResultadosRNC2009/wfrmConstituyente.aspx. Consultado en enero de 2009. 
23 Véase el artículo 398 de la Constitución Política aprobada en diciembre de 2007. Disponible en Internet en http://www.cne.org.bo 
/proces_electoral/RefConstitucion2009/documentos/CPEVigente.pdf. Consultado en diciembre de 2008. 
24 Véase artículo 30 de la nueva Constitución Política del Estado. Disponible en Internet en http://www.cne.org.bo 
/proces_electoral/RefConstitucion2009/documentos/TextoCPE.pdf. Consultado en enero de 2009. 

 Un punto 
importante que forma parte del artículo 30 y que es retomado nuevamente en los 
articulados siguientes de la Constitución, se centra en el tema de la gestión territorial 
indígena autónoma, reconociendo no sólo sus prácticas y costumbres, sino también la 
existencia de sus propias instituciones que regulen la vida en la comunidad. 

 



 

 

190 

Debido a la heterogeneidad étnica y social de Bolivia, fueron reconocidos –junto 
al español– los idiomas de todos los pueblos indígenas como lenguas oficiales del 
Estado andino. Consecuentemente, tanto el Gobierno Nacional como los 
departamentales deben tener dos idiomas oficiales: uno de ellos el español y el otro debe 
corresponder con las necesidades de la población.25 Asimismo, la diversidad cultural es 
jurídicamente reconocida como la base esencial del Estado Plurinacional Comunitario 
que pretende establecer Evo Morales. De este modo, es el propio Estado el que asume la 
fortaleza y protección de la diversidad de culturas de los pueblos indígenas y 
campesinos26

En cuanto a la participación de estas comunidades en el ámbito Legislativo, el 
Congreso Nacional se denominará Asamblea Legislativa Plurinacional y estará 
compuesta por una Cámara de Diputados y otra de Senadores. En este aspecto, la 
participación de las comunidades indígenas y campesinas aparece resguardada en el 
artículo 146 el cual establece la obligatoriedad de que en los 130 diputados, se respete la 
proporcionalidad según el partido, la agrupación ciudadana o indígena. Por otro lado, 
debe aclararse, que el número de escaños entre los departamentos es determinado por el 
Órgano Electoral en base al número de habitantes departamentales que haya establecido 
el último censo nacional

. En este sentido, y acorde a la defensa de un país multiétnico, desde el 
MAS se buscó establecer la libertad de religión como de creencias espirituales, por lo 
cual, Bolivia fue definida constitucionalmente como un “Estado independiente de la 
religión” (artículo 3). 

 

27

“…la jurisdicción ordinaria se ejerce por el Tribunal Supremo de Justicia, los 
tribunales departamentales de justicia, los tribunales de sentencia y los jueces; la 
jurisdicción agroambiental por el Tribunal y jueces agroambientales; la jurisdicción 
indígena originaria campesina se ejerce por sus propias autoridades; existirán 
jurisdicciones especializadas reguladas por la ley”.

.  
 
El Poder Judicial ha sido caracterizado a partir del pluralismo, ya que como se 

sostiene constitucionalmente, la “potestad de impartir justicia emana del pueblo”. Por lo 
tanto, es inevitable que en esta instancia se encuentren un gran número de instituciones 
que responden a la diversidad socio-étnica boliviana. El artículo 179 establece que:  

28

                                                 
25 Véase artículo 5 de la nueva Constitución Política del Estado. 
26 Véase artículo 98. 
27 Véase artículo 146. 
28 Véase artículo 179. 

 
 
Un logro del MAS se encuentra en el hecho de otorgar la misma jerarquía para la 

jurisdicción indígena originaria campesina y la ordinaria. En consecuencia, la justicia 
positiva no puede entrometerse ni anular las decisiones que sean tomadas por las 
autoridades de la justicia comunitaria. En cuanto a sus autoridades, las mismas son 
elegidas de forma directa y respetando las costumbres propias en el nombramiento de 
cada comunidad indígena y campesina (Svampa, et. al., 2007: 196-197). 
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En este sentido, el rol del Estado es fundamental ya que éste se ha comprometido 
constitucionalmente a crear instancias de cooperación y coordinación entre las 
diferentes jurisdicciones de justicia que han sido reconocidas. Por su parte, la 
jurisdicción indígena debe respetar los derechos y las garantías que fueron fijados en el 
texto constitucional, al igual que cualquier persona o autoridad pública deben acatar las 
decisiones que emanan de las autoridades de los pueblos originarios29

En el ámbito constitucional, el Tribunal Constitucional Plurinacional vela por la 
primacía de la Constitución Nacional y el control de la constitucionalidad de las leyes. 
Al igual que la jurisdicción ordinaria, este Tribunal debe respetar los criterios de 
plurinacionalidad y diversidad, por lo cual deben estar representados tanto el sistema 
ordinario como el sistema indígena originario campesino.

. 
 

30

La cuestión étnica también aparece reflejada en la estructura económica del 
Estado, en donde se reconoce la promoción de un modelo económico plural y con la 
presencia de “formas de organización económica comunitaria, estatal, privada y social 
cooperativa” (artículo 306). La economía comunitaria corresponde a las formas de 
producción y a las actividades de la vida social de los pueblos indígenas y campesinos, 
y conjuntamente con la organización estatal, deberán contribuir al desarrollo integral del 
país en miras de reducir las desigualdades y los niveles de pobreza. Además, la 
economía comunitaria, al reflejar la visión de las comunidades originarias, le resta 
espacio al individualismo de grupos minoritarios que han explotado las riquezas de la 
naturaleza, excluyendo de su participación a la mayoría de la población.

 
 

31

La Carta Magna de octubre de 2008 establece que el pueblo boliviano posee el 
dominio “directo, indivisible e imprescriptible” de los recursos naturales y corresponde 
al Estado su respectiva administración en función del interés colectivo. En este sentido, 
el Estado es el encargado de la exploración, explotación, industrialización, transporte y 
comercialización de los recursos naturales estratégicos para el desarrollo del país.

 
 
La otra fuerza profunda que ha reavivado las tensiones entre los diferentes 

sectores sociales radica en la gestión de los recursos naturales del país. Esto deviene no 
sólo del estrecho vínculo que existe entre las comunidades indígenas y la naturaleza en 
general, sino que dadas las características de la economía boliviana, las consecuencias 
de las decisiones estatales en materia de recursos naturales repercuten directamente en 
la calidad de vida de la población. De esta manera, los recursos naturales poseen en 
Bolivia una marcada arista social, la cual ha sido subrayada en los últimos tiempos 
cuando las comunidades indígenas y campesinas se aunaron para reclamar el retorno del 
rol del Estado en la economía en detrimento de las empresas extranjeras. 

 

32

                                                 
29 Véase artículos 190 a 192. 
30 Véase artículo 196. 
31 Véase artículos 306 a 308. 
32 Véase artículos 349-351. 

 
Particularmente, en el caso de los hidrocarburos y los recursos hídricos, los cuales 



 

 

192 

fueron objetos de lucha de la Guerra del Agua en 2000 y la Guerra del Gas en 2003, no 
pueden ser privatizados (ni concesionados) porque cumplen funciones sociales, 
ambientales y culturales.33

Las diferentes formas de energía y sus fuentes son propiedad del Estado por 
constituirse en recursos de tipo estratégicos y su presencia se establece “en las etapas de 
generación, transporte y distribución, a través de empresas públicas, mixtas, 
instituciones sin fines de lucro, cooperativas, empresas privadas, y empresas 
comunitarias y sociales, con participación y control social”. Como ocurre con los 
recursos hídricos, los recursos energéticos no pueden privatizarse ni someterse a 
concesión alguna.

 
 

34

Por último, con respecto a la reorganización territorial –centrada en el tema de 
las autonomías– el nuevo texto constitucional reconoce cuatro formas de organización 
político-administrativa: los departamentos, las provincias, los municipios y los 
territorios indígena originario campesinos. Cabe recordar, que el conflicto que se inició 
entre las regiones del altiplano y la media luna ha tenido al tema de las autonomías 
como uno de los ejes principales de la discusión. La autonomía implica la elección 
directa de las autoridades locales como el ejercicio de las “facultades legislativa, 
reglamentaria, fiscalizadora, ejecutiva” y la administración de los recursos naturales que 
se encuentren dentro de su jurisdicción.

 
 

35

Ahora bien, para poner en marcha el proceso autonómico y de descentralización, 
se requiere de la aprobación de una Ley Marco de Autonomías y Descentralización por 
parte de la Asamblea Legislativa Plurinacional. Esta normativa será la encargada de 
elaborar y aprobar los respectivos Estatutos autonómicos, “las Cartas Orgánicas, la 
transferencia y delegación competencial, el régimen económico financiero, y la 
coordinación entre el nivel central y las entidades territoriales descentralizadas y 
autónomas”.

 
 

36

                                                 
33 Véase artículos 359-373. 
34 Véase artículo 378. 
35 Véase artículo 272. 
36 Véase artículo 271. 

 
 
Uno de los temas de las movilizaciones, tensiones y reclamos por parte de las 

comunidades indígenas y campesinas ha sido el reclamo por el reconocimiento –desde 
el Estado– de sus derechos sobre territorios ocupados desde tiempos históricos. 
Mientras la media luna continúa bregando por la autonomía departamental, los 
representantes del MAS otorgaron la posibilidad de la autonomía para los pueblos 
indígenas originario campesinos. Como la autonomía indígena consiste en el 
autogobierno, el Estado debe velar por la elección directa de sus autoridades y el respeto 
de sus usos y costumbres. Las comunidades que se encuentran en estos territorios 
indígenas autónomos tienen el derecho a administrar y co-administrar –junto a la 
autoridad estatal– los recursos naturales, especialmente los no renovables. 
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Las autoridades poblacionales son las encargadas de elaborar los Estatutos que 

hacen a su reorganización territorial, con el visto bueno de la Asamblea Legislativa 
Plurinacional. En caso de que el territorio indígena autónomo sobrepase los límites 
municipales, será este órgano del Poder Legislativo quien dará las directrices de 
articulación y coordinación a seguir para que ninguna de las partes se vea afectada.37

Los departamentos autonómicos poseen facultades ejecutiva, legislativa, 
fiscalizadora y deliberativa. Sus autoridades, es decir, el Gobernador o Gobernadora y la 
Asamblea Departamental, son elegidas de forma directa –como en los territorios 
indígenas autónomos– por la población que se encuentre en su respectiva jurisdicción.

   
  
Con respecto a las autonomías departamentales, el reconocimiento jurídico que 

se manifiesta en la nueva Constitución del Estado no ha cubierto las expectativas de los 
prefectos de la media luna. El rechazo al proyecto de Evo Morales de refundar Bolivia a 
través del derecho pone de manifiesto los grandes desacuerdos entre el oficialismo y la 
oposición, especialmente ante un texto constitucional que remarca el valor de lo étnico. 

 

38

Una de las tantas competencias de los departamentos autónomos que son 
contemplados en el artículo 300 de la Constitución se establece en la posibilidad de 
redactar su propio Estatuto, siempre respetando los procedimientos establecidos por la 
Ley Fundamental.

 
Sin embargo, la ley deja claro que entre los integrantes de la Asamblea Departamental 
deben estar contemplados aquellos asambleístas que son elegidos por “las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos, de acuerdo a sus propias normas y 
procedimientos” (artículo 278).  

 

39 En este sentido, debe recordarse que los Estatutos que fueron 
sometidos a referéndum en los meses de mayo y junio de 2008 en la región de la media 
luna no contaron con el aval de la CNE y tampoco fueron redactados dentro de la Ley 
Marco de Autonomías y Descentralización. De este modo, aparece nuevamente la figura 
del Pacto Nacional, ya que las autonomías son aceptadas en términos generales dentro 
de la Constitución pero la operatividad estará dada a partir de la mencionada Ley. No 
obstante, en las Disposiciones Transitorias de la nueva Constitución, se contempla que 
los departamentos que optaron por la autonomía el 2 de julio de 200640

                                                 
37 Véase artículos 289-296. 
38 Véase artículos 277-278. 
39 Véase artículo 300. 
40 Véase Disposición Transitoria Nº 10. 

 tendrán que 
adecuar sus Estatutos a la reciente Ley, por lo cual, los acuerdos políticos y las 
instancias de concertación deberán marcar los parámetros a seguir para que Bolivia 
encuentre ciertos momentos de tranquilidad. En pocas palabras, la particularidad del 
referéndum del 25 de enero de 2009 demostró los avances de Evo Morales en reconocer 
y proteger los derechos de una mayoría poblacional que ha sido históricamente excluida 
y marginada social y políticamente. En cuanto a las autonomías departamentales, los 
reclamos de la media luna fueron reconocidos constitucionalmente, pero dejando lugar a 
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la incertidumbre sobre cómo se desarrollará este proceso. El “no” de la región más rica 
y próspera del país a los intentos de reformulación de los lazos representante-
representado, puso de manifiesto que queda mucho por hacer para que las fuerzas 
profundas identitarias no potencien las tradicionales fracturas sociales del Estado 
boliviano.  

 
Reflexiones finales 

 
Sin lugar a dudas que, dadas las características que históricamente han estado 

presentes en la sociedad boliviana, la temática del cambio conlleva a momentos de 
crisis, en donde la Bolivia del altiplano y la Bolivia de la medialuna se enfrentan, 
reclamando para sí lo considerado como propio. En realidad, la etapa de cambios puesta 
en marcha con el ascenso de Evo Morales al poder presidencial, despertó esas fuerzas 
profundas que constituyen los cimientos de la identidad societal andina. Fuerzas que, a 
su vez, han contribuido a generar un país profundamente marcado por los contrastes y la 
heterogeneidad. 

 
La gravedad de los acontecimientos de 2008, donde bolivianos se han 

autopercibido como diferentes y por lo tanto, los reclamos de unos se hacían en 
contraposición de los otros, demostraron tanto la complejidad del conflicto, como los 
intentos de analizar la implicancia de cada una de estas tres fuerzas profundas por 
separado. De esta manera, las disputas materiales en torno a quién decidiría sobre el 
destino de los beneficios que derivan de la explotación de los recursos naturales y los 
pedidos de reorganización territorial –por parte de las comunidades aborígenes y los 
prefectos autonomistas– se encuentran moldeadas por lo simbólico, donde lo étnico 
surge también como un elemento de discrepancia. 

 
Las fuerzas profundas comenzaron a tomar vigor desde mediados de la década 

de los noventa, cuando las medidas de Sánchez de Lozada potenciaron la situación de 
marginalidad de una mayoría poblacional campesina e indígena. Paralelamente, esta 
situación generó el empuje clave para que la figura del ayllu sirviera de sustento para la 
reorganización de las comunidades del altiplano. 

 

Evo Morales supo aprovechar los cambios que acompañaron a la reactivación de 
lo étnico, ya que los reclamos por el agua y los hidrocarburos, conjuntamente con la 
cuestión de la tierra, estuvieron presentes tanto en su campaña hacia la Presidencia 
como en las medidas que adoptó durante sus primeros meses como Primer mandatario. 
No obstante, fueron las políticas en torno a las fuerzas profundas las que pusieron al pie 
del cañón a los Prefectos de la media luna. Es decir, las dos Bolivias reaccionaron 
defendiendo intereses particulares, dejando así escasas posibilidades para la integración 
de las diferencias. 

 



 

 

195 

El largo proceso constitucional iniciado en agosto de 2006 y que culminó tras el 
sometimiento de la Constitución Política a referéndum popular en enero de 2009, no 
logró encauzar al altiplano y el oriente hacia un acuerdo eficaz que atenuara la tirantez 
de la relación. Asimismo, y si bien fueron negociados y reconocidos los pedidos por 
parte del oficialismo como de la media luna, esto representó sólo un punto de inflexión 
en el camino que aún resta por transitar. En otras palabras, la nueva Constitución 
Política otorgó una cierta tranquilidad a las fuerzas profundas, pero la incertidumbre de 
cómo dar operatividad a lo jurídicamente acordado, generará que ese sosiego sea 
transitorio hasta que las diferencias estructurales de la sociedad boliviana encuentren la 
manera de coexistir sin la presencia del conflicto. 
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Resumen: Tomando en cuenta la evolución socio-política sudafricana, desde la vieja Sudáfrica 
racista hasta la nueva Sudáfrica multirracial y democrática, este capítulo apunta a despejar la 
existencia de dos ejes estructurantes que perviven a lo largo del tiempo, tanto en el ambiente 
doméstico como en el vinculado a la inserción internacional del país.  

Por un lado la “cuestión racial”, que ha permeado toda la historia sudafricana, provocando 
divisiones a lo largo y a lo ancho de la sociedad. Por ello se aborda el proceso de construcción 
de una identidad inclusiva por parte del gobierno de la nueva Sudáfrica post 1994, mostrando la 
interacción de la dupla raza-identidad.  

Asimismo se devela un modelo de política exterior donde la idea de liderazgo regional ha 
impregnado los diferentes gobiernos, tanto del periodo del apartheid  como de la democracia 
actual,  considerárselo una fuerza profunda. El debate hoy gira en torno a si el liderazgo es 
cooperativo benigno o es un liderazgo con expansión, mostrando el desfasaje entre las 
decisiones de políticas públicas y las ambiciones económicas privadas.  

Palabras clave: Sudáfrica, liderazgo regional, fuerzas profundas, política exterior, identidad. 

 

Abstract: Taking into account the South African socio-political evolution, from the “old racist 
South Africa” to the new one -multiracial and democratic- this chapter aims to reflect the 
existence of two structural axes that persist along the time, either in the domestic area or in the 
international one. 

One is the “racial issue”, which has permeated the whole South African history and has divided 
the society in all its levels. In this sense, the process of construction by the new South African 
government post 1994 of an inclusive identity shows the interaction of the binomial race-
identity. 

On the other hand, the idea of regional leadership has impregnated the different governments 
foreign policy, in the apartheid  period and in the current democratic era, thus it could be 
considered a deep force. Nowadays, the discussion is whether this leadership is a cooperative or 
an expansive one, showing the gap between the public politics and the private economic 
interests.    

Key Words: South Africa, regional leadership, deep forces, foreign policy, identity. 
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La república de Sudáfrica inició un nuevo período en su historia moderna luego 
de las elecciones multirraciales de 1994 que dieron fin al sistema del apartheid. Para 
entonces, la asunción de un gobierno representando la mayoría negra fue saludada por 
los estados  africanos y por la comunidad de naciones. Responder a la pregunta si 
existen fuerzas profundas en Sudáfrica y hasta dónde han marcado la identidad nacional 
y, ergo, incidido en la política exterior es una tarea compleja, habida cuenta de esta 
particular situación de la nación sudafricana. 

 
Por ello, para comenzar retomo las afirmaciones de Renouvin y Duroselle que 

establecen que “… las condiciones geográficas, los movimientos demográficos, los 
intereses económicos y financieros, las características mentales colectivas, las grandes 
corrientes sentimentales, nos muestran las fuerzas profundas que han formado el marco 
de las relaciones entre grupos humanos y que, en gran medida, han determinado su 
naturaleza… ” (Renouvin y Duroselle, 2000: 9-10).   

 
Al estudiar la historia sudafricana en el siglo XX pueden claramente 

identificarse “dos Sudáfricas”, la vieja, racista y la nueva, democrática y multirracial. 
Como se sabe, la sociedad estuvo escindida por mucho tiempo debido a la 
discriminación racial y  hoy busca reparar las injusticias y construir una identidad 
inclusiva. En tanto, si se analiza la política exterior de Pretoria, una fuerza profunda que 
ha permeado los modos de inserción externa es la búsqueda de liderazgo regional, 
debido a la autopercepción de sus elites sobre su status de potencia regional. 

 
En ese contexto, este trabajo apunta simplemente a tomar dos cuestiones que a lo 

largo de la historia independiente de Sudáfrica pueden considerarse fuerzas profundas, 
principios estructurantes, elementos que han contribuido a forjar la realidad histórica 
social y el comportamiento externo de Sudáfrica: la cuestión racial y las aspiraciones de 
liderazgo regional. 

 
La dupla raza-identidad 

 
En el caso de Sudáfrica, la problemática racial ha marcado profundamente a una  

sociedad  muy compleja, mayoritariamente de población negra, con indios, mestizos y 
blancos. A pesar de la abolición formal de las estructuras legales del apartheid, la 
cuestión racial ha sido un problema estructural aún no completamente superado.  

 
Según datos estimados para el año 2008 por el gobierno sudafricano, la 

población total del país comprende 48,7 millones de personas,  de las cuales  medio 
millón no poseen ciudadanía sudafricana. En cuanto a la distribución demográfica según 
la raza, se observa  la siguiente composición: africanos (79,2%), coloured o mestizos 
(9%), indios/asiáticos (2,6%) y blancos (9,2%)1

La consideración de la población según la pluralidad lingüística incrementa la 
diversidad. Sudáfrica es un Estado multi-lingüístico. La constitución garantiza igual 
status a las 11 lenguas oficiales que dan cuenta de un país diverso. Ellas son, en orden 

. 
 

                                                 
1 Los datos han sido tomados del documento oficial del Gobierno de Sudáfrica “Mid-year population estimates, South Africa: 
2008”. Estas estimaciones se realizan en base a los datos del último censo nacional del año 2001. El próximo censo tendrá lugar en 
el año 2011. 
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alfabético: Afrikaans, inglés,  IsiNdebele, IsiXhosa, IsiZulu, Sepedi, Sesotho, Setswana, 
SiSwati, Tshivenda y Xitsonga.  

 
El isiZulu es la lengua materna del  23.8% de la población sudafricana, seguido 

por el 17.6% para el  isiXhosa; el  13.3% para el Afrikaans y el 9.4% para el Sepedi. 
Inglés y Setswana corresponden al 8.2% respectivamente y Sesotho al 7.9%. Vale aquí 
aclarar que el inglés se considera la “lengua franca” a lo largo del país y es el idioma de 
los negocios, la política y los medios de comunicación, en tanto las otras lenguas no 
mencionadas en las cifras  se hablan solo en los hogares.   

 
Por otra parte, si se analiza la homogeneidad lingüística al interior de los grupos 

raciales se verifica que la comunidad india es la más uniforme debido a que en el 93,8% 
de la misma el inglés es su lengua materna. A continuación se encuentran los coloured –
pues  el 79,5 de los mismos habla afrikaans como lengua materna– y el grupo de los 
blancos  donde el 59% también habla afrikaans. Por consiguiente, la mayor variedad 
lingüística se observa al interior del grupo de raza africana2

Este nuevo proceso de construcción y reconstrucción de la nación no puede 
considerarse acabado, a pesar de las variadas políticas implementadas, entre ellas la 
affirmative action o política de acción afirmativa, aprobada en 1998, por una ley

. 
 
Durante la mayor parte de la historia de este país, el sistema del apartheid (o 

desarrollo por separado) fue la justificación para que los blancos dominaran al resto. 
Luego de un largo proceso de luchas analizadas por la literatura especializada, en 1994 
se produjeron las primeras elecciones democráticas multirraciales que dieron el triunfo 
al primer presidente negro: Nelson Mandela. Este fue el inicio de la construcción de un 
nuevo país, donde cada uno de los grupos raciales tuviera su lugar, a la vez que 
Sudáfrica –que había sufrido un proceso de aislamiento por su política de 
discriminación racial– volviera a ocupar su lugar en el concierto de naciones y en 
África. 

 

3

Este proceso apunta a la construcción de una identidad nacional, ahora sobre 
una base multirracial, camino a una nueva sociedad, superado formalmente el apartheid. 
Sin embargo no se debe olvidar la historia de una muy difícil convivencia racial, 
promovida por la aplicación de un sistema que clasificaba a los hombres por su color, la 
cual subyace a todo trabajo para crear un proyecto común. Consecuentemente, este 

 que 
incentiva la discriminación positiva. Esta política de acción afirmativa apunta a 
promover el principio de igualdad tal cual es comprendido en la constitución 
sudafricana de 1996. La acción afirmativa es un instrumento para crear condiciones para 
transformar las profundas inequidades sociales y proveer el marco necesario para 
corregir las prácticas discriminatorias del pasado, alcanzando en el largo plazo objetivos 
de igualdad social, económica y política. Aunque este proceso está en marcha,  la 
transición hacia una sociedad multirracial es aún incompleta, considerándola una 
“transition in the making”.  

 

                                                 
2 A nation in the making: a discussion document on macro social trends in South Africa, Report of the Policy Co-ordination and 
Advisory Services (PCAS), Social Sector, the Presidency, 2006. En sitio web oficial del gobierno sudafricano: 
http://www.info.gov.za/otherdocs/2006/socioreport.pdf 
3 Según esa ley, las empresas con más de 50 funcionarios tienen que reflejar la composición de la sociedad, integrada por un 70% de 
negros. 
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nuevo proyecto nacional apunta a la construcción de una identidad inclusiva, resultante 
de un sentimiento colectivo que debe fortalecerse, por lo cual también se habla de “an 
unfinished sense of identity”. 

 
A pesar de los debates acerca de qué debe entenderse por identidad y de qué 

forma la misma se establece (espontáneamente o por imposición), existe consenso en 
torno al hecho que el estudio de la identidad resulta fundamental para la comprensión de 
las interrelaciones entre las experiencias individuales con los procesos políticos, 
sociales y culturales a nivel macro.   

 
En el caso sudafricano, pareciera que el proceso de construcción de la  identidad 

no se produce de arriba hacia abajo o viceversa, sino que ocurre de forma horizontal, a 
lo largo y a lo ancho de la nación.  Nada es tan simple como aparenta, ni es el resultado 
de un movimiento natural de reconciliación y de homogenización. El proceso no es 
lineal ni continuo, sino errático e irregular; todo está construido por los actores 
asociados en coaliciones de configuraciones variables, establecidas a todos los niveles 
de la sociedad y comprometidos como socios en negociaciones y transacciones 
permanentes (Darbon, 2006). El ejemplo de la bandera sudafricana, del preámbulo de la 
Constitución de 1996 o del Himno Nacional son notables ilustraciones de este hecho. 

.  
En efecto, tanto la bandera como el escudo de Sudáfrica fueron adoptados en 

abril de 1994. El diseño y los colores de la nueva bandera nacional constituyen una 
síntesis de los principales elementos de todas las banderas que ha tenido el país, 
buscando simbolizar la unión de los diversos elementos de la sociedad sudafricana en el 
camino hacia el futuro. Esta idea de convergencia coincide con el lema del escudo “Ex 
Unitate Vires” (en la unidad está la fuerza), el cual llama a la nación a aglutinarse en 
torno a un sentimiento común de pertenencia y orgullo nacional. Dichas 
transformaciones reflejan el interés gubernamental por priorizar los cambios 
democráticos y un nuevo sentido de patriotismo que se va gestando en Sudáfrica. 

 
El deporte también puede ser visto como un factor aglutinador de la conciencia 

colectiva del pueblo sudafricano. Desde un principio, las intenciones políticas del 
gobierno de Sudáfrica estuvieron orientadas a  romper con las diferencias étnicas que 
generaron siglos de segregación racial en su pueblo. El rugby, tradicional deporte 
practicado por los blancos, pasó a convertirse en un denominador común. Así, la 
imagen de Nelson Mandela con la camiseta de los Springboks fue todo un ícono de 
aquella intención política, teniendo en cuenta que antes de la caída del régimen del 
apartheid, ningún jugador de rugby de color podía participar en el seleccionado 
sudafricano (Rufino, 2003). Otro punto importante en la generación de identidad a partir 
del deporte se refleja en la decisión política de promoverse como un país sede de 
eventos deportivos internacionales, tal el caso de  la designación de Sudáfrica como 
sede del mundial de fútbol 2010, así como en  el apoyo de toda la población sudafricana 
cuando sus equipos deportivos  se desempeñan en el exterior. 

 
A pesar de variados gestos, y de la reconstrucción de un andamiaje legal que 

promueve la igualdad racial en un país multicultural, el camino hacia la construcción de 
una identidad común está lleno de dificultades, habida cuenta del conocido triste y 
dramático legado histórico. Sin embargo, entre los avances es posible mencionar la 
reforma docente iniciada a partir de 1994, la cual enfatiza la necesidad de preparar a los 
maestros para desempeñarse con grupos humanos que ya no son racialmente 
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homogéneos, sino que comprenden alumnos de diferente origen racial y 
socioeconómico, y cuyas lenguas maternas son diversas. Las nociones de no 
discriminación racial, multilingüismo y diversidad -desconocidas antes por muchos 
docentes sudafricanos- deben ser analizadas, comprendidas y aplicadas como parte de la 
experiencia escolar (Robinson, 2002). 

 
Asimismo, es importante destacar que durante la lucha contra el régimen del 

apartheid, el término “negro” se empleaba para referirse a la experiencia común de 
racismo y marginación. Este concepto se había convertido en una categoría clasificadora 
de nuevas políticas de resistencia entre grupos y comunidades con historias, tradiciones 
e identidades étnicas muy diferentes. En el período más reciente, en cambio, lo que está 
en discusión es el reconocimiento de la extraordinaria diversidad de posiciones 
subjetivas, experiencias sociales e identidades culturales que abarca la categoría 
“negritud”. En este momento, la “negritud” se ve esencialmente como un concepto 
construido política y culturalmente, que no puede basarse en un conjunto fijo de 
categorías raciales transculturales. En este sentido, el sociólogo Abebe Zegeye (2004) 
sostiene que el sujeto negro no puede seguir siendo representado sin hacer referencia a 
cualidades como clase, género, sexo y etnicidad. La adaptación política mutua de las 
características (identidades) esencialmente humanas de las varias categorías de 
sudafricanos negros podría probar por consiguiente ser uno de los aspectos cruciales que 
determinen el futuro del país. 

 
El liderazgo regional 

 
A pesar de las dificultades mencionadas en la presente construcción de una 

identidad inclusiva pueden observarse ciertas continuidades entre los dos modelos de 
país (el del apartheid y el del presente democrático multirracial) que se expresan en la 
política exterior. 

 
Esta continuidad se manifiesta en  la idea de Sudáfrica como líder regional que  

ha permeado los variados modos de inserción internacional. En toda la historia de 
Sudáfrica, se puede observar en forma implícita o explícita, tanto en los discursos como 
en las acciones de política exterior, a un país que se percibe como líder o potencia 
regional africana. Los propósitos subyacentes a la promoción de este aspecto del interés 
nacional sudafricano, están vinculados a posibilitar la permanencia, consolidación y 
crecimiento de los intereses económicos y financieros de las inversiones en el país y en 
el cono sur de África, sean de sudafricanos o de extranjeros. 

 
Según Saraiva “… Sudáfrica es un caso ejemplar de continuidad en política 

exterior en el continente africano. Desde Ian Smuts, pasando por las ambiciones de 
hegemonía regional del viejo Partido Nacional –con el proyecto de la Constelación de 
Estados–, por la llamada Nueva Diplomacia –articulada en los estertores del apartheid y 
presentada por Neil van Heerder en 1989–, hasta la más reciente fase denominada 
Diplomacia de la Liberación del ANC, se perciben continuidades inimaginables para 
períodos tan diversos de la vida política doméstica…” (Saraiva, 1996: 6). Para 
mediados de los noventa, luego de la asunción del primer gobierno multirracial, el 
mismo autor observaba: “… la continuidad del presente no debe causar espanto. Los 
intereses nacionales fueron reanimados por la dimensión democrática y por el fin de la 
exclusividad del poder blanco. Pero los fundamentos permanecieron los mismos…” 
(Saraiva, 1996: 6).  
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Más allá de los gobiernos, la política exterior sudafricana ha sido una política de 

Estado, que defendió los intereses de los sectores económicos más poderosos. Por ello,  
históricamente ha apuntado a mejorar y optimizar la inserción internacional de 
Sudáfrica, tener un rol destacado en África y muy relevante en la región austral del 
continente. Al tomar los últimos 20 años de Sudáfrica, puede decirse que el área de la 
política exterior ha sido el ámbito donde más consenso existió entre todas las fuerzas en 
pugna en el proceso de negociaciones multipartidarias y también en su prolongación 
hasta la actualidad.  

 
Analizando las posiciones de De Klerk, por el Partido Nacional en el gobierno 

(1989–1994), con su Nueva Diplomacia y las administraciones democráticas  de Nelson 
Mandela y Thabo Mbeki (1994–2004), pocas son las diferencias. Más aún, podría 
hablarse de un hilo conductor que desde 1989 va orientando la política exterior 
sudafricana hacia el logro de su total reinserción internacional, así como transformarse 
en un jugador de peso en la escena regional (Lechini, 1997). 

 
De acuerdo a sus recursos y a su situación geográfica, los sucesivos gobiernos 

blancos apuntaron a posicionar a Sudáfrica en el sistema internacional en función de un 
cierto “destino manifiesto”. Un crecimiento económico que los distanciaba del resto del 
continente y de cualquier país del África Austral, riquezas naturales estratégicas y una 
posición geográfica privilegiada, posibilitaron que la élite sudafricana percibiese a su 
país como líder natural de la región. 

 
Por entonces, la política exterior de la élite blanca en el poder se identificaba con 

el perfil pro-occidental, cristiano y capitalista del país, reflejado en las crecientes 
vinculaciones económicas y financieras con los países occidentales, especialmente con 
Gran Bretaña. Ellos apuntaban a diferenciarse en un continente “negro”, en proceso de 
descolonización, mostrándose como el líder natural y desarrollando  demostraciones de  
fuerza militar en la región austral. Esto fue posible por la retirada de las potencias 
occidentales de la región; ejemplo de ello fueron las intervenciones en Angola y otros 
países de la Línea del Frente, las cuales aumentaron el temor a la expansión blanca. 
Aunque Pretoria demostró su fuerza, no le fue fácil contener a los estados vecinos. “Esta 
situación empeoró cuando, a mediados de los ’70, terminó el control portugués en 
Angola y Mozambique” (Barber y Barrat, 1990: 6). De este modo, cuando comenzó el 
aislamiento y las sanciones por su política de apartheid, los grupos blancos intentaron 
“bypassear” las sanciones y apuntaron a reinsertar al país, argumentando su rol de 
bastión de Occidente, contra la expansión del comunismo en el mundo y en particular 
en África. 

 
Los empresarios sudafricanos, junto a las multinacionales occidentales, 

respaldaban ese camino. El entrecruzamiento de intereses nacionales y extranjeros fue 
tan fuerte que a pesar de que a nivel diplomático y discursivo se criticaba al régimen 
racista y había signos que mostraban que Occidente se distanciaba diplomáticamente de 
la Unión Sudafricana, los lazos económicos entre ellos se fortalecieron (Barber y Barrat; 
1990: 49).  

 
Más  notable aún es que en la nueva diplomacia de la transición de De Klerk la 

idea de una Sudáfrica como poder dominante regional se mantuviera intacta. Sólo cam-
biaron los medios, utilizándose instrumentos de política no coercitivos (diplomacia, 
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comercio y cooperación económica). Sudáfrica abandonó el realismo hobbesiano por las 
sutilezas de la interdependencia compleja y el neorrealismo. 

 
Según Evans, la nueva diplomacia fue en esencia un cambio de estilo más que 

un cambio de sustancia (Evans, 1995: 12). Para Deon Geldenhuys, no fue una Nueva 
Política Exterior porque no alteró significativamente la concepción sudafricana de su 
identidad y destino: Sudáfrica como superpotencia regional sin rivales (Geldenhuys, 
1994: 287). Para este período de transición, la diferencia esencial en la política exterior 
es que la concepción sudafricana del interés nacional ya no fue de tipo excluyente, 
siendo ampliada para cooptar los intereses y aspiraciones de otros grupos diferentes a 
los tradicionalmente vinculados a las elites dominantes blancas. En la nueva dinámica 
de la interacción entre el poder nacional y el proceso de identidad nacional se 
redefinieron los contenidos del interés nacional, incorporando los elementos 
constitutivos de las realidades sociales emergentes: la participación de las personas de 
raza negra en esta construcción. 

 
Las proposiciones centrales de la “nueva diplomacia” fueron: Sudáfrica como 

parte de África; los problemas africanos deben ser resueltos por los africanos; los 
Estados del África austral son interdependientes y su seguridad es indivisible; las 
cuestiones regionales deben ser encaradas con un espíritu de cooperación y buena 
vecindad.  

 
De Klerk abandonó los paradigmas ideológicos sobre los cuales Sudáfrica había 

fundamentado sus relaciones externas y adoptó, en cambio, un enfoque 
predominantemente pragmático4

El gobierno de Mandela planteaba en su discurso de política exterior que el 
futuro de Sudáfrica estaba en África. Más precisamente, Sudáfrica estaba destinada a 

. El modelo de inserción para una “nueva Sudáfrica” 
privilegió la recomposición de las relaciones políticas y económicas con el mundo 
desarrollado y con el África meridional. En segundo plano aparecía la renovación de 
contactos en el marco de las relaciones Sur-Sur, imponiéndole una connotación 
cooperativa canalizada por vía política, económica y de seguridad.  

 
Con el nuevo modelo democrático y multirracial de 1994, durante los gobiernos 

del ANC (Mandela y Mbeki) pueden observarse dos constantes en la política exterior 
sudafricana. Las mismas forman parte de las continuidades que se mostraron como 
elementos de persistencia en la realidad histórico-social del país: 1- Diferenciarse como 
el líder natural del continente y 2- Participar activamente en todas las cuestiones 
importantes de África, mediando en los conflictos regionales, actuando en todas las 
instancias de cooperación e integración económica y jugando el rol de intermediario 
natural entre los países más pobres de la región y los desarrollados. Como apunta 
Barber (2004: 159) “otros poderes intermedios tenían una mezcla del Primer y el Tercer 
Mundo, pero Sudáfrica era el único en África, y por lo tanto, ofrecía un nexo entre las 
economías avanzadas y los Estados más pobres del mundo”.  

 

                                                 
4 Durante el gobierno de De Klerk se observó un creciente acercamiento a los países de la región del Índico y los países industriali-
zados de la cuenca Asia-Pacífico, con la consiguiente implantación en Sudáfrica de empresas de Singapur, Taiwan, India, Malasia, 
Japón y Corea del Sur. Según Bach, la localización geográfica y las características económicas de este "nuevo país industrializado 
atípico" podrían convertirlo en un polo de articulación entre Europa, Africa Austral y Asia-Pacífico (Bach, 1991: 64). 
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convertirse en un líder regional, político y económico, con responsabilidades y 
obligaciones. Si la vieja Sudáfrica había sido acusada de exacerbar los problemas del 
África, su sucesora tendría que ayudar a resolver los problemas del continente. Pero este 
rol asignado a Sudáfrica, más desde las percepciones externas que desde un 
compromiso interno, estaba muy vinculado a las potencialidades económicas y 
gerenciales de un país que buscaba consolidar esta nueva democracia y que en un futuro 
podría demostrar las falsedades de las corrientes “afro-pesimistas” y constituirse en un 
polo de desarrollo regional. 

 
Sin embargo, este “destino manifiesto” de Sudáfrica mostraba debilidades en el 

discurso y en la práctica, a través de las variaciones en el compromiso sudafricano en la 
región austral y particularmente en la Comunidad de Desarrollo del África Austral  
(SADC). En este esquema de integración resultaba tener las características de un 
hegemón, habida cuenta de las disparidades en tamaño y peso entre la economía 
sudafricana y el resto de los miembros. Mandela había declarado que la reconstrucción 
de la región sería una empresa colectiva, donde Sudáfrica compartiría las 
responsabilidades con espíritu de respeto y no paternalista. Esto explicaría como la 
nueva Sudáfrica, consciente del daño infligido a la región por el Apartheid, declaraba su 
intención de ser un buen vecino.  

 
Pero tratar a los vecinos como iguales fue difícil de implementar tanto por el 

status de gigante que el país posee en la región como por otros factores, tales como la 
responsabilidad y los lazos nacidos del apoyo que muchos países africanos le brindaron 
al movimiento de liberación nacional, la particular experiencia sudafricana en la 
resolución de conflictos internos y el reconocimiento de que el éxito económico y 
político del país estaban íntimamente ligados al desarrollo regional (Sidiropoulos, 
2007).  

 
La cuestión no es si Sudáfrica podrá dominar, sino de qué manera. Al ser más 

rica, grande y fuerte que sus vecinos posee dificultades para no mantener posiciones 
hegemónicas. Este hecho es reconocido tanto en la región como globalmente, por lo 
cual Sudáfrica tiene sobre sus hombros una pesada carga de expectativas: como motor 
del desarrollo económico regional y como consecuencia de su “milagro político”, como 
una fuerza política estabilizadora. 

 
Estas buenas intenciones son difíciles de compatibilizar con un país que debe 

crecer para incorporar a la nueva clase media negra y que necesita del mercado africano 
para compensar sus desbalances comerciales con el mundo desarrollado, sede de una 
parte de las trasnacionales instaladas en su territorio. 

  
Con el segundo gobierno democrático, bajo el liderazgo de Mbeki, los medios y 

el discurso del papel que Sudáfrica jugaría en  la región sufrieron ajustes. Aún antes de 
su llegada a la presidencia en 1999, Mbeki planteaba la idea del renacimiento africano 
con connotaciones más cooperativas que paternalistas. Es decir, Sudáfrica contribuiría 
al resurgimiento africano, no como potencia protectora que participa e interviene en 
todos los problemas de los países del continente, sino promoviendo y creando los 
mecanismos adecuados para que los países africanos logren en conjunto un desarrollo 
sustentable y puedan mejorar su inserción en el sistema global. De esta forma la 
estrategia adoptada por Mbeki apuntaba a la creación y fortalecimiento de instituciones 
y herramientas para la cooperación y concertación continental y la integración regional 
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tales como: la Unión Africana (UA), la Nueva Asociación Económica para el Desarrollo 
Africano (NEPAD) y Acta para el Crecimiento y las Oportunidades (AGOA), entre 
otros. La aspiración de Sudáfrica a constituirse en potencia media, se manifiesta en el 
creciente interés de su diplomacia en participar de instituciones internacionales (Biswas, 
2007: 163). También la cooperación Sur-Sur fue un elemento central de la política 
exterior de Mbeki, como una de las llaves para modificar el presente orden político y 
económico internacional injusto y promover uno más equitativo, en el  cual los países 
del Sur tengan mejores chances para acelerar su desarrollo económico (Mills, 1998; 
Vale y Maseko, 2002).  

 
Sin embargo también con Mbeki continúan las dudas en torno al rol de Sudáfrica 

en la región. Teniendo en cuenta el contexto regional, Aparajita Biswas asegura que las 
relaciones entre Sudáfrica y otros estados del África del Sur han dependido del modo en 
que los actores políticos internos de cada Estado visualizan la cooperación y la 
coordinación regional. Los problemas tanto intra como inter-estatales en la región son el 
resultado de la yuxtaposición de factores domésticos e internacionales. Mientras que la 
Sudáfrica post-apartheid puede jugar un importante rol en el futuro del África Austral, 
su habilidad para influenciar positivamente el proceso de desarrollo en la región 
dependerá de cómo maneje sus prioridades tanto a nivel interno como externo (Biswas, 
2007: 160). 

 
Chevallier por su parte,  plantea que “… a pesar de su ambicioso programa para 

África, Sudáfrica no tiene verdaderos aliados de peso en el continente, y pocos amigos 
comparten valores comunes…” (Chevallier, 2008: 169). En el desarrollo de alianzas o 
de relaciones bilaterales, Pretoria actúa en forma selectiva, sectorial, estratégica o 
táctica, ya que dependiendo del asunto, varía su búsqueda de apoyos. Sudáfrica sigue 
comportándose como hegemón, pues sus intereses así lo requieren. 

 
De acuerdo a  Sidiropoulos (2007), el compromiso sudafricano con la región se 

basa en tres pilares: 
 
- Fortalecimiento de las instituciones regionales (SACU y SADC) y 
continentales (UA) a través de una activa participación del país para promover el 
desarrollo y la integración. 
 
- Apoyo al programa de desarrollo socio-económico que representa la NEPAD  
y el Regional Indicative Strategic Developement Plan (RISDP) de la NEPAD. 
 
- Fortalecimiento de las relaciones bilaterales por medio de estructuras efectivas 
de diálogo y cooperación. Esto incluye apoyo a las iniciativas de paz, 
reconstrucción post-conflicto y estabilidad.  
 
La politíca exterior sudafricana parece hoy estar tensionada entre el 

pragmatismo y el principismo, ya que por un lado la defensa de los derechos humanos y 
la democracia están motivadas por sus principios, pero las acciones externas se hallan 
basadas en consideraciones de realpolitik (Sidiropoulos, 2007). Sin embargo, al evaluar 
la gestión externa de ambos gobiernos democráticos, el de Mandela y el de Mbeki, 
pueden observarse dos modelos alternativos de política exterior, uno cooperativo y otro 
hegemónico, subyaciendo a la idea de liderazgo regional. 
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Quienes defienden una política cooperativa proponen ver al continente a través 
de los lentes de la cooperación y la asociación. Sudáfrica no puede procurar su propio 
crecimiento de manera aislada, ya que éste está estrechamente ligado con el desarrollo 
de África. De este modo, se rechaza un comportamiento realista a favor de políticas no 
coercitivas ni hegemónicas hacia el continente. Se favorece el Renacimiento Africano y 
la construcción de consenso a través de iniciativas como la NEPAD y las 
organizaciones multilaterales, como la Unión Africana. Se percibe a Sudáfrica como 
parte de África y su interés nacional debería acomodarse al interés continental africano. 
Para algunos, las políticas de Mbeki se acercarían más a esta visión. 

. 
Otro sector está más orientado al crecimiento interno y ve a Sudáfrica como una 

“rainbow nation” cuyo interés nacional lo determinan principalmente los propios 
intereses sudafricanos. Sostiene el liderazgo en el continente y la integración regional 
para alcanzar sus intereses y, dada su superioridad militar y económica, no duda en 
intervenir de manera hegemónica para resolver crisis en países vecinos, tal como lo hizo 
en Lesotho. Considera a las instituciones como el medio para plasmar en la acción la 
visión sudafricana de lo que debe ser África. 

   
Aunque ambos modelos de política exterior son diferentes, comparten ciertos 

supuestos sobre el rol que Sudáfrica debería asumir en el sistema internacional, sobre 
sus condiciones como potencia regional africana. Debido a sus capacidades económicas 
y políticas, Sudáfrica es uno de los países africanos con mayores posibilidades de 
contribuir al desarrollo integral del continente. El relanzamiento africano no es 
solamente un imperativo moral, sino también el resultado de una estrategia para 
promover el crecimiento sudafricano (Sidiropoulos y Hughes, 2004: 61) a través de la  
NEPAD y posicionarse como un puente entre los países desarrollados y en desarrollo, al 
defender los intereses del llamado “Global South”, particularmente en espacios de 
negociación multilaterales5

Toda esta situación ambulante, han llevado a Habib y Selinyane (2004) a afirmar 
que la política exterior sudafricana tiene un comportamiento “esquizofrénico”. Por un 
lado, muestra la capacidad negociadora del país para jugar un rol de liderazgo y 

. En todo caso queda por definir si jugara un rol que la lleve 
a posicionarse como vocero y representante de los intereses africanos en el Sur, frente a 
las posiciones del Norte (cabeza de ratón) o terminará adscribiendo a las reglas de juego 
impuestas por los poderosos, negociando ventajas individuales o sectoriales (cola de 
león). 

 
Con respecto a la relación económico-comercial entre Sudáfrica y la región, la 

llegada de empresas y capitales sudafricanos es vista con cierto recelo y recibida con 
cautela por los socios regionales, ya que los sectores financieros y comerciales 
sudafricanos actúan de acuerdo al estereotipo de las corporaciones multinacionales, 
independientemente de la política cooperativa o hegemónica que impulse el gobierno 
nacional. Sin embargo, para quienes apoyan la alternativa hegemónica, la extensión de 
los negocios del sector público y privado en el continente es un medio para capitalizar el 
rol sudafricano y afianzar la estabilidad y seguridad regional a favor del interés nacional 
sudafricano (Sanusha, 2004). 

 

                                                 
5 Las principales áreas de interés global para Sudáfrica son: desarme, no proliferación y control de armas; resolución de conflictos; 
derechos humanos; reforma de las Naciones Unidas y las Instituciones de Bretton Woods; negociaciones comerciales. 
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persuadir a otros estados de que suscriban a su propia visión del mundo, pero por otra 
parte, exhibe una tendencia a actuar pragmáticamente y mostrarse como uno más al 
momento de asumir compromisos regionales, con reticencia a liderar. Sudáfrica debe 
lidiar entonces con la contradicción de ser por un lado la mayor y más sofisticada 
economía africana, con una visión continental, y por otro, la evasiva a ser vista como un 
poder hegemónico. Por esta razón, propicia los mecanismos multilaterales 
(Sidiropoulos, 2007). 

 
A través del multilateralismo, Sudáfrica enfatiza su importancia en el continente, 

pero pretende no adoptar una posición dominante, tal como lo demostró su actuación en 
Nigeria durante el período Abacha, en Zimbabwe y en Zaire (Habib y Selinyane, 2004). 
Del mismo modo, en el discurso, el ANC declara a los derechos humanos como pilares 
de su política exterior pero a su vez estrecha lazos con China y  Myanmar, donde es 
cuestionado el respeto a los derechos humanos. 

 
Desde De Klerk, Sudáfrica comenzó a desarrollar actitudes que le valieron el 

prestigio en la región, sobre todo en cuestiones de seguridad. Es de remarcar la decisión 
del gobierno de desmantelar y destruir las armas nucleares que poseía el país desde 
mediados de los años setenta, que contó con el beneplácito de la comunidad 
internacional. Dicha política de desarme fue continuada por los gobiernos democráticos 
de Mandela y de Mbeki, los cuales se mostraron claramente favorables a la no 
proliferación, al control de armamentos y a la desnuclearización. 

 
En consecuencia, el papel de liderazgo regional que Sudáfrica ha asumido en el 

continente africano, plasmado en iniciativas de integración como la UA y la NEPAD o 
en la participación activa en la solución de conflictos y crisis regionales como el Congo, 
Burundi, Costa de Marfil, Liberia y Zimbabwe, se vio fortalecido por esta línea de 
acción (Pérez Caldentey, 2003: 9). 

 
A modo de conclusión 

 
A pesar de la diversidad de raza, clase y lengua, se está creando en Sudáfrica una 

conciencia colectiva que apunta a construir un fuerte sentimiento de identidad nacional. 
La historia provee elementos positivos y negativos que pueden sintetizarse en la dupla 
raza-identidad. Superando las diferencias raciales, se pueden encontrar en la historia y 
en la distribución geográfica de su población los rasgos de un Estado multiétnico en 
construcción que proveerá los elementos sustanciales para llegar a una identidad 
nacional inclusiva. Como una nueva nación democrática y multirracial, experimenta los 
procesos normales de fricción y las contradicciones propias de la naturaleza de los 
desafíos que enfrenta. 

  
Un tema mucho más complejo lo expresa la representación del interés nacional, 

que puede o no incluir una variada gama de intereses nacionales y extranjeros, de origen 
racial, que van en definitiva a pujar por primar por sobre los otros.  

 
Finalmente, lo que aparece como una tendencia histórica y nodal en la evolución 

de este país que se trasunta en su política exterior, es el destino manifiesto de ser un 
líder regional, potencia media o economía emergente, cuya evolución y buen 
desempeño podrían contribuir al despegue africano.  
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Resumen  
En este capítulo reflexionamos y, en la medida de lo posible, intentamos establecer 
comparaciones entre los resultados obtenidos por los investigadores que participaron de los 
proyectos “Políticas exteriores comparadas: una primera aproximación” y “Políticas exteriores: 
enfoques comparativos aplicados a estudios de caso”. Para ello primero realizamos un conjunto 
de aclaraciones de orden contextual, conceptual y metodológico que permitan al lector enmarcar 
adecuadamente los alcances de esta investigación y, posteriormente, presentamos conclusiones 
comparativas en función de los datos provenientes de los tomos I y II (2008 y 2010) que 
componen esta obra. Las mismas están divididas en tres grupos: las referidas a los procesos 
generales o parciales de cambio en la construcción de la identidad nacional; las vinculadas a las 
fuerzas profundas y componentes identitarios nacidos de la valoración de ciertos aspectos 
materiales y, finalmente, aquellas cuya base es ideacional. 
Palabras claves: fuerzas profundas, identidad, política exterior, comparación 
 
Summary 
 
In this chapter we reflect and, as far as possible, try to make comparisons among the results 
obtained by researchers who participated in the project "External policies compared: a first 
approximation" and "foreign policy: comparative approaches applied to case studies". To do this 
we first carry out a set of contextual, conceptual and methodological clarifications that allow 
readers to frame properly the scope of this research and then we present comparative 
conclusions based on information from volumes I and II (2008 and 2010) that make this work. 
They are divided into three groups: those related to general or partial processes of change in the 
construction of national identity;  those linked to deep forces and components of identity arising 
from the valuation of certain material aspects and, finally, those whose base is ideational. 
Key words: deep forces; identity; foreing policy, comparison. 
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En este capítulo intentamos avanzar reflexiones y, en la medida de lo posible, 

comparaciones entre los resultados obtenidos por los investigadores que participaron de 
los proyectos “Políticas exteriores comparadas: una primera aproximación” y “Políticas 
exteriores: enfoques comparativos aplicados a estudios de caso”. Para ello consideramos 
necesario realizar algunas aclaraciones de orden contextual, conceptual y metodológico 
que permitan al lector enmarcar adecuadamente los alcances de esta investigación para, 
posteriormente, presentar conclusiones comparativas en función de los datos 
provenientes de los tomos I y II (2008 y 2010) que componen esta obra. 

 
En primer lugar, los motivos que impulsaron en forma consecutiva a ambos 

proyectos deben contextualizarse en los años 2002 y 2003. En aquella instancia nuestra 
experiencia como equipo de investigación que participaba de un programa de 
seguimiento de la política exterior argentina (analizando relaciones bilaterales, acciones 
en los espacios multilaterales y determinados issues de nuestra acción externa) se 
enfrentó a las consecuencias heredadas de la crisis de 2001. Consecuentemente, 
afrontamos una etapa donde los sucesivos gobiernos se concentraron en las políticas 
públicas domésticas destinadas a atender la emergencia y, posteriormente, a partir de 
mayo de 2003, las escasas acciones internacionales se enmarcaron, casi exclusivamente, 
en los esfuerzos de renegociación de la deuda destinados a facilitar la salida del default.  

 
En ese contexto surgieron dos cuestionamientos que actuaron como disparadores 

para el recorte temático de la investigación: ¿qué aspecto/s de nuestro análisis sobre 
política exterior debíamos privilegiar en esa coyuntura? y ¿cómo la política exterior de 
un Estado podía aportar -desde su condición de política pública- a la solución de las 
consecuencias negativas del proceso de globalización como las que enfrentaba la 
Argentina de entonces? Como fruto del debate surgió una nueva inquietud que, en cierta 
forma, actuó como un tercer interrogante en torno a si los países que tienen una política 
exterior caracterizada por componentes identitarios que han favorecido su continuidad y 
sus consensos domésticos están en mejores condiciones para enfrentar las crisis de la 
globalización o no.  

 
En ese marco nos impusimos un objetivo exploratorio para esta investigación y 

uno explicativo para investigaciones futuras. El primero apuntaba a indagar sobre la 
existencia o no de las llamadas fuerzas profundas y componentes identitarios en un 
grupo de países y, en caso afirmativo, su relación con la política exterior. Cumplida esta 
etapa nos planteamos analizar comparativamente los resultados obtenidos hasta ese 
momento. Como objetivo explicativo para futuras investigaciones intentamos 
concentrarnos en aquellos casos de estudio que hubiesen logrado un avance integral en 
la identificación y estudio de un conjunto –no sólo una o dos– de fuerzas profundas y 
componentes identitarios con impacto efectivo sobre la política exterior para, 
posteriormente, analizar si la existencia de esta condición favorecía la capacidad de 
respuesta de estos estados frente a situaciones de crisis como, por ejemplo, las 
devenidas de la globalización. En este marco nuestro interés principal era analizar si la 
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relación identidad - política exterior contribuía a generar cambios positivos a nivel 
internacional, que apuntasen a la solución de la crisis vía la satisfacción de las 
necesidades internas y la defensa de los intereses del conjunto.  

 
Si bien no tuvimos en la etapa inicial una hipótesis de trabajo relacionada con el 

objetivo explicativo que pretendíamos desarrollar a futuro, existía entre los miembros 
del equipo de investigación un supuesto de partida a priori. El mismo se basaba en la 
idea de que más allá de las diferentes capacidades de respuesta a las crisis por parte de 
cada Estado propias de la dicotomía centro-periferia o desarrollo-subdesarrollo –visión 
ligada a las capacidades materiales– la historia de las relaciones internacionales 
parecería demostrar que aquellos países con determinadas fuerzas profundas que 
actuaron como elementos estructurantes de la política exterior y contribuyeron a la 
construcción de la identidad nacional sin limitar el dinamismo de este concepto, han 
logrado mejores resultados que aquellos que carecen de una identidad consolidada o que 
la han fundado sobre alguna fuerza profunda negativa, como podría ser el racismo, los 
nacionalismos exacerbados, entre otros. En forma consecuente con este supuesto quedó 
claro que las ideas –acertadas o desacertadas– conjugadas con características materiales 
resultaban factores fundamentales para la comprensión de la política internacional y de 
los derroteros seguidos por las políticas exteriores adoptadas por los diferentes estados. 

 
Asimismo, y para cerrar la descripción del contexto en el que nació esta 

investigación, debemos mencionar también el espíritu de época en lo que a teoría de las 
Relaciones Internacionales se refiere. La difusión del Constructivismo, así como de 
otras teorías críticas, en nuestro campo disciplinar durante las dos últimas décadas 
fortalecieron la tendencia a estudiar el rol de las ideas y las identidades como 
contrapeso, y en alguna medida como complemento, al enfoque basado en los intereses 
y los atributos de poder materiales privilegiados por las teorías tradicionales. 

 
Tal como se planteó en la Introducción del Tomo I (Busso y Pignatta: 2008) el 

contexto de cambios que trajo consigo la posguerra fría –situaciones de 
fragmentaciones, secesiones de estados y luchas étnicas, entre otros– modificó el debate 
disciplinar y el escenario de marginación en el que se encontraban las identidades y 
otros factores ideacionales bajo el dominio del neorrealismo y la ortodoxia positivista 
(Ashizawa, 2008: 575). Reforzando este análisis Ortiz argumenta que las perspectivas 
adoptadas en los últimos años se hallan en cierta forma vinculadas a que el problema de 
la identidad surge cuando aparece “una presunta falta de correspondencia en forma de 
expectativas defraudadas entre el sujeto (y entre los sujetos) y el contexto” (2006-2007: 
40). En efecto, en contextos de cambios, crisis e inestabilidad los problemas identitarios 
pasan a ocupar un primer plano y eso es lo que percibió el equipo de investigación. 
Simultáneamente a este proceso también resulta importante destacar que en los últimos 
tiempos se han incrementado las producciones académicas que vinculan identidad y 
política exterior. 
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 Sin embargo, un repaso del uso del concepto de identidad en nuestro campo de 
estudio revela que el mismo ha ido en aumento, pero no ha supuesto una interpretación 
homogénea a través de una definición unificada (Horowitz, 2002). Por eso es importante 
que realicemos algunas aclaraciones conceptuales básicas más allá que estas estén 
desarrolladas en detalle en el primer tomo.  

 
En primer lugar, queremos referirnos al concepto de identidad. A nivel 

individual la identidad responde a la pregunta “¿quien soy?” y en la búsqueda de una 
respuesta se ponderan los diferentes valores y caracteres constitutivos de ese individuo. 
Pero este mismo interrogante puede trasladarse al nivel colectivo, en tanto los 
individuos comparten sus categorías sociales y valores con otros, lo que da un sentido 
de pertenencia y habilita la pregunta “¿quiénes somos?”. Sin embargo, el “¿quiénes 
somos?” no alcanza para definir completamente la noción de identidad colectiva; hay 
que contestar a otro interrogante que es “¿hacia donde vamos?”. En este sentido, como 
sostiene Lafer (2002: 21), la identidad colectiva es la idea de un interés o bien común 
que lleva a las personas a afirmar una identidad por semejanza, basada en una visión 
compartida de este bien o interés común. 

 
Asimismo debemos mencionar que en el marco teórico utilizado por el equipo se 

parte de la noción que la construcción de la identidad es un proceso dinámico. 
Adherimos a Castells (1999: 28) cuando define la identidad como “el proceso de 
construcción del sentido, atendiendo a un atributo cultural, o un conjunto relacionado de 
atributos culturales al que da prioridad por sobre el resto de las fuentes del sentido”. 
Así, la definición de la identidad de los agentes es especialmente contextual; cómo se 
construyen los diferentes tipos de identidades, por quiénes y con qué resultados depende 
del contexto social (Castells, 1999: 32). En una dirección similar Sodupe (2003: 178) 
señala que para los constructivistas la identidad y los intereses de los agentes no son 
previos ni exógenos a la interacción entre ellos, sino que surgen como algo intrínseco a 
la propia vida social, ya que consideran que la constitución de los agentes es en buena 
parte consecuencia de esta interacción.  

 
Sin embargo aquí corresponde hacer dos aclaraciones importantes. En primer 

lugar, si bien el equipo evaluó a la/las identidades como fruto de procesos histórico / 
sociales que pueden modificarse con la práctica de los actores, no adherimos a las 
posiciones más extremas que describen a los cambios identitarios como algo rápido. Por 
el contrario, y sin caer con esto en las teorías esencialistas sobre las identidades, 
consideramos que una vez que las ideas se han hecho parte de una estructura y esta se 
ha institucionalizado puede ser difícil o más lento poder visualizar procesos de cambio, 
sin que ellos signifique una renuncia a la relación entre identidad y movimiento fruto de 
nuevas prácticas sociales. En segundo lugar, entendimos que la característica anterior 
puede explicarse en tanto los procesos de construcción identitaria muestran la 
convergencia de elementos constitutivos diferentes que, de manera simple, hemos 
denominado “primigenios” y “circunstanciales”. Los primeros son aquellos que nos 
constituyen, que nos preceden, que están fuera de elección, como por ejemplo la raza, la 
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etnia, el lenguaje, la geografía, los símbolos, la historia, las creencias preexistentes de la 
comunidad donde nos insertamos. Como se observa, algunos de ellos naturales y otros 
sociales, constituirían el reservorio más primitivo, la impronta, que por su calidad de 
estructurante, llegan a determinar y/o influenciar –según el caso– comportamientos y 
tienden a ser más permanentes (Busso y Pignatta: 2008). Por otra parte, los elementos 
circunstanciales son aquellos que proponen una pertenencia por elección, como son las  
ideologías, las profesiones, las tareas determinadas por objetivos, entre otros. En este 
rango podemos ubicar a los movimientos ecologistas, naturalistas, feministas, que en la 
actualidad, gracias a los recursos tecnológicos y comunicacionales hallaron medios de 
encuentro y reconocimiento, lo que ha contribuido a su fortalecimiento. A nivel de 
identidades estatales, los elementos circunstanciales pueden ser entendidos como 
aquellos que si bien no forman parte de la estructura identitaria de un Estado y su 
sociedad, en determinados períodos adquieren tal magnitud que se configuran en rasgos 
de la identidad –tendencias– e incluso pueden, a través del tiempo, adquirir el carácter 
de permanentes y cambiar elementos identitarios existentes. Estos rasgos o tendencias 
pueden ser producto de determinados procesos decisorios, del diseño y ejecución de 
determinada política, consecuencias de un cambio de régimen político y, sin dudas, 
pueden nutrir el proceso siempre dinámico de las ideas, las normas, los valores que van 
formando la o las identidades de un conjunto.  

 
La existencia de esta diferencia, especialmente la existencia de componentes 

primigenios de la identidad, fue lo que permitió ligar parcialmente el concepto de 
identidad con el de fuerzas profundas proveniente de la Escuela Francesa. Renouvin y 
Duroselle afirman que “...las condiciones geográficas, los movimientos demográficos, 
los intereses económicos y financieros, las características mentales colectivas, las 
grandes corrientes sentimentales, nos muestran las fuerzas profundas que han formado 
el marco de las relaciones entre grupos humanos y que, en gran medida han 
determinado su naturaleza” (Renouvin y Duroselle, 2000: 9-10). La característica 
común a todas las fuerzas profundas es su carácter perenne en cuanto causa histórica 
potencial del desencadenamiento de fenómenos y su regularidad observable en el 
tiempo (Canesin, 2008; 132). Por consiguiente, desde nuestra perspectiva el concepto de 
fuerzas profundas abarca a aquellos elementos primigenios de la identidad, asignando a 
los mismos un valor primario. En su análisis de la identidad de Brasil Lafer sostiene que 
son estos factores de persistencia los que ayudan a explicar rasgos importantes de la 
identidad de un país (Lafer, 2002: 25). Dicho en otras palabras, para este equipo de 
investigadores existe una interrelación entre las fuerzas profundas –de diferente tipo, 
tanto geográficas como culturales– y los elementos identitarios primigenios. Por otra 
parte, el concepto de fuerzas profundas aportado por la escuela francesa subraya la 
importancia de la contextualización histórica del análisis y precede en el tiempo a los 
estudios específicos de la problemática de la identidad en el campo disciplinar de las 
Relaciones Internacionales. La noción de multicausalidad de la que parte (Renouvin y 
Duroselle, 2000; Duroselle, 1998) resulta un aporte clave en tanto implica el 
reconocimiento de distintas causas o influencias para la explicación de determinado 
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fenómeno, y reconoce que las mismas pueden actuar como influencias con pesos 
variados (Canesin, 2008). 

 
Finalmente, queremos destacar que si bien el objetivo central de esta 

investigación estuvo orientado a ampliar nuestra perspectiva teórica rescatando el rol de 
las ideas como componentes de la estructura internacional no por ello queremos caer en 
el desconocimiento de la influencia que, creemos, generan las capacidades materiales 
por sí mismas y, fundamentalmente, en su articulación con las ideas. Como ya hemos 
afirmado en otras ocasiones, partimos del supuesto que las ideas y las identidades 
importan, pero esto no significa sostener que importen más que las fuerzas materiales. 
Tanto los factores materiales como los ideacionales tienen relevancia para la política 
mundial y para las políticas exteriores, más allá del recorte elegido para este proyecto.  

 
La tarea metodológica para el cumplimiento de nuestro primer objetivo, que 

dicho sea de paso constituye el eje central de estas conclusiones, consistía en comparar 
los resultados obtenidos en el análisis de los países / casos. Para ello, desde una acción 
metodológica rigurosa, deberíamos haber optado por una muestra de máxima semejanza 
o de máxima diferencia, pero lo cierto es que dicha tarea resultaba imposible para 
nuestro equipo en tanto no estábamos en condiciones financieras y laborales de realizar 
una investigación transnacional comparada de campo basada en la semejanza o la 
diferencia. Por lo tanto la elección de los países que integraron dicha muestra se realizó 
en función de las posibilidades reales del equipo. Estas se basaron en los conocimientos 
adquiridos sobre otros estados por cada uno de los integrantes en investigaciones 
previas. En este marco, la cantidad significativa de países que logramos incluir permitió 
finalmente que la muestra fuese lo suficientemente sólida para cumplir nuestro primer 
objetivo de carácter exploratorio. Así países ubicados en diversas geografías, con  
cuotas de poder diferentes, con desiguales grados de desarrollo y con culturas de 
distinto origen fueron nuestra base de trabajo acercándonos, en cierta forma, a la lógica 
de la máxima diferencia. Los casos de Estados Unidos, Rusia, China, Irán, Irak y 
Afganistán fueron abordados en el primer tomo, mientras que Chile, Brasil, Bolivia, 
Argentina y Sudáfrica aparecen tratados en el segundo. Por otra parte, la recolección de 
información se basó en fuentes bibliográficas primarias y secundarias que fueron 
consultadas desde la perspectiva teórico- conceptual presentada en forma resumida más 
arriba, dándole a la investigación un carácter exploratorio/bibliográfico de perfil 
cualitativo.  

 
Los resultados fueron todos importantes y estuvieron adecuadamente 

justificados. Sin embargo, desde la perspectiva de la integralidad –cantidad de 
componentes identitarios trabajados– los abordajes tuvieron distinta magnitud 
dependiendo tanto de la disponibilidad de materiales como de las posibilidades de 
dedicación a la investigación de cada uno de los miembros. Consecuentemente, a 
grandes rasgos podríamos afirmar que los casos de Chile, Rusia, Estados Unidos, Irak, 
Irán y Afganistán estarían en condiciones para avanzar sobre el objetivo explicativo que 
nos planteamos como una tarea a futuro; los casos de Brasil y China podrán hacerlo en 



 

 

218 

la medida que los investigadores puedan confirmar en estudios nuevos la existencia o no 
de otros componentes identitarios y la necesidad o no de incluirlos en futuros trabajos. 
Finalmente, los casos de Argentina, Bolivia y Sudáfrica se concentraron en el análisis 
de un aspecto que los investigadores calificaron como el más relevante para iniciar esta 
línea de investigación. 

 
El conjunto de la producción comprende el análisis de las siguientes fuerzas 

profundas y componentes identitarios: en el caso de Estados Unidos se destacan como 
componentes primigenios, y aún en vigencia, el excepcionalismo, las confrontaciones y 
complementaciones entre la tradición de pensamiento liberal y la conservadora, las 
tendencias aislacionistas versus las internacionalistas y la relación entre religión y 
política (Busso, 2008a), así como también a las relaciones cívico-militares en Estados 
Unidos, como una fuerza profunda que protagoniza una proceso de cambio (Busso, 
2008b). El caso ruso es abordado en forma detallada a través del análisis del 
excepcionalismo, el mesianismo, el externalismo, el territorialismo, el peso del Estado 
(Zubelzú, 2008a), el nacionalismo (Zubelzú, 2008b) y el rol de la religión ortodoxa en 
la construcción identitaria pos-soviética (Cabeza, 2008). China es analizada 
considerando la consolidación de dos fuerzas profundas derivadas de la tradición 
imperial, a saber: la búsqueda de la unidad político-territorial y la influencia en la región 
asiática. En relación a este último punto la investigación destaca que la República 
Popular en la actualidad recurre al concepto de desarrollo pacífico basado en la idea 
confuciana de armonía como criterio central para enmarcar su creciente influencia 
(Oliva, 2008). Además, Marini (2008) analiza el concepto de superioridad cultural el 
cual aparece como un elemento constitutivo primigenio de la identidad china –anterior a 
la construcción del Estado Nación- desarrollado como elemento defensivo frente a 
sucesivas y prolongadas dominaciones –la mongol, la manchú y la occidental-, pero 
también como un factor que, en ciertas ocasiones, permitió a través de la adecuación, el 
ajuste o el cambio para que China se adaptase a los nuevos escenarios (Marini, 2008).  
Países como Irán, Irak y Afganistán son abordados a través de fuerzas profundas como 
la religión y la etnia y su influencia en la construcción del Estado y el sistema político 
(Paredes Rodríguez, 2008).  

 
En el segundo tomo el caso de Sudáfrica es abordado a través del estudio de dos 

fuerzas profundas: la cuestión racial y las aspiraciones de liderazgo regional (Lechini, 
2010).  Por otra parte, para el análisis de Brasil la perspectiva de la tradición  -en y 
desde la clase dirigente- es fundamental como rasgo permanente de la identidad 
nacional. Dentro de dicha tradición el rol de los mitos nacionales que incluye todos 
aquellos aspectos que hacen a la auto-percepción de Brasil como un país grande, 
poderoso, con condiciones de liderazgo (Brasil como Paraíso Terrenal, como símbolo 
de grandeza, como país prestigioso, entre otros), son analizados por Pereyra Doval 
(2010) como tendencias nacidas en los orígenes de la nación y descritos como uno de 
los más poderosos instrumentos para la construcción de la identidad nacional con fuerte 
impacto en el imaginario colectivo de la población (Pereyra Doval; 2010). Por su parte, 
Julieta Cortés (2010) complementa el caso de Brasil a través del estudio de dos rasgos 
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identitarios de la política exterior brasileña: la solución pacífica de los conflictos y la 
diversificación de las relaciones externas que transitaron desde la condición de 
elementos circunstanciales a rasgos identitarios. En el caso de Chile los aportes se 
concentran en un conjunto de componentes identitatrios tales como la estabilidad 
institucional y los procesos políticos democráticos, el presidencialismo, la importancia 
atribuida al factor territorial y la búsqueda del equilibrio de poder a nivel regional, y el 
estilo civil-pragmático de la diplomacia (Colacrai y Lorenzini, 2010; Lorenzini 2010). 
Asimismo en el trabajo de Colacrai (2010) se avanza sobre el proceso de construcción 
de una nueva identidad chilena de perfil comercialista. Mientras para el caso de 
Argentina se rastrean la importancia de lo territorial en relación al territorio irredento de 
Malvinas (Benedetto, Rojo, Romero; 2010) así como las dificultades para la 
construcción de una identidad común que genere continuidad en la política exterior 
fruto de la disputa no resuelta de dos proyectos de nación. (Pignatta, 2010). 

 
Avances comparativos 

 
Consideramos que, antes de avanzar en el análisis comparativo sobre los 

resultados alcanzados, debemos recordar dos cuestiones vinculadas con la perspectiva 
teórico-conceptual de la investigación que aportarán sistematicidad a esta tarea. En 
primer lugar subrayar, una vez más, que si bien partimos de la aceptación de las fuerzas 
profundas y las ideas como factores que impactan sobre la identidad de manera  
prolongada, esto no significa desconocer que la identidad nacional es el fruto de un 
proceso socio-político intrínsicamente dinámico que puede enfrentar cambios de diversa 
índole e intensidad en el mediano o largo plazo. El segundo punto, se vincula con 
nuestra concepción mixta para explicar las relaciones internacionales y las políticas 
exteriores en tanto valoramos los factores ideacionales -en los que se concentró esta 
investigación- pero no desconocemos el peso de los factores materiales porque ambos 
existen y pujan en la política mundial. Esta característica también está presente en los 
procesos de construcción de las identidades nacionales apareciendo así fuerzas 
profundas y componentes identitarios ligados a los atributos materiales y otros nacidos 
de las ideas, las tradiciones y las culturas. Consecuentemente haremos referencia a los 
trabajos que se concentraron en: 1- los procesos generales o parciales de cambio en la 
construcción de la identidad nacional; 2- en las fuerzas profundas y componentes 
identitarios nacidos de la valoración de ciertos aspectos materiales y 3-  aquellos cuya 
base es ideacional. 

 
1- Identidad y cambio: construcción, ajustes y tensiones 

 
En el grupo de trabajos que privilegió el análisis de diferentes aspectos 

vinculados a los procesos de construcción o cambios parciales de los componentes de  
la identidad nacional, así como aquellas situaciones de tensión no resueltas entre 
modelos identitarios alternativos se sitúan los aportes de Miryam Colacrai (2010) en 
referencia a Chile; el de Natalia Ceppi (2010) sobre Bolivia; Gladys Lechini (2010) en 
referencia a Sudáfrica; Julieta Cortés (2010) en referencia a Brasil; el de Anabella 
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Busso (2008 b) sobre los cambios operados en las relaciones cívico-militares en Estados 
Unidos alterando uno de los componentes identitarios de este país, el de Gustavo Marini 
(2008) sobre la reacción de la cultura china frente a las invasiones extranjeras y el de 
María Eva Pignatta (2010) que analiza las tensiones entre modelos identitarios en pugna 
en Argentina.    

 
El caso de Bolivia constituye el ejemplo más claro de un proceso de 

construcción identitaria nuevo y dinámico en términos de los sujetos que lo 
protagonizan y los impacto sobre las políticas doméstica y exterior. Por tal motivo el 
trabajo se detiene en la descripción de esa dinámica interna a los efectos de mostrar, lo 
más claramente posible, las lógicas predominantes en dicho proceso. De acuerdo a 
Ceppi (2010) la Bolivia de Evo inició un arduo proceso de reestructuración que afectó 
no sólo las tradicionales condiciones socio-económicas vigentes, sino que también 
reflota el sentido de la pertenencia y de la identidad en virtud de lo étnico y de los 
denominados pueblos originarios. Además describe que esta sociedad de cambios se 
encuentra inmersa en una realidad tumultuosa y cargada de tensiones, donde la 
identidad se erige claramente como una construcción social constante, precisamente 
porque se encuentra sustentada por fuerzas profundas, que en ocasiones operan en 
silencio y otras, con resonancia. 

 
En ese contexto argumenta que la nacionalización de los hidrocarburos y el 

llamado a una nueva Constitución Política que concuerde más con la realidad del país, 
fueron las medidas gubernamentales que reactivaron las fuerzas profundas que parecían 
dormidas. Así, la cuestión étnica; el proceso de reorganización territorial –a través de 
las autonomías– y el control de los recursos naturales se presentan como las principales 
fuerzas que subyacen en las cuestiones identitarias nacionales. Dichas fuerzas profundas 
poseen la particularidad de encontrarse estrechamente interrelacionadas, ya que los 
conflictos por los recursos naturales y las autonomías indígenas y departamentales, 
están ampliamente influenciadas por una tensión constante: lo étnico y la mirada que se 
posee del otro. Es decir, que la complejidad del conflicto boliviano se establece a partir 
de una conjunción explosiva entre los intereses materiales y el ámbito de lo simbólico, 
teniendo en cuenta que a pesar de ser un país con mayoría poblacional aborigen, dichas 
comunidades han vivido históricamente marginadas y con grandes dificultades para ser 
incluidas como parte del todo. 

 
Evo Morales juró primeramente en las ruinas de Tiwanaku y un día después  

ante el Parlamento lo que constituyó un acto simbólico importante. Desde ese momento, 
la cuestión étnica se despertó para ir consolidándose paulatinamente como una fuerza 
profunda de la identidad nacional. En Tiwanaku, Morales recibió los atributos de mando 
de los pueblos originarios, demostrando que su gobierno daría los pasos necesarios para 
establecer un punto de inflexión en la relación representante-representado. Así, lo étnico 
logró traspasar el ámbito de lo simbólico para consolidarse en el accionar político 
poniendo en marcha sus promesas de campaña, es decir, el retorno del control del 
Estado sobre los recursos naturales y la aprobación de una nueva Constitución Política 
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que sea representativa de los intereses y demandas de la mayoría de la población. Sin 
embargo, las tensiones políticas y sociales ligadas a las ideas e intereses que cruzan la 
construcción identitaria de la Bolivia de Evo están aún presente en tanto el Otro –la élite 
que habita en los departamentos más ricos y pujantes- no se siente incluida y reclama, 
en cierta forma, que ahora ella es la que no forman parte del todo.  

 
A partir de una concepción dinámica de identidad y siguiendo la línea 

conceptual de Wendt sobre identidades múltiples el trabajo de Miryam Colacrai (2010) 
analiza la nueva construcción de la identidad chilena en un contexto de 
internacionalización, a la vez que reconoce la persistencia de una identidad 
territorialista. La autora fundamenta a lo largo de su trabajo que las modificaciones en el 
diseño de la economía chilena y en el modo de inserción internacional adoptadas desde 
los años de Pinochet, marcaron una línea de continuidad y profundización en los años 
noventa y se proyectaron como una política de estado en los períodos subsiguientes. Ese 
devenir implicó para Chile, la asunción de una personalidad o identidad cuyos rasgos se 
corresponden con los de un Estado-comercialista, según el concepto acuñado por 
Richard Rosecrance. De allí que la construcción de una inserción chilena exitosa en el 
mundo globalizado, ha sido traducida en calificativos como: Chile, país diferente, país 
ganador, país moderno, e incluso país modelo, utilizados por propios y ajenos. 

 
A través de la identificación y análisis de algunos enfoques académicos y 

políticos chilenos sostiene que existe una versión empresarial de la identidad chilena. 
Dicha versión encuentra asidero en los buenos resultados económicos, en variados 
ejemplos de su inserción internacional o en la ponderación de los factores 
institucionales. En este marco se conjugaron tres percepciones que contribuyeron a la 
construcción de esta  identidad. La primera marca la diferencia con el resto de América 
Latina, presentando un país de trazos fríos y europeos, lejos de tropicalismos; la 
segunda se basó en los éxitos o ganancias económicos, con una actitud dinámica y 
triunfalista; y la tercera, muestra un país eficiente con un desarrollo acelerado. 

 
La autora identifica otras opiniones que han criticado esta simplificación de la 

identidad chilena reconociendo que no hay una única visión ni construcción de la 
identidad en torno al componente empresarial y que existe un arco de posiciones 
ideológicas y políticas. Algunas de esas miradas rescatan la necesidad de recuperar una 
identidad latinoamericana anclada en una política de inserción regional; en tanto otras, 
hacen un reflujo interesante hacia la revalorización de los aspectos territoriales, sobre 
todo en cuanto a su potencial de recursos naturales y como una necesidad de preservar 
la seguridad. Sin embargo, Colacrai concluye que excepto aquellos que tienen una 
posición crítica respecto de la globalización y no adscriben a ella como una esencia de 
la nueva identidad chilena, existe una mayoría que –aunque con matices– identifica los 
importantes logros en la economía chilena desde los noventa como partes de su 
identidad actual. 
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El trabajo de Gladys Lechini (2010) sobre Sudáfrica aborda la complejidad de 
construir una nueva identidad multirracial. En este marco su estudio señala el 
componente multirracial de la identidad como el más nuevo y complejo a partir de las 
elecciones de 1994, mientras que la idea de Sudáfrica como una potencia regional que 
debe adecuar su política exterior a esa condición, aparece como una continuidad con 
etapas anteriores. La autora explica que durante la mayor parte de la historia de este 
país, el sistema del apartheid fue la justificación para que los blancos dominaran al 
resto. Luego de un largo proceso de luchas, en 1994 se produjeron las primeras 
elecciones democráticas multirraciales que dieron el triunfo al primer presidente negro: 
Nelson Mandela. Este fue el inicio de la construcción de un nuevo país, donde cada uno 
de los grupos raciales tuviera su lugar, a la vez que Sudáfrica –que había sufrido un 
proceso de aislamiento por su política de discriminación racial– volviera a ocupar su 
lugar en el concierto de naciones y en África. 

 
A pesar de las variadas políticas implementadas, entre ellas la de acción 

afirmativa aprobada en 1998 que apunta a promover el principio de igualdad tal cual es 
comprendido en la constitución sudafricana de 1996, este nuevo proceso de 
construcción y reconstrucción de la nación no puede considerarse acabado porque la 
transición hacia una sociedad multirracial es aún incompleta. Dicha construcción se 
enfrenta a una historia donde la convivencia racial fue muy difícil en tanto se promovía 
la aplicación de un sistema que clasificaba a los hombres por su color y que por su 
arraigo en ciertos sectores subyace a todo intento para crear un proyecto común. 
Consecuentemente, este nuevo proyecto nacional apunta a la construcción de una 
identidad inclusiva, resultante de un sentimiento colectivo que debe fortalecerse, por lo 
cual también se habla de “an unfinished sense of identity”. 

 
A pesar de los debates acerca de qué debe entenderse por identidad y de qué 

forma la misma se establece (espontáneamente o por imposición), existe consenso en 
torno al hecho que el estudio de la identidad resulta fundamental para la comprensión de 
las interrelaciones entre las experiencias individuales con los procesos políticos, 
sociales y culturales a nivel macro. En el caso sudafricano, pareciera que el proceso de 
construcción de la  identidad no se produce de arriba hacia abajo o viceversa, sino que 
ocurre de forma horizontal, a lo largo y a lo ancho de la nación. Si embargo, nada es tan 
simple como aparenta, ni es el resultado de un movimiento natural de reconciliación y 
de homogenización. El proceso no es lineal ni continuo, sino errático e irregular; todo 
está construido por los actores asociados en coaliciones de configuraciones variables, 
establecidas a todos los niveles de la sociedad y comprometidos como socios en 
negociaciones y transacciones permanentes (Darbon, 2006). El ejemplo de la bandera 
sudafricana, el preámbulo de la Constitución de 1996 o del himno nacional son notables 
ilustraciones de este hecho.   

 
Por otra parte, también se analiza que la creación de una identidad multirracial 

implica reconocer la variedad de culturas más allá de la diferencia tradicional entre 
blancos y negros del apartheid. En el período más reciente, lo que está en discusión es el 
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reconocimiento de la extraordinaria diversidad de posiciones subjetivas, experiencias 
sociales e identidades culturales que abarca la categoría “negritud”. Esta se ve 
esencialmente como un concepto construido política y culturalmente, que no puede 
basarse en un conjunto fijo de categorías raciales trans-culturales. La adaptación política 
mutua de las características (identidades) esencialmente humanas de las varias 
categorías de sudafricanos negros podría probar por consiguiente ser uno de los aspectos 
cruciales que determinen el futuro del país. 

 
En referencia a componentes de continuidad dentro del proceso de construcción 

identitaria, la autora destaca el rol de potencia regional / liderazgo regional que distintos 
sectores políticos, económicos y sociales nacionales le asignan a su país. Para ello 
recorre los contenidos,  dificultades e instrumentos de la política exterior sudafricana en 
su condición de potencia regional en distintas etapas históricas y concluye que si bien 
han existido variaciones en los instrumentos, ciertas complicaciones con respecto a la 
proyección hegemónica en África y cuestiones ligadas a la incorporación de intereses de 
sectores antes excluidos, la idea de que Sudáfrica es una potencia regional ha sido 
aceptada e, incluso, potenciada por la democracia multirracial. 

 
Julieta Cortés (2010) enfoca su trabajo sobre Brasil en el análisis de dos 

componentes identitarios que a lo largo de la historia del país transitaron de su 
condición de circunstanciales a permanentes: la tendencia a la solución pacífica de las 
controversias y la estrategia de diversificación de relaciones. Para ello la autora parte de 
la idea de que la conformación identitaria es un proceso que se ve influenciado por 
distintos contextos históricos y que los agentes políticos y sociales actúan de acuerdo a 
dichos contextos. A través de un recorrido detallado para cada uno de dichos 
componentes sustenta como los mismos pasaron de su condición de elementos 
circunstanciales a la de rasgos identitarios de la política exterior, debido tanto a su 
permanencia en el tiempo, como a la tarea de algunos diplomáticos como el Barón de 
Río Branco y, posteriormente, a la cancillería brasileña que consideró a estos elementos 
como principios insustituibles para diseñar la inserción internacional del país. Así, el 
cambio aparece ligado a los niveles de institucionalidad que lograron las dependencias 
burocráticas vinculadas a la política exterior y las prácticas por ellas generadas. 

 
En su repaso histórico Cortés señala que la intervención militar como solución 

de los conflictos fue un elemento que caracterizó su política exterior durante la época 
del Imperio (1822-1888). En este período, la mayoría de los litigios fronterizos y la 
imposibilidad de la libre navegación de los ríos alcanzaron una resolución a partir de la 
utilización de la fuerza. La percepción del Brasil Imperial era que los tratados 
internacionales eran perjudiciales a sus intereses y por eso la recurrencia a la guerra. 
Con el advenimiento de la República primero y luego con la llegada de Río Branco al 
Ministerio de Relaciones Exteriores se abandona la práctica anterior y se recurre a 
soluciones negociadas para superar los diferendos. Este cambio en el accionar brasileño 
se relaciona íntimamente con el contexto histórico. En un primer momento se 
consideraba que la solución pacífica de los conflictos era un factor circunstancial, 
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propio de la coyuntura en la cual Brasil debía dejar atrás los rasgos imperiales para 
pasar a convertirse en una República y mejorar su aceptación en el contexto regional, 
pero con el devenir del tiempo este comportamiento pasó a convertirse en un rasgo 
identitario de la política exterior brasileña. Mucho tuvo que ver en esto la presencia de 
Río Branco en el Ministerio de Relaciones Exteriores y la institucionalización de sus 
ideas. Desde el establecimiento de la República y hasta la actualidad, exceptuando la 
decisión participar en las dos guerras mundiales, Brasil consolidó su vocación pacifista, 
no sólo utilizando la diplomacia en los conflictos en lo cuales tuvo una participación 
directa, sino también actuando como mediador en algunos litigios y recurriendo a las 
instancias multilaterales en aquellos asuntos que afectaron a la paz y seguridad mundial. 

 
Por otra parte, la diversificación de las relaciones externas, espasmódicas, desde 

el surgimiento de la República hasta los años setenta por “la alianza no escrita con 
Estados Unidos”, fue consecuente con la defensa del interés nacional tendiente a ampliar 
la base de autonomía externa. A partir de ese momento y hasta la actualidad se intentó 
avanzar en relaciones complementarias, sin exclusiones pero de manera selectiva, 
consagrando el universalismo de la política externa. Si bien, a partir de la década del 
noventa se diagnosticó el agotamiento del modelo económico y se implementaron 
reformas propuestas por el Consenso de Washington, la diversificación de las relaciones 
externas continuó siendo un eje fundamental de la política exterior.  

 
La pretendida búsqueda de inserción internacional autónoma, a través de los 

años, obligó a la diplomacia brasileña a establecer y fortalecer vínculos con los distintos 
países, en las distintas regiones y en los más variados temas.  

 
El capítulo de Anabella Busso (2008b) sobre los cambios en las relaciones 

cívico- militares en Estados Unidos se concentra en el análisis de uno de los escasos 
componentes identitarios que enfrenta un proceso de cambio lento, pero persistente en 
el tiempo en el país de norte. Para ello la autora parte de la hipótesis de que en Estados 
Unidos existen fuerzas profundas que conforman su identidad nacional; que algunas de 
dichas fuerzas están compuestas por  elementos primigenios que han perdurado en el 
tiempo, mientras que otras nacieron ligadas a elementos circunstanciales que a lo largo 
de los años han tendido a consolidarse generando, en ambos casos, influencias sobre la 
política exterior. 

 
A partir de estos conceptos entiende a las relaciones cívico-militares como una 

fuerza profunda, cuyo nacimiento está ligado a elementos circunstanciales que se han 
consolidado. En este sentido, destaca que la sociedad americana y su clase dirigente 
eligieron en términos ideológicos a la supremacía civil como una opción que fortalecía 
y acompañaba otras fuerzas profundas como el liberalismo político y la 
institucionalidad democrática que el mismo entraña. Por otra parte, subraya que a 
medida que el poder estadounidense se fue incrementando desde finales del siglo XIX 
hasta nuestros días la relación entre política exterior y política de defensa se estrechó al 
punto tal de convertirse en insumos o partes de una única política pública. Dicho en 
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otras palabras, en Estados Unidos hablar de política exterior incluye tanto los temas 
político-económicos como los estratégico-militares. Consecuentemente, el control civil 
no sólo es significativo para la institucionalidad democrática, sino también para el 
diseño y ejecución de la política externa de ese país.  

 
Sin embargo, la supremacía civil como fuerza profunda constitutiva de la 

identidad político- institucional comenzó a ser desafiada por un proceso de cambio 
progresivo en el que, al entender de la autora, ha influenciado en forma significativa 
variables internacionales como el rol hegemónico de Estados Unidos a nivel mundial, 
variables ligadas a los procesos de toma de decisión y gestión desde la guerra de 
Vietnam y variables sociológicas que marcan una creciente alienación de los militares 
con respecto a la sociedad civil canalizada por una adopción de posiciones 
conservadoras que se distancian de la tradición liberal de la sociedad americana. Este 
desafío no se ha manifestado en la amenaza real de un golpe de Estado, como ha 
ocurrido por el deterioro de las relaciones cívico – militares en otros países, sino en un 
proceso de politización y posicionamiento partidario de los militares, que debilita el 
control civil desafiando ciento cincuenta años de actividad no partidaria de los oficiales 
estadounidenses. 

 
El supuesto de que la cultura china  es un componente identitario significativo es 

aceptado en numerosos estudios sobre la identidad de ese país. Sin embargo, el trabajo 
de Gustavo Marini (2008) argumenta que la cultura y, especialmente, la idea de 
superioridad cultural, fueron desafiadas en numerosas ocasiones a lo largo de la historia 
de ese país y que China pudo, con mayor o menor grado de éxito, adaptarse a los 
cambios culturales que le eran impuestos.  

 
El autor sostiene que desde sus orígenes se fue forjando en China el concepto de 

superioridad cultural el cual aparece como un elemento constitutivo primigenio de la 
identidad china que, a semejanza de otras grandes civilizaciones originarias como la 
griega o la egipcia, se expresa desde el centro hacia la periferia en la cual los pueblos 
del exterior son denominados como bárbaros. 

 
 Sin embargo, a lo largo del tiempo, la cultura sínica no constituye un 

todo único y cerrado, sino que se ha enfrentado a la necesidad de incorporar cambios ya 
sean producto del contexto internacional, como por ejemplo las sucesivas dominaciones 
extranjeras en los siglos X, XVII y XIX; de la economía como la revolución industrial 
del siglo XVIII; de cuestiones sociales como la explosión demográfica del siglo XIX o 
de la política, como la revolución política en su versión liberal –República de Sun Yat-
sen–, o en su versión marxista –República Popular de Mao– de mediados del siglo XX o 
la actual reinserción en el sistema económico y político internacional de finales del siglo 
XX y principios del siglo XXI.    

 
 Tales desafíos, tan contradictorios, variados y profundos generaron 

tensiones y, a su vez, impulsos reformadores que forzaron al máximo su conciencia de 
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identidad. “Adaptarse o desaparecer” fueron las opciones extremas que obligaron al país 
a ensayar transformaciones con distintas características y requerimientos, los cuales no 
siempre resultaron exitosos. Cada uno de estos momentos decisivos puede considerarse 
como ejemplos de procesos históricos que impulsaron esfuerzos modernizadores los 
cuales, a su vez, repercutieron en la política exterior. 

 
De los acontecimientos posibles a tener en cuenta, el trabajo de Marini (2008) 

nos propone analizar tres momentos particulares de la historia china caracterizados por 
la irrupción de otra cultura en la vida de ese país a través de la dominación extranjera y 
su impacto tanto en la identidad como en la política exterior china. En este sentido,  
destaca ciertas particularidades culturales que se adquirieron o desarrollaron en esos 
momentos específicos y que, al mismo tiempo, impactaron en la política exterior 
generando rasgos que pueden rastrearse hasta nuestros días. Dichos momentos son: el 
siglo X con la dominación mongol, el siglo XVII con la dominación manchú y el siglo 
XIX con la dominación occidental.  

 
El autor concluye que, en el caso chino, es importante destacar que el proceso de 

conformación del Estado nacional es previo a los tres casos de invasión extranjera que 
se analizan en el trabajo. De esta manera, la identidad recibe las influencias e incorpora 
los cambios en la propia cultura y en la forma de ser del Estado generando, 
simultáneamente, movimientos de redefinición y auto-descubrimiento frente a la 
amenaza de la dominación, los cuales finalmente desembocaron en una afirmación de la 
identidad china.  

 
El trabajo de María Eva Pignatta (2010) se inicia con la inquietud que generan 

las afirmaciones en torno a la falta de continuidad, inconsistencia e, incluso, ausencia de 
política exterior en la Argentina re-democratizada y los continuos anuncios de búsqueda 
de una nueva re-inserción internacional por parte de cada uno de los gobiernos que 
llegaron al poder a partir de 1983. En este contexto la autora señala que la inestabilidad 
político-institucional que caracterizó gran parte del siglo XX ha sido considerada como 
una explicación plausible para dar cuenta de las “inconsistencias” de la política exterior 
argentina y la consecuente necesidad de persistente búsqueda de una nueva inserción/ 
reinserción. 

 
Sin embargo, transcurridos más de veinticinco años desde los comienzos de la 

transición democrática, la continuidad institucional no ha conducido a un abandono por 
parte de los gobiernos de turno de la búsqueda de nuevas inserciones en el mundo para 
la República Argentina. Esta persistencia revela que la comprobación de la relación 
entre el carácter errático de la política exterior y la falta de continuidad institucional es 
insuficiente como relación explicativa de la inconsistencia y, por lo tanto, resulta 
necesario interrogarse sobre las condiciones de producción de las políticas exteriores. 
En el marco de esa indagación el trabajo plantea explorar aquellas fuerzas profundas y 
construcciones identitarias que a nivel doméstico han incidido en la conformación de 
determinadas políticas exteriores en la Argentina posterior a 1983. La hipótesis que guía 
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esta tarea afirma que las identidades en pugna resulta un factor clave para comprender el 
derrotero de la política exterior argentina. 

 
De manera consecuente con esta idea la autora distingue dos grandes identidades 

en conflicto que, no sólo tienen un carácter histórico, sino que perduran hasta nuestros 
días y son claramente identificables en los discursos de los presidentes argentinos. Una 
de ellas es la que destaca las ideas estructural-desarrollista y autonomistas, aplicadas en 
un contexto democrático y en un escenario internacional donde nuestro país es 
caracterizado como occidental, latinoamericano, no alineado y en vías de desarrollo. 
Siguiendo esta identidad se pensó la reinserción y se diseñó la política exterior en los 
gobiernos de Alfonsín y Kirchner. La otra visión sobre la identidad nacional revitaliza  
las interpretaciones que adjudican la génesis y desarrollo de la “declinación” argentina a 
la industrialización pensada en términos de mercado interno y cimentada desde la 
posguerra, contrastándola con la Argentina “abierta” de principios de siglo, la del 
modelo agro-exportador y la conexión especial con una gran potencia. Desde esta 
perspectiva  no sólo se legitimó el proceso de des-industrialización impuesto a partir de 
1976, sino que se pensó la nueva política exterior de los años noventa canalizada en las 
propuestas de reinserción de los gobiernos de  Menem y  De la Rua. 

 
En esta pugna identitaria observamos dos rasgos persistentes: el liberalismo 

económico asociado con una inclinación al alineamiento  y un desarrollismo vinculado a 
la búsqueda de autonomía. Estas fuerzas profundas, identificadas en forma no taxativa, 
se han hecho presentes en la vida política de la Argentina democrática, de diferentes 
formas y con diversas intensidades, combinaciones, contraposiciones, 
complementaciones; y de hecho moldeando e incidiendo de forma particular y 
diferenciada atendiendo a una combinación de otros factores en la política exterior 
argentina.  

 
Lo descrito hasta el momento nos permite afirmar que entre los casos estudiados  

Bolivia y Sudáfrica son los que más claramente muestran un proceso de construcción 
identitaria nuevo basado en la etnia y en la raza. Sin bien las tensiones entre los sectores 
en pugna no han sido resueltas en forma definitiva, desde la conducción política del 
proceso se observan diferencias. Mientras Mandela privilegió una estrategia de 
inserción de la comunidad blanca como necesaria para lograr la estabilidad política y 
avanzar en la construcción de una identidad común, en el caso de Bolivia la situación 
parece más compleja. Esto  se debe a que las modificaciones constitucionales llevadas 
adelante por el presidente Morales se basan en un reconocimiento cultural, político y 
económico a los sectores étnicos tradicionalmente excluidos lo que es interpretado 
como una exclusión por los sectores históricamente dominantes en Bolivia. A su vez, la 
actitud de estos últimos no aporta a la construcción de una nueva identidad común, sino 
que amenaza con la secesión. 

 
Por otra parte, si bien el caso de Chile es presentado como un proceso de 

conformación identitaria nueva que se consolida en los noventa y el de Argentina como 
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uno de tensión permanente no resuelto, ambos poseen contenidos en común. Dicho en 
otras palabras, los dos países transitaron por la misma propuesta identitaria sobre finales 
del siglo XX. Sin embargo, en el caso de Chile la propuesta liberal-comercialista 
heredada del período autoritario no fue impugnada en forma mayoritaria logrando 
consensos significativos al interior de la clase política y de la sociedad a punto tal de 
convertirlo en un eje diferenciador con el “otro” que, junto a su institucionalidad, le 
permitió sustentar un nuevo proyecto identitario con fuerte impacto en su estrategia de 
inserción internacional. En cambio en el caso argentino el proceso de redemocratización 
no supuso la adhesión al modelo neoliberal en forma consensuada, sino que el mismo 
tuvo períodos de aceptación y períodos de fuerte rechazo continuando la disputa 
histórica y explicando en parte las disrupciones en la política exterior. 

 
Los ajustes al proceso identitario de Brasil en torno a la tendencia hacia la 

solución pacífica de las controversias y la estrategia de diversificación de relaciones se 
fueron consolidando, tanto en términos de lo que ellos significan por si mismos como en 
referencia a su traspaso de condición de circunstancial a permanente, de forma gradual y 
consensuada. Quizás parte de la explicación de esta forma acordada de modificación de 
ciertos componentes del proceso identitario con impacto en la política exterior se 
vincula con que el mismo fue acompañando los distintos contextos históricos, los 
cambios del sistema político de Imperio a República  a la vez que contó con actores que 
lo lideraron y fomentaron su institucionalización. 

 
El caso chino implica un proceso de ajuste y adaptación de la variable cultural 

en el marco del proceso identitario. Si bien la idea de ajuste y adaptación es coincidente 
con el caso brasileño, las diferencias radican en la temporalidad del fenómeno (el 
proceso puede rastrearse en China desde el siglo X) y en la magnitud del impacto del 
ajuste, en tanto los mismos fueron fruto de guerras/invasiones. Por último, es de 
destacar que, aunque parezca contradictorio, los movimientos de redefinición y auto-
descubrimiento de la cultura china frente a la amenaza de la dominación desembocaron 
finalmente en una afirmación de la identidad nacional de ese país la cual, en nuestros 
días, se proyecta sobre su política exterior. 

 
 Las transformaciones en el marco de las relaciones cívico-militares en 

Estados  Unidos también muestran un proceso de cambio parcial en la constitución de la 
identidad estadounidense en tanto refiere a un único componente identitario. Sin 
embargo el impacto de dicho cambio sobre la política exterior es muy significativo.  Por 
otra parte, es importante hacer notar que en este caso particular la dimensión sociológica 
de cambio no sólo modifica la relación de los militares con los políticos, sino con la 
sociedad toda. A pesar de ello, hasta el presente la percepción del cambio y sus 
consecuencias se concentran en la comunidad política y académica pasando más 
inadvertido para la sociedad en su conjunto. 
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2- Identidad y componentes materiales  
 
A continuación realizaremos, desde una perspectiva comparativa, un repaso de 

las fuerzas profundas y los componentes identitarios ligados a los atributos materiales 
que han sido trabajados por los distintos autores. Dicha comparación no abarca el total 
de fuerza y componentes abordados en ambos tomos, sino sólo aquellos que se han 
repetido en más de un caso.   

 
Dentro de las fuerzas profundas de origen material varios trabajos hacen 

referencia a la construcción de visiones que reivindican o valoran especialmente la 
dimensión territorial. En este sentido, el territorio y su defensa no son sólo parte 
significativa de la identidad nacional de ciertos estados, sino que se constituyen en un 
tema central de su política exterior. Sin embargo, desde una perspectiva comparativa es 
necesario subrayar que los sentidos y las connotaciones otorgadas a lo territorial varían 
significativamente en cada uno de los casos analizados. Podemos señalar que el 
recorrido por estos casos nos indica que la autopercepción respecto al propio territorio 
que poseen tanto la sociedad como los gobiernos no se corresponde necesariamente con 
su magnitud. Así naciones con grandes territorios como el caso ruso no lo han percibido 
necesariamente como una fortaleza, mientras que otros de dimensiones pequeñas o 
formas geográficas desventajosas como Chile lo abordan como un aspecto positivo.   

 
Como se argumenta en el capítulo referido a Malvinas (Benedetto, Romero, 

Rojo: 2010) las naciones surgidas del Virreinato del Río de la Plata emergen de la 
exaltación de las diferencias con territorios vecinos con los cuales se compartía tanto un 
origen en común, como una lengua y una religión. La definición del territorio nacional 
fue un elemento indispensable para el surgimiento de la nacionalidad en tanto permitió 
manifestar la diferenciación necesaria para la autodefinición. De este modo, la defensa 
de la integridad territorial se transformó en un valor propio y primigenio de la 
nacionalidad. La historia de desmembramiento de la cual surgieron los estados de 
América del Sur elevó la territorialidad como valor simbólico. 

 
Esta característica explica parcialmente porque los países sudamericanos 

incluidos en esta investigación han subrayado entre sus componentes identitarios 
diferentes interpretaciones sobre el territorio.  

 
Tal como lo sostuvimos más arriba Colacrai (2010) y Colacrai- Lorenzini (2010) 

afirman que en el caso de Chile lo territorial adquiere un sólido vínculo con factores y 
visiones geopolíticas las que por ejemplo reivindican su condición de potencia marítima 
y de ahí su convicción de destino manifiesto. Esta impronta de Estado territorialista se 
encuentra presente en sus relaciones vecinales, donde se destacan las dificultades 
nuevas y viejas en la relación en clave territorial con Bolivia y Perú. La asignación de 
cualidad marítima a Bolivia –como se ha dado en llamar más recientemente a la 
concesión que pueda hacerse desde Chile–  sin que ello signifique otorgarle soberanía, y 
la disputa que ha ido creciendo con relación a los espacios marítimos con Perú, que 
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condujo a que las autoridades peruanas decidieran presentar la cuestión ante el Tribunal 
de La Haya, constituyen los nudos de la vigencia de una identidad territorialista. 

 
También en el caso argentino se advierte una apelación al territorio, más 

precisamente a parte de él, como un elemento irredento, tal la percepción respecto a 
Malvinas, que ha adquirido un valor simbólico pétreo de carácter colectivo al que 
sucesivos gobiernos han debido respetar, al menos discursivamente. En este marco, el 
trabajo de Benedetto, Romero y Rojo (2010) analiza cómo en la década de los `90 el 
gobierno argentino privilegió una postura ideológica y una interpretación del contexto 
internacional que impulsaron de facto a un abandono de los reclamos de soberanía en 
términos de relaciones bilaterales con Gran Bretaña pero, a su vez, se vio obligado a 
mantener dicho reclamo en el discurso doméstico porque la cuestión Malvinas es un 
elemento de política exterior fuertemente arraigada en la conciencia colectiva nacional 
y, por lo tanto, difícil de desarticular. Su persistencia en el tiempo no sólo responde a 
que existen argumentos que favorecen el reclamo argentino, sino que también, el mismo 
está sustentado en un fuerte sentimiento colectivo que fue moldeado a partir de la idea 
de rechazo al colonialismo y a la centralidad que tuvo la integración territorial en el 
proceso de conformación de la identidad nacional. 

 
Otro ejemplo que asigna al componente territorial un rol de reivindicación, pero 

con sentidos distintos a los referenciados en párrafos anteriores, aparece en el abordaje 
del caso boliviano. A lo largo de la historia de este país el reclamo sobre la recuperación 
de una salida al mar aparece como una constante que, aunque con diversa intensidad, ha 
permanecido desde finales de la guerra del Pacífico hasta nuestros días y puede ser 
identificado en la misma línea de análisis de Malvinas, es decir como un sentimiento 
colectivo sobre la necesidad de integrar el territorio que, aunque no fue avasallado vía 
una política colonial, fue alterado como fruto de una guerra perdida. Consecuentemente 
el impacto de esta temática sobre la política exterior ha sido significativo y de largo 
plazo. Sin embargo, el estudio de Natalia Ceppi (2010) pone de manifiesto otro aspecto 
de la relación entre el territorio y la identidad boliviana que se circunscribe al ámbito 
doméstico impactando sobre el actual proceso de construcción  identitaria en la llamada 
“Bolivia de Evo”. En este marco, como afirma la autora, además de centralidad de la 
cuestión étnica, el proceso de reorganización territorial –a través de las autonomías– y el 
control de los recursos naturales se presentan como las principales fuerzas que subyacen 
en las cuestiones identitarias nacionales. En ese país el vínculo de las comunidades 
indígenas con la tierra adquiere una connotación de identidad ancestral que lo torna 
inescindible de esos grupos humanos. En nuestros días, la innovación sobre este lazo 
ancestral deviene del reclamo de los indígenas por la utilización autónoma o el control 
de los recursos naturales que el territorio contiene. Empero, este proceso reivindicatorio 
tiene impacto directo sobre la configuración de fuerzas políticas y la estabilidad interna 
en tanto otros sectores sociales reclaman para sí el uso y usufructo del territorio y sus 
recursos. Si bien la nacionalización de los recursos materiales y la aprobación de una 
nueva constitución fueron los escenarios donde la tensión, e inclusive la violencia, se 
hicieron presentes no podemos perder de vista, como afirma Ceppi, que estas luchas 
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materiales se encuentran influenciadas por dos visiones diferentes de país que 
conforman las dos identidades que lo han movilizado: el altiplano indígena, agricultor y 
cocalero y la elite de la media luna rica, “pujante y progresista”.  

 
Entre las especificidades que forman la identidad de Brasil los académicos, los  

políticos y la sociedad toda destacan la localización geográfica en el mundo y la 
importancia de su territorio, hoy uno de los aspectos materiales más ligados a la política 
exterior de ese país. A lo largo del trabajo de Pereyra Doval (2010) se puede entender 
cómo la conformación del territorio brasileño estuvo ligada a mitos coloniales y luego 
nacionales que identificaban a Brasil con el Paraíso Terrenal, El Dorado, la ciudad 
submarina de esmeralda y establecieron una relación entre una geografía rica y variada 
con un rol providencial del país. Así, el  Paraíso Terrestre fue caracterizado como el 
Jardín Perfecto: vegetación lujosa y bella (flores y frutos perennes), fieras dóciles y 
amigas (en profusión inigualable), temperatura siempre amena (“ni muy frío, ni muy 
caliente”, repite toda la literatura), primavera eterna contra el otoño del mundo del que 
se hablaba al final de la Edad Media, refiriéndose al sentimiento de declinación del 
viejo mundo y a la esperanza de restitución del origen, ideas vigorosamente retomadas 
por el Renacimiento cuando se elaboraron las utopías de ciudades perfectas guiadas por 
el Sol.  

 
La visión edénica de la nueva tierra fue reiterada por portugueses, brasileños y 

extranjeros, hasta que se convirtió en un importante ingrediente del imaginario nacional 
y se entremezcló con una visión providencial sobre Brasil. Así parte de literatura 
mostrará a partir de la idea de que Portugal era el Sujeto y el Objeto de las grandes 
profecías, cual era el lugar de Brasil en el plano de Dios. En palabras de Vieira  Brasil 
fue profetizado por Isaías como hecho portugués y, consecuentemente, si el pasado de 
Portugal era brillante y su futuro como nación universalizadora del catolicismo también 
lo sería, Brasil quedaba, en este caso, como condición y parte integrante de este Plan 
Divino. Simâo de Vasconcelos también contribuyó al imaginario colectivo de Brasil 
cuando quiso comprobar que Brasil era el paraíso en la tierra.  

 
Si bien en el caso de Estados Unidos el tema territorial no es tratado en forma 

particular corresponde señalar que Busso (2008a) reconoce la búsqueda de un territorio 
nacional de características continentales como un componente identitario primigenio en 
la historia de este país. Asimismo, en el trabajo se detalla el rol que le cabe al territorio 
como parte del excepcionalismo estadounidense. En ese sentido se destacan dos 
aspectos importantes y que, en cierta forma, mantienen un paralelismo con el caso 
brasileño. El primero se vincula con el llamado componente ambientalista del 
excepcionalismo. Esta mirada se articula a partir de la idea de que el territorio 
norteamericano ofrecía desde los inicios condiciones ambientales que facilitaron la 
prosperidad individual y colectiva y que dieron marco al surgimiento de una nación 
nueva dotada de todo lo naturalmente posible para garantizar un éxito que la ubicaría 
como centro de irradiación de una nueva cultura universal. Además, esta prosperidad 
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ligada a la geografía está en estrecha conexión con la ausencia de las clases sociales en 
sentido europeo porque permitió un desarrollo más equilibrado entre sus habitantes. 

 
La incorporación de la variable ambiental como causa del excepcionalismo 

datan del período colonial, especialmente del siglo XVIII, cuando se convirtió en un 
cliché denominar a Virginia, o a Pensilvania, “the best poor man´s Country in the 
World” . También para Jefferson Estados Unidos era excepcional en el sentido expuesto 
ya que consideraba que la flora y la fauna de dicho país eran diferentes, y hasta 
superiores, a la de otros lugares. Dicho padre fundador estimaba a la agricultura como la 
profesión ejemplar de Estados Unidos y argumentaba que la disponibilidad de tierras en 
ese país y la ausencia de una aristocracia producirían un nuevo tipo de granjero, uno 
norteamericano, que diferiría del típico campesino europeo. 

 
La segunda lectura es la que vincula el territorio con la idea providencial de 

pueblo elegido. Bajo esta visión Kammen se pregunta: ¿Quién hubiera imaginado tal 
clima templado, tal tierra fértil, tales cosechas tan abundantes? Dicho mito reforzó la 
creencia originaria de que Estados Unidos estaba predestinado a ser una Nueva 
Jerusalén, un sitio especialmente favorecido por Dios, quizá el mismo lugar que Él 
había elegido para iniciar el Reino de Cristo. Jonathan Edwards creía que Estados 
Unidos tenía un destino espiritual único, y que el milenio comenzaría en Nueva 
Inglaterra, lo cual tuvo implicancias seculares de auto-confianza durante la era 
revolucionaria y la joven república. 

 
De acuerdo a Graciela Zubelzú (2008a) la extensión territorial continental de 

Rusia ha actuado paradójicamente reforzando la idea de vulnerabilidad. La mayor 
unidad política mundial de la actualidad se expandió territorialmente durante los siglos 
con movimientos de avance, alternados con unos pocos de repliegue, que llevaron a la 
conformación de las fronteras imperiales/soviéticas. Aunque acotada a los límites de un 
enorme Estado-nación (1991), la Rusia contemporánea se enfrenta con su propia 
debilidad por las dificultades de controlar su vasto territorio por diversos factores tales 
como la persistencia o  profundización de problemas como el crecimiento demográfico 
negativo, un clima hostil al que aún los adelantos tecnológicos no pueden neutralizar y 
las enormes inversiones en infraestructura que se requieren. Así contradictoriamente los 
pro y contras de contar con una enorme extensión territorial muchas veces inclinan la 
balanza hacia percepciones negativas en torno a la idea de un país sitiado o amenazado 
por competidores tecnológicamente más avanzados (Ártico) y por vecinos de mundos 
en turbulencia (los países musulmanes), y de crecimiento y demografía apabullantes 
(especialmente China).  

 
 El capítulo de Carla Oliva (2008) destaca que la experiencia histórica de 

China está signada por la búsqueda de la unidad territorial y política, materializada en la 
creación del Imperio. En efecto, las diferentes dinastías buscaron constantemente la 
expansión y el control territorial de las zonas habitadas por minorías nacionales. Esa 
política de extensión del dominio se lleva adelante a través de la fusión de las diferentes 



 

 

233 

élites y mediante el empleo de fuerzas militares. Sin embargo, a pesar de las 
aspiraciones unificadoras de muchas dinastías, los enfrentamientos, tensiones y 
levantamientos contra el poder central se prolongan a lo largo de la experiencia histórica 
de la China milenaria por la confluencia de tendencias centrípetas y centrífugas. El 
control del extenso territorio chino mantiene su centralidad pese al quiebre del régimen 
político en 1911, cuando la República sustituye al Imperio y, posteriormente, con la 
adopción de un nuevo régimen político a partir de la proclamación de la República 
Popular en 1949. Actualmente en el plano externo, la búsqueda de la unidad territorial y 
política se proyecta a través de la defensa de los principios de soberanía, integridad 
territorial y no intervención en los asuntos internos de los Estados. De esta manera, la 
unidad territorial y política, como elemento primigenio constituyente de la identidad 
china, opera sobre la dimensión político-diplomática de su política exterior. La defensa 
de dichos principios de derecho internacional está directamente asociada a la 
problemática interna, en tanto la integridad territorial china tiene su talón de Aquiles en 
las presiones separatistas provenientes de Xinjiang y el Tíbet y en las pretensiones 
independentistas de algunas élites políticas de Taiwán. Estas tres cuestiones constituyen 
el eje de las preocupaciones chinas en torno de su integridad territorial en nuestros días. 

 
3- La fuerza de las ideas en la composición de la identidad 

 
Aunque con variantes, entre las fuerzas ideacionales que aparecen en los 

distintos casos estudiados se destaca el excepcionalismo. Estados Unidos, Rusia, Brasil 
y Chile hacen referencia a este componente como un dato importante de su identidad 
nacional y con capacidad de impactar sobre la política exterior.  

 
De acuerdo a los resultados relevados en esta investigación entre el conjunto de 

fuerzas persistentes, la idea de excepcionalismo ha estado y permanece presente en la 
identidad nacional y en el discurso político de varios estados, pero principalmente, 
aunque no exclusivamente, en aquellos que han desempeñado el rol de actores 
importantes por su condición de imperios, grandes potencias, potencias regionales o 
potencias emergentes en el sistema internacional. Aunque las razones del 
excepcionalismo que los estados se autoadjudican varíen, así como también su uso 
político, el concepto se relaciona con otros como el mesianismo. Ambos conceptos 
comparten la idea de contar con un acervo o patrimonio cualitativamente distinto y 
superior al de otros pueblos y países. Sin embargo, el segundo concepto incluye o 
supone una actitud más proactiva y una firme convicción en la necesidad de actuar en 
pos de la conversión del Otro (Zubelzú, 2008a).  

 
En el caso de los Estados Unidos, Anabella Busso (2008a) identifica al 

excepcionalismo como el componente identitario más importante entre todos los 
estudiados para ese caso. Esa importancia está vinculada al hecho que dicho 
componente es fundacional, primigenio y subyace y abarca a otros rasgos de la 
identidad nacional estadounidense, generando un fuerte impacto en la política exterior 
de ese país en tanto se convirtió en la “ideología” rectora de gran parte de las 
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administraciones que gobernaron a Estados Unidos desde su conformación como 
Estado-nación. Analizado desde los estudios de Tocqueville, el excepcionalismo 
estadounidense incluye componentes políticos-ideológicos, ambientales-geográficos y 
religiosos. Consecuentemente, la idea de que se había creado un sistema político nuevo 
y ajeno a los errores del viejo mundo, que las condiciones geográficas favorecían las 
posibilidades de desarrollo y de ascenso social más que en cualquier otra parte del 
mundo y, finalmente, el supuesto compartido por los colonos puritanos de que las trece 
colonias y sus habitantes eran un territorio y un pueblo elegido son rasgos básicos de las 
distintas dimensiones del concepto de excepcionalismo vigente en Estados Unidos. 

 
De la misma manera que lo acontecido en Rusia el excepcionalismo 

estadounidense ha tenido versiones más mesiánicas ligadas al componente religioso y 
otras más laicas ligadas al componente político. La idea de que Estados Unidos tiene 
una misión divina, una tarea de Estado Cruzado, y que su existencia como país se 
identifica con la existencia del “bien” que debe luchar contra el “mal”, coexiste con una 
lectura laica que destaca la superioridad de las instituciones y los valores 
estadounidenses como el modelo más apto a ser imitado por el resto del mundo. Si bien 
ambas visiones discrepan en los instrumentos y modos para expandir el modelo, existen 
simultáneamente y descansan en un sentimiento común: el deber americano de liderar el 
mundo hacia lo que ellos consideran las mejores formas de relaciones políticas, 
económicas y sociales. Consecuentemente, como afirma Hoffman (2005) si bien cada 
nación tiende a verse a sí misma como única, sólo algunas como Francia y Estados 
Unidos se consideran excepcionales por la universalidad de sus valores, pero 
únicamente Estados Unidos ha intentado desarrollar políticas exteriores que reflejan este 
excepcionalismo. 

 
Este conjunto de características ha generado que algunos términos como 

excepcionalismo, americanismo y mesianismo hayan sido utilizados, en numerosas 
ocasiones a través del tiempo, como sinónimos. Así la excepcionalidad fue y es aún 
entendida como parte de la condición de ser americano, mientras que la idea de 
excepcionalismo como misión providencial fue con el paso del tiempo compartiendo su 
espacio con el abordaje laico del mismo pero, a diferencia del proceso ruso, no fue 
superada, sino que su vigencia se extiende hasta la actualidad. 

 
En el caso Ruso el excepcionalismo es identificado por Graciela Zubelzú 

(2008a) como una fuerza profunda que ha ido variando de contenido según distintos 
períodos de su historia. En algunos de ellos se basó en una superioridad moral, en otros 
en una misión espiritual respecto a otros pueblos menos afortunados. Incluso para 
algunos pensadores a partir de la constitución de la URSS el internacionalismo 
destinado a proclamar la superioridad del modelo socialista, repitió pautas de conductas 
misionales bajo formas seculares que paradójicamente consideraban a la religión el opio 
de los pueblos.  
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La idea de superioridad y excepcionalismo que se evidencia en el reclamo de ser 
un pueblo elegido durante un prolongado período de la historia rusa, tuvo un contenido 
religioso. Hacia el siglo XIX los eslavófilos comenzaron a desarrollar formas seculares 
del mesianismo. Así, la aún joven, enérgica y omnicomprensiva cultura rusa fue 
contrastada con la cultura materialista, corrupta y racionalista de Europa, la cual tendría 
que volver hacia Oriente para regenerarse.  

 
En la actualidad la vigencia del excepcionalismo parece concentrada 

especialmente entre los intelectuales, tanto de derecha como de izquierda, quienes 
comparten la creencia y el orgullo de Rusia como un gran poder con una especial 
misión en el mundo. Además, la autora destaca que para una comprensión adecuada  de 
este rasgo identitario resulta conveniente diferenciar los términos mesianismo y 
excepcionalismo en tanto queda claro que el mesianismo tiene un componente religioso, 
en tanto el excepcionalismo invocado hoy por los rusos se apoya en rasgos seculares y 
culturales.  

 
En el caso de Brasil la idea subyace tanto en la excepcionalidad de su territorio –

como vimos más arriba- como en los componentes de su nacionalidad que le permiten 
pensar en que la grandeza es sólo brasileña. En su recorrido sobre la identidad de Brasil 
Pereyra Doval (2010) realiza un repaso de la obra de Alfonso Celso la cual sostiene que  
existen varios motivos para probar la superioridad de Brasil, distribuidos entre la 
naturaleza, el pueblo y la historia. En referencia a la naturaleza destaca: la extensión 
territorial; la belleza incomparable del país, atestada de viajantes y poetas que cantan 
alabanzas; la variedad y amenidad del clima. Por el lado de la población o del tipo 
nacional, considera que la superioridad de Brasil está dada por la excelencia de los tres 
elementos que entraron en la formación del tipo: belleza, fuerza y coraje de los indios; 
afectividad, estoicismo, coraje y laboriosidad del negro; bravura, brío, tenacidad, unión, 
filantropía, amor al trabajo y patriotismo del portugués. Asimismo considera que el 
mestizaje brinda al carácter nacional, diez particularidades que lo diferencian de otros 
pueblos: sentimiento de independencia; hospitalidad; afección al orden, a la paz y al 
progreso; paciencia y resignación; dulzura y desinterés; escrúpulos en el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas; espíritu extremo de caridad; accesibilidad; tolerancia o 
ausencia de preconceptos de raza, color, religión, posición social; y honradez en el 
desempeño de las funciones públicas o particulares. Posteriormente, por el lado de la 
historia se marcan tres motivos de la superioridad brasileña: Brasil nunca sufrió 
humillaciones, pues nunca fue derrotado en guerras y batallas y, cuando hubo alguna 
derrota, no fue definitiva. Procedió siempre con caballerosidad y dignamente con los 
otros pueblos, pues no desafió a nadie a la guerra y sólo fue a la guerra si fue provocado 
o llamado a auxiliar a un país amigo. Finalmente, el último motivo de ufanismo son “as 
glórias a colher nele”, esto es, todo lo que el país, por su naturaleza, por su tipo humano 
y por su historia ofrece a los estudios de los naturalistas, antropólogos e historiadores, 
además de material inagotable para las artes y la literatura. Ese ufanismo intelectual 
podría parecer un tanto dislocado, si se compara a la envergadura de los motivos 
anteriores. Sin embargo, una vez más esto también corresponde a un requisito del 
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principio de nacionalidad, cual es, que sólo es una nación aquella que posee una elite 
cultural solidamente establecida. 

 
En el caso de Chile la mención al excepcionalismo aparece como un dato más 

actual en tanto este es fruto de una construcción identitaria de las últimas décadas. 
Como señala Colacrai (2010) la versión empresarial de la identidad chilena descripta 
más arriba encuentra asidero en los buenos resultados económicos, en los variados 
ejemplos de su inserción internacional y en la ponderación de los factores 
institucionales consolidados en los noventa. Como consecuencia de estas características 
ha circulado la percepción de que Chile constituye un país excepcional en términos 
comparados con el resto de sus vecinos, quienes viven situaciones más inestables o de 
menor calidad institucional. 

 
Otro componente ideacional que fue identificado como significativo a lo largo 

de distintos trabajos es la religión. Con diferente intensidad e impacto sobre la identidad 
y la vida política nacional, lo casos de Rusia, Estados Unidos, Irán, Irak y Afganistán 
muestran la importancia de esta cuestión. 

 
El artículo de Marta Cabeza (2008) analiza de manera específica el rol de la 

Iglesia Ortodoxa en la Rusia post soviética destacando tanto su importancia para la 
sociedad como su influencia en la política exterior de ese país. El análisis muestra a la 
religión ortodoxa como una fuerza profunda que conforma la identidad nacional desde 
la época zarista hasta la actualidad y que superó los avatares sufridos en la etapa 
comunista atea. Además, plantea como particularidad del caso Ruso que en la actualidad 
la Iglesia Ortodoxa se presenta muy cercana al Estado, aun cuando la Constitución 
afirma que Iglesia y Estado deben estar completamente separados. Esta influencia llega 
hasta la concepción rusa de seguridad nacional que incorpora la espiritualidad rusa 
como un elemento que guía su accionar internacional. 

 
De manera más específica el recorrido desarrollado por la autora se inicia con 

preguntas tales como: ¿son los rusos profundamente religiosos?; ¿cuáles son las pruebas 
actuales de esta religiosidad?; ¿cómo se articulan los sentimientos religiosos con la vida 
pública luego de décadas donde el Estado promovió lo secular y consideró a lo religioso 
como enemigo de la libertad de los pueblos? y, finalmente, ¿cómo afecta esto en la 
identidad rusa? 

 
Para responder estos temas hace un breve recorrido sobre la importancia de la 

Iglesia Ortodoxa durante el imperio zarista y la persecución a la misma en el escenario 
revolucionario de 1917 en el que identifica a la religión ortodoxa como un antecedente 
identitario primigenio que fue oprimido, vía una fuerte política atea y la búsqueda de 
una sociedad secularizada, durante el comunismo. Sin embargo este escenario muestra 
cambios significativos en la Rusia post-soviética que se enfocan hacia una recuperación 
de la religión como factor identitario. 
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Sin embargo la autora destaca que las tendencias referidas a la religiosidad rusa 
no son lineales ni completamente consistentes ya que vemos que, a pesar del 
resurgimiento religioso pos comunista, la sociedad rusa es descrita por los analistas 
como ampliamente agnóstica. Si bien la proporción de rusos que se declararon 
religiosos creció del 25 % al 62 % desde 1985 al 2004, el porcentaje de creyentes 
practicantes que asiste a las iglesias permanece bajo. Esto se explicaría porque la 
religión frecuentemente se percibe como parte del ambiente cultural tradicional y como 
un componente de la identidad étnica, más allá de su práctica activa. Aún así, lo que 
parece innegable es que la identidad religiosa y las organizaciones religiosas tienen un 
rol creciente en los asuntos sociales y políticos del país. Esto confirmaría la función de 
la religión como fuerza profunda que delinearía las características del pueblo ruso. 
Además, desde lo institucional la Iglesia Ortodoxa rusa goza del crédito y de la 
confianza  tanto de la población religiosa como agnóstica. 

 
En referencia a la relación entre Estado e Iglesia Ortodoxa la autora subraya que 

esta se ha consolidado en el escenario postsoviético, más allá de la separación 
establecida por la constitución,  y describe una serie de acontecimientos que confirman 
su  afirmación. Entre ellos se destacan: a- la aprobación de una ley durante el gobierno 
de Yeltsin en 1997 que suprimió la igualdad de todas las religiones y poniendo a la 
Iglesia Ortodoxa en la cumbre; b- el pedido de bendición de Vladimir Putin en 1999 al 
patriarca Alexy II para servir como el líder temporal hasta las elecciones presidenciales 
correspondientes; c- los contactos regulares de Putin con la Iglesia a la que considera 
“con un papel supremo para preservar los pilares morales de la sociedad” , d- el  
anuncio que el gobierno ruso devolvería las tierras que fueron expropiadas a la Iglesia 
Ortodoxa rusa después de la revolución bolchevique.   

 
Por otra parte el énfasis puesto en la espiritualidad rusa aparece ligado al nuevo 

concepto de  seguridad nacional. Putin relacionó el interés nacional del país en mantener 
el estado espiritual y moral de la población con la necesidad de contrarrestar los 
impactos negativos de las organizaciones religiosas extranjeras. El énfasis puesto en el 
supuesto peligro de la expansión religiosa-cultural es significativo porque muestra una 
estrecha conexión entre la religión, la cultura y la nacionalidad y acentúa el rol central 
de la religión tradicional en la cultura rusa y el orden social. 

 
Más allá de estas limitaciones, parecería que hay compatibilidad entre el poder 

político y el poder eclesiástico: primero Putin y luego Medvedev han encontrado en la 
Iglesia Ortodoxa Rusa la legitimación de una política conservadora de la que podrían 
inferirse consecuencias en la política exterior. 

 
El trabajo de Anabella Busso (2008a) subraya que en el proceso de construcción 

de la identidad colectiva estadounidense la religión fue -y aún es- un elemento 
primigenio que ha tenido un peso significativo en la cultura política de esa nación donde 
las consideraciones de orden religioso se interrelacionan con otros factores identitarios. 
El excepcionalismo americano recibió la influencia originaria de las creencias 
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calvinistas de los colonos; la disputa entre la tradición liberal y la conservadora es, en 
parte, explicada por las diferencias en torno a rol de la religión y, finalmente, a pesar de 
los desacuerdos entre aislacionistas e internacionalistas existe tanto en unos como en 
otros sectores que justifican sus acciones en la idea de superioridad proveniente de la 
noción de la América providencial. 

 
Históricamente, a comienzos del siglo XVII un grupo de ingleses se 

establecieron en Massachusetts y luego en Connecticut con el fin de constituir allí una 
colonia cuyo gobierno debía apegarse estrictamente a los fundamentos de la moral 
cristiana, instituyéndose de manera informal una teocracia (Guerrero Yoacham y 
Guerrero Lira, 1998: 31). A criterio de estos pioneros, dichos principios habían sido 
dejados de lado en Inglaterra por la negligencia y la corrupción de las autoridades 
políticas y religiosas. Como señala Tocqueville (1987: 57) los “emigrantes o, como 
ellos se llamaban a sí mismos peregrinos, pertenecían a esa secta de Inglaterra a la cual 
la austeridad de sus principios le habían dado el nombre de puritana.” No eran 
considerados “...una porción de aventureros que van a buscar fortuna allende los 
mares...”, sino “la simiente de un gran pueblo que Dios va a depositar en sus manos en 
una tierra predestinada”. Así, uno de los propósito de los Puritanos al aventurarse al 
Nuevo Mundo habría sido, justamente, el de fundamentar un Mundo Nuevo a partir de 
los preceptos bíblicos en su versión calvinista.  

 
En la percepción de los colonos, sus espíritus fueron seleccionados por Dios para 

instituir un nuevo orden mundial. Consumada la independencia en 1776, dicha 
percepción sustentó en gran medida la “doctrina de las esferas” y una política neutralista 
y aislacionista con respecto a una Europa convulsionada. Paralelamente, la auto-
percepción de la predeterminación del Nuevo Mundo como una nueva tierra elegida 
contribuyó a justificar la política expansionista, o primeros rasgos internacionalistas, 
hacia el oeste y hacia el sur en los primeros años del siglo XIX. 

 
El protestantismo se destaca entre las demás confesiones cristianas no sólo 

porque es la religión mayoritaria, sino porque ejerce una influencia directa sobre las 
elites políticas estadounidenses y, consecuentemente, sobre la política exterior. Como 
sostiene Russell Mead (2006) teniendo en cuenta que el credo protestante influye en la 
percepción que los estadounidenses tienen del mundo y explica en parte el sentimiento 
norteamericano de concebirse como personas elegidas, cuyas creencias y valores deben 
esparcirse por todo el mundo, podemos argumentar que estos factores repercuten en el 
diseño de la política exterior como un condicionamiento más en el proceso de toma de 
decisiones sobre asuntos externos. Por otra parte, de acuerdo a Judis, en términos de 
ideas e ideología se pueden destacar tres concepciones religiosas que han sido, en mayor 
y menor medida, aceptadas por las elites políticas en este país. En primer lugar el 
convencimiento de que EE.UU. es la “nación elegida por Dios”. En segundo lugar, que 
tiene una “misión” o un “llamado” en la transformación del mundo. Y por último, la 
creencia de que los EE.UU. representan las fuerzas del “bien” contra el “mal” (2005: 1). 
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Sin embargo, la presencia persistente de la religión protestante en el discurso 
político de los líderes estadounidenses, no nos debe llevar a la confusión sobre la 
existencia de concepciones homogéneas dentro de la confesión protestante. En este 
marco Russell Mead (2006) distingue tres tradiciones en el  cristianismo protestante: la 
“fundamentalista”, la “evangélica” y la “liberal”, siendo las dos primeras de corte 
conservador (aunque con matices diferentes) y la última de carácter progresista. El 
balance de poder entre las diferentes corrientes ha cambiado con el transcurso del 
tiempo. En las últimas generaciones, las corrientes conservadoras han ganado 
adherentes en detrimento de los protestantes liberales que prevalecieron durante la 
mayor parte de la Guerra Fría. 

 
Oldfield (2004) centra el análisis en la “derecha cristiana” como fuerza política 

incorporada a la coalición electoral republicana. Se trata de grupos conservadores que 
han logrado vertebrar su particular interpretación de la Biblia con el discurso 
neoconservador desde finales de los setenta. La influencia de las creencias religiosas se 
puede observar en el unilateralismo de la administración Bush el cual proviene de su 
oposición a lo que describen como una tendencia cada vez más liberal de la agenda 
social de la ONU y de las profecías bíblica las cuales se combinaron para crear un 
movimiento opuesto al multilateralismo. Tanto Oldfield como Russell Mead coinciden 
en afirmar que estos sectores consideran a la ONU como una especie de “anticristo”, 
motivo por el cual las acciones de EE.UU. deben estar desvinculadas del orden mundial 
que dicha institución representa. Además, los sectores de la derecha cristiana exigen una 
alianza que identifique los intereses estadounidenses con los de Israel en tanto los judíos 
fueron el pueblo elegido por Dios y luchar en su contra significaría luchar contra Dios.  

 
A lo largo de su trabajo Busso (2008 a) concluye que el peso de la tradición 

liberal ha sido significativo en su planteo de separar Iglesia y Estado, pero los 
componentes religiosos del excepcionalismo, la existencia de una tradición 
conservadora, las características menos jerárquicas y más horizontales provenientes de 
la estructura congregacionalista del protestantismo y la correspondencia entre el 
puritanismo y las teorías democráticas y republicanas a la que se refiere Tocqueville, 
han instalado una fuerte conexión entre la religiosidad presente en la sociedad y la 
política que está presente aún en nuestros días.     

 
En el caso particular de la región de Medio Oriente, y especialmente en los casos 

de Irak, Irán y Afganistán, Rubén Paredes Rodríguez (2008) identifica una correlación 
de varias fuerzas profundas que inciden en la construcción del proceso identitario, en 
donde los aspectos religiosos y étnicos desempeñan un rol destacado y son 
considerados, entre otros, como primigenios y más permanentes. Asimismo, ha 
identificado al tipo de régimen político, como una  fuerza profunda en formación de 
características variables, dada la especificidad histórico-política y la mutabilidad del 
mismo, ya sea por razones endógenas o exógenas. 
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En referencia a la religión, aspecto analizado en este punto, Paredes Rodríguez  
reflexiona en torno al islamismo y su protagonismo como factor que robustece 
identidades variadas (en función de sus vertientes sunnita y shiita y su relación con 
distintas etnias), que impactan sobre los sistemas políticos y sobre la política exterior de 
los casos analizados. 

 
El autor destaca que en el último cuarto del siglo XX la Revolución Islámica de 

Irán se constituyó junto a otros hechos significativos en un punto de inflexión en la 
relación entre política y religión. Sobre todo desde la perspectiva occidental se 
contemplaba con asombro cómo la religión, la cual se encontraba restringida al ámbito 
privado o a prácticas reservadas a la conciencia individual de cada uno, aparecía en la 
escena de lo público brindando un nuevo fundamento capaz de organizar las relaciones 
sociales, en el que los valores propios de la Modernidad -como secularismo y 
separación del Estado de la religión entre otros- se diluían quedando obsoletas al 
momento de dar respuestas a las demandas de una determinada sociedad. De esa 
manera, la religión se convertía en el camino hacia la búsqueda de la seguridad y las 
certezas absolutas a la que la razón no podía aducir ningún fundamento, ante el modelo 
de sociedad occidental foráneo que privilegiaba a unos pocos y excluía a gran parte de 
la población.  

 
Así en el caso de Irak, la sinergia entre los factores étnicos y religiosos opera en 

la insurgencia descentralizada de bajo nivel desatada al interior del territorio nacional 
despertando oposición e injerencia por parte de otros países y comunidades religiosas 
con intereses en contrario. La compleja relación entre religión y etnias opera como un 
condicionante para la adopción y estabilización de un nuevo régimen político y abre 
interrogantes acerca de la posibilidad de superar los escenarios segmentados que ha 
vivido  el país y que han sido analizados bajo los rótulos de libanización, matrioshka y 
balcanización. 

 
Casi como antítesis Irán, es identificado como el “modelo” de  país que atravesó 

por un proceso de reislamización de arriba hacia abajo a partir de la toma del poder que 
realiza la transformación de las estructuras del Estado en 1979. Sin embargo, la 
factibilidad de que se produzca un efecto derrame o dominó sobre el resto de los 
Estados de la región han sido mínimas, teniendo en cuenta que la versión del Islam que 
se profesa en Irán es shiíta, lo cual genera en ciertos aspectos, puntos irreconciliables 
con los pueblos que profesan el Islam en su versión sunnita.  

 
Las variantes antagónicas intra Islam se observan con mayor crudeza en el caso 

de Afganistán el  peso de la fe sunnita, en la orientación waabita, se traslada al terreno 
político en el enfrentamiento al régimen de los Ayatollahs de Irán por considerar a los 
shiítas como herejes. La historia reciente de Afganistán se encuentra marcada por la 
presencia de potencias extra-regionales o países vecinos que han intentado controlar o 
condicionar la vida política afgana a través de alianzas con diferentes grupos étnicos 
que componen su estructura social desde tiempo inmemorial. Afganistán es un claro 
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ejemplo de nation building y state buliding, en donde las fuerzas religiosas y étnicas 
continúan desempeñando un rol importante en la construcción identitaria del país. 

 
Otra de las fuerzas que han permeado el devenir de varios de los casos 

analizados es el apego/desapego a la institucionalidad o las formas institucionales. Esto 
es lo que se ha trasuntado en la existencia de fuerzas organizadas (Duroselle) portadoras 
de importantes cuotas de estabilidad en tiempos cambiantes, que refuerzan o realzan 
fuerzas profundas existentes.  

 
Por ejemplo el análisis realizado sobre Chile (Colacrai-Lorenzini, 2010) revela a 

la estabilidad institucional como uno de los rasgos característicos y constitutivos de la 
sociedad chilena que impacta en la faz externa  a través de un estilo diplomático civil-
pragmático que ganó peso vis a vis el pretoriano-ideológico como fuerza profunda. 

 
La institucionalidad generada a partir de la República Conservadora de 1880 fue 

flexible a los cambios y a diversas situaciones imperantes dando una fuerte persistencia 
a lo que hoy denominamos democracia electoral a lo largo de más de un siglo, 
interrumpida solamente en el período 1973-1990. Vinculado a ello está la consolidación 
como fuerzas profunda del presidencialismo a través de la Constitución de 1833 –salvo 
un corto intervalo a finales del siglo XIX de un intento parlamentarista– hasta la 
actualidad bajo la Constitución de 1980. Este  sistema político ha tenido impacto en las 
definiciones de las políticas públicas, incluida la política exterior. Concretamente, con la 
entrada en vigor de la Constitución de 1980, el presidencialismo ha sido reforzado tanto 
en el caso de las relaciones bilaterales como multilaterales y esto puede observarse en la 
diplomacia presidencial, estilo que caracterizaría el período de redemocratización.  

    
Con respecto a este último período, Lorenzini (2010) analiza por una parte la 

manera a través de la cual el cambio de régimen político –proceso de transición a la 
democracia 1990/2004-, refuerza la institucionalidad democrática como fuerza profunda 
y, por otra, como se proyectó en el rediseño de la política exterior pos noventa, 
específicamente, en la formulación de una nueva estrategia de inserción internacional en 
un contexto sistémico signado por la globalización. 

 
A partir de las reformas constitucionales del año 2004 el proceso de 

redemocratización en Chile dejó atrás los enclaves autoritarios y los amarres 
institucionales que condicionaban la nueva democracia chilena, produciendo un 
definitivo vuelco en las relaciones cívico-militares a partir de un mayor acatamiento de 
las Fuerzas Armadas al poder civil. Como concluye Lorenzini (2010) las 
particularidades del proceso de transición –enclaves autoritarios, amarres 
institucionales, relaciones cívico-militares– impactaron sobre la reformulación de la 
estrategia de inserción en el concierto de naciones. Esto se evidenció en la creciente 
ampliación de los márgenes de maniobra desde el gobierno de Aylwin, pasando por el 
de Frei y finalizando con el de Lagos. De los tres gobiernos de la Concertación el que 
tuvo menor autonomía fue, sin duda, el de Patricio Aylwin. Los condicionamientos 
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domésticos sobre el contenido de la política externa se observaron en las dificultades 
para normalizar las relaciones con Estados Unidos, resolver los conflictos limítrofes con 
Argentina, reestablecer relaciones diplomáticas con Cuba, ratificar el Tratado de Libre 
Comercio con Estados Unidos, aprobar el Acuerdo de Complementación Económica a 
través del cual Chile se incorporó como Estado asociado al Mercosur, entre otros. 

 
De acuerdo a Zubelzú (2008a) el estatismo como fuerza profunda es destacada 

en el caso ruso. La concentración del poder político es asignada al Estado: no solo por 
el bienestar del pueblo, por la seguridad social, por la garantía del empleo, su salud y 
educación sino también por darle significado a todo. Aún en tiempos actuales se 
observa un difundido deseo de construir una nueva ideología nacional para ser 
implementada por los órganos del Estado. Sin embargo, confirmando la idea de la 
nación rusa como tierra de tensiones irresueltas o de contradicciones, se destaca el 
complejo vínculo del hombre común ruso que desconfía profundamente de las fuerzas 
organizadas sean éstas gobierno, parlamento, autoridades, policía. Así, estudios 
sociológicos de opinión muestran que las instituciones han estado en los niveles más 
bajo de valoración por muchos años.  

 
En los Estados Unidos de acuerdo a Busso (2008a) una manifestación del 

excepcionalismo como rasgo identitario ha sido la ideología vinculada al nacimiento de 
un sistema político cuyas principales características son el respecto a la Constitución y 
las instituciones, la estabilidad democrática y la división de poderes. Impronta del 
sistema político que fue aceptada y defendida tanto por liberales como por 
conservadores a lo largo de la historia. Uno de los aspectos más destacados entre el 
pensamiento de los Padres Fundadores y su aplicación a la Constitución fue la idea de 
que la estabilidad del país pasaba por las instituciones y no por los hombres. Motivo por 
el cual la importancia de los mecanismos de checks and balances están presentes en 
toda la política norteamericana incluida la política exterior. Las atribuciones del 
Congreso en el diseño de los asuntos externos hace de este un actor clave en el proceso 
decisorio. La importancia del consenso bipartidista durante toda la guerra fría, el 
otorgamiento del “fast track” para la negociación comercial con terceros países, como el 
peso del lobby judío en el congreso en la política de Washington hacia Medio Oriente 
son indicadores de que la política exterior de los Estados Unidos no puede ser analizada 
sin considerar su impronta institucional.     

  
Como puede observarse el rasgo institucional destacado está en relación con los 

sistemas políticos prevalecientes en cada caso, así como con la historia de cada país.   
En este sentido la línea institucional chilena subraya la estabilidad, el presidencialismo 
y la evolución hacia la superación de los amarres constitucionales heredados de la 
dictadura. En el caso de los Estados Unidos las ideas destacadas refieren a la división de 
poderes, los mecanismos de control mutuo y la afirmación que las instituciones son más 
importantes que los hombres. Finalmente, en el caso ruso la idea de que la 
concentración del poder político debe reflejarse en el Estado podría considerarse una 
manifestación histórica en tanto, a pesar de las grandes diferencias, ya sea en tiempos 
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del imperio como del gobierno comunismo existió una tendencia a evaluar dicha 
concentración como necesaria. 

 
A modo de cierre 

 
En estas reflexiones finales no hemos abordado todas las fuerzas profundas y los 

componentes identitarios trabajados por los autores, sino sólo aquellos que analizaron 
los procesos generales o parciales de cambio en la construcción de la identidad nacional 
y, posteriormente, a los efectos de facilitar la comparación, repasamos aquellas fuerzas 
profundas y componentes identitarios que se reiteraban en varios casos dividiéndolos en 
los nacidos de la valoración de ciertos aspectos materiales como el territorio y los de 
base ideacional, donde destacamos el excepcionalismo, la religión y los rasgos 
institucionales. Sin embargo, tal como lo demuestra la enumeración realizada al 
finalizar la primera parte de este capítulo, los tópicos estudiados son numerosos y 
variados. 

 
A partir del conjunto de resultados y de lo analizado aquí particularmente 

podemos afirmar que en todos los casos se detectaron componentes identitarios; que 
algunos tienen base material y otros se relacionan con las idea, ideologías y valores y, 
finalmente, que todos tienen  impacto, de mayor o menos envergadura, sobre la política 
exterior. 

 
Otro aspecto importante lo muestran aquellos países que han transitado por 

situaciones de cambio (positivo o negativo) o profundas crisis. Tal como lo 
destacábamos en nuestra presentación conceptual dichas situaciones tienden a generar 
una dinámica especial en torno al debate sobre las identidades debido al desacople que 
se da entre las expectativas defraudadas de los sujetos y el contexto. Por otra parte, si las 
crisis están vinculadas a situaciones étnicas o raciales los procesos de construcción de 
nuevas identidades inclusivas son considerablemente complejos. A modo de ejemplo 
podemos afirmar que: a- un cambio positivo y relativamente consensuado da lugar al 
proceso de construcción de una nueva identidad en Chile; b- situaciones de crisis 
cultural producidas por invasiones externas generan procesos históricos de adaptación 
cultural que mezclan lo nuevo y lo tradicional como lo muestra el caso chino; c- 
situaciones de crisis ligadas a cuestiones étnicas y raciales como los casos de Bolivia, 
Irak, Afganistán y Sudáfrica ponen de manifiesto la complejidad de integrar a los 
distintos sectores en un proceso identitario común y d- las disputas no resueltas entre 
modelos político-económicos contrapuestos afecta la posibilidad de avanzar en la 
construcción de una identidad nacional y otorga inestabilidad a la política exterior tal 
como pone de manifiesto el caso argentino.   

 
Por otra parte, los países que han invocado su condición de excepcionalidad 

como un componente identitario primigenio lo han vinculado en una etapa histórica 
inicial con una visión mesiánica tal como lo muestran los casos de Estados Unidos, 
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Rusia y Brasil. Sin embargo, los que han incorporado esta idea como parte de su 
identidad recientemente lo hacen desde una perspectiva laica como es el caso de Chile. 

 
Otro aspecto destacado en los casos de Estados Unidos, Rusia, Irán, Irak y 

Afganistán es la importancia de la religión entre los rasgos de su identidad. En ese 
marco se detecta que la misma influye sobre la dinámica política de esos países, 
incluida la política exterior. Esa influencia puede canalizarse a través de la relación 
entre religión y política como en Estados Unidos o entre los distintos grados de 
vinculación entre Iglesia y Estado que cubren el espectro que va desde una relación 
fluida a una teocracia.    

 
Para cerrar este análisis podemos afirmar, de manera tentativa y con el objetivo 

de avanzar sobre esta temática en próximas investigaciones, que los países cuyas 
identidades actuales aún están ligadas a componentes identitarios primigenios han 
tenido más continuidad en su política exterior independientemente del régimen político 
tal como lo demuestran los casos de Brasil, China, Estados Unidos y Rusia. De manera 
más tentativa aún consideramos que esta continuidad, matizada por los ajustes lógicos 
devenidos de la dinámica de los procesos políticos y sociales que han vivido, los ha 
posicionado más adecuadamente para afrontar o reponerse de crisis políticas o 
económicas.   
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